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Oficios y referencias
En el siguiente cuadro se detalla los números de oficios de la Secretaría General de la Corte que corresponden a las referencias internas de la Dirección de Planificación: 
	No. Referencia Interna
	No. Oficio de la Secretaría
	Oficios Relacionados

	1610-18
	10473-18
	-

	1692-18
	10880-18
	-

	1859-18
	-
	Correo del 13-nov-18 de la Dirección de la Defensa Pública, sobre cantidad de usuarios indígenas

	150-19
	951-19
	-

	384-19
	2339-19
	-



Proyecto u oficinas analizadas
Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Antecedentes
Mediante oficio 37-CSP-18 del 9 de abril, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión extraordinaria 25-18 del 4 de abril, donde se aprobó el informe 20-PLA-OI-2018, presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, entre las que se destaca asignar siete plazas extraordinarias de Defensor Público para la atención de materia Agraria, por todo el período 2018 en apoyo del plan de descongestionamiento del Tribunal Agrario, y se estima la continuidad de las plazas de defensores para el período 2019.
Por otra parte, en relación con el Proyecto de Ley denominado: “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente 17805; mediante oficio 10880-18 del 22 de agosto de 2018, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 86-18, del 2 de octubre, artículo LXVI donde  se acoge la solicitud presentada por la Jefatura de la Defensa Pública mediante oficio JEFDP-1123-2018 del 17 de setiembre de 2018 y se hace de conocimiento del acuerdo a la Dirección de Planificación con la finalidad que realice el análisis de todos los aspectos que implique el cambio por la entrada en vigencia de lo que ese entonces era el proyecto de Ley. En este particular, se resalta que la Ley 9593 de Acceso a la justicia de los pueblos indígenas de Costa Rica, entró en vigencia a partir de su publicación, la cual fue realizada en la Gaceta 179 (Alcance 174) del 28 de setiembre de 2018. 
Además, mediante oficio JEFDP-1244-2018 del 1 de octubre de 2018, de la Dirección de la Defensa Pública señala que: 
“Dentro del estudio que realiza la Dirección de Planificación sobre las cargas de trabajo de plazas asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se valore la posibilidad de que algunas de estas plazas sean reasignadas a la atención de la población indígena para garantizar su acceso a la justicia (…)”
En razón de lo anterior, mediante oficio 10473-18, del 9 de octubre de 2018, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 87-18 del 4 de octubre de 2018, artículo LXXXIV, donde se considera trasladar la gestión presentada por la máster Diana Montero Montero, Jefa a.i. de la Defensa Pública, mediante oficio JEFDP-1244-2018 del 1 de octubre de 2018, a estudio de la Dirección de Planificación, e informe a este Consejo lo que corresponde.
Por otro lado, en lo referente al patrocinio letrado de los servidores judiciales legalmente encomendado a la Jefatura de la Defensa Pública (artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), en la sesión 43-2019 del Consejo Superior artículo XL del 14 de mayo 2019, se acordó trasladar una plaza de persona defensora de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia “para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”. 
Por otro lado, mediante oficio 2339-19 del 6 de marzo de 2019, de la Secretaría de la Corte, se transcribe el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero de 2019, que literalmente dice: 
“Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar al doctor Roberto Montero García, Defensor Público Supervisor, para que como recargo asuma en codefensa con las y los defensores públicos agrarios la representación de las personas usuarias que requieran de servicios contenciosos administrativos; además, la defensa de los dos funcionarios de Gestión Humana que deben ser representados y que a su vez funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder  asumir con responsabilidad  la competencia creada en la  Ley N°9530.”
En otro orden de ideas, es relevante hacer mención que mediante el informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación, sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”; se analizó lo referente a la Defensa Pública en la atención de asuntos en materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria; donde, se consideró entre otros asuntos crear un total de 33 plazas de Defensor Público para la defensa de la parte actora en asuntos de Pensión Alimentaria. El citado informe fue conocido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 43-17, del 5 de mayo del 2017, artículo XXIV y por Corte Plena en sesión 16-2017, del 1 de junio del 2017, artículo II, durante las sesiones de trabajo para analizar el proyecto del Presupuesto de Poder Judicial para el 2018, y se acordó lo siguiente: 
“Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se dispuso: Acoger la propuesta planteada por la magistrada Arias y el magistrado Salazar Alvarado, en consecuencia, los presupuestos actualizados de impacto de Justicia Restaurativa y de las Reformas Procesal de Familia y Agrario se conocerán en el momento en que sean Leyes de la República.”
Seguido, la Dirección de Planificación da a conocer, por medio del oficio 1285-PLA-2019 del 16 de agosto de 2019 que, mediante correo electrónico del 13 de agosto del 2019, la Magistrada de la Sala Segunda Sra. Julia Varela Araya solicitó a la Dirección de Planificación modificar las estimaciones del impacto presupuestario que tendría la implementación del proyecto de Lay del Código Procesal de Familia que se tramita en el expediente 19455 de la Asamblea Legislativa. Donde, textualmente se expone lo siguiente:
“…con la finalidad de disminuir el impacto económico de la implementación del referido código, se eliminaron tres temas importantes que contenían el mayor peso desde el punto de vista económico, para esta importantísima y necesaria reforma. Lo eliminado se refiere a: Los equipos interdisciplinarios, para los despachos de Familia que lo requerían
1. Los juzgados sumarios que se creaban
1. La Defensa Pública para atender en todos los casos de familia, donde se dieran intereses contrapuestos
[bookmark: _Hlk16599132]Como consecuencia de lo anterior, en el tema de la Defensa Pública, el contenido del artículo 56, del proyecto de Ley consultado a Corte, cuyo informe se rindió el pasado lunes 12 de agosto, solo refleja lo que actualmente está dentro la Ley de Pensiones Alimentarias vigente; por lo que no debe de interpretarse que se están creando obligaciones nuevas de plazas para Defensa Pública, para atender casos de pensiones alimentarias.
En consecuencia, dentro de los costos del proyecto del Código Procesal de Familia, no debe existir ninguna suma para la creación de plazas de asistencia letrada de la Defensa Pública, tal y como lo expliqué ayer en Corte Plena, en el informe rendido.” (…)
Por lo mencionado anteriormente, es importante indicar que, este nuevo planteamiento solicitado por la Magistrada Varela Araya, difiere del presentado ante la Comisión de Asuntos Jurídicos en el 2017, propiamente en cuanto a la exclusión de 33 plazas de Defensora o Defensor Público, que se requerirían para dar cobertura nacional a la atención en pensión alimentaria a la parte beneficiaria que no cuente recursos económicos para contratar patrocinio letrado conforme al artículo 56 del proyecto de este proyecto de Ley, donde no se debe interpretar que se están creando nuevas obligaciones de plazas para la Defensa Pública para atender casos de pensiones alimentarias.
El proyecto de Ley del “Código Procesal de Familia” fue aprobado en primer debate por la Asamblea Legislativa el 6 de febrero 2018. 
En sesión 34-18 del 25 de abril de 2018 del Consejo Superior, se dispuso: 
“1) Aprobar el informe 33-PLA-MI-2018 presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, de acuerdo al escenario planteado en la recomendación 5.1.2. 
2) Siguiendo los lineamientos de la Corte Plena no se deberán incluir los recursos en el anteproyecto 2019 hasta que se apruebe la Reforma Legal como Ley de la República” (la negrita no es original del texto).
El Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019 acordó aprobar el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria); donde se mantiene una plaza de persona Defensora por Oficina que cubre el tema de interés contrapuestos en materia agraria; y además, deben asumir la defensa técnica de aquellos asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas.
Posterior, el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión extraordinaria 47-19 (Presupuesto 2020) artículo XV, del 23 de mayo de 2019, dispuso de manera textual lo siguiente: 
“Aprobar las recomendaciones de la Dirección de Planificación, por tanto, mantener lo dispuesto por el Consejo Superior, se aclara a la Defensa Pública que precisamente por las razones expuestas en esta reconsideración, en el informe inicial se asignó un recurso humano para la zona de Buenos Aires por el impacto que representa en la prestación del servicio público”
Este informe fue conocido y aprobado en la Sesión 22-19 de Corte Plena (Presupuesto 2020) celebrada el 6 de junio de 2019, Artículo IV; en el cual, se dispuso de manera textual:
“Aprobar por separado del Presupuesto Ordinario del Poder Judicial, los requerimientos correspondientes a la “Ley 9593. Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica” en la forma indicada. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Solís, Molinari, Aguirre, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Hernández, Salazar Alvarado, Araya, las Suplentes y los Suplentes León Díaz, Aragón Cambronero, Blanco González, Zúñiga Morales, Segura Bonilla, Alfaro Vargas y Chacón Jiménez.”

Adicionalmente, en el informe definitivo 490-PLA-EV-2019, fue conocido en sesión 43-19, artículo XL del Consejo Superior 43-19, del 14 de mayo de 2019. En este caso el Consejo Superior, dispuso tener por rendido el informe definitivo; además, recomendó de manera textual: 
“(...) se reasignará esta plaza para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial”.
“(…) Del análisis y seguimiento efectuado a las cargas de trabajo de los puestos de Defensora o Defensor Público, se recomienda mantener solo una de las dos plazas ordinarias, reconociendo la labor tan importante que desarrollan estas personas, sin embargo, se evidenció que estas labores pueden ser asumidas por uno de esos recursos.
De esta forma y a partir de labores conexas que viene desarrollando la Dirección de Planificación en la Defensa Pública, se considera oportuno reasignar esta plaza de Defensora o Defensor Público para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, para tender personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a  personas funcionarias judiciales que son denunciadas atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial (…)”
En oficio 101-P-2019, de fecha 17 de mayo de 2019 y dirigido a la Ministra de Hacienda, el Presidente de la Corte y en alusión al oficio  DM-0466-2019, mediante el cual se informó de la aplicación de la Regla Fiscal en el presupuesto 2020, entre otras ideas al referirse al monto máximo autorizado al Poder Judicial, se indicó: 
“(…) Es importante señalar que estos datos no incorporan los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario.”
Posteriormente mediante oficio DM-0945-2019, de fecha 11 de junio del 2019, la señora Ministra de Hacienda y en alusión a lo indicado en el oficio 101-P-2019, comunica al presidente de la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: 
“(…) Finalmente, en relación con las solicitudes complementarias al Anteproyecto de presupuesto de la institución a que se hace alusión en su oficio, le informo que el cumplimiento de la regla fiscal no da espacio para el financiamiento de nuevos gastos”.
En el oficio 118-P-2019 del 14 de junio de 2019, el presidente de la Corte solicitó a la Ministra de Hacienda se valorara la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender esta y cinco nuevas obligaciones más encomendadas por la Asamblea Legislativa.
Mediante oficio 1538-PLA-PP-2019, de fecha 20 de setiembre de 2019, la Dirección de Planificación al revisar el Proyecto de Presupuesto 2020 trasladado por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea Legislativa y en relación directa con los recursos adicionales solicitados por el Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones, en el apartado A.1. se indicó lo siguiente: 
“(…) No fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa”.
Este oficio mencionado anteriormente fue conocido por Corte Plena en sesión 41-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, artículo XV.
Finalmente, de acuerdo con la Ley No. 9791 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2020, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas no fueron incorporados durante la etapa de análisis y discusión por parte de la Asamblea Legislativa, esto según informe 1932-PLA-PP-2019 relacionado con el seguimiento realizado al Expediente 21.568 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económica del 2020” en la Comisión de Asuntos Hacendarios.
Mediante el oficio 507-PLA-RH-MI-2020 del 30 de marzo el preliminar de este informe denominado Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, fue puesto en conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Defensa Pública, Dirección de Tecnología de Información y Dirección de Gestión Humana, con el fin de que emitieran sus observaciones para ser consideradas en el informe.

Como respuesta se recibió el oficio 662-DTI-2020 del 3 de abril y el 712-DTI-2020 del 15 de abril de 2020 de la Dirección de Tecnología de Información; y el oficio JEFDP- 365-2020 del 14 de abril de 2020 de la Jefatura de la Defensa Pública, donde emiten sus observaciones al respecto (ver anexo 10).

El Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020, dispuso lo siguiente:

“Se acordó: 1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones (…) 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.”” (La negrita no es del original)

El 17 de abril de 2020, ingresó como respuesta extemporánea el oficio CACC-116-2020 suscrito por el Magistrado por el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, donde emite sus observaciones al respecto (ver anexo 11).

El 27 de abril de 2020, se recibió de forma extemporánea el oficio PJ-DGH-SAP-135-2020 de la Licda. María Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, donde realiza observaciones referentes al informe 507-PLA-RH-MI-2020 (ver anexo 12).

En sesión extraordinaria del Consejo Superior 45-2020 del 8 de mayo de 2020, artículo XXII fueron conocidos los oficios 659-PLA-RH-MI-2020 y 660-PLA-RH-MI-2020 donde se atendieron las observaciones planteadas por la Comisión de Acceso a la Justicia y por la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana; en el mismo se dispuso por el Consejo Superior aprobar ambos oficios de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones.

Posteriormente, como reconsideraciones al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020; se conoce el oficio 779-DTI-2020 del 29 de abril de 2020 y el 782-DTI-2020 ambos de la Dirección de Tecnología de Información (ver anexo 13); y el oficio JEFDP-450-2020 del 04 de mayo de 2020, suscrito por la M.Sc. Diana Montero Montero, Jefatura de la Defensa Pública (ver anexo 14).

En sesión extraordinaria del Consejo Superior 48-2020 del 14 de mayo en los artículos VII y X se conocieron los oficios 661-PLA-RH-MI-2020 de la Dirección de Planificación referente a las reconsideraciones planteadas por la Dirección de Tecnología de Información y el oficio 692-PLA-RH-MI-2020 en respuesta las reconsideraciones presentadas por la Jefatura de la Defensa Pública; en ambos artículos se dispuso aprobar los informes de la Dirección de Planificación y mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI.

Finalmente, en sesión extraordinaria de Corte Plena 31-2020 celebrada el 2 de junio de 2020, artículos I y II se acordó aprobar el Presupuesto ordinario del Poder Judicial para el 2021 correspondiente a la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.
 
Justificación
El siguiente informe responde a la actualización del análisis presentado para el presupuesto 2020 que contempla los cambios de entrada en vigencia de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, ya que en el presupuesto 2020 no se brindaron recursos para cubrir esta nueva legislación, por lo que nuevamente se revisa y actualiza el informe para conocimiento del Consejo Superior y Corte Plena.

Metodología de trabajo
A continuación, se detallan las principales actividades realizadas:
De conformidad al informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en todas las materias, aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019 y aprobado por Corte Plena mediante acuerdo del acta 022-2019 del 06 de junio de 2019; se da seguimiento a las recomendaciones expresas en dicho informe, con el propósito de determinar su cumplimiento.
Seguidamente, mediante correo electrónico, el 27 de enero de 2020, se le solicita a la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas, la información estadística relacionada con asuntos atendidos por la Defensa Pública que contengan intervinientes de población indígena durante el año 2019, con la finalidad de analizar el comportamiento de la atención de los asuntos a nivel nacional.
Así mismo, mediante el correo electrónico enviado el 03 de febrero de 2020, se le solicita al Tribunal Contencioso Administrativo, los datos estadísticos referentes a asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo o como persona física. De ahí que, el día 04 de febrero de 2020, se recibe correo electrónico de respuesta con el listado de asuntos que lleva el Tribunal e indicando que, únicamente se pueden filtrar los asuntos activos, en los cuales se encuentran como parte una asociación indígena o la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, no así, como persona física o persona servidora judicial.
Adicionalmente, el 03 de febrero de 2020 se coordina una sesión de trabajo con la Administración de la Defensa Pública, respaldada en la minuta 29-PLA-MI-MNTA-2020; con el propósito de identificar el impacto dado en la Defensa Pública a partir de la implementación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas y, recibir retroalimentación de la manera de trabajo optada por la administración para solventar las necesidades de la población en mención.
Con base en la información recolectada en reunión mencionada en el párrafo anterior y, con la información estadística enviada por la Administración de la Defensa Pública; se procede a analizar las cargas de trabajo de las plazas de Defensora o Defensor Público responsables de la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.
Seguido, se consultó a Unidad de Capacitación de la Defensa Pública sobre los lineamientos establecidos por parte de la Jefatura de la Defensa Pública para cubrir el tema de capacitación del personal de la Defensa Pública en la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.
Finalmente, se realizan consultas al Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC) para obtener estadísticas de la población indígena, a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) para segmentar la población por territorio según etnia y Defensas Públicas regionales de las zonas donde se concentra la mayor densidad de personas indígenas, para obtener particularidades de las poblaciones.

Información relevante
Aspectos demográficos a considerar
Con base en la consulta realizada al Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC), la población indígena, según el censo 2011, es de 104 143 personas, las cuales están distribuidas a lo largo del territorio nacional, segmentada en ocho etnias:
· Bribrí
· Brunca
· Teribe
· Gnobe o Guaymí
· Huetar
· Maleku (Región Norte)
· Chorotega
· Cabécar
Las etnias que agrupan la mayor cantidad de población son los Bribris con un 35% y los Cabécar con 29%. Estas dos etnias representan un 64% sobre el total de la población indígena en Costa Rica.
En la siguiente figura se muestra la concentración de territorios indígenas de Costa Rica, según el Sistema Georeferencial del Poder Judicial. 
Figura 1 Mapa de territorios indígenas de Costa Rica
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación, con datos tomados del Sistema Georeferencial del Poder Judicial. 
Con datos estadísticos del INEC y según la distribución de territorios, se puede determinar que un 78% de los pueblos indígenas se encuentran en las zonas ubicadas al sur del país, viviendo en las provincias de Limón 26%, Puntarenas 24%, San José (zona sur) 19% y Cartago 8%. El restante 22% se encuentra distribuido en Guanacaste 10%, Alajuela 8% y Heredia 4%. Por tal motivo, se considera atender de forma prioritaria las zonas con mayor densidad de población indígena ubicadas en el sur.
En virtud de los datos anteriores y, con los obtenidos de la distribución de poblaciones indígenas del CONAI, se realiza una estimación de la posible afluencia de personas indígenas según las defensas públicas más cercanas.
Figura 2 Distribución porcentual de posible atención de persona indígena, según territorios y ubicaciones de la Defensas Públicas del país

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Como resultado se obtuvo que Bribri (29%), Buenos Aires (26%), Limón (12%) y Turrialba (8%), son las zonas que pueden tener mayor demanda en la atención de asuntos indígenas según su ubicación geográfica, densidad de población indígena y la presunta movilización de personas; pues, en conjunto agrupan el 75% de la posible afluencia. 
En síntesis, según los datos demográficos obtenidos del INEC y según la competencia de las defensas públicas del país ante la presunta movilización de personas indígenas, se puede ver que las zonas de Bribri y Buenos Aires en conjunto poseen el 55% de la posible demanda, ubicadas muy por encima de las otras defensas públicas del país.
Por otro lado, el 30 de abril de 2015 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, emitió la resolución 16/15 con la medida cautelar 321-12 donde solicita al Gobierno de Costa Rica, adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encuentran en el sureste del Puntarenas; importante mencionar que esta zona es competencia de la Defensa Pública de Buenos Aires.

Análisis de datos estadísticos de la Defensa Pública
Representación de la Defensa Pública en asuntos con personas usuarias indígenas
Como parte del proceso de recopilación de datos estadísticos, se solicita al Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Coordinador de la Unidad Estadística de la Defensa Pública, y a la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Asuntos de Pueblos Indígenas; la información estadística de la cantidad de personas usuarias indígenas representadas por la Defensa Pública en asuntos nuevos, de octubre de 2018 a setiembre de 2019; así como también, la cantidad de procesos activos (circulante) y asuntos terminados al cierre de setiembre de 2019 por cada una de las oficinas a nivel nacional.
En cuanto a los datos suministrados por la Defensa Pública, se encuentra la cantidad de procesos (expedientes) activos al cierre de setiembre de 2019, así como la cantidad de expedientes que ingresaron de octubre 2018 a setiembre 2019 y la cantidad de personas usuarias indígenas representadas en dichos asuntos. 
Es importante aclarar que, según indica el Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Coordinador de la Unidad Estadística de la Defensa Pública; por orden se contabilizan por separado las representaciones y expedientes con interviniente persona usuaria indígena de la competencia antigua y la actual, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia a los Pueblos Indígenas, donde se le amplía la competencia a la Defensa Pública.
En la siguiente figura se muestra la representación por materia de los expedientes, donde se cuenta como interviniente una persona usuaria indígena y, que ingresaron de octubre 2018 a setiembre 2019:
[bookmark: _Ref32912805]Figura 3 Representación por materia de los asuntos ingresados, donde intervienen personas usuarias indígenas, de octubre 2018 a setiembre 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Con base en la información mostrada en la figura anterior, se puede inferir que, el 80% de la cantidad de expedientes, de octubre 2018 a setiembre 2019, responden a personas indígenas en calidad de intervinientes en asuntos de Pensiones Alimentarias (36%), Penal ordinario (25%), Penalización de violencia contra mujer (11%) y Agrario (8%). El restante 20% de los asuntos entrados es en Laboral, Penal Juvenil, Familia, Ejecución de la Pena, Contravencional, Revisión y Ejecución Penal Juvenil.
Dicho lo anterior, en la siguiente tabla se evidencia la proporción de procesos entrados (expedientes), respecto a la cantidad de personas usuarias indígenas representadas en dichos procesos. 
[bookmark: _Ref32905285]Tabla 1 Cantidad de asuntos entrados, de octubre 2018 a setiembre 2019, y la cantidad de personas usuarias indígenas intervinientes
	Materia
	Cantidad de expedientes
	Personas indígenas
	Promedio de personas indígenas por expediente
	Diferencia

	Pensiones Alimentarias
	412
	438
	1,06
	26

	Penal
	295
	369
	1,25
	74

	Penalización Contra Mujer
	132
	150
	1,14
	18

	Agraria
	91
	102
	1,12
	11

	Demás materias
	227
	241
	1,06
	14

	Total
	1157
	1300
	1,12
	143


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Con base en la tabla anterior, se puede observar que, un proceso (expediente) mantiene en promedio 1,12 personas usuarias indígenas como intervinientes, en los cuales hay 143 personas usuarias indígenas en calidad de interviniente en asuntos donde hay dos o más personas indígenas intervinientes. 
Haciendo la segregación por materia, se evidencia que, de los asuntos que ingresaron de octubre de 2018 a setiembre 2019, la materia penal mantiene la mayor proporción de cantidad de personas usuarias indígenas por expediente (1,25); es decir, hay 74 personas usuarias indígenas que se mantienen en procesos con dos o más intervinientes. Aunado a lo anterior, materia agraria mantiene un promedio de 1,12 personas usuarias indígenas por proceso, pero 11 personas se mantienen en asuntos con dos o más intervinientes. Las demás materias mantienen en promedio 1,06 personas indígenas intervinientes por cada expediente, lo anterior equivale a que solo 6 de cada 100 personas indígenas, en los asuntos ingresados, sean partícipes en asuntos con dos o más intervinientes. 
Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 
Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito.

Además, de la Tabla 1 Cantidad de asuntos entrados, de octubre 2018 a setiembre 2019, y la cantidad de personas usuarias indígenas intervinientes; se puede inferir que la entrada promedio mensual de asuntos, a nivel nacional, es de 103, con 116 personas usuarias indígenas intervinientes. De esos 103 asuntos nuevos a nivel nacional, en promedio 37 son de Pensiones Alimentarias, 26 de Penal Ordinario, 12 de Penalización de Violencia contra Mujer, 8 de materia agraria y, las restantes 20 causas son Laboral, Familia, Penal Juvenil, Ejecución de la Pena, Contravencional, Revisiones y Ejecución de la Pena en Penal Juvenil.
Ahora, en la siguiente figura se evidencia la concentración mensual por oficina de la Defensa Pública, de la cantidad de asuntos entrados con personas usuarias indígenas durante octubre 2018 hasta setiembre 2019. 
Figura 4 Cantidad de asuntos entrados de octubre 2018 a setiembre 2019, con personas indígenas representadas por la Defensa Pública

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Con base en la información mostrada en la figura anterior, en un primer bloque se puede inferir que la mayor concentración de asuntos con personas usuarias indígenas se encuentra en la Defensa Pública de Buenos Aires, con un promedio de ingreso mensual de 30 expedientes; seguido de la Defensa Pública de Bribri, con un promedio de ingreso mensual de 29 asuntos. Las dos oficinas de la Defensa Pública mencionadas anteriormente responden al 58% del total de asuntos entrados a nivel nacional. 
Lo anterior, es congruente con la cantidad de población indígena en las zonas, según los datos demográficos detallados en el apartado anterior. 
Ahora bien, en la figura anterior, como un segundo bloque, podemos observar que las oficinas de la Defensa Pública de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón, Coto Brus, Cartago y Corredores mantienen un promedio de ingreso mensual entre cuatro y siete representaciones. 
Estas oficinas representan un 31% del total de representaciones mensuales, el equivalente a 32 personas usuarias indígenas. Haciendo la aclaración que, según explica la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Pueblos Indígenas, debido a la necesidad particular de cada oficina, se ha optado por que personas defensoras se trasladen una o dos veces por semana a brindar soporte a otras oficinas; tal es el caso de Pérez Zeledón que brinda soporte a Buenos Aires, Cartago a Turrialba, Limón a Bribri y Corredores a Coto Brus. 
De lo anterior y, considerando que el control de asuntos se realiza por el Libro de Registro de la Defensa Pública por persona defensora, se podría reportar expedientes de personas usuarias indígenas en las oficinas que brindan el soporte, cuando la persona indígena es atendida en la oficina a la que se le brinda dicha colaboración. 
Finalmente, en un tercer bloque, el restante 11% del ingreso mensual de representaciones a personas indígenas, equivale a un promedio de 11 personas y, estas se distribuyen en el resto del país en las diferentes materias.
Es importante aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración.
Dicho lo anterior, la siguiente tabla muestra la cantidad de personas representadas en asuntos nuevos en promedio por mes, en las oficinas que representan el 89% de las representaciones de la Defensa Pública a nivel nacional. 
Tabla 2 Promedio de asuntos mensuales entrados en las oficinas que representan el 89% del ingreso mensual a nivel nacional
	Oficina
	Pensiones Alimentarias
	Penal
	Penalización Contra Mujer
	Agraria
	Demás materias
	Total

	Bribrí
	14
	8
	6
	0
	3
	30

	Buenos Aires
	6
	10
	4
	2
	7
	29

	Turrialba
	3
	2
	1
	0
	1
	7

	Pérez Zeledón
	3
	0
	0
	2
	2
	7

	Limón
	2
	1
	0
	1
	2
	6

	Coto Brus
	2
	1
	1
	0
	1
	5

	Cartago
	1
	0
	0
	2
	0
	4

	Corredores
	2
	1
	0
	1
	1
	4

	Demás oficinas
	3
	3
	0
	0
	4
	11

	Total
	37
	26
	12
	8
	20
	103


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Nota: La Defensa Pública reporta, de octubre 2018 a setiembre 2019, asuntos entrados con persona usuaria indígena en 34 oficinas; por lo que la fila “Demás oficinas” contempla un total de 26 oficinas.
De la tabla anterior se puede extraer que, el promedio de ingreso mensual de asuntos mensuales es similar para la Defensa Pública de Bribri (30) y Buenos Aires (29). No obstante, la segmentación de asuntos entrados por materia varía en su comportamiento, debido a que en Bribri el 46% de los asuntos entrados son de Pensiones Alimentarias (14), mientras que, en Buenos Aires el 34% de los asuntos entrados son Penales Ordinarios (10).
Las oficinas de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón, Coto Brus, Cartago y Corredores mantienen una representación mensual entre uno y tres asuntos en Pensiones Alimentarias y, entre uno y dos asuntos en Penal Ordinario.
Respecto a Penalización de Violencia contra la Mujer, se observa que las oficinas de Bribri y Buenos Aires presentan una entrada mensual promedio de seis y cuatro, respectivamente. Las demás oficinas de la Defensa Pública a nivel nacional mantienen un ingreso promedio mensual igual o inferior a uno, por lo que se puede decir que hay meses que ingresa un asunto nuevo y meses donde no hay un ingreso.
Respecto a las causas entradas en materia agraria, en la tabla anterior se evidencia que, la Defensa Pública de Buenos Aires, Pérez Zeledón y Cartago mantienen un promedio mensual de dos asuntos; en las demás oficinas hay meses que ingresa un asunto y meses en los que la entrada es nula.
Es importante recordar que la Defensa Pública de Pérez Zeledón le brinda soporte a la Defensa Pública de Buenos Aires y, en ese sentido, se puede inferir que la mayor cantidad de asuntos agrarios entrados se encuentran en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 
En los expedientes contabilizadas en “Otras materias”, la Defensa Pública de Buenos Aires presenta el ingreso del 37% de las representaciones nuevas por mes; por lo que es importante mencionar que dichos asuntos se concentran en Laboral (un asunto mensual), Penal Juvenil (3 asuntos mensuales), Familia (2 asuntos mensuales) y Contravencional (2 asuntos mensuales). Además, la Defensa Pública de Bribri el promedio de “Otras materias” se mantiene en tres causas nuevas por mes, concentradas principalmente en materia Laboral.
Finalmente, cabe manifestar que la representación en materias como Penal, Laboral, Agrario, Pensiones, Penalización contra la mujer y Penal juvenil, se atiende por la Defensa Pública, desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Circulante de asuntos con interviniente persona usuaria indígena, antes y después de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a los Pueblos Indígenas 
Con base en los datos estadísticos facilitados por el Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Coordinador de la Unidad Estadística de la Defensa Pública; se tiene que, con base en la competencia de la Defensa Pública antes de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, al cierre del mes de setiembre de 2019, el circulante a nivel nacional de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente es el siguiente:
[bookmark: _Ref32912823]Figura 5 Circulante activo con la competencia antes de la promulgación de la Ley 9593, con interviniente persona indígena, al cierre de setiembre de 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
El gráfico anterior segmenta las materias que representan el 80% del circulante, con la competencia antes de la promulgación de la Ley 9593, de la población indígena a nivel nacional, donde se puede observar que el 40% de los asuntos activos se concentran en materia penal (615 expedientes), el 20% en Pensiones Alimentarias (300 expedientes), el 13% en materia agraria (196 expedientes), el 8% en Penalización de Violencia contra Mujer (126 expedientes) y, el restante 20% se concentra en las demás materias (283 expedientes).
Haciendo la comparación entre la Figura 3 Representación por materia de los asuntos ingresados, donde intervienen personas usuarias indígenas, de octubre 2018 a setiembre 2019 y la Figura 5 Circulante activo con la competencia antes de la promulgación de la Ley 9593, con interviniente persona indígena, al cierre de setiembre de 2019, se tiene que, a pesar que el mayor ingreso mensual se encuentra en Pensiones Alimentarias, el circulante demuestra se concentra principalmente en materia penal. De conformidad con lo anterior, se puede concluir el tiempo de tramitación de asuntos de Pensiones Alimentarias es menor al tiempo de tramitación de asuntos Penales. 
Ahora, en la siguiente tabla se muestra la concentración de asuntos activos, con persona usuaria indígena en calidad de interviniente y, con la competencia antes de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, por oficina de la Defensa Pública y materia, al cierre de setiembre de 2019.
Tabla 3 Asuntos activos con persona indígena conforme a la competencia de la Defensa Pública antes de la promulgación de la Ley 9593, al cierre de setiembre de 2019, segregado por materia y oficina
	Oficina
	Penal
	Pensiones Alimentarias
	Agraria
	Penalización Contra Mujer
	Demás materias
	Total

	Bribrí
	302
	102
	0
	57
	32
	493

	Buenos Aires
	163
	102
	44
	30
	111
	450

	Limón
	23
	18
	25
	8
	32
	106

	Coto Brus
	54
	9
	0
	22
	5
	90

	Pérez Zeledón
	3
	21
	32
	0
	19
	75

	San José
	10
	2
	22
	1
	31
	66

	Corredores
	20
	12
	12
	3
	14
	61

	Demás oficinas
	40
	34
	61
	5
	39
	179

	Total
	615
	300
	196
	126
	283
	1520


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Considerando la información mostrada en la tabla anterior, con la competencia de la Defensa Pública antes de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas; la Defensa Pública de Bribri es la que mantiene, al cierre de setiembre de 2019, la mayor cantidad de procesos activos (493 expedientes), seguido de la Defensa Pública de Buenos Aires (450 expedientes). Estas dos oficinas mantienen el 62% del total de causas activas a nivel nacional. 
Es importante resaltar que, la Defensa Pública de San José mantiene, al cierre de setiembre de 2019, un total de 66 asuntos activos, donde 22 son de materia agraria, 10 de materia penal, 2 de Pensiones Alimentarias, 1 de Penalización de Violencia contra Mujer y hay 31 expedientes que se encuentran contabilizados en “Demás materias”. Importante mencionar que esas 31 causas son de Ejecución de la Pena (13), Laboral (9), Ejecución de la Pena en Penal Juvenil (7) y Revisión (2).

Finalmente, es importante hacer mención que, como se explicó anteriormente, la Administración de la Defensa Pública contabiliza dentro de sus datos estadísticos los asuntos en los que se representan personas usuarias indígenas producto de la entrada en vigencia de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas y por tal, en la siguiente tabla se muestra la cantidad de personas indígenas representadas en razón de la ampliación de la competencia de la Defensa Pública, al cierre del mes de diciembre de 2019.
Tabla 4 Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al 31 de diciembre 2019
	Oficina
	Pensiones Alimen-tarias
	Familia
	Contencioso Administrativo
	Violencia Doméstica
	Contravencional
	Civil
	Otro
	Total

	Buenos Aires (2)
	23
	32
	1
	5
	2
	
	3
	66

	Bribrí (3)
	29
	11
	
	6
	3
	1
	
	50

	San José
	
	
	38(1)
	
	
	1
	
	39

	Turrialba
	1
	3
	
	7
	
	
	
	11

	Corre-dores
	2
	9
	
	
	
	
	
	11

	Golfito
	8
	1
	
	1
	
	
	
	10

	Alajuela
	
	
	
	
	
	2
	
	2

	Brus
	2
	
	
	
	
	
	
	2

	Puriscal
	
	1
	
	
	
	
	
	1

	Total
	65
	57
	39
	19
	5
	4
	3
	192


*1 Estos procesos llevan codefensa, por lo que es requerida la asignación de dos profesionales
*2 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Pérez Zeledón
*3 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Limón
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Las representaciones mostradas en la tabla anterior responden a asuntos que iniciaron en razón del cumplimiento de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a las personas indígenas, esto debido a que, por ejemplo, en Pensiones Alimentarias, esas 65 personas representadas están en calidad de demandadas. Y, es importante aclarar que los asuntos presentados en la tabla anterior no se encuentran contabilizados dentro del análisis expuesto anteriormente, debido al orden de tabulación de la información por parte de la Administración de la Defensa Pública. Por lo que, lo que se encuentra establecido en la tabla anterior es lo que realmente corresponde al incremento en las cargas de trabajo a partir de la promulgación de la Ley 9593.
Respecto a los asuntos Contenciosos Administrativos, es importante hace énfasis de que se reportan 39 representaciones al cierre de diciembre de 2019.Estos asuntos mantienen la particularidad de que requieren codefensa, por lo que al menos deben participar dos Defensoras o Defensores en su tramitación. 
En consulta con la Coordinación de la Defensa Pública de Buenos Aires, el Licenciado Andrey Fuentes Gamboa, se expone que, por indicación de la Jefatura de la Defensa Pública, los asuntos contenciosos administrativos con interviniente persona indígena se asignan como recargo a las personas defensoras agrarias y por tal, desde que recibió la indicación, el único asunto que ha ingresado a la oficina es el que tiene asignado dentro de su circulante la persona defensora de materia agraria.
Adicionalmente, como se ha hecho mención, la Defensa Pública de Pérez Zeledón le brinda soporte a la oficina de Buenos Aires y la Defensa Pública de Limón le brinda soporte a la oficina de Bribri, tanto para la tramitación de asuntos ordinarios, como para la tramitación de asuntos donde se requiera representar a ambas partes del proceso.
Por último, en consulta al Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Coordinador de la Unidad Estadística de la Defensa Pública; las tres representaciones contabilizadas en otras materias responden a una Querella y representaciones en materia de Tránsito.

Por otra parte, según lo expuesto por la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas de la Dirección de la Defensa Pública, a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas; y de una manera muy proactiva por parte de la Defensa Pública, los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de las personas defensoras que atienden Pensiones Alimentarias, los asuntos de Contencioso Administrativo en el circulante de las personas defensoras de Agrario, y los asuntos en materia de Violencia Doméstica pasan a formar parte del circulante de las Defensoras y Defensores que atienden materia penal.
Además, señala que dentro del análisis de los procesos que consideren población indígena, a parte de la cantidad de personas usuarias y cantidad de causas, debe contemplarse factores cualitativos tales como, la calidad de atención a partir de un acceso de justicia efectivo, y reconocer las necesidades de atención diferenciada; respetando las distancias, las condiciones de pobreza, medios de transporte, los horarios de visitas en situ, idiomas; así como, las pericias culturales.
Relevante resaltar que, para la atención de aquellos asuntos ordinarios de la materia de Penal y Pensión Alimentaria, en los cuales; además, forma parte del circulante activo asuntos con intervinientes de asuntos indígenas, las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí, Buenos Aires, Turrialba, Limón y Coto Brus mantiene la siguiente estructura: 
Tabla 5 Estructura para la atención de asuntos en materia Penal y Pensión Alimentaria, de las Oficinas que atienden asuntos indígenas, a marzo de 2020
	Cantidad de recurso Defensor por materia
	Penal
	Pensiones alimentarias

	Bribri 
	4
	1

	Buenos Aires
	3
	-

	Turrialba 
	5
	1

	Limón 
	12
	3

	Coto Brus 
	2
	-


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por las oficinas de la Defensa Pública.
Haciendo la comparación de la estructura organizacional con la que contaba cada una de las oficinas mencionadas en la tabla anterior, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 y la minuta 48-PLA-MI-MNTA-2019, se infiere que la Jefatura de la Defensa Pública reforzó el personal defensor para la tramitación de asuntos penales, haciendo traslado de recursos de Defensora o Defensor Público, como fue el caso de la Defensa Pública de Bribri y Buenos Aires.
Por último, es importante aclarar que, a pesar de que en la tabla anterior se evidencie que algunas oficinas no cuentan con recursos de Defensora o Defensor Público en materia de Pensiones Alimentarias, para poder tramitar adecuadamente estos asuntos, reciben colaboración de oficinas cercanas. Tal es el caso de la Defensa Pública de Bribri, que recibe colaboración de la oficina de Limón; así como, la Defensa Pública de Buenos Aires mantiene colaboración de Pérez Zeledón 
Para la tramitación de asuntos de Pensiones Alimentarias, la Defensa Pública de Limón le brinda colaboración a la oficina de Bribri para la representación de las personas usuarias indígenas demandadas. Así como, la Defensa Pública de Pérez Zeledón le brinda colaboración a Buenos Aires, siendo dos profesionales los que se trasladan a la oficina para poder representar a las personas usuarias indígenas ofendidas y demandas. 
Además, la Defensa Pública de Turrialba recibe colaboración de Cartago (un día por semana) y, la Defensa Pública de Coto Brus mantiene colaboración de Corredores (un día por semana). En este último despacho, aunque no se cuente en la estructura organizacional ordinaria con una persona defensora especializada en Pensiones Alimentarias, una Defensora o Defensor Público de materia penal mantiene un recargo de Pensiones Alimentarias. 

Atención de asuntos con persona usuaria indígena en el Tribunal Contenciosos Administrativo
En consulta a los servidores judiciales del Tribunal Contencioso Administrativo, mediante el correo enviado a la cuenta oficial del despacho el 03 de febrero de 2020, se indica literalmente que:
“(...) En este despacho se continúa trabajando con los filtros que se indican en el Sistema de Gestión, aún no contamos con mejoras para determinar la cantidad de procesos de personas servidoras judiciales y en el caso de las personas indígenas, al igual que hace un año se pueden filtrar únicamente los procesos en los cuales se encuentran como parte alguna asociación indígena o la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, como se muestra en cuadro adjunto.”
En razón de lo anterior, se puede decir que, al 03 de febrero de 2020, los filtros con los que cuentan los sistemas informáticos del Tribunal Contencioso Administrativo no permiten determinar la cantidad de procesos donde intervenga al menos una persona usuaria indígena o una persona servidora judicial, según las recomendaciones emitidas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)”.
Seguido, se procede al análisis del archivo suministrado, entendiendo las observaciones señaladas por el personal judicial del despacho, donde se registran 257 números de expedientes atendidos por el Tribunal Contencioso Administrativo. Mientras que, al cierre de enero 2019, en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)”, se reportan 240 expedientes. Por lo que, se puede inferir que, en el año 2019 ingresaron 17 asuntos, el equivalente a 1,41 asuntos por mes. 
Es importante aclarar que, los expedientes reportados por el Tribunal Contencioso en los cuales se incluye como parte una asociación de personas indígenas o la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, contabiliza la totalidad de expedientes ingresados al Sistema de Gestión del despacho, inclusive los archivados, pasivos o los que se encuentran asignados a alguna persona servidora del despacho. Por lo anterior, para determinar el análisis de expedientes activos al 04 de febrero de 2020, se excluyen los asuntos en ubicación pasiva y, por ende, se tiene un total de 97 expedientes activos. En la siguiente tabla se muestra la segregación de expedientes activos, del Tribunal Contencioso Administrativo, figura como intervinientes una asociación de personas indígenas. 
Tabla 6 Circulante del Tribunal Contencioso Administrativo como parte se encuentra una asociación de personas indígenas, al febrero de 2020
	Parte (interviniente)
	Cantidad

	Comisión Nacional de Asuntos Indígenas
	62

	Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena de Kekoldi
	12

	Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Salitre
	9

	Asociación Indígena Huetar de Zapatón de Puriscal
	4

	Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Bri-Bri De Talamanca
	3

	Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Rey Curré Boruca
	2

	Asociación de Desarrollo Indígena Altos de San Antonio
	1

	Asociación de Desarrollo Integral de Reserva Indígena San Rafael De Cabagra
	1

	Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Quit
	1

	Asociación de Desarrollo Integral De La Reserva Indígena Chirripó
	1

	Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Térraba
	1

	Total, de expedientes
	97


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por el Tribunal Contencioso Administrativo.
En este partícular, tal como se hizo mención en líneas anteriores, únicamente se identifica la intervención de personas indígenas cuando participan en asociaciones u organizaciones; es decir, la cantidad de asuntos donde se participa como parte demandada o actora sin la representación de una asoción y/u organización presenta una limitante estadísitica en los sistemas actuales, para determinar la cantidad de asuntos Contenciosos Administrativos donde intervinen personas indígenas y así estimar la proyección de la demanda del proceso.
De igual manera, se puede observar en la tabla anterior que, de los 97 expedientes activos, 62 mantienen como intervinientes a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, mientras que la Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena de Kelkoldi mantiene 12 expedientes activos. Las dos asociaciones mencionadas anteriormente representan el 76% de la totalidad de causas activas. Es importante mencionar que el terrorio Kelkoldi pertenece a la Cordillera de Talamanca, donde prevalece la etnia Bribri.
Por lo tanto, es importante destacar lo acordado sesión del Consejo Superior 43-19 del 14 de mayo del 2019, artículo XL, donde aprobó trasladar de la Secretería Técnica de Género la plaza de Defensor Público (369766) ocupada por el Lic. Jorge Sánchez Solano hacia la Defensa Pública de San José, para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial. 
Sin embargo, en sesión 60-19 del Consejo Superior del 4 de julio de 2019, artículo VIII, se aprobó un recurso de reconsideración el cual fue acogido parcialmente, por lo que la Jefatura de la Defensa Pública debió de mantener al licenciado Sánchez Solano destacado en una de las oficinas del Primer Circuito Judicial de San José, reforzando aquellas áreas que estime conveniente, y de acuerdo a los conocimientos que tenga don Jorge.
Por lo anterior, la Jefatura de la Defensa Pública solventó la necesidad movilizando al Dr. Roberto Montero García para la atención de esta materia.
Atención de asuntos agrarios
En sesión del Consejo Superior 44-19 artículo II, se aprobó el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación referente al impacto de la entrada en vigencia de la ley 9593 de acceso a la justicia a pueblos indígenas, posteriormente la Corte Plena en sesión 47-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 23 de mayo de 2019 aprueba la comunicación del informe 102-CSP-19, en el mismo se aprueba cambiar la condición de siete plazas de recurso defensor que se encontraban extraordinarias para la atención de materia agraria, a condición ordinarias; asumiendo además de materia agraria la defensa técnica de aquellos asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. En el caso de aquellas plazas, donde la carga de trabajo no alcance la cuota establecida, se le asignará asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.
De tal manera, se considera que con la aprobación e implementación de la recomendación planteada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, fue solventada la necesidad en materia agraria y la defensa técnica en materia contenciosa administrativa.
Seguidamente, se realizó un balance general de la materia agrario de los primeros tres trimestres del 2019:
Figura 6 Balance general de los procesos de materia agraria a nivel nacional en la Defensa Pública del primer semestre de 2019

Durante los primeros tres trimestres de 2019 se finalizaron 975 asuntos, de 1317 que ingresaron, logrando una efectividad de 74%, acumulando un 26% (342) en el circulante, lo que muestra un incremento en el circulante al finalizar de un 25%.
Seguidamente se realizó una comparación de los asuntos terminados en los Juzgados Agrarios y los asuntos terminados por las Defensas Públicas en Materia Agraria a nivel nacional al tercer trimestre del 2019.

Figura 7 Comparativa entre asuntos terminados en los Juzgados Agrarios y las Defensas Públicas en materia Agraria, al tercer trimestre de 2019

Nota: En lo referente a la información de la Defensa Pública los datos del primer y segundo trimestre fueron facilitados por el Subproceso de Estadística, en lo que respecta al tercer trimestre son datos preliminares facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Fuente: Elaboración propia, con datos suministrados por el Subproceso de Estadística y la Administración de la Defensa Pública.
El total de 975 asuntos terminados por la Unidad Agraria de la Defensa Pública representa un 35% del total de 2 822 asuntos terminados en los Juzgados Agrarios a nivel nacional. El restante de 1847 (65%) asuntos terminados pueden estar asociados a la representación de abogado particular; así como, causas que se presentaron ante los Juzgados Agrarios sin patrocinio letrado.
Por otra parte, en consulta realizada el 5 de marzo de 2019 al Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i de la Unidad de Agrario sobre la cuota de circulante por plaza de Defensor Público Agrario a nivel nacional, señala que una cuota máxima que puede llevar un Defensor es de 150 a 180 procesos o expedientes, dado a la complejidad de la materia, por factores cualitativos como el tiempo de traslado, visitas previas a campo, atención de poblaciones vulnerables y la atención de contrapartes. 
El Consejo Superior del Poder Judicial, mediante el acta N° 023-2018 del 21 de marzo de 2018 en el artículo LVI, se acordó tener por rendido el informe presentado por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria e Integrante de la Comisión de la Jurisdicción Agraria; el cual contiene el oficio N° 1284-213-AUO-2014 de Auditoría Judicial denominado “Estudio Operativo del proceso Agrario (Primera Instancia)”, donde se dispuso establecer como cuotas mínima de señalamientos a realizarse por semana, por cada persona juzgadora agraria, al menos tres audiencias en el despacho y dos fuera de la sede de éste. Esta cuota de trabajo por persona juzgadora se mantiene según el informe 630-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020”, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019) el 16 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena el 06 de junio de 2019 en la sesión 47-19, artículo VI. Para el informe de informe de impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, la Dirección de Planificación mantiene la cuota de trabajo descrita anteriormente. 
En este particular, con la finalidad de determinar la carga de trabajo por Oficina, en el siguiente cuadro se detalla el circulante y cantidad de asuntos entrados por recurso Defensor Público.
Tabla 7 Relación de asuntos entrados y circulante por recurso Defensor Público, 
al tercer trimestre del 2019 
	Oficinas de la Defensa Pública
	Cantidad de Recurso Defensor
	Entrada al III Trimestre 2019
	Entrada mensual, por Defensor
	Circulante activo 
	Circulante
	Promedio de entrada + Circulante

	
	
	
	
	
	por Defensor
	

	Defensa Pública San José
	2
	23
	3
	74
	37
	45

	Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   
	1
	45
	5
	121
	121
	129

	Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)
	1
	65
	7
	119
	119
	127

	Defensa Pública Buenos Aires
	1
	45
	5
	98
	98
	106

	Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   
	1
	77
	9
	114
	114
	122

	Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  
	1
	148
	16
	139
	139
	147

	Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela   
	1
	85
	9
	178
	178
	186

	Defensa Pública Upala   
	1
	123
	14
	185
	185
	193

	Defensa Pública Cartago
	1
	77
	9
	152
	152
	160

	Defensa Pública Turrialba
	1
	113
	13
	119
	119
	127

	Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)
	1
	62
	7
	125
	125
	133

	Defensa Pública Santa Cruz
	1
	88
	10
	199
	199
	207

	Defensa Pública Puntarenas
	1
	87
	10
	175
	175
	183

	Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)
	2
	166
	18
	438
	219
	227

	Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)
	1
	113
	13
	218
	218
	226

	Total
	17
	1317
	
	2454
	 
	 

	Promedio Nacional
	 -
	 -
	8
	 -
	129
	 -


Nota: Los datos del primer y segundo trimestre fueron facilitados por el Subproceso de Estadística, en lo que respecta al tercer trimestre son datos preliminares facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Fuente: Elaboración propia, con datos suministrados por el Subproceso de Estadística.
En análisis de los datos proyectados de la Defensa Pública en materia Agraria, se estima una entrada promedio de 8 asuntos por recurso Defensor Público a nivel nacional; así como, un circulante promedio de 129 asuntos por cada plaza de Defensor.
De considerar la entrada promedio de 8 asuntos a nivel nacional más el circulante por cada plaza a diciembre de 2018, se estima un circulante proyectado de aproximadamente 137 asuntos por cada recurso Defensor Público; estando por debajo en 43 procesos (24%) de la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por cada plaza de Defensora o Defensor Público.
En consideración de la carga de trabajo de los recursos defensores a nivel nacional, se estima conveniente mantener la recomendación planteada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 donde se establece que las plazas de Agrario asuman como carga ordinaria aquellos asuntos en materia Contenciosa Administrativa donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Tal y como lo recomendó la Dirección de la Defensa Pública.

Atención de asuntos de Pensión Alimentaria
Con el fin de establecer las Defensa Públicas del país con mayor afluencia de personas indígenas en materia de pensiones alimentarias, se adjunta el siguiente gráfico:
Figura 7 Cantidad de asuntos en trámite de Pensiones Alimentarias con uno o varios intervinientes de población indígena, por ofídica de la Defensa Pública al 30 de setiembre de 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Al tercer trimestre del 2019 existían 306 asuntos en trámite en la Defensa Pública, en los que figuraba una o varias personas pertenecientes a poblaciones indígenas, del total de asuntos un 68% esta centralizado en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, con un 34% cada una; seguidos de Pérez Zeledón con un 7% y Limón con un 6%. 
De tal modo, es posible determinar que los asuntos en trámite en Bribri y Buenos Aires de forma separada, superan en un 80% a los casos en trámite en la Defensa Pública con el tercer lugar, en materia de Pensiones Alimentarias.
Por otro lado, tomando como insumo lo establecido en la tabla 1 del presente informe, donde se determinó que la relación de asuntos entrados e intervinientes en Pensiones Alimentarias es de uno a uno; seguidamente, se procede a analizar los asuntos en trámite por cantidad de personas indígenas.
Figura 8 Cantidad de asuntos con interviniente persona usuaria indígena ingresados en materia de Pensiones Alimentarias, de octubre 2018 a setiembre 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
Del gráfico anterior, se señalan las siguientes conclusiones como principales:
· De las 19 defensas públicas en las que ingresaron asuntos con intervinientes indígenas, se vislumbra que el 83% de los asuntos ingresan en 6 oficinas, encabezadas por Bribri con 163 (37%) asuntos y Buenos Aires con 72 (16%), luego Turrialba y Pérez Zeledón con 35 (8%) cada una; y finalmente, Limón con 32 (7%) y Coto Brus con 28 (6%) asuntos. El restante 17% de los asuntos ingresados está distribuido en las otras 13 oficinas.
· En Bribri ingresaron más del doble de asuntos que en Buenos Aires y más del cuádruple de asuntos que en Turrialba y Pérez Zeledón.
· En Buenos Aires se atendieron el doble de asuntos que en las oficinas de Turrialba y Pérez Zeledón.
· Los datos estadísticos de la Defensa Pública poseen una concordancia lógica con la información tomada del INEC, en relación a la densidad de población indígena según territorio.
Por otro lado, anteriormente se le consultó a la Licda. Sandra Mora Venegas, Supervisora en Pensiones Alimentarias de la Defensa Pública, sobre la estructura funcional para la atención de pensiones alimentarias de las oficinas de Bribri y Buenos Aires, manifestando:
1. Defensa Pública de Buenos Aires:
Una plaza de Defensor Público de la Oficina de Pérez Zeledón, se desplaza los martes y miércoles a la zona de Buenos Aires, para atender los asuntos en materia de Pensión Alimentaria. El tiempo de traslado de ida y regreso entre una Oficina a otra es de aproximadamente de dos horas. 
1. Defensa Pública de Bribrí
Cuenta con una plaza de Defensor Público para la atención de Pensiones Alimentarias. En los casos donde figure una persona indígena como parte demandada, son atendidos por una plaza de Defensor Público de Limón los miércoles de cada semana.
Aunado a lo anterior, es relevante resaltar que la Defensa Pública de Limón, a parte de la colaboración facilitada a Bribrí; además, colabora con un recurso de Defensor Público cada 15 días para asistir el Valle de la Estrella, y con otro recurso se apoya en la toma de demanda de la Defensa Pública de Matina los lunes de cada semana.
Seguidamente se adjunta un cuadro donde se analiza la carga ordinaria de trabajo según los asuntos en trámite y entrados en relación con la cantidad de recurso defensor que hay actualmente en las oficinas de Buenos Aires y Bribri  (ver apéndice 2), así como, el escenario aprobado por el Consejo Superior propuesto en el informe 634-PLA-RH-MI-2019.
Tabla 8 Carga de trabajo estimada en asuntos de población indígena, según relación de entrada de octubre 2018 a setiembre 2019 (12 meses) y el circulante activo al cierre de setiembre 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Administración de la Defensa Pública.
En virtud del cuadro anterior, se proyecta que en el escenario propuesto el circulante mensual por persona defensora en Buenos Aires rondará los 109 asunto, donde 103 asuntos corresponderán el circulante y alrededor de 6 asuntos ingresarían mensualmente. En el caso de Bribri, se estima que el circulante mensual por persona defensora será de 59 asuntos, de los cuales 52 corresponderán a circulante y 7 a la entrada mensual.
Ahora bien, según los datos estadísticos del primer semestre del 2019, es importante destacar que la plaza de persona defensora en Bribri para atención de materia de Pensiones Alimentarias posee un promedio mensual de casos entrados totales de 30 asuntos y la plaza de que da apoyo en Buenos Aires tiene una entrada mensual promedio total de 19 asuntos.
En consecuencia, resulta importante resaltar y mantener los aspectos planteados en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en lo que respecta a la estructura funcional que deberán seguir para un máximo aprovechamiento del recurso:
· Que la Jefatura de la Defensa Pública mantenga la colaboración que presta actualmente por medio una plaza de Defensor Público proveniente de la Oficina de Pérez Zeledón para la atención de intereses contrapuestos en Buenos Aires. La Defensa Pública de Bribri, en caso de aprobarse el contenido presupuestario contará con dos plazas de Pensión Alimentaria, tendrá la capacidad de atender los asuntos de intereses contrapuestos; de manera que la plaza de la Defensa Pública de Limón, que brinda la colaboración los miércoles de cada semana, se podrá avocar a asuntos propios de la Oficina de Limón.
En razón a lo expuesto, y en consideración de factores cualitativos tales como, la calidad de atención a partir de un acceso de justicia efectivo, y reconocer las necesidades de atención diferenciada, se propone establecer una plaza de Defensor Público con la modalidad a tiempo completo, el cual se estima que tendrá una entrada mensual de 7 asuntos de Pensión Alimentaria; además, deberá asumir la competencia de asuntos en materia de Familia.
· En el caso de que la carga de trabajo este por debajo de su capacidad instalada , para las personas defensoras públicas asignadas a la atención de pensión Alimentaria de las Oficinas de Bribrí y Buenos Aires, se le asignen asuntos de materia Penal; siempre, en el entendido de que será predomina este la atención de asuntos de Pensión Alimentaria.
· Mantener la dinámica planteada por la Dirección de la Defensa Pública, a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, donde los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal.
· Por otro lado, en lo referente a materia contravencional, según los datos estadísticos suministrados por la Defensa Pública, en la oficina de Bribri al 30 de setiembre de 2019 existían 3 asuntos que contaban con intervinientes indígenas, lo que representa un 1% del circulante (276) que poseía el Juzgado Contravencional de Bribri al finalizar el tercer trimestre de 2019. En lo referente a la oficina de la Defensa Pública de Buenos Aires el circulante correspondía a 43 asuntos, lo que representa un 7% en relación con el circulante (650) que posee el Juzgado Contravencional de Buenos Aires al 30 de setiembre de 2019.
Lo anterior sustentado en que para el 2018 el 85% del circulante activo en Pensiones Alimentarias con interviniente indígena se encontraba en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, y para el tercer trimestre del 2019 este dato corresponde a un 70% distribuido en 36% para Bribri y 34% para Buenos Aires, mostrando que si bien es cierto el porcentaje disminuyó contra el año anterior, la tendencia es la misma; ya que, el restante 30% del circulante se diluye entre 15 oficinas.

Seguimiento a las recomendaciones emitidas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación 
En sesión del Consejo Superior 44-19 artículo II, se aprobó el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación referente al impacto de la entrada en vigencia de la ley 9593 de acceso a la justicia a pueblos indígenas, posteriormente la Corte Plena en sesión 47-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 23 de mayo de 2019 aprueba la comunicación del informe 102-CSP-19 y remite a la Dirección de Gestión Humana el acuerdo tomado donde se aprueba cambiar a condición ordinaria siete plazas extraordinarias de Defensora o Defensor Público que mantiene asignada la Unidad Agraria de la Defensa Pública.
Además, mediante la minuta 29-PLA-MNTA-2020 del 03 de febrero del 2020, la Sub Jefatura de la Defensa Pública expone dichas plazas de Defensora o Defensor Público se encuentran condición ordinaria a partir del presente año.
Por otro lado, de acuerdo con la consulta realizada al Tribunal Contencioso Administrativo, en el correo electrónico enviado el 03 de febrero de 2020; se menciona que el despacho continúa trabajando con los filtros que se indican en el Sistema de Gestión, por lo que se tiene la limitación para diferenciar los asuntos con interviniente persona usuaria indígena o persona servidora judicial. Los asuntos que se pueden diferenciar y, por ende, filtrar, son los que mantienen como interviniente una asociación indígena o la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. 
Aunado al párrafo anterior, se consulta al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, mediante el correo enviado el 03 de febrero de 2020, sí se ha incorporado una fórmula para contabilizar los procesos judiciales que mantengan como interviniente una persona usuaria indígena o persona servidora judicial. Es así que, el 04 de febrero de 2020, el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación indica que ha sido incorporado dentro de las bases de datos la variable “etnia” y que, para los Anuarios Judiciales del 2019, se visualizará dicha variable en los cuadros estadísticos. Adicionalmente, se consulta vía telefónica, y la identificación de los asuntos que donde una persona judicial esté en condición de interviniente, a la fecha no ha sido implementada.   
Con respecto a la implementación del Sistema de Seguimiento de Casos (SSC) en materia agraria en la Defensa Pública, se consultó al Lic. Roberto Montero García, quién se encontraba al día 10 de febrero de 2020 como responsable de la implementación del SSC en la Defensa Pública, quien indica que la Dirección de Tecnología de la Información se encuentra realizando los ajustes indicados por el Lic. Mario Rosales Vargas, Coordinador de Agrario, de manera que el sistema se adecúe a la materia en gestión. Una vez que los ajustes se encuentren realizados y aprobados por el Lic. Rosales Vargas, se procederá con la implementación a nivel nacional.   
· Recomendaciones a la Dirección de Tecnología de Información
En lo referente a las recomendaciones emitidas por en el informe 634-PLA-RH-MI-2020 hacia la Dirección de Tecnología de Información se plantearon las siguientes:
· Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. 
· Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios.
En consecuencia, se efectuó una consulta el 3 de febrero de 2020 al Juzgado y al Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, con el fin de conocer si dicha recomendación había sido implementada en los sistemas, a lo que se recibió una respuesta negativa.
Posteriormente, el 27 de marzo de 2020, se consultó al Lic. Uriel García Regalado, Profesional Informático de la Dirección de Tecnología de Información sobre el estado de las dos recomendaciones, a lo que manifestó que el Consejo Superior en mediante oficio 13919-17 acordó lo siguiente: 
“(…) autorizar la suspensión del desarrollo de nuevas solicitudes de mejoras para los sistemas actuales utilizados para la gestión y tramitación de expedientes y oficinas judiciales.”
Lo anterior debido a que todos los esfuerzos se están centrando en el desarrollo de la nueva plataforma informática que está desarrollando la Dirección de Tecnología de Información. 
Posteriormente, se remitió un correo electrónico a la Dirección de Tecnología de Información para conocer el estado actual de las mismas, sin embargo, no se recibió respuesta al momento de remitir el informe.
Por último, en respuesta al informe 507-PLA-RH-MI-2020 mediante el oficio 662-DTI-2020 del 3 de abril la Licda. Fabiola Arancibia Hernández, Coordinadora de la Unidad de Implantaciones de la Dirección de Tecnología de Información manifiesta:
"(...) Sobre las Implantaciones del SSC (Sistema de Seguimiento de Casos), me permito señalar que la unidad de Implantación no cuenta con la capacidad operativa para asumir las implantaciones del SSC, es por lo que actualmente la Defensa Publica cuenta con una persona encargada de las implantaciones de la Defensa Pública, bajo la administración y coordinación de la Defensa Pública. Por parte de la unidad de Implantaciones se ha colaborado en algunos aspectos de coordinación a lo interno de la Dirección de Tecnología para las configuraciones. Así mismo, al ser un solo recurso dedicado a las implantaciones, se coordinó con la Dirección de Planificación para establecer un orden y lograr las implantaciones de diferentes unidades que intervienen en las materias de Agrario, Ejecucion de la Pena (Penal), Pensiones.
Actualmente se tiene validado las funciones del SSC para las unidades de Ejecución de la Pena por lo que se han iniciado desde finales del 2019 las implantaciones de esas unidades. Cabe señalar que se tiene en proceso la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades de Agrario y Pensiones Alimentarias, una vez que se cuente con esa validación, la defensa podría continuar con las implantaciones en esas unidades según la prioridad establecida por la Dirección de Planificación."
En virtud de lo expuesto, se deberá esperar la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades Agrarias y de Pensiones Alimentarias, para posteriormente continuar con las implantaciones, lo anterior supeditado a la capacidad operativa de la Unidad encargada en la Dirección de Tecnología de Información y el profesional en informática asignado a la Defensa Pública.
Asimismo, mediante el oficio 0712-DTI-2020 la Dirección de Tecnología de Información comunica lo siguiente:
“La Unidad de Inteligencia de la Información desarrollará durante el primer semestre de 2020 la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento de Casos, con esto la información de los casos de la Defensa Pública se mostrarán dentro de las estadísticas en los reportes del SIGMA.”
· Recomendaciones a la Jefatura de la Defensa Pública:
Mediante el oficio JEFDEP-90-2020 (ver anexo 6) del 13 de febrero de 2020 la Jefatura de la Defensa Pública remitió el seguimiento que ha realizado, en lo referente a las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019:
“(…)
6.4 Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.

La ley 9609 “Código Procesal Agrario” no ha entrado en vigencia aún. Sin embargo, actualmente las 16 plazas de personas defensoras públicas agrarias tienen un promedio de 158 procesos, con una cantidad mayor de intervinientes. 

La Defensa Pública reporta aproximadamente 2528 expedientes, mientras que los Juzgados Agrarios reportan, al cierre de enero 2020, un total de 6987 expedientes, lo que da a entender que se mantiene un alto índice de defensa privada. 

El promedio de 158 expedientes por Defensor(a) está por debajo de la cuota establecida por el coordinador de la DP, que es de 180.

6.5 Asignar asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensiones Alimentarias que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos, esto en caso de que la carga de trabajo no alcance. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.

No se ha asignado ninguna plaza de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribri según los términos referidos en este informe.

6.6 Comunicar bajo una circular interna de la Dirección de la Defensa Pública a las distintas Oficinas, la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 

Desde agosto de 2019 se socializó con todas las Defensas Públicas a nivel nacional la “Fórmula Ley 9593 de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas”, a fin de visibilizar los procesos que ingresen con personas indígenas en materias no tradicionales. En el mes de febrero de 2020, se le realizó un adendum que incluye una plantilla para anotar datos como número de expediente, fecha de entrada, estado del proceso, etc. (Se adjunta la fórmula.)

6.7 Coordinar la respectiva capacitación a las personas defensoras públicas de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.

[image: ]Según la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública en el año 2019 se impartieron las siguientes capacitaciones: “


Asimismo, se impartieron una serie de videoconferencias, como parte del ciclo 1 y se registró los siguientes datos:
 
Total de personas participantes: 28
Mujeres: 21
Hombres:7
Fecha: 27 de marzo
 
Además, en materia contenciosa tuvimos una capacitación el 21 de marzo de 2019 con don Roberto Montero.  Y una serie de charlas los días 15, 22 y 29 de noviembre por parte de los jueces contenciosos administrativos.
 
Actividad formativa: Contencioso administrativo
Fecha: 21 de marzo 2019
Total de personas participantes: 22
Mujeres: 10
Hombres: 12

Actividad formativa: Contencioso administrativo
Fecha: 15, 22 y 29 de noviembre de 2019
Total de personas participantes: 6
Mujeres: 1
Hombres: 5”

· Recomendaciones a la Dirección de Gestión Humana:
Mediante correo electrónico del 3 de febrero de 2020, se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana, información referente al que trabajo que se ha realizado para dar seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Dirección de Planificación; sin embargo, al 27 de marzo de 2020 no se recibió respuesta al respecto, por lo tanto, se considera necesario mantener las mismas recomendaciones del informe 634-PLA-RH-MI-2019: 
(…)
6.1 Realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. 
6.2 Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de  la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…., . Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas.
6.3 Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: 
· Disposición para realizar las diligencias in situ
·  Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.)
· Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.

6.11 Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública.”
Por otro lado, el 27 de abril de 2020 se recibió de forma extemporánea el oficio PJ-DGH-SAP-135-2020 de la Licda. María Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos, donde en relación con el trabajo que se realiza a favor del cumplimiento de la Ley 9593, manifiesta lo siguiente:
“Por otra parte, se debe informar que  lo relativo a las condiciones que se deben considerar al contratar nuevo personal, producto de la promulgación de la “Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que la Sección de Análisis de Puestos se encuentra trabajando en la elaboración de las descripciones de clases de puestos para los cargos de Defensor Público; por tal razón los aspectos citados en los puntos transcritos se estarán analizando y valorando si técnicamente corresponde incorporarlos en las  descripciones de clases de puestos; aunado a lo anterior, es dable mencionar que nuestra dependencia, está a la espera de que la Defensa Pública indique respecto a los alcances  esta ley en las tareas de los puestos de Defensor Público.”
Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal en la Defensa Pública
La Corte Plena en la sesión 37-12 del 29 de octubre de 2012, artículo VIII, solicitó definir el modelo de gestión de despachos, posteriormente, en la sesión 15-16 del 16 de mayo de 2016, artículo XVII, aprobó el informe 259-66-SAO-2016 de la Auditoría Judicial relacionada al “Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”
En consecuencia, en sesión del Consejo Superior 5-2019, artículo XXII del 23 de enero de 2019, se tuvo por rendido el informe 1507-PLA-MI-2018, relacionado con el “Modelo de Tramitación de la Defensa Pública”.
Este modelo de tramitación establece una serie de parámetros generales de las características de las oficinas de la Defensa Pública, con el fin de mejorar los tiempos de respuesta para brindar un servicio público de calidad e incrementar la cantidad de debates con la participación de los ámbitos auxiliares de justicia. La metodología aprobada establece dentro de la fase de diseño de propuestas de mejora, la posibilidad de elaborar rediseños de oficinas con el fin de maximizar la utilización de los recursos disponibles.
En consecuencia, se estima conveniente que dentro de los alcances del modelo y en los casos que técnicamente corresponda, se tome en consideración la posibilidad de movilizar plazas de personas defensoras, para solventar las necesidades institucionales de atención a personas indígenas, en virtud del impacto organizacional y presupuestario en la Defensa Pública, a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido que una posible movilización de recursos dependerá meramente de los estudios técnicos realizados y de una priorización según las necesidades institucionales previamente detectadas.
1. Oficinas de la Defensa Pública abordadas en el Proyecto Modelo Integral del Proceso Penal 
Desde el año 2019, la Dirección de Planificación se ha mantenido haciendo abordajes en materia penal en las diferentes oficinas de la Defensa Pública y, según el apartado del presente informe denominado “Aspectos demográficos a considerar”, las oficinas abordadas en el proyecto que son cercanas a las zonas de mayor cantidad de personas usuarias indígenas son la Defensa Pública de Limón y Bribrí. 
Producto del abordaje de la Defensa Pública se Bribri se infiere que, con base en el análisis estadístico, la demanda en la cantidad de asuntos nuevos o ingresados de la oficina tiende al crecimiento y, que la carga de trabajo reportada por persona defensora se encuentra por encima de la carga definida en el Modelo de Tramitación de la Defensa Pública; además, de que hay que considerar que el 24% de los asuntos activos en estado en trámite presentan al menos una persona usuaria indígena en calidad de interviniente y por tal, se deben considerar aspectos cualitativos en la atención de esta población para obtener un servicio público de calidad. En consecuencia, se estableció la necesidad de contar con un recurso adicional de Persona Defensora que colabore en materia penal, lo anterior supeditado a las limitaciones presupuestarias. 
Aunado a lo anterior, también se realizó el abordaje en la Defensa Pública de Limón, donde se determina, por medio del análisis estadístico, que la demanda en la cantidad de asuntos nuevos en materia penal ordinaria se la mantenido aproximadamente constante en el tiempo y, que la carga de trabajo reportada por cada persona defensora en materia penal ordinario se encuentra dentro de los parámetros definidos en el Modelo de Tramitación de la Defensa Pública. Adicionalmente, por cargas de trabajo reportadas por las Técnicas o Técnicos Jurídicos se considera que, de encontrarse las condiciones idóneas, se podría recalificar una de esas plazas a Defensora o Defensor Público y así, atender las necesidades de la zona. No obstante, esta propuesta está sujeta a las aprobaciones correspondientes. 
Además, es importante hacer recalcar que, la Dirección de Planificación durante el 2019 realizó el abordaje en las oficinas de la Defensa Pública de Flagrancia del Primer y Segundo circuito Judicial, donde, con base en el análisis de cargas de trabajo y la capacidad del proceso expedito de Flagrancia, se podría eventualmente trasladar recursos de Defensora o Defensor Pública donde se considere exista mayor necesidad del mismo. Sin embargo, esta recomendación se encuentra sujeta a la aprobación de los Modelos de Flagrancia, tanto en el Ambiento Auxiliar de Justicia, como en el Ámbito Jurisdiccional. 
Por lo anterior, se evidencia que producto de los abordajes de la Dirección de Planificación se han brindado alternativas para solventar las necesidades instituciones, en las zonas del país que más lo requieren. Sin embargo, estas alternativas de solución se encuentran sujetas a la aprobación de los informes respectivos y actualmente son objeto de seguimiento. 


Contenido presupuestario
En el siguiente cuadro, se detalla el costo estimado de las dos plazas extraordinarias de Defensor Público, las cuales asumirán como parte de la carga de trabajo ordinaria la atención de los asuntos de Pensión Alimentaria donde figure como parte actora o demanda una o más personas indígenas. Además, se estima el costo estimado del mobiliario y equipo a asignar a las plazas en mención. 
Tabla 9 Estimación del costo estimado para el 2021, dos plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Pensión Alimentaria.
	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomen-dación
	Período
	Costo Estimado

	Unidad de Pensión Alimentaria de la Dirección de la Defensa Pública
	2
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	₡105.734.000

	
	₡3.356.545,00

	
	₡109.090.545,00


Nota (1): Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000
Nota (2): Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273
Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación
En relación a los recursos que se requieren para completar la cobertura a nivel nacional de la materia de pensiones se ratifica la necesidad, sin embargo, esta deberá constar como parte de la extensión del servicio en pensiones y no en el impacto de este estudio que nos ocupa.

Elementos resolutivos 
· Según los datos demográficos, la competencia territorial, los asuntos en trámite y asuntos ingresados y terminados por materia, se determinó que, en razón del análisis de las cargas de trabajo de las diferentes oficinas de la Defensa Pública que tramitan asuntos con personas usuarias indígenas, se deben reforzar de manera prioritaria las oficinas de Bribri y Buenos Aires, específicamente en la materia pensión alimentaria. Es importante ratificar que, con base en el criterio de la Dirección de Planificación en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 del análisis presupuestario del 2020 a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se identifica la necesidad de recurso defensor en estas dos oficinas y, continúa siendo la necesidad para el periodo presupuestario 2021.
Lo anterior sustentado en que para el 2018 el 85% del circulante activo en Pensiones Alimentarias con interviniente indígena se encontraba en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, y para el tercer trimestre del 2019 este dato corresponde a un 70% distribuido en 36% para Bribri y 34% para Buenos Aires, mostrando que si bien es cierto el porcentaje disminuyó contra el año anterior, la tendencia es la misma; ya que, el restante 30% del circulante se diluye entre 15 oficinas.
· En lo referente a la atención de materia Agraria y Contenciosa Administrativa, el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019 acordó que a partir del año 2020 las siete plazas de recurso defensor que se encontraban extraordinarias para la atención de materia agraria, pasaron a condición ordinarias; asumiendo la defensa técnica de aquellos asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Aunado a lo anterior, en el análisis de cargas de trabajo del presente informe se determina que, el circulante de las plazas de Defensora o Defensor Público en materia Agraria a nivel nacional se encuentra en 115 procesos o expedientes, estando este promedio nacional 65 asuntos por debajo de la cuota establecida por la Coordinación en Materia Agraria de la Defensa Pública, lo equivalente a un 36% menos; debido a que la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por persona defensora. Por lo anterior y por la competencia de estas plazas, se considera que continúan manteniendo la capacidad para dentro de su carga de trabajo ordinaria asuman aquellos asuntos en Materia Contenciosa Administrativa, donde figure como parte actora o demandada una o más personas usuarias indígenas. Importante aclarar que, en el caso de aquellas plazas, donde la carga de trabajo no alcance la cuota establecida, se le asignarán asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.
· A pesar de que, en consulta al personal del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, aún no se cuente con el identificador de personas servidoras judiciales en calidad de intervinientes dentro de las bases de datos, lo cual resulta que materialmente sea imposible la proyección de la demanda del servicio profesional para ejercer la defensa técnica en los casos que lo ameriten; se considera que estos procesos o asuntos pueden ser asumidos por las Defensoras y Defensores Públicos que asumen los asuntos Contenciosos Administrativos donde intervienen personas usuarias indígenas, de manera que los asuntos con servidores judiciales en calidad de intervinientes contribuyan para completar la carga de trabajo establecida para este personal defensor.
· Resultado del análisis estadístico de los asuntos en materia de Pensiones Alimentarias donde se tiene en calidad de interviniente una persona indígena se concluye que, el 81% de la carga de trabajo a nivel nacional se concentra en las Defensas Públicas de Bribri, Buenos Aires, Pérez Zeledón y Limón, recordando que las últimas dos oficinas brindan apoyo a las dos primeras, donde se encuentra la mayor concentración de asuntos en esta materia. En razón de lo anterior y, tomando en consideración factores cualitativos que permitan brindar un acceso a la justicia efectivo y de atención diferenciada a la población indígena de nuestro país se reitera la necesidad de la incorporación de dos plazas de Defensora o Defensor Público (una en cada oficina), para la atención de asuntos de Pensión Alimentaria dónde figure como parte actora o demandada una persona indígena. 
· El proyecto de mejora de mejora integral del proceso penal en las defensas públicas tiene la posibilidad de realizar movilizaciones de personal cuando es técnicamente viable; por lo tanto, según las prioridades institucionales, se deberá considerar el cumplimiento de la ley 9593 de Acceso a la Justicia a la población indígena.
· En virtud de las observaciones realizadas por la Dirección de Tecnología de Información en los oficios 662-DTI-2020 y 0712-DTI-2020 en lo referente a la implantación del Sistema de Seguimiento de Casos se deberá esperar la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades Agrarias y de Pensiones Alimentarias, para posteriormente continuar con las implantaciones, lo anterior supeditado a la capacidad operativa de la Unidad encargada en la Dirección de Tecnología de Información y el profesional en informática asignado a la Defensa Pública.
· El informe 507_PLA-RH-MI-2020 y la incorporación de dos plazas al presupuesto; así como los oficios 553-PLA-RH-MI-2020 y 659-PLA-RH-MI-2020 donde se atienden observaciones de las partes, fueron aprobados por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI.
· Posteriormente, en sesión extraordinaria del Consejo Superior 45-2020 del 8 de mayo de 2020, artículo XXII fueron conocidos los oficios 659-PLA-RH-MI-2020 y 660-PLA-RH-MI-2020 donde se atendieron las observaciones planteadas por la Comisión de Acceso a la Justicia y por la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana; en el mismo se dispuso por el Consejo Superior aprobar ambos oficios de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones.
· Finalmente, en sesión extraordinaria del Consejo Superior 48-2020 del 14 de mayo en los artículos VII y X, se dispone mantener lo aprobado por el Consejo Superior en la sesión 38-2020 del 17 de abril de 2020 artículo XXI, y se aprueban los oficios 661-PLA-RH-MI-2020 referente a las reconsideraciones planteadas por la Dirección de Tecnología de Información y el oficio 692-PLA-RH-MI-2020 en respuesta las reconsideraciones presentadas por la Jefatura de la Defensa Pública.

Recomendaciones
1. A Corte Plena
Escenarios para suplir las necesidades de personal defensor
En razón de las limitaciones presupuestarias, mencionadas en el apartado de antecedentes del presente informe, se plantean dos escenarios para el cumplimiento de la necesidad de personal para el efectivo acceso a la justicia a las personas usuarias indígenas.
1. Escenario 1: Inclusión de plazas dentro del presupuesto 2021
Incluir dentro del presupuesto 2021, dos plazas de Defensora o Defensor Público para la atención de asuntos de Pensión Alimentaria, con el fin de dar sostenibilidad al plan de trabajo propuesto en este informe; dado a que, al reforzar la estructura del recurso humano de la Defensa Pública de Bribri y la Defensa Pública de Buenos Aires, se estaría en la capacidad para asumir la atención ordinaria de asuntos donde figure como parte actora o demanda una o más personas usuarias indígenas.


Tabla 10 Estimación del costo estimado para el 2021, dos plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Pensión Alimentaria.
	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomen-dación
	Período
	Costo Estimado

	Unidad de Pensión Alimentaria de la Dirección de la Defensa Pública
	2
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	₡105.734.000

	
	₡3.356.545,00

	
	₡109.090.545,00


Nota (1): Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000
Nota (2): Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273
Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación
1. Escenario 2: Reubicación de personal defensor
Como se menciona en el presente informe, la Dirección de Planificación se encuentra desarrollando el Proyecto “Mejora Integral del Proceso Penal”, donde se considera que, en los casos en que el criterio de este ente técnico lo indique, se podrá plantear la posibilidad de movilizar plazas de Defensora o Defensor Público, con el propósito de suplir la necesidad de personal para la atención de personas usuarias indígenas en la Defensa Pública de Bribri y Buenos Aires, a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido que una posible movilización de recursos dependerá meramente de los estudios técnicos realizados y de una priorización según las necesidades institucionales previamente detectadas.
Importante aclarar que, si bien este escenario no tiene impacto directo en el presupuesto de la institución, se dependerá del cronograma del Proyecto “Mejora Integral del Proceso Penal” y, por ende, se imposibilita determinar el momento en que se podrá suplir las necesidades detectadas en el presente informe. 


Recomendaciones generales
1. Al Consejo Superior
· Según recomendación dada por la Comisión de Acceso a la Justicia, valorar la posibilidad de declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, ampliar a sensibilización, atención y acceso a la justicia de pueblos indígenas en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y la Circular 188-19 de Corte Plena
Sin embargo, con el fin de contar con un criterio legal, esta recomendación podrá ser remitida previamente a la Dirección Jurídica para su análisis, con el fin de que emita su valoración jurídica respecto a la obligatoriedad
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia, reiterar la Circular 188-19 de la Secretaria de la Corte del 17 de octubre de 2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”
· A raíz de las manifestaciones emitidas por la Dirección de Tecnología de Información en el oficio 779-DTI-2020 del 29 de abril de 2020, se solicita emitir una circular reiterando a todo el personal judicial la importancia de la adecuada utilización de los sistemas judiciales (entiéndase Gestión, Escritorio Virtual, Seguimiento de Casos, entre otros) y el registro correcto de las variables de poblaciones vulnerables, de tal forma que la información pueda ser utilizada para consulta e insumo para la toma decisiones institucionales.  
1. A la Jefatura de la Defensa Pública
· Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.
· En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.
· Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 
· Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.

 A la Dirección de Gestión Humana
Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019:
· Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas.
· Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: 
· Disposición para realizar las diligencias in situ
· Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.)
· Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.
· Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública.
· A raíz de las observaciones emitidas en el oficio CACC-116-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia, se solicita valorar la posibilidad de promover dentro de los concursos de la judicatura las capacitaciones referentes a la atención y acceso a la justicia de los pueblos indígenas.
· A raíz de las observaciones emitidas en el oficio CACC-116-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia, se solicita analizar la posibilidad de incluir la variable de capacitación en Derecho Indígena en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.


A la Dirección de Tecnología de la Información
· Según lo manifestado en el oficio 662-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de Información, la Unidad de Inteligencia de la Información desarrollará durante el primer semestre de 2020 desarrollará la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento de Casos, con esto la información de los casos de la Defensa Pública se mostrarán dentro de las estadísticas en los reportes del SIGMA.
· Se mantiene la recomendación realizada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019:Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. 
A la Escuela Judicial
Según las observaciones emitidas en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril de la Comisión de Acceso a la Justicia, se incorporan las siguientes recomendaciones. 
· Priorizar el fortalecimiento de las competencias de los equipos de trabajo que están a cargo de procesos penales vinculados en las poblaciones indígenas.
· Fomentar la capacitación virtual, compartiendo espacios virtuales y presenciales, maximizando tiempos de desplazamientos, recursos económicos, y viáticos, entre otros.
· Verificar que los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 
a) Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016.
b) Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017.
 c) Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras.
d) Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; d) Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas.
Además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. Incluyendo, el establecimiento de un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros.
Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia, divulgar en conjunto con el Departamento de Prensa y Comunicación la Circular 188-2019 de la Secretaría de la Corte referente a los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Principalmente a lo establecido en los ejes 6 y 7.
Asimismo, se podrá solicitar colaboración a las Administraciones Regionales involucradas para obtener un mayor impacto en el personal judicial de cada zona.
A la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y al Centro de Conciliación del Poder Judicial
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril, continuar con la atención de los procesos indígenas, coadyuvando en la búsqueda de soluciones legalmente posibles y con pertinencia cultural, en cumplimiento del mandato que les confiere la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
Al Ministerio Público
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril, valorar la solicitud de establecer un protocolo diferenciado para la atención de personas indígenas en la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos, en el entendido que se deberá garantizar la vida y la integridad de las personas; respetando la pertenencia cultural de esas personas en las medidas que se planteen.
A la Unidad de Acceso a la Justicia
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril, elaborar y remitir a los diferentes ámbitos involucrados un formato o plantilla que contenga todas las variables de interés en lo referente a asuntos indígenas.
Posteriormente, los insumos recabados deberán ser consolidados y será la misma Unidad de Acceso a la Justicia quien elabore un informe con los resultados más relevantes y de interés institucional para la toma de decisiones en relación con la temática indígena.
Este informe deberá ser presentado ante el Consejo Superior con una periodicidad al menos semestral. 
A la Dirección Jurídica
· Emitir un criterio jurídico sobre lo manifestado en el oficio JEFDP-365-2020 de la Jefatura de la Defensa Pública, que indica: 
(...)"se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 
1) especializada en derecho indígena. 
2) especializada en la materia de competencia. 
Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore."
Lo anterior debido a las recomendaciones emitidas por la Dirección de Planificación en el presente informe, para la optimización de recursos de la Defensa Pública, tomando en consideración la equidad de las cargas de trabajo entre las personas defensoras y las limitaciones presupuestarias de la institución.
A la Dirección Ejecutiva
Según las observaciones emitidas en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril de la Comisión de Acceso a la Justicia, se incorporan las siguientes recomendaciones:
· Buscar nuevas prácticas que incentiven a la incorporación de más personas indígenas en las listas de personas traductoras, para ello podrá elaborar compañas en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación; o bien, otros métodos que considere procedentes y de alto impacto.
· Solicitar a todas las Administraciones Regionales del país tomar las medidas necesarias para que el pago a las personas traductoras e intérpretes (principalmente indígenas) se realice de manera oportuna y cumpliendo con todos los requerimientos legales y políticas institucionales, para poder seguir contando con este apoyo.
Al Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia y la Dirección Ejecutiva
· Según recomendación de la Comisión de Acceso a la Justicia en el oficio CACC-116-2020 del 14 abril, se insta a continuar uniendo esfuerzos para el establecimiento de un convenio interinstitucional con la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, para que coadyuven con los peritajes culturales necesarios para la atención de los procesos judiciales.
A la Dirección de la Planificación
Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019:
Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. Apéndices y Anexos.
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Total	[PORCENTAJE]
[PORCENTAJE]
[PORCENTAJE]

DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI	DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES	DEFENSA PÚBLICA DE LIMÓN	DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA	DEFENSA PÚBLICA DE CORREDORES	DEFENSA PÚBLICA DE SAN JOSÉ	DEFENSA PÚBLICA DE COTO BRUS	DEFENSA PÚBLICA NICOYA	DEFENSA PÚBLICA SAN CARLOS	DEFENSA PÚBLICA GUATUSO	DEFENSA PÚBLICA DE BATAÁN	DEFENSA PÚBLICA DE GOLFITO	DEFENSA PÚBLICA DE PURISCAL	DEFENSA PÚBLICA DE SIQUIRRES	DEFENSA PÚBLICA DE PÉREZ ZELEDÓN	0.28706239890807839	0.26219726545385569	0.12425865924148972	7.8297336276188539E-2	6.9214140137500477E-2	4.0514085603273291E-2	3.6802871654881837E-2	3.4741086127997707E-2	1.4499506717812694E-2	1.4499506717812694E-2	1.279956455089672E-2	1.0329545489689526E-2	9.3192705815162979E-3	3.2998877357780609E-3	2.1648748032283439E-3	













Suma de Circulante inicial	
Total	1848	Suma de Entrados 	
Total	1317	Suma de Terminados	
Total	975	Suma de Circulante final	
Total	2454	








Suma de Juzdos Agrarios	
Total	2822	Suma de Defensa Pública	
Total	975	
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Defensor anual Defensor Defensor | Defensor | Defensor

Defensa Publica Buenos Aires * 72 6 103 1 6 109

Defensa Publica Briori 1 163 “ 103 2 7 59

Notas: *Una plaza de Famila de la Defensa Pibica de Pérez Zeledsn, atiende los asuntos de Pension Almentaria de a Oficna de Buenos Afrs, dos veces por

* Datos delGirculante, corresponde  cantidad de personas.

Fuente: Elaboracién propia, con datos suministrados por la Administracion de la Defensa Pibica
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		Distribución de la población indígena del país

		ETNIA		TERRIRORIO		PORCENTAJE POBLACIONAL		PROVINCIA		CANTÓN		PRESUNTA ATENCIÓN

		BRIBRÍ		TALAMANCA BRIBÍ		17.3%		LIMÓN		TALAMANCA		DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI

		BRIBRÍ		KEKÖLDI		7.4%		LIMÓN		TALAMANCA		DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI

		BRIBRÍ		SALITRE		3.7%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		BRIBRÍ		CABAGRA		6.6%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		BRUNKA		BORUCA		6.7%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		BRUNKA		CURRÉ		2.2%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		TERIBE		TERRABA		4.3%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		GNOBE O GUAYMÍ		COTO BRUS		3.7%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES Y COTO BRUS		DEFENSA PÚBLICA DE COTO BRUS

		GNOBE O GUAYMÍ		ABROJOS MONTEZUMA		3.1%		PUNTARENAS		CORREDORES		DEFENSA PÚBLICA DE CORREDORES

		GNOBE O GUAYMÍ		CONTE BURICA		3.8%		PUNTARENAS		GOLFITO Y CORREDORES		DEFENSA PÚBLICA DE CORREDORES

		GNOBE O GUAYMÍ		OSA		0.3%		PUNTARENAS		GOLFITO		DEFENSA PÚBLICA DE GOLFITO

		GNOBE O GUAYMÍ		ALTOS SAN ANTONIO		0.7%		PUNTARENAS		GOLFITO		DEFENSA PÚBLICA DE GOLFITO

		HUETAR		QUITIRRISÍ		4.1%		SAN JOSÉ		MORA		DEFENSA PÚBLICA DE SAN JOSÉ

		HUETAR		ZAPATÓN		0.9%		SAN JOSÉ		PURISCAL		DEFENSA PÚBLICA DE PURISCAL

		MALEKU (REGIÓN NORTE)		GUATUSO		1.5%		ALAJUELA		GUATUSO		DEFENSA PÚBLICA GUATUSO

		MALEKU (REGIÓN NORTE)		GUATUSO		1.5%		ALAJUELA		SAN CARLOS		DEFENSA PÚBLICA SAN CARLOS

		CHOROTEGA		MATAMBÚ		3.5%		GUANACASTE		NICOYA Y HOJANCHA		DEFENSA PÚBLICA NICOYA

		CABECAR		CHIRRIPÓ		6.6%		LIMÓN		LIMÓN CENTRO		DEFENSA PÚBLICA DE LIMÓN

		CABECAR		CHIRRIPÓ		6.6%		CARTAGO		TURRIALBA		DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA

		CABECAR		BAJO   CHIRRIPÓ		1.0%		LIMÓN		MATINA		DEFENSA PÚBLICA DE BATAÁN

		CABECAR		BAJO   CHIRRIPÓ		1.0%		CARTAGO		TURRIALBA		DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA

		CABECAR		TAYNÍ		5.9%		LIMÓN		LIMÓN CENTRO		DEFENSA PÚBLICA DE LIMÓN

		CABECAR		TELIRE		1.1%		LIMÓN		TALAMANCA		DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI

		CABECAR		TALAMANCA CABECAR		3.0%		LIMÓN		TALAMANCA		DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI

		CABECAR		UJARRÁS		2.7%		PUNTARENAS		BUENOS AIRES		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES

		CABECAR		NAIRI AWARI		0.3%		LIMÓN		MATINA		DEFENSA PÚBLICA DE BATAÁN

		CABECAR		NAIRI AWARI		0.3%		LIMÓN		SIQUIRRES		DEFENSA PÚBLICA DE SIQUIRRES

		CABECAR		NAIRI AWARI		0.3%		CARTAGO		TURRIALBA		DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA

		CABECAR		CHINA KICHÁ		0.2%		SAN JOSÉ		PÉREZ  ZELEDÓN		DEFENSA PÚBLICA DE PÉREZ ZELEDÓN

		FUENTE: CONAI, INEC y Dirección de Planificación





Hoja2

		Defensa Pública		Porcentaje poblacional

		DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI		29%

		DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES		26%

		DEFENSA PÚBLICA DE LIMÓN		12%

		DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA		8%

		DEFENSA PÚBLICA DE CORREDORES		7%

		DEFENSA PÚBLICA DE SAN JOSÉ		4%

		DEFENSA PÚBLICA DE COTO BRUS		4%

		DEFENSA PÚBLICA NICOYA		3%

		DEFENSA PÚBLICA SAN CARLOS		1%

		DEFENSA PÚBLICA GUATUSO		1%

		DEFENSA PÚBLICA DE BATAÁN		1%

		DEFENSA PÚBLICA DE GOLFITO		1%

		DEFENSA PÚBLICA DE PURISCAL		1%

		DEFENSA PÚBLICA DE SIQUIRRES		0%

		DEFENSA PÚBLICA DE PÉREZ ZELEDÓN		0%

		Total general		100%



Total	[PORCENTAJE]
[PORCENTAJE]
[PORCENTAJE]

DEFENSA PÚBLICA DE BRIBRI	DEFENSA PÚBLICA DE BUENOS AIRES	DEFENSA PÚBLICA DE LIMÓN	DEFENSA PÚBLICA DE TURRIALBA	DEFENSA PÚBLICA DE CORREDORES	DEFENSA PÚBLICA DE SAN JOSÉ	DEFENSA PÚBLICA DE COTO BRUS	DEFENSA PÚBLICA NICOYA	DEFENSA PÚBLICA SAN CARLOS	DEFENSA PÚBLICA GUATUSO	DEFENSA PÚBLICA DE BATAÁN	DEFENSA PÚBLICA DE GOLFITO	DEFENSA PÚBLICA DE PURISCAL	DEFENSA PÚBLICA DE SIQUIRRES	DEFENSA PÚBLICA DE PÉREZ ZELEDÓN	0.28706239890807839	0.26219726545385569	0.12425865924148972	7.8297336276188539E-2	6.9214140137500477E-2	4.0514085603273291E-2	3.6802871654881837E-2	3.4741086127997707E-2	1.4499506717812694E-2	1.4499506717812694E-2	1.279956455089672E-2	1.0329545489689526E-2	9.3192705815162979E-3	3.2998877357780609E-3	2.1648748032283439E-3	
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2.Análisis estadístico.xlsx
Cuadros

				Cantidad de personas indígenas que iniciaron algún proceso en la Defensa Pública según materia. De octubre 2018 a setiembre 2019.



				Oficina		Pensiones Alimentarias		Penal		Penalización Contra Mujer		Agraria		Laboral		Familia		Penal Juvenil		Ejecución Pena		Contravencional		Revisión		Ejecución Penal Juvenil		Total

				Defensa Pública Buenos Aires		72		167		47		24		10		32		38		18								408

				Defensa Pública Bribrí		163		95		78				26				3		1								366

				Defensa Pública Turrialba		35		31		7		3				4				8								88

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   		35		4		1		24		1						8		9						82

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		32		6		3		11		9		4				2		4						71

				Defensa Pública Coto Brus		28		20		8				3		1		2										62

				Defensa Pública Cartago		15						29		1						1								46

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		21		7		2		9		1		4				1								45

				Defensa Pública Golfito		11		5		3				1						1								21

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)				3						1								16						20

				Defensa Pública San José		4		1						7										2		1		15

				Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)				2						6		2												10

				Defensa Pública Puriscal   		7		1																				8

				Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   				7														1						8

				Defensa Pública II Circuito Judicial San José   		1		5		1																		7

				Defensa Pública Bataán		3		2																				5

				Defensa Pública Heredia		3								1														4

				Defensa Pública Osa				1						3														4

				Defensa Pública Hatillo    		3																						3

				Defensa Pública Grecia   				1						2														3

				Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)				2						1														3

				Defensa Pública Cañas				2						1														3

				Defensa Pública PISAV		2																						2

				Defensa Pública Aguirre - Parrita		1								1														2

				Defensa Pública Guatuso				2																				2

				Defensa Pública Santa Cruz				2																				2

				Defensa Pública Puntarenas		1								1														2

				Defensa Pública San José										1														1

				Defensa Pública Puerto Jiménez				1																				1

				Defensa Pública Garabito				1																				1

				Defensa Pública Tarrazú										1														1

				Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela   								1																1

				Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  								1																1

				Defensa Pública Siquirres		1																						1

				Defensa Pública Pavas   				1																				1

				Total		438		369		150		102		78		47		43		40		30		2		1		1,300



				Fuente: Libros de Registro

				Cantidad de procesos entrados en la Defensa Pública cuyo interviniente es una persona indígena según materia. De octubre 2018 a setiembre 2019.



				Oficina		Pensiones Alimentarias		Penal		Penalización Contra Mujer		Agraria		Laboral		Penal Juvenil		Familia		Contravencional		Ejecución Pena		Revisión		Ejecución Penal Juvenil		Total

				Defensa Pública Bribrí		157		86		67				28				1		2								341

				Defensa Pública Buenos Aires		72		112		40		23		10		30		18		26								331

				Defensa Pública Turrialba		32		27		7		3				4		8										81

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   		34		4		1		17		2				8				8						74

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		28		6		3		11		8		4		2				4						66

				Defensa Pública Coto Brus		24		15		8				3		1				2								53

				Defensa Pública Cartago		15						28		1				1										45

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		18		7		2		7		1		4		1										40

				Defensa Pública Golfito		11		5		3				1				1										21

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)				3						3								14						20

				Defensa Pública San José		4		1						7										2		1		15

				Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)				2						5		2												9

				Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   				7														1						8

				Defensa Pública II Circuito Judicial San José   		1		5		1				1														8

				Defensa Pública Puriscal   		4		1																				5

				Defensa Pública Bataán		3		2																				5

				Defensa Pública Osa				1						3														4

				Defensa Pública Heredia		3								1														4

				Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)				2						1														3

				Defensa Pública Grecia   				1						2														3

				Defensa Pública Cañas				1						1														2

				Defensa Pública Aguirre - Parrita		1								1														2

				Defensa Pública Puntarenas		1								1														2

				Defensa Pública Santa Cruz				2																				2

				Defensa Pública Tarrazú										2														2

				Defensa Pública Guatuso				2																				2

				Defensa Pública PISAV		2																						2

				Defensa Pública Garabito				1																				1

				Defensa Pública Puerto Jiménez				1																				1

				Defensa Pública Siquirres		1																						1

				Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela   								1																1

				Defensa Pública Pavas   				1																				1

				Defensa Pública Hatillo    		1																						1

				Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  								1																1

				Total		412		295		132		91		82		45		40		30		27		2		1		1,157



				Fuente: Libros de Registro General

				Cantidad de personas indígenas que mantienen en trámite algún proceso en la Defensa Pública según materia. Al 30 de setiembre 2019.



				Oficina		Penal		Pensiones Alimentarias		Agraria		Penalización Contra Mujer		Laboral		Penal Juvenil		Contravencional		Ejecución Pena		Familia		Ejecución Penal Juvenil		Revisión		Total General

				Defensa Pública Buenos Aires		302		103		45		30		18		50		43				14						605

				Defensa Pública Bribrí		335		103				57		29				3				1						528

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		23		18		29		8		11		16				4		2						111

				Defensa Pública Coto Brus		60		11				22		4				1										98

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   		4		21		42				5						8		6						86

				Defensa Pública San José		14		2		22		1		9						13				7		2		70

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		23		13		15		3		3		10						1						68

				Defensa Pública Cartago		1		5		39				1				1				1						48

				Defensa Pública Golfito		14		9				3		1														27

				Defensa Pública Turrialba		6		11		5		2										2						26

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)		4				10				2						8								24

				Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)		5								8		1												14

				Defensa Pública Osa		1								7														8

				Defensa Pública Upala   						5																		5

				Defensa Pública Santa Cruz		3				2																		5

				Defensa Pública Pavas   		4																						4

				Defensa Pública Puntarenas		2		1						1														4

				Defensa Pública Bataán				3																				3

				Defensa Pública Siquirres		1		1						1														3

				Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   				1		1				1														3

				Defensa Pública Cañas		2																						2

				Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  						2																		2

				Defensa Pública II Circuito Judicial San José   		1		1																				2

				Defensa Pública Grecia   										2														2

				Defensa Pública Puriscal   				2																				2

				Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela   						2																		2

				Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)										1														1

				Defensa Pública Aguirre - Parrita				1																				1

				Defensa Pública Puerto Jiménez		1																						1

				Defensa Pública Heredia										1														1

				Defensa Pública Tarrazú														1										1

				Total		806		306		219		126		105		77		49		33		27		7		2		1,757



				Fuente: Libros de Registro General

				Defensa Pública. Cantidad de procesos activos cuyo interviniente es una persona indígena según materia. Al 30 de setiembre 2019.

				Oficina		Penal		Pensiones Alimentarias		Agraria		Penalización Contra Mujer		Laboral		Penal Juvenil		Contravencional		Ejecución Pena		Familia		Ejecución Penal Juvenil		Revisión		Total

				Defensa Pública Bribrí		302		102				57		29				2				1						493

				Defensa Pública Buenos Aires		163		102		44		30		18		46		33				14						450

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		23		18		25		8		11		15				4		2						106

				Defensa Pública Coto Brus		54		9				22		4				1										90

				Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   		3		21		32				5						8		6						75

				Defensa Pública San José		10		2		22		1		9						13				7		2		66

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		20		12		12		3		3		10						1						61

				Defensa Pública Cartago		1		5		39				1				1				1						48

				Defensa Pública Golfito		13		9				3		1														26

				Defensa Pública Turrialba		5		10		4		2										2						23

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)		4				6				2						7								19

				Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)		5								8		1												14

				Defensa Pública Osa		1								7														8

				Defensa Pública Santa Cruz		3				2																		5

				Defensa Pública Upala   						5																		5

				Defensa Pública Puntarenas		2		1						1														4

				Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   				1		1				1														3

				Defensa Pública Siquirres		1		1						1														3

				Defensa Pública Bataán				3																				3

				Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela   						2																		2

				Defensa Pública II Circuito Judicial San José   		1		1																				2

				Defensa Pública Grecia   										2														2

				Defensa Pública Puriscal   				2																				2

				Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  						2																		2

				Defensa Pública Pavas   		2																						2

				Defensa Pública Tarrazú														1										1

				Defensa Pública Heredia										1														1

				Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)										1														1

				Defensa Pública Puerto Jiménez		1																						1

				Defensa Pública Cañas		1																						1

				Defensa Pública Aguirre - Parrita				1																				1

				Total		615		300		196		126		105		72		38		32		27		7		2		1,520



				Fuente: Libros de Registro General

				Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019.



				Oficina		Pensiones Alimentarias		Familia		Contencioso Administrativo		Violencia Doméstica		Contravencional		Civil		Otra Materia		Total

				Defensa Pública Buenos Aires (2)		23		32		1		5		2				3		66

				Defensa Pública Bribrí (3)		29		11				6		3		1				50

				Defensa Pública San José						38(1)						1				39

				Defensa Pública Turrialba		1		3				7								11

				Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		2		9												11

				Defensa Pública Golfito		8		1				1								10

				Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   												2				2

				Defensa Pública Coto Brus		2														2

				Defensa Pública Puriscal   				1												1

				Total		65		57		39		19		5		4		3		192



				1 Estos procesos llevan codefensa, por lo que es requerida la asignación de dos profesionales

				2 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Pérez Zeledón

				3 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Limón





Análisis entrada

		Representación porcentual de las materias en asuntos entrados

		Materia		Cantidad de expedientes		Porcentaje		Porcentaje acumulado

		Pensiones Alimentarias		412		36%		36%

		Penal		295		25%		61%

		Penalización Contra Mujer		132		11%		73%

		Agraria		91		8%		80%

		Laboral		82		7%		87%

		Familia		40		3%		91%

		Penal Juvenil		45		4%		95%

		Ejecución Pena		27		2%		97%

		Contravencional		30		3%		100%

		Revisión		2		0%		100%

		Ejecución Penal Juvenil		1		0%		100%

		Total		1157		100%



		Personas usuarias indígenas por expediente

		Materia		Cantidad de expedientes		Personas indígenas		Relación usuarios y expedientes		Diferencia														Materia				Expedientes mensuales		Representados mensuales

		Pensiones Alimentarias		412		438		1.06		26				Entrada mensual						103				Pensiones Alimentarias				37		39

		Penal		295		369		1.25		74				Representaciones mensuales						116				Penal				26		33

		Penalización Contra Mujer		132		150		1.14		18														Penalización Contra Mujer				12		13

		Agraria		91		102		1.12		11														Agraria				8		9

		Demás materias		227		241		1.06		14														Demás materias				20		21

		Total		1157		1300		1.12		143

		Asuntos entrados por oficina										34 oficinas

		Oficina		Oficina		Asuntos entrados		Asuntos entrados por mes		Proporción		%Acumulado

		Defensa Pública Bribrí		Bribrí		341		30		29%		29%

		Defensa Pública Buenos Aires		Buenos Aires		331		29		29%		58%

		Defensa Pública Turrialba		Turrialba		81		7		7%		65%

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur   		Pérez Zeledón		74		7		6%		71%

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		Limón		66		6		6%		77%

		Defensa Pública Coto Brus		Coto Brus		53		5		5%		82%

		Defensa Pública Cartago		Cartago		45		4		4%		86%

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		Corredores		40		4		3%		89%

		Defensa Pública Golfito		Golfito		21		2		2%		91%

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)		Pococí		20		2		2%		93%

		Defensa Pública San José		San José		15		1		1%		94%

		Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)		Nicoya		9		1		1%		95%

		Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela   		Alajuela		8		1		1%		95%

		Defensa Pública II Circuito Judicial San José   		Goicoechea		8		1		1%		96%

		Defensa Pública Puriscal   		Puriscal   		5		0		0%		97%

		Defensa Pública Bataán		Bataán		5		0		0%		97%

		Defensa Pública Osa		Osa		4		0		0%		97%

				Demás oficinas		31		3		3%		100%

				Total		1157		103		100%

		Asuntos entrados por mes, en las oficinas que representan el 89% de la entrada

		Se incluye Cartago y Corredores por el soporte que le brinda a Turrialba y Coto Brus, respectivamente

		Oficina		Pensiones Alimentarias		Penal		Penalización Contra Mujer		Agraria		Demás materias		Total

		Bribrí		14		8		6		0		3		30		46%

		Buenos Aires		6		10		4		2		7		29		34%

		Turrialba		3		2		1		0		1		7

		Pérez Zeledón		3		0		0		2		2		7

		Limón		2		1		0		1		2		6

		Coto Brus		2		1		1		0		1		5

		Cartago		1		0		0		2		0		4

		Corredores		2		1		0		1		1		4

		Demás oficinas		3		3		0		0		4		11

		Total		37		26		12		8		20		103



Porcentaje	







[NOMBRE DE CATEGORÍA]; [VALOR]


Pensiones Alimentarias	Penal	Penalización Contra Mujer	Agraria	Laboral	Familia	Penal Juvenil	Ejecución Pena	Contravencional	Revisión	Ejecución Penal Juvenil	0.3560933448573898	0.2549697493517718	0.11408815903197926	7.8651685393258425E-2	7.0872947277441659E-2	3.4572169403630081E-2	3.8893690579083838E-2	2.3336214347450302E-2	2.5929127052722559E-2	1.7286084701815039E-3	8.6430423509075197E-4	


Análisis circulante

		Representación porcentual de las materias en el circulante al 30 de setiembre de 2019

		Materia		Cantidad de expedientes		Porcentaje		Porcentaje acumulado

		Penal		615		40%		40%

		Pensiones Alimentarias		300		20%		60%

		Agraria		196		13%		73%

		Penalización Contra Mujer		126		8%		81%

		Demás materias		283		19%		100%

		Total		1520		100%

		Representación porcentual de las materias en el circulante al 30 de setiembre de 2019

		Oficina		Penal		Pensiones Alimentarias		Agraria		Penalización Contra Mujer		Demás materias		Total		Representación		Representación acumulada

		Bribrí		302		102		0		57		32		493		32%		32%

		Buenos Aires		163		102		44		30		111		450		30%		62%

		Limón		23		18		25		8		32		106		7%		69%

		Coto Brus		54		9		0		22		5		90		6%		75%

		Pérez Zeledón		3		21		32		0		19		75		5%		80%

		San José		10		2		22		1		31		66		4%		84%

		Corredores		20		12		12		3		14		61		4%		88%

		Demás oficinas		40		34		61		5		39		179		12%		100%

		Total		615		300		196		126		283		1520



Cantidad de expedientes	[NOMBRE DE CATEGORÍA] ([VALOR])

[PORCENTAJE]



[NOMBRE DE CATEGORÍA] ([VALOR])

 [PORCENTAJE]



[NOMBRE DE CATEGORÍA] ([VALOR])

 [PORCENTAJE]



[NOMBRE DE CATEGORÍA] ([VALOR]) 

[PORCENTAJE]



[NOMBRE DE CATEGORÍA] ([VALOR]) [PORCENTAJE]



Penal	Pensiones Alimentarias	Agraria	Penalización Contra Mujer	Demás materias	615	300	196	126	283	Porcentaje	











Penal	Pensiones Alimentarias	Agraria	Penalización Contra Mujer	Demás materias	0.40460526315789475	0.19736842105263158	0.12894736842105264	8.2894736842105257E-2	0.18618421052631579	1	
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Consulta a Lic. Roberto Montero. SSC en materia agraria.pdf
10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

RE: implantacién en agrario SSC DP

Hazel Calderén Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>
Lun 10/2/2020 15:47

Para: Roberto Montero Garcia <rmonterog@Poder-Judicial.go.cr>

Buenas tardes Lic. Montero Garcia,

Reciba un cordial saludo de mi parte. De momento esas eran mis inquietudes, en caso de tener alguna
duda le estaré comunicando.

Muchas gracias por la informacién brindada.

Ing. Hazel Calderén Mata

Direcciun Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniera en Produccion Industrial
P|qn|f|cqc|0n Teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633
@ A http.//sitios. poder-judicial. go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de fa administracion de justicia,
COn proyeccion e innovacion

De: Roberto Montero Garcia <rmonterog@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: lunes, 10 de febrero de 2020 15:41

Para: Hazel Calderdn Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>

Cc: Luis Paulino Cascante Ramirez <lcascanter@Poder-Judicial.go.cr>; Mario Alberto Rosales Vargas
<mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: implantacién en agrario SSC DP

Buenos dias Hazel.

Como es de su conocimiento ya no estoy encargado del SSC, pero al encontrarse incapacitado el
Lic. Cruz Volio, actual encargado, se me ha pedido apoyar pues esa plaza no cuenta con
posibilidad de sustitucion.

En relaciéon con Agrario le indico que para mediados/finales de diciembre de 2019 ya Tecnologia
de la Informacion tuvo un "primer borrador” con las mejoras solicitadas para poder utilizar el SSC
en dicha materia (por las variantes con las otras materias implantadas, penal y laboral), dicha
version fue analizada por el Licenciado Mario Rosales, Coordinador de agrario a quien copio este
correo, encontrando que se habia equivocado lo avanzado por parte del licenciado Cruz Volio y
volvio a indicar de las mejoras necesarias.

El dia martes 4 de febrero revisamos la version que nos dio Tecnologia de la Informacion, las
mejoras indicadas por don Mario y, encontramos algunos catidlogos que aun debian mejorarse, por
lo que el pasado miércoles 5 don Mario nos paso el correo con esas solicitudes de cambio y Luis
Paulino esta ya gestiondndolas ante Tecnologia de la Informacién.

Por ello no podemos aun tener un cronograma oficial, pero esperaria que a finales de febrero
estemos listos para iniciar la implantacion. Ya estamos coordinando con Don Mario las debidas
capacitaciones para arrancar con las mismas en cuento tengamos esas mejoras requeridas.

Quedo a la orden para ampliar cualquier cosa que sea requerido.

saludos cordiales

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1 1/2





10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

Dr. Roberto Montero Garcia
Unidad Contencioso-Adminisrativa
Defensa Piiblica

Telf. Of. 2211 9862

Moévil 8815 1880

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1 2/2
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Consulta a Lic. Miguel Zamora.pdf
10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

RE: Capacitacion en asuntos indigenas.

Hazel Calderén Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>
Lun 10/2/2020 14:22

Para: Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>

Muchas gracias por la informacion Lic. Zamora Acevedo.

Saludos cordiales.

Ing. Hazel Calderén Mata

PIthcqcmn Teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633
http.//sitios. poder-judicial. go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de la administracion de justicia,
COn proyeccion e innovacion

De: Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: lunes, 10 de febrero de 2020 14:17

Para: Hazel Calderén Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Capacitacidén en asuntos indigenas.

El detalle en Contencioso es el siguiente:

Actividad formativa: Contencioso administrativo
Fecha: 21 de marzo 2019

Total de personas participantes: 22

Mujeres: 10

Hombres: 12

Actividad formativa: Contencioso administrativo
Fecha: 15, 22 y 29 de noviembre de 2019

Total de personas participantes: 6

Mujeres: 1

Hombres: 5

De: Hazel Calder6n Mata

Enviado el: lunes, 10 de febrero de 2020 11:37 a.m.
Para: Miguel Zamora Acevedo

Asunto: Capacitacion en asuntos indigenas.

Buen dia Lic. Zamora Acevedo,

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1

DII’ECCIDH Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniera en Produccion Industrial
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10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook
Reciba un cordial saludo de mi parte. Segun conversamos via telefdnica, le agradezco me pueda indicar
las capacitaciones que se han impartido al personal defensor en asuntos con persona usuaria indigenas,
detallando por materia; asi como también las capacitaciones que se tienen programadas.

Muchas gracias por la informacion,

Saludos cordiales.

Ing. Hazel Calderon Mata

Dil’ECCiOﬂ Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniera en Produccion Industrial
. Plunlflcumon Teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633
O i+ http://sitios. poder-judicial. go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de la administracion de justicia,
CON Proyeccion e innovacton

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1 2/2
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Consulta al Tribunal Contencioso Administrativo.pdf
10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

RE: Seguimiento al informe 634-PLA-RH-MI-2019 del 08 de mayo de 2019. Asuntos
indigenas.

Tribunal Contencioso Administrativo - Il Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-
judicial.go.cr>
Mar 4/2/2020 14:41

Para: Hazel Calderén Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>

CC: Eder Arias Vargas <eariasv@Poder-Judicial.go.cr>; Elena Gabriela Picado Gonzalez <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>; Jose
Martin Conejo Cantillo <jconejoc@poder-judicial.go.cr>; André Esteban Espinoza Chacdn <aespinozac@Poder-Judicial.go.cr>;
lleana Sanchez Navarro <isanchez@Poder-Judicial.go.cr>

MJ 1 archivos adjuntos (69 KB)

Resultado.ods;

Buenas Tardes

Estimada companiera

En este despacho se continua trabajando con los filtros que se indican en el Sistema de Gestidn, alin no contamos
con mejoras para determinar la cantidad de procesos de personas servidoras judiciales y en el caso de las
personas indigenas, al igual que hace un afio se pueden filtrar Unicamente los procesos en los cuales se
encuentran como parte alguna asociacidn indigena o la Comisién Nacional de Asuntos Indigenas, como se
muestra en cuadro adjunto.

Cualquier consulta estamos para servirles,
Saludos cordiales

Katherine Artavia Ortega

De: Hazel Calderén Mata

Enviado el: lunes, 03 de febrero de 2020 10:38

Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José

CC: Eder Arias Vargas; Elena Gabriela Picado Gonzalez

Asunto: Seguimiento al informe 634-PLA-RH-MI-2019 del 08 de mayo de 2019. Asuntos indigenas.

Buen dia companieros y compafieras,

Sirva la presente para saludarles y a la vez consultarles acerca de las recomendaciones emitidas en el
informe 634-PLA-RH-MI-2019 "Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa
Publica) a partir de la promulgacion de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas
(incluye materia disciplinaria, agraria y pension alimentaria)", donde literalmente se indica:

"Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestion de Despachos Judiciales, Gestion en
linea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que
desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda,; asi como,
para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1 1/2





10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

como intervinientes personas servidoras judiciales e indigenas, sea como Asociacion Integral
de Desarrollo, o como persona fisica."

Por lo anterior, les solicito nos indiquen si dicha mejora ha sido implementada en el despacho y de ser
asi, si nos pueden facilitar las estadisticas correspondientes.

Quedo atenta a sus observaciones,

Saludos cordiales.

Ing. Hazel Calderén Mata

Direccion Subproceso Modernizacidn Institucional, Ingeniera en Produccion Industrial
qun|f|cqc|on Teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633
http.//sitios. poder-judicial. go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de fa administracion de justicia,
COn proyeccion e innovacion

https://outlook.office.com/mail/deeplink?version=2020020301.12&popoutv2=1&leanbootstrap=1
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Consulta a Dirección de Gestión Humana.pdf
10/2/2020 Correo: Hazel Calderén Mata - Outlook

Asuntos Indigenas

Eder Arias Vargas <eariasv@Poder-Judicial.go.cr>

Lun 3/2/2020 09:54

Para: Gestion Humana Comunicaciones Secretaria <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>

CC: Hazel Calderén Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>; Elena Gabriela Picado Gonzélez <epicadog@Poder-
Judicial.go.cr>

Buenas tardes, la Direccidn de Planificacidn esta realizando un estudio sobre la promulgaciéon de la Ley 9593 de
Acceso la Justicia de los Pueblos Indigenas, en virtud de lo anterior se estan analizando las recomendaciones
emitidas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 aprobadas por el consejo superior en la sesién 44-2019 del 16 de
mayo, articulo Il; de las cuales, las siguientes fueron emitidas para la Direccién de Gestion Humana:

“A la Direccion de Gestion Humana

(...)

6.9 Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley
aprobada en su articulo 7 que indica: Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos
judiciales en que una persona indigena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administracion
de justicia proveerd la asistencia de una persona defensora publica especializada en derecho indigena y en la
materia de competencia de forma gratuita...., . Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas,
que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indigenas de tal forma que se
pueda brindar un acceso real y mds directo a las personas asistidas en estas zonas.

6.10  Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como:

o Disposicion para realizar las diligencias in situ
o Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camidn, bote, panga, etc)
o Comprender que la condicion social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor,

pues los canales de comunicacion son diversos en los diferentes procesos y segun el género.

6.11 Analizar en conjunto con la Defensa Publica las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que
atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condicion para que las mismas puedan atender
eventualmente otras materias, asi como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Direccion de la
Defensa Publica.”

Por lo tanto, solicito su colaboracién para conocer el estado de las tres recomendaciones
(Pendiente/Implementada), que se hizo al respecto o bien que se tiene planteado para atenderla.

Gracias!

Eder Arias Vargas

EiIEGC:iGn Subproceso de Moderniracidn Institucional, Prafesional 2
_.. Planificacion | Teléfono 2295-4445, Fax 2257.5533
i http:/fsitios. poder-fudicial. go.cr/planificacions

T mﬁu_;l:mm Porei" desarrollo de la administracion de Justicta,
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3.1 Estimación Costo Plazas 2021 (¢4.000 2020 y 2021).xls
Resumen Proy. Costo-Plaza 2021

								ESTIMACIÓN DEL COSTO PROMEDIO POR TIPO DE PUESTO PARA EL 2021

								CONSIDERANDO INCREMENTOS DE ¢4.000 PARA AMBOS SEMESTRES DE 2020 Y 2021

								CLASE		TITULO DEL PUESTO		PROMEDIO

												ANUAL

								25		ABOGADO DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LA VÍCTIMA DEL DELITO		44,857		.000

								32		ABOGADO DE ASISTENCIA SOCIAL		52,648		.000

								34		ABOGADO DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA		44,857		.000

								35		ABOGADO DE ASISTENCIA SOCIAL SUPERVISOR		56,334		.000

								36		ABOGADO DE ASISTENCIA SOCIAL COORDINADOR 1		54,665		.000

								167		ADMINISTRADOR DEL JUZGADO DE TRÁNSITO		40,420		.000

								170		ADMINISTRADOR CENTRO INFANTIL DEL PODER JUDICIAL		40,419		.000

								171		ADMINISTRADOR REGIONAL 1		43,444		.000

								172		ADMINISTRADOR REGIONAL 2		46,480		.000

								173		ADMINISTRADOR REGIONAL 3		49,617		.000

								175		ADMINISTRADOR SALA CONSTITUCIONAL		42,873		.000

								176		ADMINISTRADOR DE LA SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE		42,844		.000

								270		AGENTE DE PROTECCION 1		20,659		.000

								271		AGENTE DE PROTECCION 2		24,045		.000

								799		ANALISTA EN CRIMINOLOGIA		32,602		.000

								1005		ASESOR CONSEJO SUPERIOR		44,669		.000

								1038		ASESOR EN INVERSIONES		49,617		.000

								1052		ASESOR JURIDICO 1		44,669		.000

								1053		ASESOR JURIDICO 2		45,638		.000

								1080		ASESOR OPERATIVO		47,901		.000

								1208		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 1		14,020		.000

								1210		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 2		14,389		.000

								1217		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 3		14,901		.000

								1245		ASISTENTE DENTAL		16,780		.000

								1279		ASISTENTE DEL ÁREA DE COORDINACIÓN Y MEJORAMIENTO		18,551		.000

								1285		ASISTENTE DE MORGUE		15,754		.000

								1465		ASISTENTE DE PROSECRETARIO		16,240		.000

								1955		ASISTENTE DE RECEPCION DE INDICIOS		14,389		.000

								2207		AUDITOR SUPERVISOR		50,262		.000

								2241		AUXILIAR  ADMINISTRATIVO		13,293		.000

								2275		AUXILIAR CONTRALORÍA DE SERVICIOS		13,720		.000

								2377		AUXILIAR DE ENFERMERIA		16,780		.000

								2606		AUXILIAR DE SEGURIDAD		13,194		.000

								2610		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 1		12,489		.000

								2611		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2		12,680		.000

								2616		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 3		13,831		.000

								2617		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4		14,072		.000

								2654		AUXILIAR JUDICIAL 2		13,697		.000

								2661		AUXILIAR JUDICIAL 3 D		16,773		.000

								2671		AUXILIAR JURIDICO 2		16,975		.000

								2712		AUXILIAR SUPERNUMERARIO 2		14,020		.000

								3135		CHOFER DE ADMINISTRACIÓN REGIONAL		14,072		.000

								3810		CONTRALOR DE SERVICIOS		58,619		.000

								3814		CONTRALOR DE SERVICIOS REGIONAL		39,694		.000

								3829		COORDINADOR JUDICIAL 1		16,773		.000

								3830		COORDINADOR JUDICIAL 2		17,576		.000

								3831		COORDINADOR JUDICIAL 3		18,207		.000

								3843		COORDINADOR DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LA VÍCTIMA DEL DELITO		48,260		.000

								3855		COORDINADOR DE GESTION PROGRAMA PARTICIPACION CIUDADANA		40,419		.000

								3915		COORDINADOR OFICINA DE APOYO JURISDICCIONAL		18,207		.000

								3929		COORDINADOR UNIDAD TÉCNICA ESPECIALIZADA		27,075		.000

								3933		COORDINADOR DE UNIDAD 1		36,909		.000

								3934		COORDINADOR DE UNIDAD 2		37,457		.000

								3935		COORDINADOR DE UNIDAD 3		38,037		.000

								3936		COORDINADOR DE UNIDAD 4		38,754		.000

								3937		COORDINADOR DE UNIDAD DE PSICOLOGIA FORENSE		46,070		.000

								3938		CUSTODIO DE DETENIDOS		18,663		.000

								3988		DEFENSOR PÚBLICO COORDINADOR 1		54,914		.000

								3989		DEFENSOR PÚBLICO COORDINADOR 2		56,076		.000

								3990		DEFENSOR PÚBLICO		52,867		.000

								4010		DEFENSOR PÚBLICO SUPERVISOR		56,587		.000

								4898		DIRECTOR GENERAL 1		61,206		.000

								4903		DIRECTOR GENERAL 2		71,638		.000

								4944		DIRECTOR GENERAL DEL O.I.J.		105,535		.000

								5200		ENCARGADO DE CAMPO DE TIRO		16,530		.000

								5280		ENCARGADO BODEGA DE PATOLOGÌA		15,248		.000

								5342		ENCARGADO UNIDAD ACCESO A LA JUSTICIA		45,740		.000

								5362		ENCARGADO DE PRENSA DEL  O.I.J.		39,461		.000

								5363		ENCARGADA DE OBSERVATORIO DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES Y ACCESO A LA JUSTICIA		45,600		.000

								5372		ENCARGADO UNIDAD DE RADIOLOGÍA		17,330		.000

								5869		FISCAL AUXILIAR		54,387		.000

								5870		FISCAL		56,558		.000

								5880		FISCAL GENERAL		96,529		.000

								5885		FISCAL ADJUNTO 1		60,806		.000

								5886		FISCAL ADJUNTO 2		67,638		.000

								5891		FISCAL ADJUNTO 3		82,164		.000

								5989		GESTOR DE CAPACITACIÓN 1		28,445		.000

								5990		GESTOR DE CAPACITACIÓN 2		36,909		.000

								5991		GESTOR DE CAPACITACIÓN 3		41,125		.000

								6220		GUÍA CANINO		23,573		.000

								6342		INSPECTOR ASISTENTE		55,582		.000

								6360		INSPECTOR  ASEGURAMIENTO CALIDAD		48,473		.000

								6490		INSPECTOR GENERAL 1		61,016		.000

								6495		INSPECTOR GENERAL 2		68,178		.000

								6690		INSTRUCTOR CANINO		24,194		.000

								6756		INTEGRANTE DEL CONSEJO SUPERIOR		91,717		.000

								6773		INTEGRANTE DEL CONSEJO MÉDICO		54,161		.000

								6775		INTEGRANTE CONSEJO MEDICO B		54,456		.000

								6825		INVESTIGADOR 1		20,659		.000

								6826		INVESTIGADOR 2		22,861		.000

								6830		INVESTIGADOR DE LA DEFENSA PUBLICA		22,576		.000

								6835		INVESTIGADOR DE LOCALIZACION Y PRESENTACION		20,659		.000

								6840		INVESTIGADOR DE VIGILANCIA Y SEGUIMIENTO		23,573		.000

								6939		JEFE ADMINISTRATIVO 1		19,227		.000

								6940		JEFE ADMINISTRATIVO 2		27,386		.000

								6941		JEFE ADMINISTRATIVO 3		40,419		.000

								6942		JEFE ADMINISTRATIVO 4		46,480		.000

								6945		JEFE ADMINISTRATIVO 4B		52,167		.000

								7080		JEFE DE COMPRAS DIRECTAS		43,444		.000

								7081		JEFE CENTRO APOYO, COORD. Y MEJORAMIENTO FUNCIÓN JURISDICCIONAL		58,750		.000

								7085		JEFE DE ADIESTRAMIENTO, INSTRUCCIÓN Y GUÍA CANINO		42,665		.000

								7120		JEFE DE DEFENSORES PÚBLICOS		78,047		.000

								7158		JEFE DEPARTAMENTO 1		49,617		.000

								7159		JEFE DEPARTAMENTO 2		55,275		.000

								7160		JEFE DEPARTAMENTO PRENSA COMUNICACIÓN ORGANIZACIONAL		52,459		.000

								7165		JEFE DEPARTAMENTO INVESTIGACIONES CRIMINALES		64,179		.000

								7168		JEFE DEPTO. MEDICINA LEGAL		46,559		.000

								7200		JEFE DE COMUNICACIÓN ORGANIZACIONAL		43,444		.000

								7320		JEFE DE INVESTIGACION 1		29,512		.000

								7321		JEFE DE INVESTIGACION 2		39,295		.000

								7322		JEFE DE INVESTIGACION 3		49,836		.000

								7368		JEFE DE BIBLIOTECA JUDICIAL		46,480		.000

								7505		JEFE DE OFICINA ESPECIALIZADA OPO		49,836		.000

								7523		JEFE DE PLANES Y OPERACIONES DEL OIJ		64,179		.000

								7525		JEFE DE PRENSA		43,444		.000

								7530		JEFE DE PROCESO		51,030		.000

								7537		JEFE PROFESIONAL DE INVESTIGACION 2		57,568		.000

								7572		JEFE DE ASESORIA LEGAL		46,618		.000

								7574		JEFE SECCION COOPERACION Y RELACIONES INTERNACIONALES		49,617		.000

								7576		JEFE DE SECCIÓN DE PROTOCOLO Y RELACIONES PÚBLICAS		43,444		.000

								7776		JEFE DEL DIGESTO		55,344		.000

								7850		JEFE DEPTO.LABORATORIO CIENC.FOR.		56,388		.000

								7851		JEFE DEPTO.LABORATORIO CIENC.FOR.-B  (MÉDICO)		59,780		.000

								7946		JEFE DEPÓS.DE OBJETOS Y MUSEO CRIM.		27,386		.000

								8135		JEFE SECC. ANAL. ESCR. DOC. DUD.		27,846		.000

								8145		JEFE SECC. DEL. ECONÓMICOS Y FIN.		52,426		.000

								8150		JEFE SECRETARÍA TÉCNICA DE ÉTICA Y VALORES		54,283		.000

								8160		JEFE SECC. FOTOG. Y AUDIOVISUALES		32,386		.000

								8199		JEFE SECC. LABORATORIO CIENC. FOR.		49,472		.000

								8234		JEFE SECC. LABORATORIO CIENC. FOR. B		52,446		.000

								8240		JEFE SECC. LEGITIMACIÓN DE CAPITALES		56,378		.000

								8273		JEFE SERVICIO MÉDICO DE EMPRESA		52,174		.000

								8728		JUEZ 1		53,346		.000

								8735		JUEZ 2		54,469		.000

								8740		JUEZ 3		56,640		.000

								8745		JUEZ 4		61,017		.000

								8750		JUEZ 5		68,153		.000

								8788		JUEZ SUPERNUMERARIO		54,387		.000

								8889		MAGISTRADO		114,677		.000

								8910		MAGISTRADO PRESIDENTE		125,058		.000

								8911		MAGISTRADO PRESIDENTE B		93,560		.000

								8915		MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA SALA		119,727		.000

								8918		MAGISTRADO SUPLENTE		114,677		.000

								9085		MÉDICO 1		46,210		.000

								9091		MEDICO 2B		49,160		.000

								9095		MÉDICO 3		54,431		.000

								9160		MÉDICO DE APOYO AL PROCESO DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN		42,728		.000

								9171		MÉDICO DE EMPRESA		42,731		.000

								9172		MÉDICO DE EMPRESA ESPECIALISTA		44,603		.000

								9217		MEDICO JEFE UNIDAD 1		50,061		.000

								9218		MEDICO JEFE UNIDAD 2		52,170		.000

								9226		MEDICO RESIDENTE		44,603		.000

								9712		NOTIFICADOR 1		14,327		.000

								9833		ODONTOLOGO		41,165		.000

								9950		JEFE GESTIÓN DE LA CALIDAD		55,358		.000

								10274		OFICIAL DE INVESTIGACION		27,221		.000

								10288		OFICIAL DE LOCALIZACIÓN		15,891		.000

								10290		OFICIAL DE INSPECCIÓN JUDICIAL		16,530		.000

								10341		OFICIAL INTERVENCIÓN TÁCTICA		24,194		.000

								11065		PERITO EN INVESTIGACIÓN DOCUMENTAL		29,522		.000

								11079		PERITO JUDICIAL 1		26,763		.000

								11080		PERITO JUDICIAL 2		38,037		.000

								11081		PERITO JUDICIAL 2B		43,304		.000

								11421		PROFESIONAL 1		26,032		.000

								11430		PROFESIONAL EN CIENCIAS FORENSES 2		35,095		.000

								11432		PROFESIONAL 2		36,909		.000

								11452		PROFESIONAL EN DERECHO 3B		56,419		.000

								11465		PROFESIONAL EN CONTROL INTERNO		44,669		.000

								11492		PROFESIONAL EN DERECHO 1		41,125		.000

								11493		PROFESIONAL EN DERECHO 2		44,857		.000

								11494		PROFESIONAL EN DERECHO 3		51,041		.000

								11578		PROFESIONAL EN INFORMATICA 1		27,543		.000

								11579		PROFESIONAL EN INFORMATICA 2		36,909		.000

								11589		PROFESIONAL EN INFORMATICA 3		38,310		.000

								11605		PROFESIONAL EN TELEMÁTICA		27,393		.000

								11621		PROFESIONAL EN DERECHO PARA ASUNTOS DISCIPLINARIOS		36,909		.000

								12010		PROSECRETARIO		27,393		.000

								12808		SECRETARIO EJEC. CONAMAJ		55,275		.000

								12891		SECRETARIA 1		14,020		.000

								12902		SECRETARIA 2		15,248		.000

								13199		SECRETARIO DE SALA		54,248		.000

								13267		SECRETARIA EJECUTIVA 1		15,929		.000

								13272		SECRETARIA EJECUTIVA 2		16,608		.000

								13275		SECRETARIA EJECUTIVA 3		17,564		.000

								13276		SECRETARIA EJECUTIVA 4		18,768		.000

								13440		SECRETARIO GENERAL O.I.J.		49,710		.000

								13535		SECRETARIA TECNICA DE GENERO		55,275		.000

								13695		SUBCONTRALOR DE SERVICIO		51,030		.000

								13863		SUBDIRECTOR GENERAL 1		52,775		.000

								13868		SUBDIRECTOR GENERAL 2		63,257		.000

								13879		SUBDIRECTOR GENERAL O.I.J.		73,768		.000

								14049		SUBJEFE DE DEFENSORES PÚBLICOS		69,701		.000

								14102		SUBJEFE DEPARTAMENTO 2		51,030		.000

								14120		SUBJEFE DE LA OFICINA DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN		56,195		.000

								14165		SUBJEFE DEPARTAMENTO INVESTIGACIONES CRIMINALES		51,030		.000

								14170		SUBJEFE DE PLANES Y OPERACIONES DEL OIJ		59,219		.000

								14171		SUBJEFE DE LA SECRETARIA DEL OIJ		56,814		.000

								14450		SUPERVISOR DE APOYO EN EL AREA DE PSICOLOGIA O TRABAJO SOCIAL		42,100		.000

								14525		SUPERVISOR DE SEGURIDAD		16,595		.000

								14542		SUPERVISOR DE SERVICIO O.I.J.		38,694		.000

								14721		TÉCNICO  ADMINISTRATIVO  1		15,560		.000

								14722		TÉCNICO  ADMINISTRATIVO  2		16,240		.000

								14723		TÉCNICO ADMINISTRATIVO  3		16,773		.000

								14724		TÉCNICO ADMINISTRATIVO  4		18,551		.000

								15040		TÉCNICO EN COMUNICACIONES JUDICIALES		14,901		.000

								15075		TÉCNICO DE IMPLANTACIÓN		15,568		.000

								15428		TÉCNICO EN NORMALIZACIÓN DE FORMATOS JURÍDICOS		15,560		.000

								15550		TECNICO UNIDAD EJECUTORA		39,009		.000

								15590		TÉCNICO ESPECIALIZADO 1		13,720		.000

								15591		TÉCNICO ESPECIALIZADO 2		14,020		.000

								15592		TÉCNICO ESPECIALIZADO 3		14,389		.000

								15593		TÉCNICO ESPECIALIZADO 4		14,868		.000

								15594		TÉCNICO ESPECIALIZADO 5		15,560		.000

								15594		TÉCNICO ESPECIALIZADO 5 (AUXILIAR INFORMÁTICA)		15,837		.000

								15595		TÉCNICO ESPECIALIZADO 6		16,240		.000

								15639		TÉCNICO JUDICIAL 1		14,389		.000

								15641		TÉCNICO JUDICIAL 2		14,901		.000

								15642		TÉCNICO JUDICIAL 3		15,560		.000

								15650		TÉCNICO JURÍDICO		16,773		.000

								15750		TÉCNICO SALA DE LA CORTE		18,563		.000

								15755		TÉCNICO SUPERNUMERARIO		15,560		.000

								16622		MAGISTRADO VICEPRESIDENTE		121,591		.000





Redondeado

								INDICE SALARIAL PROMEDIO 2010

								CLASE		TITULO DEL PUESTO		COSTO ANUAL

								171		ADMINISTRADOR REGIONAL 1		23,838		,000

								172		ADMINISTRADOR REGIONAL 2		30,839		,000

								173		ADMINISTRADOR REGIONAL 3		33,882		,000

								275		AGENTE DE PROTECCIÓN A FUNC.JUDICIALES		19,266		,000

								799		ANALISTA EN CRIMINOLOGIA		20,466		,000

								881		ARMERO		10,511		,000

								1005		ASESOR CONSEJO SUPERIOR		29,694		,000

								1052		ASESOR JURIDICO 1		29,596		,000

								1053		ASESOR JURIDICO 2		30,299		,000

								1080		ASESOR OPERATIVO		34,855		,000

								1208		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO  1		9,663		,000

								1210		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 2		9,933		,000

								1217		ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 3		10,227		,000

								1408		ASISTENTE DE LABORATORIO		10,155		,000

								1425		ASISTENTE DE ODONTOLOGIA		9,969		,000

								1911		ASISTENTE EN ADMINISTRACIÓN 3		21,841		,000

								1922		ASISTENTE EN SEGURIDAD		17,618		,000

								1750		ASISTENTE EN TOPOGRAFÍA		10,915		,000

								1929		ASISTENTE JUDICIAL		12,002		,000

								1932		ASISTENTE JUDICIAL 1		11,106		,000

								1933		ASISTENTE JUDICIAL 2		11,560		,000

								1934		ASISTENTE JUDICIAL 3		12,002		,000

								1928		ASISTENTE JURÍDICO		11,065		,000

								1992		ASISTENTE SERVICIOS AUDIOVISUALES		9,092		,000

								2207		AUDITOR SUPERVISOR		33,535		,000

								2242		AUXILIAR ADMINISTRATIVO 1		8,656		,000

								2243		AUXILIAR ADMINISTRATIVO 2		9,092		,000

								2271		AUXILIAR DE ARCHIVO 2		9,217		,000

								2282		AUXILIAR DE ARTES GRAFICAS 3		8,749		,000

								2377		AUXILIAR DE ENFERMERIA		9,969		,000

								2411		AUXILIAR DE INFORMATICA		11,472		,000

								2465		AUXILIAR DE MORGUE		9,411		,000

								2604		AUXILIAR DE SEGURIDAD SUPERVISOR		10,922		,000

								2610		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 1		8,151		,000

								2611		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2		8,333		,000

								2616		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 3		9,262		,000

								2613		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 3B		10,445		,000

								2617		AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4		9,417		,000

								2649		AUXILIAR JUDICIAL 1		9,367		,000

								2654		AUXILIAR JUDICIAL 2		9,673		,000

								2656		AUXILIAR JUDICIAL 3		9,933		,000

								2659		AUXILIAR JUDICIAL 3 B		10,175		,000

								2660		AUXILIAR JUDICIAL 3 C		11,106		,000

								2661		AUXILIAR JUDICIAL 3 D		12,002		,000

								2670		AUXILIAR JURIDICO 1		10,165		,000

								2671		AUXILIAR JURIDICO 2		12,162		,000

								2614		AUXILIAR SERVICIOS AUDIOVISUALES		8,749		,000

								2620		AUXILIAR SERVICIOS CALIFICADOS 1		8,749		,000

								2621		AUXILIAR SERVICIOS CALIFICADOS 2		9,258		,000

								2622		AUXILIAR SERVICIOS CALIFICADOS 3		9,792		,000

								2609		AUXILIAR SERVICIOS CONTRALORÍA		9,237		,000

								2711		AUXILIAR SUPERNUMERARIO 1		9,367		,000

								2712		AUXILIAR SUPERNUMERARIO 2		9,933		,000

								2853		BIÓLOGO		25,228		,000

								3210		CONDUCTOR DE DETENIDOS		10,445		,000

								3370		CONSERJE  2 B		8,494		,000

								3810		CONTRALOR DE SERVICIOS		36,713		,000

								3814		CONTRALOR DE SERVICIOS REGIONAL		25,901		,000

								3818		COORDINADOR 2		24,687		,000

								3827		COORDINADOR DE ARCHIVO		11,075		,000

								3933		COORDINADOR DE UNIDAD 1		23,838		,000

								3934		COORDINADOR DE UNIDAD 2		24,687		,000

								3935		COORDINADOR DE UNIDAD 3		24,913		,000

								3911		COORDINADOR OFICINA DE NOTIFICACIONES 1		10,572		,000

								3926		COORDINADOR UNID.DE CAPTURA Y RESERVA		11,075		,000

								3920		COORDINADOR UNID.INTERDISCIPLINARIA		25,349		,000

								3929		COORDINADOR UNID.TÉCNICA ESPECIALIZADA		17,521		,000

								3990		DEFENSOR PÚBLICO		34,224		,000

								3991		DEFENSOR PÚBLICO COORDINADOR		36,488		,000

								3988		DEFENSOR PÚBLICO COORDINADOR 1		35,619		,000

								3989		DEFENSOR PÚBLICO COORDINADOR 2		36,488		,000

								4010		DEFENSOR PÚBLICO SUPERVISOR		36,878		,000

								4213		DIBUJANTE RETRATISTA		10,137		,000

								4898		DIRECTOR GENERAL 1		39,533		,000

								4903		DIRECTOR GENERAL 2		41,857		,000

								5025		DIRECTOR NACIONAL DE NOTARIADO		40,851		,000

								5205		ENCARGADO DE APOYO A LA JURISDICCIÓN		12,213		,000

								5325		ENCARGADO DE MANTENIMIENTO DE TRANSP.		11,879		,000

								5362		ENCARGADO DE PRENSA DEL  O.I.J.		25,349		,000

								5368		ENCARGADO DE TECNICAS COMUN. INTERACT.		12,594		,000

								5468		ENCARGADO DE UNIDAD		12,213		,000

								5870		FISCAL		36,849		,000

								5874		FISCAL ADJUNTO		40,101		,000

								5869		FISCAL AUXILIAR		35,343		,000

								5880		FISCAL GENERAL		57,110		,000

								5881		FISCAL GENERAL ADJUNTO		41,385		,000

								5964		FOTOGRAFO CRIMINALISTA		9,728		,000

								5966		FOTOGRAFO FORENSE		10,175		,000

								6275		INGENIERO EN BIOTECNOLOGÍA		16,783		,000

								6360		INSPECTOR  ASEGURAMIENTO CALIDAD		32,191		,000

								6342		INSPECTOR ASISTENTE		35,343		,000

								6490		INSPECTOR GENERAL 1		40,153		,000

								6495		INSPECTOR GENERAL 2		42,027		,000

								6685		INSTRUCTOR 1		13,696		,000

								6686		INSTRUCTOR 2		20,617		,000

								6773		INTEGRANTE DEL CONSEJO MÉDICO		40,871		,000

								6756		INTEGRANTE DEL CONSEJO SUPERIOR		46,535		,000

								6807		INTERPRETE PARA LAS OFICINAS		9,673		,000

								6825		INVESTIGADOR 1		14,793		,000

								6826		INVESTIGADOR 2		16,474		,000

								7776		JEFE  DEL DIGESTO		35,897		,000

								6939		JEFE ADMINISTRATIVO 1		12,080		,000

								6940		JEFE ADMINISTRATIVO 2		17,618		,000

								6941		JEFE ADMINISTRATIVO 3		26,356		,000

								6942		JEFE ADMINISTRATIVO 4		30,839		,000

								7572		JEFE DE ASESORIA LEGAL		33,095		,000

								7368		JEFE DE BIBLIOTECA JUDICIAL		31,378		,000

								7072		JEFE DE CÁRCEL Y TRANSPORTES		30,839		,000

								7080		JEFE DE COMPRAS DIRECTAS		28,624		,000

								7120		JEFE DE DEFENSORES PÚBLICOS		40,804		,000

								7320		JEFE DE INVESTIGACION 1		21,475		,000

								7321		JEFE DE INVESTIGACION 2		28,418		,000

								7322		JEFE DE INVESTIGACION 3		36,232		,000

								7526		JEFE DE PROCESO 1		33,882		,000

								7158		JEFE DEPARTAMENTO 1		33,882		,000

								7159		JEFE DEPARTAMENTO 2		35,829		,000

								7946		JEFE DEPÓS.DE OBJETOS Y MUSEO CRIM.		17,618		,000

								7850		JEFE DEPTO.LABORATORIO CIENC.FOR.		43,278		,000

								7536		JEFE PROFESIONAL DE INVESTIGACION 1		39,331		,000

								7537		JEFE PROFESIONAL DE INVESTIGACION 2		42,044		,000

								8135		JEFE SECC. ANAL. ESCR. DOC. DUD.		14,007		,000

								8145		JEFE SECC. DEL. ECONÓMICOS Y FIN.		34,344		,000

								8160		JEFE SECC. FOTOG. Y AUDIOVISUALES		16,476		,000

								8199		JEFE SECC. LABORATORIO CIENC. FOR.		36,134		,000

								8273		JEFE SERVICIO MÉDICO DE EMPRESA		32,585		,000

								8728		JUEZ 1		34,605		,000

								8735		JUEZ 2		35,424		,000

								8740		JUEZ 3		36,929		,000

								8745		JUEZ 4		40,144		,000

								8750		JUEZ 5		45,268		,000

								8788		JUEZ SUPERNUMERARIO		35,343		,000

								8889		MAGISTRADO		64,301		,000

								8910		MAGISTRADO PRESIDENTE		70,095		,000

								8915		MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA SALA		67,069		,000

								8918		MAGISTRADO SUPLENTE		64,301		,000

								16622		MAGISTRADO VICEPRESIDENTE		68,090		,000

								9085		MÉDICO 1		34,565		,000

								9090		MÉDICO 2		36,821		,000

								9095		MÉDICO 3		37,551		,000

								9105		MÉDICO 5		52,078		,000

								9160		MÉDICO DE APOYO AL PROCESO DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN		30,289		,000

								9171		MÉDICO DE EMPRESA		30,289		,000

								9172		MÉDICO DE EMPRESA ESPECIALISTA		32,173		,000

								9217		MÉDICO JEFE UNIDAD 1		35,905		,000

								9218		MÉDICO JEFE UNIDAD 2		36,821		,000

								9226		MEDICO RESIDENTE		33,286		,000

								9400		MICROBIOLOGO CLINICO		27,651		,000

								9712		NOTIFICADOR 1		10,165		,000

								9713		NOTIFICADOR 1-B		10,227		,000

								9714		NOTIFICADOR 1-C		10,409		,000

								9833		ODONTOLOGO		28,837		,000

								10228		OFICIAL DE INSPECCION		10,672		,000

								10274		OFICIAL DE INVESTIGACION		19,776		,000

								10288		OFICIAL DE LOCALIZACIÓN		10,445		,000

								11079		PERITO JUDICIAL 1		17,288		,000

								11080		PERITO JUDICIAL 2		24,687		,000

								11421		PROFESIONAL 1		16,783		,000

								11432		PROFESIONAL 2		23,838		,000

								11443		PROFESIONAL 3		25,768		,000

								11430		PROFESIONAL EN CIENCIAS FORENSES 2		24,359		,000

								11492		PROFESIONAL EN DERECHO 1		29,596		,000

								11493		PROFESIONAL EN DERECHO 2		32,381		,000

								11494		PROFESIONAL EN DERECHO 3		36,878		,000

								11578		PROFESIONAL EN INFORMATICA 1		17,703		,000

								11579		PROFESIONAL EN INFORMATICA 2		23,838		,000

								11589		PROFESIONAL EN INFORMATICA 3		24,913		,000

								11580		PROFESIONAL EN METOD.DE ENSEÑANZA		24,578		,000

								12247		PROSECRETARIO GENERAL 1 G-8		13,066		,000

								12258		PROSECRETARIO GENERAL 2 G-8		13,066		,000

								12349		PSICOLOGO CLÍNICO		28,737		,000

								12383		QUÍMICO		25,228		,000

								12891		SECRETARIA 1		9,663		,000

								12902		SECRETARIA 2		10,579		,000

								13535		SECRETARIA TECNICA DE GENERO		35,829		,000

								13199		SECRETARIO DE SALA		34,441		,000

								12808		SECRETARIO EJEC. CONAMAJ		35,829		,000

								13255		SECRETARIO EJECUTIVO 1		11,095		,000

								13256		SECRETARIO EJECUTIVO 2		11,601		,000

								13257		SECRETARIO EJECUTIVO 3		12,311		,000

								13046		SECRETARIO ESCUELA JUDICIAL		12,002		,000

								13440		SECRETARIO GENERAL O.I.J.		33,938		,000

								13623		SUB-AUDITOR		38,359		,000

								13695		SUBCONTRALOR DE SERVICIO		33,540		,000

								13862		SUBDIRECTOR GENERAL		39,028		,000

								14049		SUBJEFE DE DEFENSORES PÚBLICOS		37,305		,000

								14100		SUBJEFE DEPARTAMENTO		33,540		,000

								14450		SUPERVISOR DE APOYO EN EL ÁREA DE PSICOLOGÍA O TRABAJO SOCIAL		25,901		,000

								14542		SUPERVISOR DE SERVICIO O.I.J.		28,002		,000

								14543		SUPERVISOR DE SERVICIO O.I.J.-B		20,029		,000

								14720		TÉCNICO  ADMINISTRATIVO		10,579		,000

								14721		TÉCNICO  ADMINISTRATIVO  1		10,579		,000

								14722		TECNICO  ADMINISTRATIVO  2		11,075		,000

								14723		TECNICO  ADMINISTRATIVO  3		11,601		,000

								15020		TECNICO CRIMINALISTICO  1		11,603		,000

								15025		TECNICO CRIMINALISTICO  2		12,448		,000

								15228		TÉCNICO EN ARTES GRÁFICAS		9,258		,000

								15511		TÉCNICO EN RADIOCOMUNICACIÓN		10,165		,000

								15547		TECNICO EN TELECOMUNICACIONES		9,259		,000

								15552		TÉCNICO EN TELECOMUNICACIONES B		10,165		,000

								15643		TÉCNICO LABORATORISTA		11,298		,000

								15494		TÉCNICO PRODUCCIÓN DE AUDIOVISUALES		10,579		,000

								15550		TECNICO UNIDAD EJECUTORA		25,349		,000

								15790		TÉCNICO VIDEO FORENSE		10,915		,000

								15805		TECNOLOGO MEDICO		10,078		,000

								15940		TOPÓGRAFO		12,619		,000

								15992		TRABAJADOR EN ARTES GRÁFICAS 1		8,656		,000

								15998		TRABAJADOR EN ARTES GRÁFICAS 2		8,749		,000
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3.2 Mobiliario y equipo plazas nuevas y oficinas nuevas 2021.xlsx
Mobiliario y Equipo

						DETALLE MOBILIARIO Y EQUIPO A ASIGNAR PARA PLAZAS PROFESIONALES, NO PROFESIONALES, Y OFICINAS NUEVAS

						- Formulación Presupuestaria 2021-



						PLAZAS PROFESIONALES:  Se consideran plazas profesionales los Jueces, Fiscales, Defensores Públicos, Trabajadores Sociales y Psicólogos, Médicos, Jefaturas y Sub Jefaturas de Departamento y Sección, al igual que las jefaturas del OIJ.

						Subpartida		Código		Descripción		Cantidad		Precio Unitario		Costo Total



						50105		19604		Computadora		1		949,200.00		949,200

						20401		16699		Reloj de pared		1		6,367.55		6,368

						50104		16687		Escritorio ejecutivo		1		190,280.70		190,281

						50104		16696		Mesa para computadora		1		203,400.00		203,400

						50104		16704		Sillón ejecutivo		1		60,172.50		60,173

						50104		16752		Silla de espera (visita) tapizada		2		41,116.18		82,232

						50104		17423		Biblioteca de metal o archivador metal tipo legal 4 gavetas(1)		1		152,098.00		152,098

						50104		16710		Ventilador de pared (2)		1		34,521.50		34,522

						COSTO TOTAL GASTO VARIABLE PLAZA PROFESIONAL										1,678,273





						PLAZAS NO PROFESIONALES

						Subpartida		Código		Descripción		Cantidad		Precio Unitario		Costo Total



						50105		19604		Computadora		1		949,200.00		949,200

						50104		21018		Estación de servicio con aditamiento para mouse		1		153,950.07		153,950

						50104		16753		Silla giratoria secretarial (ergonómica)		1		81,360.00		81,360

						COSTO TOTAL GASTO VARIABLE PLAZA NO PROFESIONAL										1,184,510



						OFICINAS NUEVAS

						Subpartida		Código		Descripción		Cantidad		Precio Unitario		Costo Total



						20401		16699		Reloj de pared		1		6,367.55		6,368

						50104		16752		Sillas de espera (visita)		6		41,116.18		246,697

						50104		16680		Archivador metal tipo legal 4 gavetas		3		160,121.00		480,363

						50104		16710		Ventilador de pared (2)		2		34,521.50		69,043

						50104		17423		Biblioteca de metal		2		152,098.00		304,196

						50107		20050		Butaca 4 plazas		4		242,950.00		971,800

						COSTO TOTAL GASTO VARIABLE OFICINA NUEVA										2,078,467



						(1) Según se indicó por parte del Departamento de Proveeduría, solamente se está asignando uno de los dos artículos, decisión que toma quien ocupa la plaza; por tanto, para efectos del costo se incluye la biblioteca, que es el artículo que tiene el precio más alto.

						(2) Según se indicó por parte del Departamento de Proveeduría, actualmente este artículo sólo se está despachando para zonas de clima caliente, como Guanacaste, Puntarenas, y Limón y donde además, el edificio no cuente con aire acondicionado.
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Asuntos Ind�genas.msg
Asuntos Indígenas

		From

		Eder Arias Vargas

		To

		Gestión Humana Comunicaciones Secretaría

		Cc

		Hazel Calderón Mata; Elena Gabriela Picado González

		Recipients

		gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr; hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr; epicadog@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes, la Dirección de Planificación está realizando un estudio sobre la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, en virtud de lo anterior se están analizando las recomendaciones emitidas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 aprobadas por el consejo superior en la sesión 44-2019 del 16 de mayo, artículo II; de las cuales, las siguientes fueron emitidas para la Dirección de Gestión Humana:



 



“A la Dirección de Gestión Humana



 



(…)



 



6.9          Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de  la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…., . Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas.



 



6.10       Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: 



•             Disposición para realizar las diligencias in situ



•             Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc)



•             Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.



 



6.11  Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad  de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que  las mismas puedan atender eventualmente  otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública.”



 



 



Por lo tanto, solicito su colaboración para conocer el estado de las tres recomendaciones (Pendiente/Implementada), que se hizo al respecto o bien que se tiene planteado para atenderla.



 



Gracias!
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RE: Cuadros Personas Indígenas

		From

		Esteban Arguedas Madrigal

		To

		Hazel Calderón Mata; Eder Arias Vargas

		Cc

		Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial

		Recipients

		hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr; eariasv@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; defensapublica@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días,



les adjunto nuevamente los cuadros, por error les envié el archivo incorrecto.





Saludos cordiales,








  _____  


De: Esteban Arguedas Madrigal <earguedas@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: viernes, 14 de febrero de 2020 16:14
Para: Hazel Calderón Mata <hcalderonm@Poder-Judicial.go.cr>; Eder Arias Vargas <eariasv@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Cuadros Personas Indígenas 

 

Buenas tardes,



adjunto les remito los cuadros con la información actualizada de la cantidad de procesos que esta llevando la Defensa Pública en las que representa a personas indígenas.



Adicionalmente les estoy pesando la información relacionada con la atención de los casos producto de la Ley 9593, tanto el cuadro como el listado de procesos.



Cualquier duda o aclaración me encuentro a la orden.



Saludos cordiales.



Cuadros Personas Indígenas.xls

Cuadros


			


						Cantidad de personas indígenas que iniciaron algún proceso en la Defensa Pública según materia. De octubre 2018 a setiembre 2019.


						Oficina			Pensiones Alimentarias			Penal			Penalización Contra Mujer			Agraria			Laboral			Familia			Penal Juvenil			Ejecución Pena			Contravencional			Revisión			Ejecución Penal Juvenil			Total


						Defensa Pública Buenos Aires			72			167			47			24			10			32			38			18												408


						Defensa Pública Bribrí			163			95			78						26						3			1												366


						Defensa Pública Turrialba			35			31			7			3						4						8												88


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur			35			4			1			24			1									8			9									82


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)			32			6			3			11			9			4						2			4									71


						Defensa Pública Coto Brus			28			20			8						3			1			2															62


						Defensa Pública Cartago			15									29			1									1												46


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)			21			7			2			9			1			4						1												45


						Defensa Pública Golfito			11			5			3						1									1												21


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)						3									1												16									20


						Defensa Pública San José			4			1									7															2			1			15


						Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)						2									6			2																		10


						Defensa Pública Puriscal			7			1																														8


						Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela						7																					1									8


						Defensa Pública II Circuito Judicial San José			1			5			1																											7


						Defensa Pública Bataán			3			2																														5


						Defensa Pública Heredia			3												1																					4


						Defensa Pública Osa						1									3																					4


						Defensa Pública Hatillo			3																																	3


						Defensa Pública Grecia						1									2																					3


						Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)						2									1																					3


						Defensa Pública Cañas						2									1																					3


						Defensa Pública PISAV			2																																	2


						Defensa Pública Aguirre - Parrita			1												1																					2


						Defensa Pública Guatuso						2																														2


						Defensa Pública Santa Cruz						2																														2


						Defensa Pública Puntarenas			1												1																					2


						Defensa Pública San José															1																					1


						Defensa Pública Puerto Jiménez						1																														1


						Defensa Pública Garabito						1																														1


						Defensa Pública Tarrazú															1																					1


						Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela												1																								1


						Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)												1																								1


						Defensa Pública Siquirres			1																																	1


						Defensa Pública Pavas						1																														1


						Total			438			369			150			102			78			47			43			40			30			2			1			1,300


						Fuente: Libros de Registro


						Cantidad de procesos entrados en la Defensa Pública cuyo interviniente es una persona indígena según materia. De octubre 2018 a setiembre 2019.


						Oficina			Pensiones Alimentarias			Penal			Penalización Contra Mujer			Agraria			Laboral			Penal Juvenil			Familia			Contravencional			Ejecución Pena			Revisión			Ejecución Penal Juvenil			Total


						Defensa Pública Bribrí			157			86			67						28						1			2												341


						Defensa Pública Buenos Aires			72			112			40			23			10			30			18			26												331


						Defensa Pública Turrialba			32			27			7			3						4			8															81


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur			34			4			1			17			2						8						8									74


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)			28			6			3			11			8			4			2						4									66


						Defensa Pública Coto Brus			24			15			8						3			1						2												53


						Defensa Pública Cartago			15									28			1						1															45


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)			18			7			2			7			1			4			1															40


						Defensa Pública Golfito			11			5			3						1						1															21


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)						3									3												14									20


						Defensa Pública San José			4			1									7															2			1			15


						Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)						2									5			2																		9


						Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela						7																					1									8


						Defensa Pública II Circuito Judicial San José			1			5			1						1																					8


						Defensa Pública Puriscal			4			1																														5


						Defensa Pública Bataán			3			2																														5


						Defensa Pública Osa						1									3																					4


						Defensa Pública Heredia			3												1																					4


						Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)						2									1																					3


						Defensa Pública Grecia						1									2																					3


						Defensa Pública Cañas						1									1																					2


						Defensa Pública Aguirre - Parrita			1												1																					2


						Defensa Pública Puntarenas			1												1																					2


						Defensa Pública Santa Cruz						2																														2


						Defensa Pública Tarrazú															2																					2


						Defensa Pública Guatuso						2																														2


						Defensa Pública PISAV			2																																	2


						Defensa Pública Garabito						1																														1


						Defensa Pública Puerto Jiménez						1																														1


						Defensa Pública Siquirres			1																																	1


						Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela												1																								1


						Defensa Pública Pavas						1																														1


						Defensa Pública Hatillo			1																																	1


						Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)												1																								1


						Total			412			295			132			91			82			45			40			30			27			2			1			1,157


						Fuente: Libros de Registro General


						Cantidad de personas indígenas que mantienen en trámite algún proceso en la Defensa Pública según materia. Al 30 de setiembre 2019.


						Oficina			Penal			Pensiones Alimentarias			Agraria			Penalización Contra Mujer			Laboral			Penal Juvenil			Contravencional			Ejecución Pena			Familia			Ejecución Penal Juvenil			Revisión			Total General


						Defensa Pública Buenos Aires			302			103			45			30			18			50			43						14									605


						Defensa Pública Bribrí			335			103						57			29						3						1									528


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)			23			18			29			8			11			16						4			2									111


						Defensa Pública Coto Brus			60			11						22			4						1															98


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur			4			21			42						5									8			6									86


						Defensa Pública San José			14			2			22			1			9									13						7			2			70


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)			23			13			15			3			3			10									1									68


						Defensa Pública Cartago			1			5			39						1						1						1									48


						Defensa Pública Golfito			14			9						3			1																					27


						Defensa Pública Turrialba			6			11			5			2															2									26


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)			4						10						2									8												24


						Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)			5												8			1																		14


						Defensa Pública Osa			1												7																					8


						Defensa Pública Upala									5																											5


						Defensa Pública Santa Cruz			3						2																											5


						Defensa Pública Pavas			4																																	4


						Defensa Pública Puntarenas			2			1									1																					4


						Defensa Pública Bataán						3																														3


						Defensa Pública Siquirres			1			1									1																					3


						Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela						1			1						1																					3


						Defensa Pública Cañas			2																																	2


						Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)									2																											2


						Defensa Pública II Circuito Judicial San José			1			1																														2


						Defensa Pública Grecia															2																					2


						Defensa Pública Puriscal						2																														2


						Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela									2																											2


						Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)															1																					1


						Defensa Pública Aguirre - Parrita						1																														1


						Defensa Pública Puerto Jiménez			1																																	1


						Defensa Pública Heredia															1																					1


						Defensa Pública Tarrazú																					1															1


						Total			806			306			219			126			105			77			49			33			27			7			2			1,757


						Fuente: Libros de Registro General


						Defensa Pública. Cantidad de procesos activos cuyo interviniente es una persona indígena según materia. Al 30 de setiembre 2019.


						Oficina			Penal			Pensiones Alimentarias			Agraria			Penalización Contra Mujer			Laboral			Penal Juvenil			Contravencional			Ejecución Pena			Familia			Ejecución Penal Juvenil			Revisión			Total


						Defensa Pública Bribrí			302			102						57			29						2						1									493


						Defensa Pública Buenos Aires			163			102			44			30			18			46			33						14									450


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)			23			18			25			8			11			15						4			2									106


						Defensa Pública Coto Brus			54			9						22			4						1															90


						Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur			3			21			32						5									8			6									75


						Defensa Pública San José			10			2			22			1			9									13						7			2			66


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)			20			12			12			3			3			10									1									61


						Defensa Pública Cartago			1			5			39						1						1						1									48


						Defensa Pública Golfito			13			9						3			1																					26


						Defensa Pública Turrialba			5			10			4			2															2									23


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)			4						6						2									7												19


						Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)			5												8			1																		14


						Defensa Pública Osa			1												7																					8


						Defensa Pública Santa Cruz			3						2																											5


						Defensa Pública Upala									5																											5


						Defensa Pública Puntarenas			2			1									1																					4


						Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela						1			1						1																					3


						Defensa Pública Siquirres			1			1									1																					3


						Defensa Pública Bataán						3																														3


						Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela									2																											2


						Defensa Pública II Circuito Judicial San José			1			1																														2


						Defensa Pública Grecia															2																					2


						Defensa Pública Puriscal						2																														2


						Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)									2																											2


						Defensa Pública Pavas			2																																	2


						Defensa Pública Tarrazú																					1															1


						Defensa Pública Heredia															1																					1


						Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)															1																					1


						Defensa Pública Puerto Jiménez			1																																	1


						Defensa Pública Cañas			1																																	1


						Defensa Pública Aguirre - Parrita						1																														1


						Total			615			300			196			126			105			72			38			32			27			7			2			1,520


						Fuente: Libros de Registro General


						Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019.


						Oficina			Pensiones Alimentarias			Familia			Contencioso Administrativo			Violencia Doméstica			Contravencional			Civil			Otra Materia			Total


						Defensa Pública Buenos Aires (2)			23			32			1			5			2						3			66


						Defensa Pública Bribrí (3)			29			11						6			3			1						50


						Defensa Pública San José									38(1)									1						39


						Defensa Pública Turrialba			1			3						7												11


						Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)			2			9																		11


						Defensa Pública Golfito			8			1						1												10


						Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela																		2						2


						Defensa Pública Coto Brus			2																					2


						Defensa Pública Puriscal						1																		1


						Total			65			57			39			19			5			4			3			192


						1 Estos procesos llevan codefensa, por lo que es requerida la asignación de dos profesionales


						2 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Pérez Zeledón


						3 Estos procesos son atendidos por profesionales de la oficina de Limón








Archivo Datos Ley 9593


			


						Contador			Lugar			N Expediente			Materia


						1			Puriscal			16-400169-0097-FA			Familia


						2			Alajuela			18-018946-1157-CJ			Civil						Cuenta de Contador			Rótulos de columna


						3			Alajuela			18-018746-1157-CJ			Civil						Rótulos de fila			Pensiones Alimentarias			Familia			Contencioso Administrativo			Violencia Doméstica			Contravencional			Civil			Otra Materia			Total general


						4			San José			16-100024-0197-CI			Civil						Buenos Aires			23			32			1			5			2						3			66


						5			Coto Brus			19-000106-0441-PA			Pensiones Alimentarias						Bribrí			29			11						6			3			1						50


						6			Coto Brus			19-000232-0440-PA			Pensiones Alimentarias						San José									38									1						39


						7			Buenos Aires			19-000228-1554-VD			Violencia Doméstica						Turrialba			1			3						7												11


						8			Buenos Aires			19-000308-1554-VD			Violencia Doméstica						Corredores			2			9																		11


						9			Buenos Aires			19-000416-1554-VD			Violencia Doméstica						Golfito			8			1						1												10


						10			Buenos Aires			19-000228-1554-VD			Violencia Doméstica						Alajuela																		2						2


						11			Buenos Aires			19-000418-1554-VD			Violencia Doméstica						Coto Brus			2																					2


						12			Buenos Aires			19-000052-1028-CA			Contencioso Administrativo						Puriscal						1																		1


						13			Buenos Aires			18-002101-1201-CI			Otra Materia						Total general			65			57			39			19			5			4			3			192


						14			Buenos Aires			19-000954-1200-CJ			Otra Materia


						15			Buenos Aires			19-000954-1200-CJ			Otra Materia


						16			Buenos Aires			19-000442-1736-FC			Contravencional


						17			Buenos Aires			19-000216-1736-FC			Contravencional


						18			Buenos Aires			19-000017-1552-FA			Familia


						19			Buenos Aires			19-000018-1552-FA			Familia


						20			Buenos Aires			19-000008-1552-FA			Familia


						21			Buenos Aires			19-000034-1552-FA			Familia


						22			Buenos Aires			19-000035-1552-FA			Familia


						23			Buenos Aires			19-000036-1552-FA			Familia


						24			Buenos Aires			19-000045-1552-FA			Familia


						25			Buenos Aires			18-000182-1552-FA			Familia


						26			Buenos Aires			19-000070-1552-FA			Familia


						27			Buenos Aires			19-000071-1552-FA			Familia


						28			Buenos Aires			19-000091-1552-FA			Familia


						29			Buenos Aires			19-000128-1552-FA			Familia


						30			Buenos Aires			19-000083-1552-FA			Familia


						31			Buenos Aires			19-000123-1552-FA			Familia


						32			Buenos Aires			19-000149-1552-FA			Familia


						33			Buenos Aires			19-000157-1552-FA			Familia


						34			Buenos Aires			19-000160-1552-FA			Familia


						35			Buenos Aires			19-000165-1552-FA			Familia


						36			Buenos Aires			19-000175-1552-FA			Familia


						37			Buenos Aires			19-000065-1552-FA			Familia


						38			Buenos Aires			19-000137-1552-FA			Familia


						39			Buenos Aires			19-000164-1552-FA			Familia


						40			Buenos Aires			19-000202-1552-FA			Familia


						41			Buenos Aires			19-000205-1552-FA			Familia


						42			Buenos Aires			19-000217-1552-FA			Familia


						43			Buenos Aires			16-700305-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						44			Buenos Aires			19-000047-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						45			Buenos Aires			19-000065-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						46			Buenos Aires			19-000053-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						47			Buenos Aires			19-000031-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						48			Buenos Aires			19-000028-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						49			Buenos Aires			16-700221-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						50			Buenos Aires			18-000235-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						51			Buenos Aires			19-000008-1420-FA			Familia


						52			Buenos Aires			19-000088-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						53			Buenos Aires			19-000083-1552-FA			Familia


						54			Buenos Aires			19-000045-1552-PA			Familia


						55			Buenos Aires			19-000002-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						56			Buenos Aires			19-000126-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						57			Buenos Aires			19-000111-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						58			Buenos Aires			19-000067-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						59			Buenos Aires			19-000130-1552-FA			Familia


						60			Buenos Aires			19-000093-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						61			Buenos Aires			19-000066-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						62			Buenos Aires			19-000125-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						63			Buenos Aires			19-000137-1552-FA			Familia


						64			Buenos Aires			19-000113-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						65			Buenos Aires			19-000070-1552-FA			Familia


						66			Buenos Aires			19-000235-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						67			Buenos Aires			19-000164-1552-FA			Familia


						68			Buenos Aires			19-000127-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						69			Buenos Aires			19-000186-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						70			Buenos Aires			19-000205-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						71			Buenos Aires			19-000192-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						72			Buenos Aires			19-000223-0444-PA			Pensiones Alimentarias


						73			Corredores			19-000293-1304-FA			Familia


						74			Corredores			18-000401-1304-FA			Familia


						75			Corredores			19-000168-1086-FA			Familia


						76			Corredores			17-000230-1304-FA			Familia


						77			Corredores			19-000495-1304-FA			Familia


						78			Corredores			19-000496-1304-FA			Familia


						79			Corredores			19-000608-1304-FA			Familia


						80			Corredores			19-000666-1304-FA			Familia


						81			Corredores			19-000680-1304-FA			Familia


						82			Corredores			19-000209-440-PA			Pensiones Alimentarias


						83			Corredores			18-000371-0440-PE			Pensiones Alimentarias


						84			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						85			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						86			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						87			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						88			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						89			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						90			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						91			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						92			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						93			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						94			San José			15-007573-1027-CA-7			Contencioso Administrativo


						95			San José			19-003981-1027-CA			Contencioso Administrativo


						96			San José			17-010412-1027-CA			Contencioso Administrativo


						97			San José			15-007355-1027-CA			Contencioso Administrativo


						98			San José			15-007358-1027-CA			Contencioso Administrativo


						99			San José			15-009373-1027-CA			Contencioso Administrativo


						100			San José			15-007359-1027-CA			Contencioso Administrativo


						101			San José			16-000108-1027-CA			Contencioso Administrativo


						102			San José			16-002491-1027-CA			Contencioso Administrativo


						103			San José			16-003157-1027-CA			Contencioso Administrativo


						104			San José			16-003158-1027-CA			Contencioso Administrativo


						105			San José			16-003167-1027-CA			Contencioso Administrativo


						106			San José			16-004153-1027-CA			Contencioso Administrativo


						107			San José			16-005716-1027-CA			Contencioso Administrativo


						108			San José			16-006692-1027-CA			Contencioso Administrativo


						109			San José			16-006693-1027-CA			Contencioso Administrativo


						110			San José			16-006694-1027-CA			Contencioso Administrativo


						111			San José			16-006695-1027-CA			Contencioso Administrativo


						112			San José			16-006696-1027-CA			Contencioso Administrativo


						113			San José			17-000400-1027-CA			Contencioso Administrativo


						114			San José			17-008310-1027-CA			Contencioso Administrativo


						115			San José			18-002895-1027-CA			Contencioso Administrativo


						116			San José			16-008986-1027-CA			Contencioso Administrativo


						117			San José			13-004996-1027-CA			Contencioso Administrativo


						118			San José			16-005714-1027-CA			Contencioso Administrativo


						119			San José			18-002895-1027-CA			Contencioso Administrativo


						120			San José			19-000949-1027-CA			Contencioso Administrativo


						121			San José			16-005714-1027-CA			Contencioso Administrativo


						122			Bribrí			18-000826-1152-FA			Familia


						123			Bribrí			20-000003-1152-FA			Familia


						124			Bribrí			20-000041-1152-FA			Familia


						125			Bribrí			19-000569-1152-FA			Familia


						126			Bribrí			19-000797-1152-FA			Familia


						127			Bribrí			19-000796-1152-FA			Familia


						128			Bribrí			19-000874-1152-FA			Familia


						129			Bribrí			19-000531-1152-FA			Familia


						130			Bribrí			19-000875-1152-FA			Familia


						131			Bribrí			20-000076-1152-FA			Familia


						132			Bribrí			20-000007-138-VD			Violencia Doméstica


						133			Bribrí			19-000519-1538-VD			Violencia Doméstica


						134			Bribrí			19-000417-1538-VD			Violencia Doméstica


						135			Bribrí			19-000563-1538-VD			Violencia Doméstica


						136			Bribrí			19-000310-1538-VD			Violencia Doméstica


						137			Bribrí			19-000187-1538-VD			Violencia Doméstica


						138			Bribrí			19-000073-135-FC			Contravencional


						139			Bribrí			19-000073-1535-FC			Contravencional


						140			Bribrí			19-000231-1535-FC			Contravencional


						141			Bribrí			19-000084-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						142			Bribrí			09-700041-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						143			Bribrí			18-000117-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						144			Bribrí			19-000031-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						145			Bribrí			18-000151-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						146			Bribrí			19-000124-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						147			Bribrí			19-000125-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						148			Bribrí			11-7000940-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						149			Bribrí			18-000150-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						150			Bribrí			14-700035-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						151			Bribrí			18-000030-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						152			Bribrí			15-700202-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						153			Bribrí			15-700071-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						154			Bribrí			14-700211-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						155			Bribrí			19-000826-1040-PA			Pensiones Alimentarias


						156			Bribrí			05-700075-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						157			Bribrí			05-700017-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						158			Bribrí			19-000110-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						159			Bribrí			19-000209-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						160			Bribrí			19-000860-1152-FA			Familia


						161			Bribrí			19-000391-0859-PA			Pensiones Alimentarias


						162			Bribrí			19-000247-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						163			Bribrí			19-000227-0859-PA			Pensiones Alimentarias


						164			Bribrí			16-700210-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						165			Bribrí			19-000149-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						166			Bribrí			18-000004-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						167			Bribrí			18-000215-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						168			Bribrí			19-000797-1152-PA			Pensiones Alimentarias


						169			Bribrí			19-000220-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						170			Bribrí			19-000156-0478-PA			Pensiones Alimentarias


						171			Bribrí			13-002146-0465-AG			Civil


						172			Golfito			17-000210-0439-PA			Pensiones Alimentarias


						173			Golfito			00-700024-0439-PA			Pensiones Alimentarias


						174			Golfito			19-000286-0440-PA			Pensiones Alimentarias


						175			Golfito			18-000357-0440-PA			Pensiones Alimentarias


						176			Golfito			19-000136-0439-PA			Pensiones Alimentarias


						177			Golfito			19-000276-1087-VD			Violencia Doméstica


						178			Golfito			19-000582-1304-FA			Familia


						179			Golfito			19-000419-0440-PA			Pensiones Alimentarias


						180			Golfito			19-000070-0440-PA			Pensiones Alimentarias


						181			Golfito			19-000418-0440-PA			Pensiones Alimentarias


						182			Turrialba			19-000465-1004-VD			Violencia Doméstica


						183			Turrialba			19-000394-1004-VD			Violencia Doméstica


						184			Turrialba			19-000689-1004-VD			Violencia Doméstica


						185			Turrialba			19-000349-675-FA			Familia


						186			Turrialba			19-000061-0675-FA			Familia


						187			Turrialba			19-000465-1004-VD			Violencia Doméstica


						188			Turrialba			19-000327-1004-VD			Violencia Doméstica


						189			Turrialba			19-000028-1004-VD			Violencia Doméstica


						190			Turrialba			18-000877-1004-VD			Violencia Doméstica


						191			Turrialba			03-700270-0352-PA			Pensiones Alimentarias


						192			Turrialba			19-000061-0675-FA			Familia
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Oficio JEFDP- 365-2020

San José, 14 de abril de 2020

Sra. Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. Dirección de Planificación


Poder Judicial 


Estimada señora: 


Reciba un cordial saludo.  De conformidad con el informe de la Dirección de Planificación N 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, con el mayor de los respetos me permito indicar lo siguiente:

El artículo primero de la Constitución Política establece que Costa Rica es una República democrática, libre e independiente, multiétnica y pluricultural. Esto significa que las diferentes instituciones del Estado, entre ellas el Poder Judicial,  deben realizar una serie de  prácticas para respetar esa pluriculturalidad, y una de esas acciones afirmativas justamente es  valorar las diferencias existentes y en atención a estas, generar políticas institucionales, que para el caso en concreto significa, aplicar una mirada intercultural y cualitativa en el Departamento de Planificación, de tal forma que a partir de esta se pueda determinar la necesidad de plazas de personas defensoras públicas para la atención de personas indígenas; no así desde una relación solamente cuantitativa.

Como todas las personas sabemos, en Costa Rica hay 8 pueblos indígenas diferentes que se encuentran distribuidos en 24 territorios: bribris, cabécar, huetar, chorotega, ngäbes, térraba o teribe, borucas y malekus, Además de los miskitos que son de Nicaragua, y lo ngäbes-buglés de Panamá, para un total de 10 pueblos indígenas.

Muchos indígenas   hablan y comprenden su idioma materno, entre estos están el bribri, cabécar, ngäbere, malecuajaica, miskito, murire o buglere, dependiendo de cuál es el pueblo al que pertenecen. Sus territorios se encuentran aislados, con difícil acceso, recorren grandes distancias para trasladarse desde sus lugares de residencia hasta los diferentes despachos judiciales,  sus derechos son colectivos e individuales, y  se encuentran en condición de pobreza, sumado a que su cosmovisión, costumbres, cultura  y formas de vivir son distintas a las de las personas no indígenas, lo que implica una sensibilidad diferente y un trato diferenciado, en que se visualicen sus necesidades por parte de la persona que realiza el abordaje judicial.

Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor.


Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.


Se debe aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración, de forma tal que la información es real y obedece al lugar donde debería existir una plaza. Además, debe aclarase también que las actoras de violencia doméstica son asumidas por falta de plazas por las personas defensoras públicas de pensiones, y son las personas demandadas en procesos de violencia doméstica quienes son asumidas por personas defensoras públicas de materia penal, se reitera, por falta de plazas. En ese mismo sentido también debe considerarse que las plazas de pensiones alimentarias asesoran no solo esa materia sino también en familia, tanto en personas actoras y personas demandas, lo que genera en muchos de los lugares conflictos, pues llegan las personas usuarias demandadas con documentos que se vencen y no está en el lugar la persona que se traslada para brindar la atención y las otras personas defensoras no la pueden asesorar porque podría existir conflicto de intereses. Esto puede ocurrir en muchas oficinas, pero en particular, resaltamos el caso de la Zona Sur o de la Zona de Limon o Turrialba.  Recordemos que las plazas de las personas Defensoras Públicas tienen destino de materia y en esa materia son capacitados quienes las ocupan. No necesariamente las personas Defensoras Penales tienen conocimiento de los asuntos de Pensiones Alimentarias ni tampoco sus plazas fueron creadas para esta materia, máxime cuando sus cargas de trabajo en materia penal ya son más que suficientes.

Se plantea en el informe lo siguiente:


“Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 


Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito.” (La negrita no es del original)

El Departamento de Planificación no valora de forma oportuna que los dos casos a los que se refiere la Defensa corresponden a los procesos penales de Salitre y Térraba y que justamente es en ese lugar que el Estado de Costa Rica tiene medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Además, se tiene conocimiento que habrán otras investigaciones en la zona de Buenos Aires con las mismas características, más de 50 imputados en la primera y aproximadamente 80 imputados en la segunda. Sería de gran importancia que el Departamento de Planificación estudie el impacto internacional que tienen estas causas y la trascendencia en términos de derechos humanos, por los cuales la República de Costa Rica hoy enfrenta un litigio internacional, e incluso ha recibido cuestionamientos muy delicados, pues han existido situaciones que han evidenciado la falta de solución al problema. También, se debe de tomar en cuenta la gran cantidad de trabajo que generan estos casos, pues se debe realizar una defensa técnica intercultural y respetuosa de los derechos fundamentales de las personas indígenas. No son casos aislados, son casos reales, que cada vez serán más frecuentes, justamente por los problemas de tierras y territorios que hay en esa zona y se ha extendido a los otros territorios indígenas (24 en total). Respecto a esta realidad se deben tomar medidas a futuro, pues se trata de planificar las respuestas a futuro, para no enfrentar un aumento de este tipo de casos sin estar preparados con recursos humanos para asumirlos. 

A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, según el artículo 7,  hay una repercusión  exclusiva para la Defensa Pública,  ya que es esta Institución quien tendrá que asesorar a todas las personas indígenas, independientemente del tipo de proceso, del lugar en que se realice y de la posición en la que se presente la persona indígena, de tal forma que la competencia legal de atención de la Defensa Pública  se dimensiona a todos los procesos judiciales y es nacional. 


Véase lo señalado en  el primer párrafo del numeral 7, que establece:


“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”



Nótese que es a la Defensa Pública a la que se le asignó la atención de estos pueblos indígenas, el artículo no menciona otra institución u órgano para brindarla.


De tal forma que se indica que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para ejercer una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad.


Además, se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 


1) especializada en derecho indígena. 


2) especializada en la materia de competencia. 


Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore.  Lo anterior evidencia que no bastan dos  plazas, una en Bribri y otra en Buenos Aires para asumir la responsabilidad que legamente nos ha sido asignada,  sino que se requieren necesariamente otras plazas en Coto Brus (pensiones –familia), Corredores, Turrialba, Tarrazú y otras zonas en las que hay exceso de trabajo, o no se brindan los servicios por falta de recursos humanos.

En cuanto al tema agrario y contencioso administrativo es necesario valorar lo indicado por la Coordinación de la Unidad de Agrario de la Defensa Pública, en la persona del Sr. Mario Rosales Vargas, que sobre el punto en cuestión indica:


“Respecto de estas recomendaciones, concretamente en cuanto a que se asigne a las personas defensoras públicas que conformamos la Unidad Agraria casos de materias diferentes a las de nuestra especialización, deben valorarse algunas situaciones.


En primer lugar, hay que recordar que la forma de reportar el circulante, había venido siendo equivocada mediante el reporte del número de expediente o NUE, de esa manera en un expediente donde se defiende a más de una persona, solamente se reportaba una representación.


Con el desarrollo del Sistema de Seguimiento de Casos (en adelante SSC), esta situación varió considerablemente y hoy, en materia penal, en la que se encuentra ya implantado dicho sistema a nivel nacional, los datos que se extraen respecto del circulante obedecen de manera correcta al número de representaciones y no de expedientes a cargo de cada persona defensora pública.


Explicado lo anterior, tenemos que en nuestra Unidad aún no ha sido posible la implantación del SSC, por lo que seguimos reportando erróneamente expedientes y no representaciones, lo que ha venido motivando que nuestro circulante se encuentre alterado, ya que se reportan menos representaciones de las que realmente tramitamos, esa situación como indiqué, responde a viejos criterios estadísticos que ya hoy están superados tanto en la Defensa Pública como en el área estadística de Planificación.


Con la anterior explicación, trato de evidenciar que la cantidad de expedientes activos de cada persona defensora de nuestra unidad supera con creces el número indicado como máximo de 180 representaciones. Esto lo demuestro con el cuadro que adjunto, donde claramente diferenciamos los expedientes activos (por número de expediente) de las representaciones activas y, en este caso podemos ver que en promedio tenemos 226 representaciones por persona defensora, lo que no solo hace innecesaria esa repartición extra de causas de otras materias, sino que empieza a encender alertas respecto de la necesidad de contar con más plazas y por otro lado, la necesidad en la creación de una Unidad Contencioso Administrativa, que se haga cargo exclusivamente de esa materia, la que nos fue impuesta por recargo y aceptada siempre y cuando se contara con la participación activa en esos expedientes, del Dr. Roberto Montero García quien es la única persona especializada en esa materia y que actualmente funge como director de estos procesos, brindando nuestra unidad respaldo al asignar co defensas.


Siguiendo con los datos fríos, tenemos que dichos números demuestran que ese recargo ya genera el peligro de sobrecargar nuestras plazas con la evidente pérdida en la calidad del servicio que brindamos.


Ahora, como se desprende también del cuadro indicado que se adjunta, lo cierto es que si analizamos los datos estadísticos tomando en consideración los expedientes y no las representaciones, ejercicio que sería equivocado, pero si aun así lo hacemos, podemos ver que el promedio de expedientes por cada persona defensora agraria es de 230, lo que evidentemente también rebaza la cantidad límite de 180 expedientes.


Pasemos a analizar el cuadro al que he hecho referencia.
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Como se puede ver, la Unidad Agraria lleva un promedio de 230 expedientes (casos activos) promedio, en tanto el promedio de expedientes activos por intervinientes y por persona defensora es de 226.


En el caso de los datos por interviniente, tenemos plazas como la #1 de Limón con 405 representaciones y la de Guápiles con 361.


De esa manera, es evidente como lo indiqué antes, que el tope máximo aprobado por Planificación de 180 expedientes, ha sido ampliamente superado por los números de intervinientes así como por expediente que se reflejan en el cuadro supra.


Ahora, en el caso de nuestra Unidad, no se deben invisibilizar otros aspectos de suma importancia para tomar en consideración el asignar o no causas de materias diferentes, ya que en materia agraria existen estos otros elementos o factores que deben ser considerados dentro de la complejidad de nuestras funciones, además del criterio simplista del circulante, estos serían:


1. Atención de la persona usuaria in situ


2. Juicios y otras audiencias in situ


3. Inspecciones previas para la interposición de procesos judiciales 


4. Desplazamientos  de más de 3 horas para llegar a las zonas de atención


5. Atención a poblaciones vulnerables (adultos mayores, mujeres campesinas, personas de baja o casi nula escolaridad, poblaciones indígenas,)


6. Resolver trabajo de oficina


7. Atención de público, entre otras tareas propias de la persona defensora agraria.


De esa manera, viendo el que incluso en un expediente con varios intervinientes puede darse la situación de que una o varias personas defensoras de diferentes jurisdicciones deban atender las diligencias in situ, se potencia el uso de tiempo fuera de oficina y de desplazamiento de cada una de ellas.


Por otro lado, todas estas funciones indicadas resultan hoy una realidad, esto sin haber  entrado  en vigencia operativa el nuevo Código Procesal Agrario, bajo la Ley 9609, pues al entrar en vigencia esta normativa vamos a tener que iniciar con una serie de participaciones extra, tales como:


1.  La ampliación de competencia


2. La ampliación a los defensores agrarios de la competencia judicial y en sede administrativa (gubernativa), pues se nos impone el atender procedimientos de tipo administrativos en oficinas tales como MINAE, INDER, MAG, INTA, MSP, CONAI, Ministerio de Pesca, y todas aquellas que tengan injerencia administrativa en sede judicial.


3. Intervenir es aspectos y materia contenciosa agraria.


4. El traslados a los diferentes departamentos  o instituciones públicas antes mencionadas, lo que implica choque de agendas y además aumento en las personas usuarias  tanto en sede administrativa como en sede judicial.


Como expongo, a criterio de este servidor existen una suma de razones, todas de alta importancia, para no asignar casos de materias diferentes a la agraria a las personas que conformamos esta Unidad, incluso para rectificar o reconsiderar el que nosotros no tengamos que llevar procesos contencioso administrativos, que revisten un proceso (derecho de forma) así como un derecho sustantivo (derecho de fondo) de connotación evidentemente pública, en tanto el derecho agrario resultan evidentemente de carácter civil o privado en su proceso, pues evidentemente el servicio es de interés público.


 Por lo indicado, resulta procedente objetar el informe de Planificación y solicitar:


1. Se incluya la necesidad imperiosa de que nos implemente el Sistema de Seguimiento de Casos para mantener una base de datos confiable.


2. Se entienda que no podemos las personas que laboramos en la Unidad Agraria de la Defensa Pública tramitar expedientes de otras materias, pues ya nos encontramos al límite de capacidad de atención.


3. Se valore el eximirnos de la tramitación de los asuntos contencioso administrativos, pues de hecho ya en la Defensa Pública existe una plaza que se dedica a estos asuntos de manera especializada, tanto para personas indígenas, como para personas funcionarias judiciales y privados de libertad con derechos a ser asistidos en esa jurisdicción, esto con la observación de que en tanto esa unidad no sea creada o no se dote a esa materia de mas personas defensoras, la Unidad Agraria seguirá asistiendo en casos con intereses contrapuestos donde participen personas indígenas, pues en casos de personas funcionarias judiciales, pareciera que la Unidad más apta es la Unidad Disciplinaria.”


Según lo indicado supra, entre otras cosas debe valorarse también que en los procesos agrarios se está considerando por caso, no por persona usuaria, lo cual generaría una cantidad mayor.  Valga aclarar que la respuesta de licenciado Rosales se transcribe en su totalidad como él la planteó y resulta de importancia valorar si tal y como él lo indica, la carga de trabajo en materia agraria ha aumentado de manera tal que resulte inmanejable el tramite de los procesos contenciosos administrativos, pues obviamente una sola plaza en materia contencioso administrativa, no resulta suficiente para tramitar todo lo que esa materia conlleva.

Sobre los procesos contenciosos administrativos, aún y cuando el Tribunal Contencioso Administrativo no tiene de manera adecuada los datos de las personas usuarias indígenas, se han identificado de manera general 93, si a estas personas se les consulta si desean ser representados por la Defensa Pública e indican de manera afirmativa, sería una nueva cantidad la que tiene que asesorar la Defensa Pública, pero esa es función del Tribunal citado.

En cuanto a los procesos contenciosos administrativos el Sr. Roberto Montero García, a partir del informe de Planificación señala:


“El suscrito, Roberto Montero García, ocupando en propiedad plaza de la Unidad Disciplinaria destinada a la atención de procesos contencioso administrativos donde participan personas indígenas, personas funcionarias judiciales que sean demandadas, así como personas privadas de libertad que acudan a dicha jurisdicción en procesos relacionados con procesos penales, funciones asignadas por parte de la Jefatura de la Defensa Pública acatando la directriz del Consejo Superior, emitida mediante Acuerdo adoptado en Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, me presento a hacer las siguientes observaciones al informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, de la Dirección de Planificación.


Necesidad de que una persona especializada atienda los asuntos contencioso-administrativos de las personas indígenas (físicas y jurídicas) así como de las personas servidoras judiciales que sean llevadas ante dicha jurisdicción 

Tomando en consideración el acuerdo de Consejo Superior, adoptado en sesión N°1-19 del 8 de enero del 2019, artículo XXVII, así como el mandato establecido en la ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas y el Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional, la Defensa Pública debe atender asuntos contencioso administrativos, pero asumiendo el reto de una manera seria, tal y como lo establece el artículo 7 de la ley 9593 que nos dice: 

“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita.”


Así por mandato legal, se debe contar en la Defensa Pública con personal especializado, tanto en materia indígena, como en contencioso-administrativo, lo que no resulta sencillo de cumplir.


Tratando de responder a ese mandato, la Defensa Pública se vio en la necesidad de redistribuir funciones a lo interno, pues el Consejo Superior, en la sesión 43-2019, artículo XL del 14 de mayo 2019 aprobó trasladar la plaza de Defensor Público (369766) de la Secretaría Técnica de Género, para que se dedicara a atender esos temas:


“ (…) para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”.


Sin embargo, dicha plaza estaba ocupada en propiedad por el Lic. Jorge Sánchez Solano, quien presentó recurso de reconsideración contra el acuerdo que lo ubicaba en la Defensa Pública como defensor encargado de los asuntos contencioso administrativos, donde alegó entre otras cosas, desconocimiento en la materia así como problemas de salud que se verían afectados por los traslados que debía hacer fuera de San José, recurso que fue resuelto por acuerdo del Consejo Superior, Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, como sigue:

“se acordó: Acoger parcialmente el recurso de reconsideración presentado por el licenciado Jorge Sánchez Solano, Defensor Público, y modificar el acuerdo adoptado por este Consejo en sesión Nº 52-19 del 7 de junio de 2019, artículo IX, en el sentido que la Jefatura de la Defensa Pública deberá de mantener al licenciado Sánchez Solano destacado en una de las oficinas del Primer Circuito Judicial de San José, reforzando aquellas áreas que estime conveniente, y de acuerdo a los conocimientos que tenga don Jorge. Por lo anterior, solicitar a la jefatura de la Defensa Pública, ubique y asigne funciones a citado servidor, que le permita mantener control sobre su salud, consideración para ello, el despacho que se adapte de mejor manera para ello. 2.) Deberá la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, apoyar y capacitar, al licenciado Sánchez Solano, en su formación como defensor público, para que pueda desarrollarse en ese campo, y afronte de manera exitosa las tareas que le sean asignadas, para el buen desempeño en sus labores. 3.) Por lo anterior, y con el fin de cumplir con los requerimientos establecidos por la Corte Plena para la atención en defensa de la persona indígena, en atención a la Ley 9593, la Defensa Pública, realizará los movimientos de personal que permitan ubicar a un profesional con el perfil idóneo, para atender esta labor. 4.) Notifíquese el presente acuerdo al gestionante.

La Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda.” (subrayado suplido)


Con fundamento en el anterior acuerdo de Consejo Superior, se ubicó y brindó capacitación especial al Licenciado Jorge Sánchez Solano, en la Unidad Disciplinria de la Defensa Pública.

Por otro lado, al contar el suscrito con estudios en esas materias, así como estar elegible como Juez 4 Contencioso Administrativo en el sistema de Carrera Judicial, además de contar un Doctorado en Derecho, especialización en Derecho Administrativo, además de las maestrías en derechos humanos y derecho constitucional, me ofrecí para encargarme de la nueva materia assignada por mandato legal a la Defensa Pública.


De esa manera la Dirección de la Defensa Pública solventó el problema que se le planteaba y, realizó el necesario movimiento de personal que permitió ubicar a un profesional con el perfíl idóneo para ateder la labor encomendada, tal y como manda el acuerdo transcrito en lo conducente.

Por lo indicado, la plaza 369766, ocupada en propiedad por el Licenciado Jorge Sánchez Solano se hizo cargo de los casos disciplinarios de mi plaza y el suscrito, en mi plaza en propiedad recibí los nuevos procesos contencioso administrativos, donde participan personas indígenas, físicas y jurídicas, así como los procesos donde participan como demandadas personas funcionarias judiciales y recientemente, los procesos donde participan personas privadas de libertad que sean demandados en esa vía, por una causa que guarde relación con el proceso penal. Como por ejemplo ejecuciones de sentencia por cobro de costas (así Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional).


Incluso el Consejo Superior en sesión sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero de 2019, artículo L, aprobó mi participación como defensor y capacitador para la Defensa Pública en este tipo  de procesos.


Aclarado lo anterior respecto de quién y porqué ocupa la plaza dedicada a materia contencioso administrativa en la Defensa Pública, prosigo indicando que por haberlo así acordado junto a la persona Coordinadora de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, el suscrito lleva la dirección de todos los procesos contencioso administrativos de personas indígenas que han ingresado a la Defensa Pública, sirviendo la Unidad Agraria como respaldo para el caso de que se presenten intereses contrapuestos, lo que a la fecha no ha sucedido.


También cabe indicar que estos casos se llevan en la modalidad de “co defensa”, a efecto de que en caso de que como director del proceso sucediera alguna circunstancia que me haga imposible asistir a cualquier audiencia, pueda la persona asignada como codefensora participar de emergente sin ningúna objeción del Tribunal, ello atendiendo las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución 16/15, Medida Cautelar 321-12 y aclarando que esto en casos con personas indígenas, pues en los demás casos contenciosos de personas no indígenas no aplica esa codefensa.

Ahora, en cuanto a las recomendaciones emitidas por parte de Planificación respecto de la plaza bajo análisis, considero que no existe ninguna recomendación concreta, sin embargo voy a referirme al tema para que no quede en el aire.


Como antecedente debe citarse el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto para el 2020), celebrada el  16 de mayo de 2019, artículo II, donde se analizó y aprobó el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 634-PLA-RH-MI-2019, presentado por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, con estudio de impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluyendo materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria).

En dicho acuerdo se aprobaron como recomendaciones provenientes de Planificación las siguientes:

“A la Dirección de la Defensa Pública


6.1   Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.

6.2   Asignar asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos, esto en caso de que la carga de trabajo no alcance. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.

6.3  Comunicar bajo una circular interna de la Dirección de la Defensa Pública a las distintas Oficinas, la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 

6.4  Coordinar la respectiva capacitación a las personas defensoras públicas de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”


En tanto este nuevo estudio presentado por la Dirección de Planificación en informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, hace las siguientes recomendaciones a la Defensa Pública:


“A la Jefatura de la Defensa Pública


· Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.


· En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.


· Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 


· Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”


Como se puede ver, la referencia es clara respecto de las plazas de la Unidad Agraria y para este año, en relación con la promulgación del nuevo código en esa materia.


Ahora, vale hacer referencia concreta a la plaza que ocupo en propiedad, específicamente al hecho de asignar casos de otras materias a una plaza dedicada actualmente a la defensa de causas contencioso administrativas contra personas indígenas, personas servidoras judiciales y personas privadas de libertad, posibilidad que evidentemente resulta riesgosa,  pues el dato que tenemos de circulante es a partir del mes de setiembre de 2019, por lo que apenas se está dando inicio a la divulgación del servicio que presta la Defensa Pública en esta área, labor para la que se realizaron algunas giras informativas a finales del año pasado (2019).


Ahora, para efecto de contextualizar esta información, debe tenerse en cuenta que esta plaza (la encargada desde mediados del año pasado a procesos contencioso administrativos) tuvo como recargo lo relacionado con el Sistema de Seguimiento de Casos hasta el mes de febrero de 2020, primero por el ingreso del Licenciado Arturo Cruz Volio sustituyéndome en esa labor a solicitud mía (en tanto lograba ponerse al día) y posteriormente por la incapacidad que sufrió dicho funcionario desde inicios del mes de diciembre del 2019, por lo que la misma (el suscrito) se encontraba con una enorme cantidad de trabajo (incluyendo giras fuera de San José, para solucionar problemas del SSC así como para asuntos propios de las causas contencioso administrativas con personas indígenas), lo que me impidió el actualizar y estudiar de manera adecuada los expedientes contencioso administrativos de las diferentes poblaciones que atendemos, debiendo ir estudiando cada uno según se señalara una audiencia.


Situación que varió a partir del mes de marzo de 2020, cuando se nombra al Licenciado Orlando Vargas como encargado del SSC. 


Actualmente esta plaza cuenta con más de 39 expedientes activos, cantidad que es de esperarse que a futuro aumente, por lo que asignarle otro tipo de expedientes o causas de diferente materia, sin contar con datos estadísticos provenientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (donde se ha indicado, como consta en el mismo informe de Planificación, que no se cuentan con esos datos exactos) podría poner en riesgo la adecuada representación, por lo que parece prudente esperar al menos a que el año 2020 finalice y volver a revisar el circulante indicado.


Por otro lado, resulta oportuno hacer ver de la complejidad de los procesos Contencioso Administrativas, sumada la complejidad propia de las representaciones con intervinientes indígenas, tanto por la característica de realizar diligencias in situ, como por las pretensiones procesales en sí mismas. 


Como ejemplo se puede mencionar el expediente 10-000273-1028-CA, donde se está en proceso de ejecución de sentencia, analizando los pasos a seguir, pues las pretensiones de la parte actora, Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí (KEKOLDI) son por 12 mil millones de colones (12.000.000.000), esto sin tomar en consideración el complicado proceso de expropiación que debe dar inicio, pues el Voto 004507-F-S1-2019 de la Sala Primera estableció nuevos límites para dicha reserva indígena, labor en la que está abocado el suscrito a solicitud de dicha Asociación.


Valga decir que en este estudio he dedicado ya más de siete días completos (8 horas cada uno), para la sentencia de primera instancia, los recursos de casación planteados y la resolución de la Sala Primera.


Otro ejemplo que se puede mencionar es en un proceso contra personas funcionarias judiciales, donde figura la Defensa Pública como representante y en el que las pretensiones en contra del Poder Judicial, solamente por daño moral ascienden a más de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones), casos que no pueden manejarse de manera ligera como puede verse. 


Con lo anterior quiero hacer ver que estos procesos no son comunes ni sencillos, por lo que no se pueden manejar para su medición, parámetros utilizados para otras materias como penal, pues en los expedientes donde intervienen personas indígenas, se discute en un 99% de los casos, la titularidad de las tierras donde hablamos de cientos de hectáreas y eventuales daños a los que se ven las personas indígenas en peligro de tener que hacer frente, por lo que el volumen y la complejidad de estos expedientes es muy alta.


Incluso, el tema de la condenatoria en costas resulta de capital importancia en el análisis de cada caso, pues además de daños y perjuicios en una eventual condena, en una pretensión de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones) siguiendo el ejemplo antes dado de una causa real, la parte vencida se ve expuesta a tener que pagar adicionalmente una suma de alrededor de 15.000.000 (quince millones de colones). 


Todo lo anterior sin perder de vista las directrices giradas por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, resolución 16/15, medida cautelar 321-12.   


Ahora, existen otros temas que no se toman en cuenta en el informe rendido por parte de Planificación, como lo es que la Jurisdicción Contencioso Administrativa se encuentra radicada en el Segundo Circuito Judicial de San José y por ello resulta desde ese punto de vista, también oportuno y conveniente que sea una persona defensora pública con asiento en la zona, la asignada para atender este tipo de procesos.


Por lo indicado sobre especialización y el haber dedicado una plaza en concreto a la tramitación de estos casos, parece oportuno esperar este año 2020 para obtener nuevos datos estadísticos para valorar la conveniencia de asignar o no casos de otras materias a estas plazas.


Otro aspecto cuestionable en el informe rendido por Planificación, es el dato de que solamente hay en el Tribunal Contencioso Administrativo 12 expedientes activos de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí, KEKOLDI, pues en la Defensa Pública, como se desprende de los datos internos, se llevan bastante más de 12 causas a dicha asociación.


Lo anterior puede obedecer a que no se han tomado en cuenta los datos de la Sala Primera y el Tribunal de Apelaciones, pero en todo caso, caemos nuevamente en la necesidad de contar con datos estadísticos confiables, de ahí que resulta imperioso implementar el uso del Sistema de Seguimiento de Casos para las defensas contencioso administrativas que se tramiten en la Defensa Pública, con las variables necesarias para poder determinar confiablemente en el circulante real en esta materia.”


Debemos señalar que las apreciaciones y argumentos expuestos por el Dr. Montero García son compartidos en su totalidad por la Jefatura.  Resulta preocupante que mucha de la información que se ha brindado en entrevistas a  los responsables de estudio no quede reflejada en este,  como por ejemplo, la situación del licenciado Jorge Sanchez y los acuerdos respecto a su ubicación. Además,  preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención para analizar el impacto que esta complejidad tiene ni para la persona usuaria, ni para la Defensa Pública, ni siquiera para el país que se encuentra cuestionado internacionalmente por el manejo de los asuntos indígenas.


Por otra parte, debemos señalar que aun cuando el Dr. Montero Garcia señala que el  2020 podría resultar un año que  permita generar  estadísticas confiables que reflejen el volumen del servicio de Defensa Pública en materia indígena, el impacto de la pandemia por COVID-19 y la situación de emergencia nacional, así como las disposiciones de las autoridades sanitarias, tienen impacto en el tema, pues encontramos que ante el temor del contagio y la propagación del virus,  muchas de las comunidades indígenas han cerrado de forma voluntaria el acceso y salida de sus territorios para evitar el contagio, y por ende no acceden a los servicios del sistema judicial.  Lo anterior, es una situación extraordinaria, pero muy entendible dado el riesgo que provoca este virus.

Respecto al tema de pensiones alimentarias y familia la Supervisora Nacional Sandra Mora Venegas en cuanto al informe de Planificación indica:


“Considero que el informe está muy bien estructurado, no obstante, carece de un análisis profundo de los siguientes aspectos:

· La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.


· Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas, San José (zona sur), Cartago, Guanacaste, Alajuela y Heredia. Llama la atención que en el estudio no se incluye, por ejemplo, datos del Juzgado Contravencional de Tarrazú, donde ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en la materia alimentaria, tampoco se evidencian datos del Juzgado Contravencional de San Vito de Coto Brus, ni del Juzgado de Familia de Corredores, de Turrialba, solo para citar algunos casos. 


· Se indica por parte de la Dirección de Planificación que en el supuesto de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, que estas además de la materia de pensiones alimentarias conocerá de manera complementaria asuntos de materia penal, priorizando esta última por encima de materias concernientes al área del derecho de familia como lo son procesos de familia y de violencia doméstica. Asimismo, se debe recordar que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, indica de manera clara que las personas defensoras públicas que atiendan a las personas usuarias indígenas deberán ser especialista en el área de atención, pero como podría pretenderse esto, si en la Defensa Pública justamente buscando esta especialidad realiza procesos de reclutamiento distintos para la materia penal y para materias sociales, por lo cual no podría catalogarse como materias afines. Ahora bien, una de las dos plazas estaría asignada a la oficina de la Defensa Pública de Bribri, donde en la actualidad para poder brindar el servicio a ambas partes en los procesos de pensión alimentaria, familia se brinda colaboración de la oficina de la Defensa Pública de Limón, como muy bien lo indica el informe. La otra plaza iría a la localidad de Buenos Aires, donde  en la actualidad se brinda el servicio en la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, gracias a la colaboración de la oficina de la  Defensa Pública de Pérez Zeledón, donde además, de la plaza de familia que atiende la materia de pensiones alimentarias y algunos casos de familia, debe trasladarse otra de las plazas una vez a la semana a la zona de Buenos Aires para brindar servicio a la parte demandada, tanto en procesos de pensiones alimentarias como de familia. No obstante, se debe aclarar que este servicio puede ser requerido cualquier día de la semana, incluso cuando se presenta una parte demandada cuyo plazo le vence se contacta a la compañera que tiene circulante ordinario de Pérez Zeledón para que lo atienda por medio de videoconferencia, debiendo en muchas ocasiones dejar las tareas ordinarias también de importancia para atender estos casos. Cabe indicar que la atención de la población indígena del cantón de Buenos Aires, que como bien es sabido tiene la mayor concentración de comunidades indígenas de todo el país. Se aclara que por lo limitado del servicio no se pueden realizar giras a las zonas indígenas, esto quiere decir, que se está desatendiendo la especial atención que debe dársele a la zona de Bribri y de Buenos Aires. Ante esta realidad la zona de Buenos Aires requiere dos plazas de personas defensoras públicas, una para la parte actora en los procesos de pensiones alimentarias, de familia y violencia doméstica y otra plaza para que atienda a la parte demandada en los procesos alimentarios, de familia y se dedique a visitar comunidades indígenas junto con los facilitadores judiciales y se pueda acercar el servicio a esta población en condición de vulnerabilidad y a la cual debemos proteger.  

· Existe una evidente falta de recurso humano para atender debidamente a las personas indígenas de conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos, es fundamental que se realice un estudio de campo, donde se analicen las particularidades de la atención y la prestación del servicio a la población indígena. Debe analizarse el tiempo que debe ser invertido en el abordaje, si debe o no trasladarse la persona defensora pública hasta el domicilio de la persona usuaria indígena en zona indígena, los tiempos que deben ser invertidos para realizar las giras que son programadas por los Juzgados para llevar el servicio hasta estas zonas de difícil acceso y muchas veces cuando se llega, se logra atender a una sola persona o bien se hace ese traslado para la realización de una sola audiencia y es un día en el que la persona defensora no está en la oficina y ni que decir cuando se programan varias giras a zona indígena en el mes y es un servicio necesario que debe atenderse, así por ejemplo, tenemos el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba, lugar donde se cuenta con una única plaza que debe atender la localidad de Juan Viñas los días jueves. 

Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública   cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio.

Cuadro diagnóstico del servicio

		Lugar

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte actora

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte demandada indígena

		Prestación del servicio en familia parte actora

		Prestación del servicio en familia parte demandada

		Prestación de servicio en  violencia doméstica para la parte solicitante

		Competencia Territorial



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal




		Se cuenta con una sola plaza para pensiones alimentarias parte actora 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Puriscal, del cantón de Mora los distritos de Guayabo,  Tabarcia, Piedras Negras, Picagres, Jaris y Quitirrisí (excepto el poblado de Quebrada Honda
), del cantón de Acosta el distrito de Palmichal, (excepto los poblados de Sevilla y Bajos de Jorco).



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Buenos Aires.

		No se cuenta con plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, únicamente se brinda el servicio dos veces a la semana por parte de un defensor público de Pérez Zeledón, quien sólo en el traslado de ida y regreso invierte dos horas. 


El circulante de Buenos Aires es de 396, de los cuales 94 son procesos de personas indígenas. 


Este mismo compañero que se desplaza de Pérez Zeledón y atiende dos veces a la semana en Buenos Aires, a pesar de no dar abasto, ha debido atender los siguientes casos, 


7 procesos de divorcio 1 contestación de demanda


1 proceso de impugnación de paternidad




		No hay plaza. 


Como plan remedial que está afectando el servicio ordinario en Pérez Zeledón, se le solicitó a una defensora pública de esta localidad que se desplace una vez a la semana a brindar el servicio en Buenos Aires, pero es tal la demanda de trabajo que en las dos semanas que llevamos ha tenido que salir mucho tiempo después de la hora laboral y dedicar más de un día a las labores encomendados, lo que ha afectado la dinámica de atención de la Defensa Pública y las personas usuarias de la materia en Pérez Zeledón. 


En dos días (viernes 29 de marzo y lunes 1 de abril  ha atendido 8 procesos de contestación y recurso de apelación, debiéndose desplazarse a Buenos Aires (dos horas de desplazamiento), para poder brindar el servicio, por las particularidades de la persona usuaria que necesita interprete.  

		No hay plaza.




		No hay plaza 

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Buenos Aires.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía del II Circuito judicial de la Zona Sur.

		Se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias para la parte actora. Tiene un circulante muy elevado 

		No hay plaza


La única defensora pública con la que contamos en Golfito ha debido desplazarse en dos ocasiones hasta corredores y lleva 2 casos de personas indígenas demandadas , afectándose con esto la dinámica del servicio de la Defensa Pública de Golfito 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Corredores.



		Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional de Golfito.

		Solo se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias 

		No hay plaza


La defensora pública de Corredores debe atender los casos de personas indígenas demandadas, siendo que en el desplazamiento y la atención de esta nueva competencia, está afectando el servicio en Corredores

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Golfito, excepto el distrito de Puerto Jiménez.



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Coto Brus.

		Se brinda el servicio de forma muy limitada los días miércoles por visita que realiza la defensora pública del cantón de Corredores

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Coto Brus.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Guatuso

		Se brinda el servicio dos veces a la semana, el defensor público de Upala se desplaza hasta el lugar 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Guatuso.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.

		Se cuenta con una única plaza en la materia para atender a la parte actora, quien debe realizar además giras a la zona indígena 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


Una defensora pública de Cartago asiste una vez a la semana a brindar el servicio a la parte demandada. El tiempo del desplazamiento es de aproximadamente una hora y media de ida y de regreso hasta de dos horas dependiendo de la hora y las presas por los camiones de transporte.


Esta compañera defensora tiene un circulante activo de Cartago de 147 asuntos y en Turrialba ya lleva 6 casos de la parte demandada indígena.

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Turrialba.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés. 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca del cantón de Tarrazú, los distritos San Marcos, San Lorenzo (excepto los poblados Quebrada Arroyo y Cerro Nara
) y San Carlos. 


El cantón de Dota.


Del cantón de León Cortés, los distritos de San Pablo, San Andrés, Llano Bonito, (excepto el poblado de Santa Juana), San Isidro (excepto el poblado de San Isidro), Santa Cruz y San Antonio.



		Juzgado de Pensiones Alimentaria del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

		Se cuenta con tres plazas de defensor público para la materia para la parte actora


Una vez a la semana cada una de estas plazas debe desplazarse a Valle de la Estrella, Bribrí parte demandada indígena en pensiones alimentarias y a Bataán

		

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano




		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón Central de Limón.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí.

		Se cuenta con una sola plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, en la actualidad tiene un circulante elevado y 98 procesos donde figura como parte actora una persona indígena 

		Una defensora pública de Limón acude una vez a la semana a atender a la parte demandada indígena, afectándose con esto el servicio público que se brinda en Limón Central

		

		

		

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Talamanca.



		Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad

		No contamos con una plaza destinada para este fin. Sin embargo, la persona supervisora de la materia indígena 

		No se tiene 

		No se tiene 

		No se tiene

		No se tiene 

		Diferentes partes del país según la distribución que realice Adaptación Social



		En las diferentes partes del país, podrían presentarse procesos donde figuren como parte una persona indígena. 

		

		

		

		

		

		





No se visibilizan los datos de los Juzgados de Violencia Doméstica y los de Familia de las zonas con población indígena para realizar una proyección del posible circulante y su crecimiento estimado para la Defensa Pública, por corresponder a una nueva competencia. 

Resulta importante analizar las diferentes realidades que se nos presentan en oficinas de la Defensa Pública y que reflejan que cada zona debe ser estudiada con mayor detenimiento y estudio de campo:

Turrialba: zona donde sin lugar a duda, se requiere otra plaza de persona defensora pública, por los siguientes motivos: 

Solo se cuenta con una plaza de persona defensora pública para atender a toda la población de un cantón tan extenso como lo es Turrialba, tanto a personas usuarias indígenas como a las no indígenas, en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, dicha plaza además, debe cubrir todo el territorio de Chirripó y el cantón de Jiménez (Tucurrique y Platanillo), una vez a la semana, los días jueves. La plaza es la única en las materias indicadas y el principal juzgado con el que le toca laborar, cuenta con siete auxiliares en materia de Pensiones y de tres Jueces (Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba) y tres auxiliares y una Jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez y cuatro auxiliares y una Jueza del Juzgado de Familia de Turrialba. 

Esta plaza pasa muy saturada de trabajo, se han presentado molestias por parte de las personas usuarias, pues argumentan que la persona defensora nunca está, gran parte de las demandas en la materia alimentaria es asumida por el Juzgado de Pensiones Alimentarias.  Lo anterior obedece a que esta plaza tiene que atender inicialmente todo lo relacionado a pensiones alimentarias del cantón de Turrialba que cubre el 52 % del territorio de la provincia de Cartago, todo el territorio de Chirripó en materia indígenas en Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia y además el cantón de Jiménez (Tucurrique y Pejibaye). 

Se realizan seis giras a la zona indígena en diversos pueblos dentro de los cuales se encuentran (Roca Quemada, Paso Marcos, Vereh, Grano de Oro, Quetzal y Nimariñac), lugares en los cuales dependiendo de la zona y las condiciones climáticas son de difícil acceso, ya que no se cuenta con el recurso (vehículo adecuado), para poder llegar a dichas zonas, exponiéndose a diversos peligros, además el desplazamiento a estos lugares, ha provocado que en muchas ocasiones la persona funcionaria deba permanecer en la montaña hasta altas horas de la noche ya que es complicado la salida, máxime si las condiciones del camino no es el óptimo. Estas visitas se realizan seis días al mes, tiempo en el cual,  no queda nadie en la oficina brindando el servicio en las materias señaladas. Las giras, no son planificadas de forma antojadiza por el despacho, sino, que las mismas son de antemano un acuerdo interinstitucional con la (CCSS, Ministerio de Salud y otras instituciones que también llevan hasta dichas zonas muchos servicios de carácter esencial), este año muchas de las giras han quedado hasta dos días seguidos en una misma semana y es una situación que esta fuera del control de la Defensa Pública, incluso del mismo Juzgado ya que son visitas que se realizan con otras representaciones estatales. Por otro lado, esta plaza debe acudir todos los jueves de cada semana a la localidad de Juan Viñas de Jiménez, para la atención de usuarios y recepción de audiencias en materia de pensiones alimentarias, situación que afecta de sobremanera ya que en ocasiones se han dado choques con las giras y señalamientos. 

Ahora bien, también debe analizarse que se debe brindar el servicio a la parte demandada en la materia de pensiones alimentarias y de familia, razón por la cual, una persona defensora pública de la oficina de la Defensa Pública de Cartago se desplaza hasta Turrialba en días diversos, dependiendo de la calendarización que realice el Juzgado de Pensiones de la localidad, y como tal, se revisan procesos y se atienden personas usuarias indígenas que han solicitado nuestros servicios. También se realizan las audiencias que las mismas partes hayan solicitado, las cuales se dan en el propio Juzgado. Esta plaza también debe ingresar a zona indígena, cuando existe un señalamiento de audiencia en la zona u alguna otra diligencia que requiera nuestra asistencia.  Provocando esta situación que la persona funcionaria deba salir de su lugar de domicilio antes de las seis de la mañana para poder llegar a la oficina de Turrialba antes de las 07:00 am, siendo que en reiteradas ocasiones producto de las giras a zona indígena ha llegado de noche a su casa, incluso en una ocasión llegó a media noche.  Adicional a ello, se debe coordinar con la Administración Regional para el transporte con chofer, dado que Cartago solo cuenta con un único vehículo discrecional, y el mismo es requerido y usado también por compañeros de Penal, Agrario, Laboral, Justicia Restaurativa y Ejecución. 

Golfito, Corredores y Coto Brus: Como es sabido en Golfito y Corredores se cuenta con una plaza de persona defensora quienes deben atender la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, entre ambas plazas deben alternarse el conocimiento de los casos de intereses contrapuestos que se generan en Golfito y Corredores, sin olvidar que la plaza de Corredores conoce los asuntos de San Vito, lo que provoca el desplazamiento constante de estas plazas a estos lugares, donde es evidente que las distancias son muy extensas entre uno y otro lugar, lo que genera que en muchas ocasiones estas personas defensoras públicas no se encuentren en sus oficinas. Además, se aclara que en muchas ocasiones no se pueden realizar visitas a las zonas indígenas obligaciones que deben cumplirse y que por falta de recurso humano no puede realizarse. A manera de ejemplo, procedo a transcribir la lista de expedientes activos de personas indígenas de la plaza de Golfito:  

		EXPEDIENTE

		USUARIO

		MATERIA

		JURISDICCION



		20-000034-0439-PA

		RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000419-0440-PA

		PANILLA FLORES JORGE

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000147-0439-PA

		RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000049-0439-PA

		BEJARANO ATENCIO ERICKA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000108-0439-PA

		ATENCIO HURTADO STEFANI

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		00-700024-0439-PA

		BEJARANO ATENCIOOMID

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000286-0440-PA

		MONTEZUMA BEJARANO MARTIN

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000418-0440-PA

		MONTEZUMA GONZALEZ CRISTOBAL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		18-000357-0440-PA

		BEJARANO JIMENEZ ROSARIO

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000433-0440-PA

		PALACIOS BEJARANO DONALD ELI

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000070-0440-PA

		ESPINOZA BEJARANO RAFAEL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000425-0440-PA

		SANDOYA SANCHEZ ISMAEL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000582-1304-FA

		MORALES SANTOS MIRNA

		FAMILIA

		CORREDORES



		17-000210-0440-PA

		SANTOS BEJARANO ROGER

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		EXPEDIENTE NUEVO

		ANDRADE DE GRACIA IDALIA

		FAMILIA

		GOLFITO



		18-000081-0440-PA

		XINIA BEJARANO MORALES

		PENSION ALIMENTARIA

		COTO BRUS



		18-000081-0440-PA

		XINIA BEJARANO MORALES

		PENSION ALIMENTARIA-REBAJO

		COTO BRUS





Como se evidencia una misma plaza debe atender el circulante propio de la oficina en materia de pensiones alimentarias de personas no indígenas, y además atender a la población indígena en materia de pensiones alimentarias unas veces a la parte actora, otras a la parte demandada, además en materia de familia (diversidad de procesos) y en materia de violencia doméstica. Y lo mismo ocurre con la plaza de Corredores. 

Finalmente, resulta de interés señalar algunos lugares en donde se tramitan procesos de personas indígenas y que no fueron incluidos en el informe bajo análisis:

Pérez Zeledón: Se represento a la señora Ceida Mosquera Espinoza (Chorotega) dentro de la causa 19-002607-0918-VD de Violencia Doméstica, la audiencia de recepción de prueba se llevó a cabo el pasado 25 de febrero del presente año, se acogió la gestión de la actora y se ordenó la prórroga de las medidas de protección por la totalidad del plazo. Actualmente dicha resolución se encuentra impugnada por la parte demandada en espera de ser resulta.   Además, esta plaza cuenta con 4 procesos cancelados en los cuales se representó a personas indígenas. 

Puntarenas: Se llevó el año pasado un caso de persona indígena,  plaza 483 perteneciente a la Defensa Publica de Puntarenas, se atendió al señor Randall Beita Arauz como demandado, en el expediente 18-000093-0445-PA, el asunto se tramitó en Garabito, ya cuenta con sentencia.

Cartago: además de la plaza que asiste a Turrialba una vez a la semana, la plaza número 185 de Pensiones Alimentarias de Cartago, ha llevado dos asuntos indígenas, uno de ellos corresponde al número 18-000089-0243-PA del señor demandado Eliecer Francisco Morales Ortiz, en este proceso lo que se hizo fue una Solicitud de Beneficio de Pago en Tractos y a la vez una Solicitud de Beneficio de Un mes para Buscar Trabajo, ambos procesos ya fueron resueltos por el juez de pensiones alimentarias, por lo que se encuentra terminado y el otro proceso y que aún se encuentra activo es el de la señora YOLANDA MORA MOYA, y que por rol de Familia se le asignó a dicha plaza, el mismo corresponde a una IMPUGNACIÓN DE MATERNIDAD CON DECLARATORIA DE MATERNIDAD.

Bataan: 2 casos en trámite. 

Limón: en la plaza 603  se han tramitado un total de 28 causas de personas usuarias indígenas y en estos momentos hay activas 06 causas.

PISAV-La Unión: se tramitaba un proceso, donde una de las defensoras representaba a la parte actora y la otra plaza a la parte demandada. 

Puriscal: 4 casos en trámite, tres de pensiones alimentarias y uno de familia. 


Quepos: 1 proceso de pensiones alimentarias en trámite y uno recién terminado. 


San Carlos y La Fortuna: 1 proceso de persona indígena Maleku y se trata de un proceso de rebajo que está en trámite y se representa al demandante.”



Como resulta evidente de lo expuesto por la Supervisora de Pensiones Alimentarias, licenciada Mora Venegas, la necesidad de recursos para atención de población indígena en materias de familia, pensiones alimentarias e incluso las actoras de violencia doméstica resulta imperiosa.  El servicio que se está dando resulta sumamente limitado y contraviene lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas, y es en particular grave el omitir valorar la necesidad y urgencia de este servicio, si tomamos en cuenta que las personas usuarias que deberían contar con él, sufren de múltiples condiciones de vulnerabilidad, aparte de su pertenencia al pueblo indígena:  pobreza, condición de género (en su mayoría mujeres),  condición etaria (niños, niñas y adultos mayores),  condición de salud (situación de discapacidad). Todo ello aunado a las largas distancias que deben recorrer, por caminos escarpados y riesgosos, donde no existen medios de transporte.  Por lo tanto, resulta lamentable que todos estos aspectos que describe y analiza la licenciada Mora Venegas, no sean valorados por las personas responsables del informe al momento de llegar a conclusiones, omitiendo estas delicadas condiciones.


En virtud de lo expuesto por los diferentes especialistas, es necesario recalcar que se requieren más de las dos plazas de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribrí, que señala el Informe 507-PLA-RH-MI-2020. La Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos de Costa Rica generó una serie de competencias nuevas, y amplió las existentes, sin embargo, no brindó recursos humanos para la atención especializada en todas las materias a nivel nacional, lo cual genera sin duda, una violación al Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  



Por otra parte, debo indicar que la recomendación que brinda este informe no genera ningún insumo nuevo para el servicio público que brinda la Defensa Pública, pues en realidad, desde el año 2019, se había aprobado por parte de la Corte Plena, la existencia de estas dos plazas en Bribri y Buenos Aires para la atención en Pensiones Alimentarias. Sin embargo, en razón de la aplicación de la Regla Fiscal, no fueron incluidas dentro del Presupuesto del Poder Judicial, enviado al Ministerio de Hacienda propiamente dicho, sino que fueron enviadas como un adjunto a dicho presupuesto.


Por lo anteriormente, expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.

Atentamente,

     M.Sc. Diana Montero Montero             M.Sc.    Ligia Jiménez Zamora

          Jefa a.i  Defensa Pública                   Supervisora Materia Indígena

� El poblado de Quebrada Honda es competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Mora.



� Los poblados de Quebrada Arroyo, Cerro Nara, Santa Juana y San Isidro, son competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Quepos.
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Oficio JEFDP-450-2020

San José, 04 de mayo de 2020





Señores y Señoras 

Consejo Superior.

Poder Judicial.



Estimadas señoras y señores: 

         Reciban un respetuoso saludo.   En sesión extraordinaria de presupuesto N°38-2020 celebrada el 17 de abril del 2020,  se dispuso con relación al informe 507-PLA-RH-MI-2020, estudio de Requerimiento Humano relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, mediante el ARTÍCULO XXI, lo que a continuación se cita:

“Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son;  A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe.”

	De conformidad con lo anterior y en atención a lo dispuesto en el numeral 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se presenta recurso de reconsideración con base en los motivos que de seguido se detallan: 



PRIMERO. La Dirección de Planificación elaboró el  Informe 507-PLA-RH-OI-2020, el cual fue puesto en conocimiento de la Defensa Pública, de forma tal que en tiempo se les remitió el Oficio JEFDP- 365-2020, en el que se le realizaron una serie de observaciones, por  considerar que ese documento no valoraba aspectos que de forma oral y escrita habían sido facilitados por los especialistas en las materias de contencioso administrativo, agrario, pensiones, y la supervisión de pueblos indígenas de la Defensa Pública, señalándose en el párrafo final, después de 36 páginas:



 “Por lo anteriormente expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.”



De tal manera que el informe de Planificación referido no es consistente en cuanto a la información, y no valora aspectos cualitativos y cuantitativos básicos en la atención de las personas usuarias indígenas.



SEGUNDO: Aún y cuando se trata de un acuerdo que fue tomado en firme por este Consejo, por la responsabilidad que este tema implica en la atención a una población con una altísima condición de vulnerabilidad, se presenta Recurso de Reconsideración  tomando en cuenta la trascendencia del tema y las implicaciones del acuerdo, tanto para la Institución, como para las personas usuarias de nuestro servicio público.



Es de importancia establecer que desde el Oficio JEFDP-365-2020, en el apartado de Pensiones Alimentarias, se indicaron una serie de datos que corresponden a los lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora pública para brindar atención a personas usuarias en esta materia, de tal forma que no se brinda el servicio, o se brinda de forma parcial por falta de recurso humano.



 El día 29 de abril ante el acuerdo del Consejo Superior que se recibe, mi persona se comunica por teléfono con la Sra. Nacira Valverde, directora a.i del Departamento de Planificación, a quien respetuosamente se le consulta sobre los resultados del estudio y el por qué no se habían tomado en cuenta las múltiples observaciones realizadas por los especialistas en materia, que evidencian la necesidad de las personas usuarias de contar con más profesionales de la Defensa Pública que les brinden la defensa técnica.  Indicando la Sra. Valverde que la Defensa Pública no aportó prueba de las necesidades de atención en algunas Defensas Públicas como Coto Brus, Turrialba entre otras pues según señaló, la Defensa Pública debía haber indicado de la cantidad de personas usuarias en cada uno de esos despachos, cuántas eran personas indígenas.  Al respecto, se le hizo ver a la señora Directora de Planificación que la información con la que cuenta la Defensa Pública, desde un inicio se le facilitó a las personas encargadas de la realización del estudio, quienes no indicaron en ningún momento a los especialistas de la Defensa  que tenían que brindar los datos de los procesos y usuarios en los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia, Violencia Doméstica o cualquier otra materia; ya que si lo hubieran solicitado de esta forma, desde un primer momento la Defensa Pública hubiera requerido dicha información a los Juzgados.



Sin embargo, debo señalar que  los datos estadísticos necesarios para hacer un estudio de las necesidades institucionales,  sea de los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia o cualquier otra materia,  no son datos asequibles para la Defensa Pública, pues usualmente le corresponde al órgano técnico pedir la información y analizarlos con la perspectiva que corresponde a los expertos institucionales, a fin de elaborar un estudio y resultados adecuados acordes con la realidad judicial y la necesidad de las personas usuarias,  por lo tanto, la ubicación y análisis de dichos datos le corresponde a la Dirección de Planificación.  Además, desde la Defensa Pública no contamos con los permisos necesarios para acceder a los sistemas de los Juzgados y obtener dicha  información. Sin embargo, reitero, si desde el primer momento nos hubieran solicitado esos datos, aun cuando no es tarea de la Defensa Pública recabar esa información, lo hubiéramos hecho con mucho gusto con el afán de colaborar.



Se hace notar que el informe de Planificación aprobado por su estimable Autoridad, no contiene un estudio integral que incluya los datos de expedientes activos en los diferentes juzgados del país donde una de las partes o ambas sean personas indígenas, en las diferentes materias como lo dispone la ley número 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en su artículo 7. 



Estos datos son un punto de partida fundamental, para realizar las proyecciones reales de las plazas que requiere la Defensa Pública, y no basar el estudio únicamente en los casos activos de personas indígenas con los que cuenta la Defensa Pública, en las oficinas donde se cuenta con mayor concentración de población indígena. Lo anterior, no puede reflejar la necesidad de recurso humano ya que estas nuevas competencias, se han tenido que enfrentar sin nuevos recursos, el servicio no se ha podido brindar como debería de ser, así por ejemplo puedo citar: la imposibilidad de que las personas defensoras públicas acompañen a las personas juzgadoras, facilitadores judiciales a las giras a zona indígena, o si lo hacen el servicio ordinario no puede ser brindado. 



Pese a lo anterior, me he dado a la tarea de ubicar algunos números de interés, con relación al tema de atención de personas indígenas,  pues el estudio de Planificación aprobado, se basa únicamente en los números que le proporcionó la Defensa Pública y se dejaron de lado temas vitales que hemos venido apuntando desde un inicio y que fueron remarcados en el último informe que rindió la Defensa Pública.



Por ejemplo, no se realizó un estudio a nivel nacional con los datos de los juzgados, independientemente de la materia, para determinar el número de expedientes activos en la que una o ambas partes fuesen personas indígenas. Este tema no puede ser analizado solo en los lugares en donde haya mayor concentración de personas indígenas, ya que arroja resultados sesgados ya que hay materias que no se tramitan en esos lugares y las personas indígenas no están centradas en esas zonas, ya que las personas indígenas están por todo el país y muchas cambian de domicilio constantemente. 



No se analizó el tema de las giras que realizan las personas facilitadoras judiciales, quienes en muchas ocasiones solicitan a la Defensa Pública que les acompañen y por falta de recursos no hemos podido atender a este llamado.



Tampoco, se evidencia que se tomara en cuenta las giras a zona indígena, el tiempo de traslado, para la realización de audiencias en el lugar y acercar la justicia a estas personas que tanto lo requieren por su extrema condición de vulnerabilidad.



Además, se omite medir el impacto que ha tenido esta ley en el servicio que brinda la Defensa Pública, por ejemplo en el caso de aquellas personas usuarias que han tenido que acudir directamente al Despacho a plantear el proceso sin asistencia letrada o acompañamiento de la Defensa Pública, como es el caso de la materia de pensiones alimentarias en las localidades de Cartago, Turrialba, Limón, Corredores, Upala, ya que, al momento de buscar a la persona defensora pública, se encuentra de gira en las diversas zona indígenas.





Finalmente, no se evidencia estudio en cuanto al tiempo de traslado de las personas defensoras públicas para atender casos de otras jurisdicciones por intereses contrapuestos, ejemplo: de Golfito a Corredores o de Golfito a Puerto Jiménez, o de Corredores a San Vito, o Cartago que visita Turrialba o a la zona indígena, o de Turrialba a la zona indígena, entre otros. Incluso en ocasiones la Defensora de Golfito, dada la existencia de intereses contrapuestos en casos de San Vito, ha tenido que trasladarse a San Vito, pues ambas partes eran personas indígenas. Estos son solo algunos ejemplos que no son analizados en el estudio de Planificación.



No podemos dejar de señalar que el análisis de Planificación tampoco toma en cuenta que la atención de la persona indígena es mucho más compleja y consume más tiempo, precisamente por las particularidades de su cultura, lo cual amerita un estudio técnico por parte de un profesional de ingeniería industrial que realice un acompañamiento a las personas defensoras que atienden estos casos para que contabilicen la diferencia de tiempo que se invierte en estos casos.



Debo indicar, que resulta preocupante que se pretenda partir del análisis de los casos de personas indígenas planteados ante órganos jurisdiccionales sin acompañamiento de la Defensa Pública, cuando no existe certeza si en los juzgados se le consulta a todas  las personas usuarias si es persona indígena o no, de ahí, que algunos no proporcionaron la información requerida.  Incluso, podría ocurrir que se omita hacer este tipo de consulta por considerar que puede ser vista como discriminatoria, aun cuando este no sea el fin de la consulta.  



Entre los juzgados que no pudieron facilitarnos los datos sobre personas indígenas se encuentran: 



Juzgado Contravencional de San Vito

 

		Materia

		Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad



		Pensiones alimentarias

		1150 (de los cuales la Defensa Pública solo representa a personas indígenas en 16 asuntos)



		Violencia Doméstica

		332 (no se lleva ningún caso)





 



Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba



		Materia

		Cantidad de asuntos de personas indígenas



		Violencia doméstica

		562, de los cuales 57 intervienen personas usuarias indígenas cabécar y la Defensa Pública solo lleva 2 asuntos



		Familia

		73 asuntos, 4 asuntos activos, la Defensa Pública lleva 2 asuntos únicamente.



		Pensiones alimentarias

		140 asuntos de personas indígenas, de los cuales solo 19 son representados por la Defensa Pública.








Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez

 

		Materia

		Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad



		Violencia Doméstica

		172 expedientes



		Pensiones Alimentarias

		171 expedientes







En cuanto a la oficina de Puerto Jiménez, se debe hacer notar que ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en materia de pensiones alimentarias, por lo que estas personas no tienen la opción de representación legal gratuita. Se hace notar que, para poder llegar al lugar desde Golfito se debe pagar una lancha que tiene un precio por viaje de 3.000 mil colones, la misma cantidad de regreso. Además, el bus hace la ruta solo una vez en la mañana y otra en la tarde, desde Golfito.  



En la zona de Puerto Jiménez, la población indígena esta sin atención, no hay plaza de pensiones alimentarias, familia o violencia doméstica. El Juzgado debe atender a la población indígena de Alto Laguna de Osa, que es un territorio indígena de gran extensión, y para recibir la representación legal gratuita deberían ir hasta Golfito,  pero esto nunca ocurre por la falta de recursos  económicos para pagar el pasaje del transporte  marítimos o transporte público por carretera.  

           

En virtud del acuerdo transcrito, con el mayor de los respetos, se presenta el Recurso de Reconsideración el cual solicito se acoja, ya que no se comparte el informe aprobado por el Consejo Superior, emitido por la Dirección de Planificación 507-PLA-RH-OI-2020,  ni sus conclusiones y recomendaciones.   Se considera que dicho informe tiene una base probatoria que no es acorde a la realidad de la Defensa Pública, ni la atención que esta brinda a las personas indígenas y por ello no contempla en sus recomendaciones la totalidad de las plazas que las personas usuarias indígenas requieren para su atención, a pesar de su condición de extrema vulnerabilidad.  



De tal manera que, si se considerara y valorara lo señalado en el Oficio JEFDP- 365-2020, se podría determinar la necesidad no de dos plazas como lo indica la Dirección de Planificación, sino de una cantidad mayor de plazas que las personas usuarias indígenas requieren. Es así como se solicita reconsiderar el acuerdo y no tener por aprobado el informe de Planificación, sino valorar el Oficio de la Defensa Pública ya indicado y ordenar un nuevo estudio integral a la Dirección de Planificación, que en su condición de órgano técnico especializado debe recolectar e  incluir datos de los diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Violencia Doméstica a nivel nacional, tanto de forma general como segmentada en relación con la población indígena. 



Se aporta como prueba el Oficio JEFDP- 365-2020, enviado a la Dirección de Planificación en fecha del 14 de abril del año en curso.



Atentamente,









M.Sc. Diana Montero Montero

Jefa a.i  

Defensa Pública
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                                                        Poder Judicial – Dirección  de Planificación

San José -  Costa Rica

Telf.   2295-3600 / 3599  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr



553-PLA-RH-MI-2020

Ref. SICE 1692-18

17 de abril de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte





Estimada señora:



En adición al informe 507-PLA-MI-2020 y en atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, se puso en conocimiento el informe preliminar 507-PLA-MI-2020 del 30 de marzo al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión Acceso a la Justicia, a la Máster Diana Montero Montero, Jefatura a.i de la Defensa Publica, de la Licda. Kattia Morales Navarro Directora de la Dirección de Tecnología de Información y de la Licda. Roxana Arrieta, Directora de la Dirección de Gestión Humana.



[bookmark: _Hlk40201912]Como respuesta se recibieron oficios 662-DTI-2020 y 0712-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de Información (ver anexo 1) y el oficio JEFDP-3565-2020 de la Defensa Publica (ver anexo 2).



Previo a iniciar con el análisis de las observaciones resulta procedente establecer que el informe en consulta 507-PLA-RH-MI-2020, fue realizado, tomando como base el informe  del ejercicio presupuestario 2020 para el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas para el 2020 (634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación), el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, por lo tanto, en el informe puesto en consulta se mantienen recomendaciones planteadas según fue aprobado en su oportunidad por los entes superiores.



Seguidamente se adjunta un resumen de los principales puntos planteados por la Dirección de Tecnología de Información y por la Jefatura de la Defensa Pública; así como, las observaciones correspondientes de la Dirección de Planificación:


Dirección de Tecnología de Información:





		#

		Observaciones recibidas 

		Criterio de la Dirección de Planificación



		1

		Mediante el oficio 662-DTI-2020 del 3 de abril la Licda. Fabiola Arancibia Hernández, Coordinadora de la Unidad de Implantaciones de la Dirección de Tecnología de Información manifiesta: 


"(...) Sobre las Implantaciones del SSC (Sistema de Seguimiento de Casos), me permito señalar que la unidad de Implantación no cuenta con la capacidad operativa para asumir las implantaciones del SSC, es por lo que actualmente la Defensa Publica cuenta con una persona encargada de las implantaciones de la Defensa Pública, bajo la administración y coordinación de la Defensa Pública. Por parte de la unidad de Implantaciones se ha colaborado en algunos aspectos de coordinación a lo interno de la Dirección de Tecnología para las configuraciones. Así mismo, al ser un solo recurso dedicado a las implantaciones, se coordinó con la Dirección de Planificación para establecer un orden y lograr las implantaciones de diferentes unidades que intervienen en las materias de Agrario, Ejecucion de la Pena (Penal), Pensiones.

Actualmente se tiene validado las funciones del SSC para las unidades de Ejecución de la Pena por lo que se han iniciado desde finales del 2019 las implantaciones de esas unidades. Cabe señalar que se tiene en proceso la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades de Agrario y Pensiones Alimentarias, una vez que se cuente con esa validación, la defensa podría continuar con las implantaciones en esas unidades según la prioridad establecida por la Dirección de Planificación."

		En virtud de lo expuesto, se deberá esperar la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades Agrarias y de Pensiones Alimentarias, para posteriormente continuar con las implantaciones, lo anterior supeditado a la capacidad operativa de la Unidad encargada en la Dirección de Tecnología de Información y el profesional en informática asignado a la Defensa Pública.



Lo anterior, se incorpora en el informe.



		2

		Mediante oficio 0712-DTI-2020 se indica.

En respuesta a la recomendación brindada a la Dirección de Tecnología de Información en el oficio N° 507-PLA-RH-MI-2020, donde se solicita: “Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios.”, se informa: 

  La Unidad de Inteligencia de la Información desarrollará durante el primer semestre de 2020 la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento de Casos, con esto la información de los casos de la Defensa Pública se mostrarán dentro de las estadísticas en los reportes del SIGMA.

		Se toma nota y se incorpora en el informe dicha propuesta por parte de la Dirección de Tecnología.








Defensa Pública:





		#

		Observaciones recibidas 

		Criterio de la Dirección de Planificación



		1

		La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:



“Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor.”

		Se concuerda con la Jefatura de la Defensa Pública en cuanto a la existencia de minutas que evidencian los requerimientos expresados por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas e inclusive, la Jefatura de la Defensa Pública. No obstante, se aclara que en el análisis del informe si fue considerado, precisamente variables cualitativas de la zona de Bribri y Buenos Aires, que es donde se concentra la mayor cantidad de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente. 



		2

		La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:



“Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.”

		En el informe se evidencia la cantidad de recursos con los que se cuenta en las oficinas de la Defensa Pública. Para el caso específico de la Coto Brus, se expresa literalmente:



“ (…) la Defensa Pública de Coto Brus mantiene colaboración de Corredores (un día por semana). En este último despacho, aunque no se cuente en la estructura organizacional ordinaria con una persona defensora especializada en Pensiones Alimentarias, una Defensora o Defensor Público de materia penal mantiene un recargo de Pensiones Alimentarias. (…)



Además, en la tabla 3 del informe se evidencia que la Defensa Pública de Coto Bus cuenta con un circulante penal de 76 asuntos (para el que si tiene recursos), 9 de Pensiones Alimentarias (donde mantiene colaboración de otra oficina) y no cuenta con circulante Agrario. Por último, importante mencionar que los asuntos de Pensiones Alimentarias son llevados por recargo por un recurso penal. 



		3

		La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:



"Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor."

		La Dirección de Planificación comparte el criterio de que estos datos deben ser analizados; sin embargo, debido a las condiciones particulares geográficas, sociales y económicas de cada población indígena y la zona en la que habita, de momento no se estima oportuno realizar una recomendación generalizada para la atención de la población indígena, pues las condiciones pueden variar según la zona.

Es por ello, que las cargas de trabajo calculadas no son ajustadas para que la Persona Defensora tenga un 100% de ocupación; pues, es necesario dejar espacios para atender imprevistos o situaciones que ameriten dedicar más tiempo, como lo es la atención de personas indígenas.

Por otro lado, dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal se están analizando de manera distintiva la condición y particularidad de la población y la zona en la que se encuentran, tomando en cuenta tiempos de movilización y limitaciones económicas de las personas en cada oficina que se aborda, para emitir recomendaciones de manera integral, que beneficien tanto a la oficina como a la población.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		4

		La M.Sc. Diana Montero manifiesta:



[bookmark: _Hlk40201359]"Se debe aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración, de forma tal que la información es real y obedece al lugar donde debería existir una plaza"

		Se tiene por rendido este punto, el análisis del informe contempló esta variable, tal y como se indicó por la Defensa Pública en el cuadro remitido el 17 de febrero de 2020, denominado "Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019" donde se especifica dentro de las notas al pie que hay casos atendidos por profesionales de otras zonas; sin embargo, el circulante es contabilizado dentro del circulante del despacho competente. 



En informe este punto fue planteado como una posibilidad, no fue una aseveración; sin embargo, en vista de su oportuna aclaración, se realizará una modificación de la redacción del punto mencionado. Aclarando, que el análisis estadístico se realiza a nivel país y se segrega por oficina de la Defensa Pública. 







		5

		"El Departamento de Planificación no valora de forma oportuna que los dos casos a los que se refiere la Defensa corresponden a los procesos penales de Salitre y Térraba y que justamente es en ese lugar que el Estado de Costa Rica tiene medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Además, se tiene conocimiento que habrán otras investigaciones en la zona de Buenos Aires con las mismas características, más de 50 imputados en la primera y aproximadamente 80 imputados en la segunda. "

		Se comparte el criterio de la Defensa Pública y se contempla dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020, donde literalmente dice:

 " (...) Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 
Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito."

El texto anterior evidencia que las manifestaciones realizadas por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas y la Jefatura; fueron consideradas. Se recalca que se considera dentro del análisis estadístico un año de muestra (de setiembre 2018 a setiembre 2019) y, se compara los datos estadísticos del informe del año anterior, donde se comprueba que el comportamiento de la cantidad de personas usuarias indígenas en calidad de interviniente por expediente se mantiene. Importante mencionar que, a nivel nacional ingresaron más de mil expedientes con las características en mención, donde ninguno presenta el comportamiento expresado por la Defensa Pública, esos dos expedientes representan menos del 0,05% de la entrada.

Ahora bien, para poder solventar estos asuntos de gran complejidad, ya que requieren la intervención de muchos recursos de Defensor o Defensora Pública, se le recomienda a la Jefatura de la Defensa Pública hacer uso de los mecanismos temporales con que cuenta la Institución para brindar el servicio de calidad que caracteriza a la Defensa Pública, como el desarrollo de un proyecto bajo la metodología Institucional, un plan de trabajo o plan remedial, entre otros.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		6

		[bookmark: _Hlk40201967]La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente en relación a la naturaleza de los recursos de Defensora o Defensor Público:

(...)  "se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 

1) especializada en derecho indígena. 

2) especializada en la materia de competencia. 

Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore."

		Se coincide con el criterio de especialización de personal defensor; sin embargo, por las cargas de trabajo evidenciadas en el informe en mención, el criterio técnico de la Dirección de Planificación es que los recursos de Defensora o Defensor Público sean especializados pero no exclusivos, de manera que las personas defensoras cumplan con las cargas de trabajo establecidas por el ente competente, priorizando su especialización.

Adicionalmente, cabe manifestar, que las propuestas de recurso humano planteadas en dicho informe, mantienen la misma línea de trabajo establecida en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, para fines del ejercicio presupuestario del año anterior.

Sin embargo, se toma nota de la observación jurídica, la cual se agrega dentro del apartado de recomendaciones del informe para la solicitar el criterio de la Dirección Jurídica, siendo el referente competente para dar un criterio técnico acertado en cuanto al principio de legalidad.



		7

		El Sr. Mario Rosales Vargas, Coordinador de materia Agraria de la Defensa Pública manifiesta:


“Respecto de estas recomendaciones, concretamente en cuanto a que se asigne a las personas defensoras públicas que conformamos la Unidad Agraria casos de materias diferentes a las de nuestra especialización, deben valorarse algunas situaciones.
En primer lugar, hay que recordar que la forma de reportar el circulante, había venido siendo equivocada mediante el reporte del número de expediente o NUE, de esa manera en un expediente donde se defiende a más de una persona, solamente se reportaba una representación."

		Los datos estadísticos incluidos en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 puesto en consulta el día 30 de marzo del presente año, fueron suministrados por el Subproceso de Estadística y la Administración de la Defensa Pública, de manera tal, que son los datos oficiales para el 2019. Esta información es tabulada directamente en la Defensa Pública y posteriormente validados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación; de tal manera que, la data analizada en el informe se desprende de los insumos que cada oficina de la Defensa Pública facilitó en su momento.

Por otro lado, ante la imposibilidad de obtener datos del SSC debido a que no se tiene implantado el sistema informático, solo es posible obtener información por medio de los Anuarios Estadísticos, los cuales son utilizados para lo toma de decisiones de toda la institución y es por ello que cada despacho debe velar por que la información sea veraz y se ajuste a la realidad del despacho.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		8

		Asimismo, el Sr. Mario Rosales Vargas, Coordinador de materia Agraria de la Defensa Pública manifiesta:



"Ahora, como se desprende también del cuadro indicado que se adjunta, lo cierto es que si analizamos los datos estadísticos tomando en consideración los expedientes y no las representaciones, ejercicio que sería equivocado, pero si aun así lo hacemos, podemos ver que el promedio de expedientes por cada persona defensora agraria es de 230, lo que evidentemente también rebaza la cantidad límite de 180 expedientes."

		Se coincide con el criterio emitido por el Lic. Mario Rosales, es por ello que dentro del análisis estadístico se hizo el ejercicio de establecer una relación de asuntos entrados durante los primeros tres trimestres del 2019, según los datos facilitados por el Subproceso de Estadística y Defensa Pública (ver apendice 1), donde se observó que ingresaron 1317 asuntos y la cantidad de intervinientes correspondió a 1570, de tal manera fue posible establecer una relación de 1,19; por lo que se puede definir que por cada 10 asuntos que entran con un solo interviniente, ingresan 2 con más de un interviniente.

Por otra parte, realizando un análisis del cuadro adjunto "Defensa Pública Unidad Agraria", donde se muestra la cantidad de expedientes y personas representadas en la unidad agraria a marzo de 2020, se puede observar que la cantidad de expedientes activos en promedio persona defensora corresponde a 172 y no a 230, como se menciona por el Lic. Mario Rosales, Coordinador de la Unidad Agraria de la Defensa Pública. De tal modo, se comprueba que el circulante en trámite por Persona Defensora continua por debajo de la cuota establecida, tal y como se menciona en el informe en atención.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		9

		La M.Sc. Diana Montero manifestó lo siguiente referente a materia Agraria: 

"Según lo indicado supra, entre otras cosas debe valorarse también que en los procesos agrarios se está considerando por caso, no por persona usuaria, lo cual generaría una cantidad mayor.  Valga aclarar que la respuesta de licenciado Rosales se transcribe en su totalidad como él la planteó y resulta de importancia valorar si tal y como él lo indica, la carga de trabajo en materia agraria ha aumentado de manera tal que resulte inmanejable el trámite de los procesos contenciosos administrativos, pues obviamente una sola plaza en materia contencioso administrativa, no resulta suficiente para tramitar todo lo que esa materia conlleva."

		Los datos estadísticos incluidos en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 puesto en consulta el día 30 de marzo del presente año, fueron suministrados por el Subproceso de Estadística y la Administración de la Defensa Pública, de manera tal, que son los datos oficiales para el 2019. Esta información es tabulada y validada directamente en la Defensa Pública y posteriormente validados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación; de tal manera que, la data analizada en el informe se desprende de los insumos que cada oficina de la Defensa Pública facilitó en su momento.

El análisis estadístico de materia Agraria se encuentra ubicado de la página 31 a la 35 del informe 507-PLA-RH-MI-2020, con datos que fueron remitidos por la Defensa Pública el 17 de febrero del 2020. Del análisis efectuado, se extrae la siguiente información:

"En análisis de los datos proyectados de la Defensa Pública en materia Agraria, se estima una entrada promedio de 8 asuntos por recurso Defensor Público a nivel nacional; así como, un circulante promedio de 129 asuntos por cada plaza de Defensor.
De considerar la entrada promedio de 8 asuntos a nivel nacional más el circulante por cada plaza a diciembre de 2018, se estima un circulante proyectado de aproximadamente 137 asuntos por cada recurso Defensor Público; estando por debajo en 43 procesos (24%) de la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por cada plaza de Defensora o Defensor Público"

Es por ello que se considera que se debe de mantener la recomendación; pues, no resulta procedente realizar un nuevo estudio debido a que información estadística con la que se cuenta fue brindada precisamente por la Defensa Pública.



Lo anterior es sujeto a seguimiento para analizar el comportamiento.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		10

		El Doctor Roberto Montero García menciona que:

"Actualmente esta plaza cuenta con más de 39 expedientes activos, cantidad que es de esperarse que a futuro aumente, por lo que asignarle otro tipo de expedientes o causas de diferente materia, sin contar con datos estadísticos provenientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (donde se ha indicado, como consta en el mismo informe de Planificación, que no se cuentan con esos datos exactos) podría poner en riesgo la adecuada representación, por lo que parece prudente esperar al menos a que el año 2020 finalice y volver a revisar el circulante indicado."

		En concordancia con el criterio del Señor Montero García se aclara que, el presente informe tiene como alcance el periodo presupuestario 2021 y, para brindar el criterio técnico, la presente Dirección realiza inferencias científicas por medio de análisis de datos históricos. Se considera adecuada la recomendación y, es importante mencionar que la práctica de utilizar los datos estadísticos más actualizados es utilizada por la Dirección de Planificación. 

Es importante indicar que del mismo informe puesto en consulta se desprende la colaboración que recibirá durante el 2020 para la atención de los casos en materia Contenciosa Administrativa, según se cita. “…en la sesión 43-2019 del Consejo Superior artículo XL del 14 de mayo 2019, se acordó trasladar una plaza de persona defensora de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”. 

Lo anterior, no modifica el contenido del informe
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		Además, el Doctor Roberto Montero García menciona que:



"También cabe indicar que estos casos se llevan en la modalidad de “co defensa”, a efecto de que en caso de que como director del proceso sucediera alguna circunstancia que me haga imposible asistir a cualquier audiencia, pueda la persona asignada como codefensora participar de emergente sin ningúna objeción del Tribunal, ello atendiendo las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución 16/15, Medida Cautelar 321-12 y aclarando que esto en casos con personas indígenas, pues en los demás casos contenciosos de personas no indígenas no aplica esa codefensa."

		Se está de acuerdo con la indicación del Señor Montero García y se reiteran los siguientes párrafos del informe:

" (...) Respecto a los asuntos Contenciosos Administrativos, es importante hace énfasis de que se reportan 39 representaciones al cierre de diciembre de 2019.Estos asuntos mantienen la particularidad de que requieren codefensa, por lo que al menos deben participar dos Defensoras o Defensores en su tramitación. 
En consulta con la Coordinación de la Defensa Pública de Buenos Aires, el Licenciado Andrey Fuentes Gamboa, se expone que, por indicación de la Jefatura de la Defensa Pública, los asuntos contenciosos administrativos con interviniente persona indígena se asignan como recargo a las personas defensoras agrarias y por tal, desde que recibió la indicación, el único asunto que ha ingresado a la oficina es el que tiene asignado dentro de su circulante la persona defensora de materia agraria. (...) "

Aspectos que fueron considerados dentro del análisis de las cargas de trabajo del presente informe, inclusive se consulta al Defensor Coordinador de Buenos Aires por qué se registra un asunto Contencioso Administrativo, respuesta explícita en el párrafo anterior.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
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		El Doctor Roberto Montero menciona que:

"Otro aspecto cuestionable en el informe rendido por Planificación, es el dato de que solamente hay en el Tribunal Contencioso Administrativo 12 expedientes activos de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí, KEKOLDI, pues en la Defensa Pública, como se desprende de los datos internos, se llevan bastante más de 12 causas a dicha asociación."

		Se reitera que la cantidad de expedientes activos mostrados en el informe fueron los reportados por el Tribunal Contencioso Administrativo el 04 de febrero de 2020, según los sistemas de información, para un total de 97 asuntos activos, dentro de los que están los 12 de la Reserva Indígena de Bribri, KEKOLDI, sin indicar un dato distinto.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
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		La M.Sc. Diana Montero menciona:

" (...) preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención para analizar el impacto que esta complejidad tiene ni para la persona usuaria, ni para la Defensa Pública, ni siquiera para el país que se encuentra cuestionado internacionalmente por el manejo de los asuntos indígenas . (...) "

		Es importante aclarar que se tomó en cuenta lo externado por las diferentes personas de la Defensa Publica, según se desprende del mismo informe:

“..el 03 de febrero de 2020 se coordina una sesión de trabajo con la Administración de la Defensa Pública, respaldada en la minuta 29-PLA-MI-MNTA-2020; con el propósito de identificar el impacto dado en la Defensa Pública a partir de la implementación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas y, recibir retroalimentación de la manera de trabajo optada por la administración para solventar las necesidades de la población en mención.
Con base en la información recolectada en reunión mencionada en el párrafo anterior y, con la información estadística enviada por la Administración de la Defensa Pública; se procede a analizar las cargas de trabajo de las plazas de Defensora o Defensor Público responsables de la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.
Seguido, se consultó a Unidad de Capacitación de la Defensa Pública sobre los lineamientos establecidos por parte de la Jefatura de la Defensa Pública para cubrir el tema de capacitación del personal de la Defensa Pública en la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.”  En anexos, se adjunta minuta a este oficio 

Con lo anterior, se realiza el análisis científico considerando las observaciones cualitativas brindadas por todo el personal en mención. 

Adicionalmente, cabe reiterar que el análisis y las propuestas de recurso humano planteadas en dicho informe, mantienen la misma línea de trabajo establecida en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de junio de 2019, Artículo IV, para fines del ejercicio presupuestario del año anterior.
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		"Debemos señalar que las apreciaciones y argumentos expuestos por el Dr. Montero García son compartidos en su totalidad por la Jefatura.  Resulta preocupante que mucha de la información que se ha brindado en entrevistas a  los responsables de estudio no quede reflejada en este,  como por ejemplo, la situación del licenciado Jorge Sanchez y los acuerdos respecto a su ubicación. Además,  preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención "

		[bookmark: _Hlk40202460]Se comparte el criterio del personal defensor técnico, así como de la Jefatura de la Defensa Pública; siendo consideradas dentro el presente estudio. Las observaciones presentadas por el Dr. Montero García se aclaran en los puntos anteriores. 

Respecto a la situación del Lic. Jorge Sánchez, se procederá a especificar su ubicación, ya que se puede ampliar su mención en el informe en el apartado VI, sin embargo, en el apartado III se detalla el antecedente.
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		"• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
• Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas"

		Seguidamente se extrae parte de lo expuesto en el punto cinco del informe, referente a la carga laboral en materia de Pensiones Alimentarias:


"Al tercer trimestre del 2019 existían 306 asuntos en trámite en la Defensa Pública, en los que figuraba una o varias personas pertenecientes a poblaciones indígenas, del total de asuntos un 68% esta centralizado en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, con un 34% en cada una; seguidos de Pérez Zeledón con un 7% y Limón con un 6%.

 
De tal modo, es posible determinar que los asuntos en trámite en Bribri y Buenos Aires de forma separada, superan en un 80% a los casos en trámite en la Defensa Pública con el tercer lugar, en materia de Pensiones Alimentarias."


La Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que las circulantes actuales con las que cuentan la mayoría de estos despachos no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
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		"• Se indica por parte de la Dirección de Planificación que en el supuesto de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, que estas además de la materia de pensiones alimentarias conocerá de manera complementaria asuntos de materia penal, priorizando esta última por encima de materias concernientes al área del derecho de familia como lo son procesos de familia y de violencia doméstica. Asimismo, se debe recordar que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, indica de manera clara que las personas defensoras públicas que atiendan a las personas usuarias indígenas deberán ser especialista en el área de atención, pero como podría pretenderse esto, si en la Defensa Pública justamente buscando esta especialidad realiza procesos de reclutamiento distintos para la materia penal y para materias sociales, por lo cual no podría catalogarse como materias afines. "

		Se replica lo que se expresó en puntos anteriores del presente documento: 

Se coincide con el criterio de especialización de personal defensor; sin embargo, por las cargas de trabajo evidenciadas en el informe en mención, el criterio técnico de la Dirección de Planificación es que los recursos de Defensora o Defensor Público sean especializados pero no exclusivos, de manera que las personas defensoras cumplan con las cargas de trabajo establecidas por el ente competente, priorizando su especialización.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
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		"Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública  cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio."

		En este particular, como se menciona en el apartado cinco de Pensiones alimentarias del informe 507-PLA-RH-MI-2020, la dinámica es la misma que realiza actualmente la Defensa Pública, donde "(...) los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. (...)"



Tal y como se abordó en la observación 13 de presente documento la Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que los circulantes actuales de esas oficinas no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional a nivel nacional.





Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		18

		" Todo ello aunado a las largas distancias que deben recorrer, por caminos escarpados y riesgosos, donde no existen medios de transporte.  Por lo tanto, resulta lamentable que todos estos aspectos que describe y analiza la licenciada Mora Venegas, no sean valorados por las personas responsables del informe al momento de llegar a conclusiones, omitiendo estas delicadas condiciones.

En virtud de lo expuesto por los diferentes especialistas, es necesario recalcar que se requieren más de las dos plazas de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribrí, que señala el Informe 507-PLA-RH-MI-2020. "

		La Dirección de Planificación tomando en consideración las limitaciones presupuestarias actuales que imposibilitan la creación de nuevas plazas y en busca de la maximización de los recursos con los que cuenta la institución, en el apartado denominado "Aspectos demográficos a considerar" realizó una revisión de todas las zonas indígenas del país, con el fin de detectar aquellas de mayor densidad, para así, poder favorecer primeramente a la mayor cantidad de personas; como resultado se obtuvieron las zonas de Bribri y Buenos Aires.

Por otro lado, es importante destacar que mediante el Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal que realiza la Dirección de Planificación, ya fue abarcada la oficina de la Defensa Pública de Bribrí donde se realizaron una serie de propuestas para mejorar el acceso a la justicia y  el servicio que se brinda a la población indígena, como la realización de indagatorias en territorios indígenas en busca de un acercamiento con las personas, la atención de indagatorias de respuesta inmediata, con el fin de evitar que la población indígena deba presentarse varias veces; se promovió la posibilidad de ampliar las instalaciones físicas actuales o trasladarse a un lugar cercano para dar un mejor servicio a los usuarios, se planteó la capacitación al personal en lenguas indígenas, entre otros.


Si bien es cierto, estas recomendaciones fueron planteadas para la zona Bribri, el proyecto irá abarcando paulatinamente todas las oficinas de la Defensa Pública del país, lo que traerá una serie de recomendaciones específicas para cada oficina según sus particularidades y claramente tomando en cuenta los aspectos sociales asociados.


Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		

		Asimismo, la M.Sc. Diana Montero manifiesta: 

"(...) la necesidad de recursos para atención de población indígena en materias de familia, pensiones alimentarias e incluso las actoras de violencia doméstica resulta imperiosa.  El servicio que se está dando resulta sumamente limitado y contraviene lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas (...)"

		La Dirección de Planificación coincide con lo manifestado por la Jefatura de la Defensa Pública, es por ello que, tomando en consideración las limitaciones presupuestarias que atañen a la institución, que se está haciendo un esfuerzo mediante los alcances del Proyecto del Mejoramiento al Proceso Penal en la Defensa Pública, para que en la medida de lo posible sean movilizadas plazas hacia las oficinas con mayor necesidades para solventar paulatinamente los requerimientos asociados a la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas.

Por otro lado, como se observa en el análisis  y en los elementos conclusivos del informe en atención, y en lo concerniente a Pensiones Alimentarias, se puede observar que un 85% del total de asuntos se concentra en Buenos Aires y Bribri, y es por ello, que esta Dirección decidió priorizar la situación de estas oficinas.

Además, se tiene conocimiento de la situación de las oficinas de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón y Coto Brus, las cuales serían después de Bribri y Buenos Aires, las oficinas de mayor carga laboral en Pensiones Alimentarias y desde la perspectiva de mejorar al servicio público, eventualmente se podría valorar dotar de recurso; pues, según lo establecido en la Ley Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas debe darse representación tanto a la parte actora como a la demanda, y partiendo de que no puede ser la misma Persona Defensora quien represente a ambas parte; sin embargo, las cargas de trabajo actuales, se logran atender con la cantidad actual de defensoras y defensores, y ante la necesidad de priorizar la utilización de recursos no resulta procedente otorgar recursos adicionales en este momento, pero serán tomadas en cuenta dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento Penal de la Defensa Pública, como parte de la maximización de los recursos institucionales. 



		

		"se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis"

		En vista de que todos los argumentos y datos expuestos fueron analizados uno a uno en el presente documento; el criterio de la Dirección de Planificación se mantiene, debido a que la regla Fiscal se mantiene y el presente informe responde a la actualización del requerimiento de recursos para a tramitación de asuntos con persona indígena en calidad de interviniente a partir de la promulgación de la Ley 9593, donde se obtiene como resultado que las cargas de trabajo no han tenido una variación significativa respecto al estudio realizado el año anterior, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria (Presupuesto 2020) artículo XV, celebrada el 23 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena en la sesión 22-19 celebrada el 06 de junio de 2019, artículo IV.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		

		

		



		

		En vista de las solitudes planteadas en el Oficio específicamente en el “Cuadro diagnóstico de servicio” remitido por la Defensa Pública, se procede a enlistar todas las plazas requeridas desde el punto de vista de la Defensa Pública, segregado por despacho y materia:



Puriscal: 1 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Buenos Aires: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Corredores: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Golfito: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Coto Brus: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Guatuso: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Turrialba: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Tarrazú, Dota y León Cortés: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Limón: 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Bribri: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Subtotal: 14 Pensiones Alimentarias, 22 Familia y 11 Violencia Doméstica.



Total: 47



		Con el fin de dar atención a lo establecido a lo solicitado por la Defensa Pública y tomando como insumo la estimación de costos por persona defensora para el 2021, se procedió a realizar un cálculo del costo que implicaría el otorgamiento de las 47 plazas mencionadas.



El costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000 y el Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273, para un total de ₡54.545.273 por lo tanto para las 47 plazas correspondería a ₡2.563.627.831.











Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Copia: Archivo
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		Minuta 29-PLA-MI-MNTA-2020
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Señora


Elena Gabriela Picado González 


Jefa del Subproceso de Modernización Institucional 


Dirección de Planificación








Estimada señora, 


Revisado el informe 634-PLA-RH-MI-2020, al que se hace referencia en el oficio 507-PLA-RH-MI-2020, se emite dentro de las recomendaciones a la Dirección de Tecnología de Información, la siguiente:


· Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios.





Sobre las Implantaciones del SSC (Sistema de Seguimiento de Casos), me permito señalar que la unidad de Implantación no cuenta con la capacidad operativa para asumir las implantaciones del SSC, es por lo que actualmente la Defensa Publica cuenta con una persona encargada de las implantaciones de la Defensa Pública, bajo la administración y coordinación de la Defensa Pública. Por parte de la unidad de Implantaciones se ha colaborado en algunos aspectos de coordinación a lo interno de la Dirección de Tecnología para las configuraciones. Así mismo, al ser un solo recurso dedicado a las implantaciones, se coordinó con la Dirección de Planificación para establecer un orden y lograr las implantaciones de diferentes unidades que intervienen en las materias de Agrario, Ejecucion de la Pena (Penal), Pensiones.


Actualmente se tiene validado las funciones del SSC para las unidades de Ejecución de la Pena por lo que se han iniciado desde finales del 2019 las implantaciones de esas unidades. Cabe señalar que se tiene en proceso la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades de Agrario y Pensiones Alimentarias, una vez que se cuente con esa validación, la defensa podría continuar con las implantaciones en esas unidades según la prioridad establecida por la Dirección de Planificación.





Anexo


			Priorización de implantaciones del SSC dada por la Dirección de Planificación


			

















Atentamente,


Fabiola Arancibia Hernández


Coordinadora Unidad Implantaciones


Subproceso de Gestión de Servicios, DTI
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				Nelson Arce Hidalgo



				To



				Fabiola Arancibia Hernández; Jorge Fernando Rodríguez Salazar



				Cc



				Elena Gabriela Picado González; Lucía Zeledón Quirós



				Recipients



				farancibia@Poder-Judicial.go.cr; jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr; epicadog@Poder-Judicial.go.cr; lzeledonq@Poder-Judicial.go.cr







Buenas tardes Fabiola,







 







De acuerdo a lo analizado, vemos que sería más adecuado que el abordaje se haga en función del lugar que se visite y no precisamente por materia, si bien se le estaría dando prioridad a Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José y de cierta forma a la materia Agraria de acuerdo a la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario en febrero de 2020, vemos que ésta forma de abordaje colaboraría a que exista una menor interrupción en las oficinas que se aborden, las cuales una vez que se culmine la implantación no se tenga que regresar de nuevo, sino que quede implementado en todas las materias que cada oficina requiera.







 







Oficina







Materia







Defensa Pública de Flagrancia de II Circ. San José (Goicoechea)







Flagrancia







Defensa Púlica Agrario - I Circ. Judicial de Alajuela 







Agrario







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Alajuela)







Ejecución de la Pena







Defensa Pública de Pensiones - I Circ. Judicial de Alajuela







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de Alajuela







Flagrancia







Defensa Publica de I Circ. Judicial de San José (Materia Agraria)







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de I Circ. San José







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de San José)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica Agrario de Upala







Agrario







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Upala y Guatuso) 







Pensiones







Defensa  Publica Agrario - I Circ. Judicial de Cartago







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de Cartago 







Flagrancia







Defensa Publica de Agrario  en Puntarenas 







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de Puntarenas







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Puntarenas)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Puntarenas







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Heredia







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones  -  Heredia







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Liberia







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Liberia)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Liberia







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Limón)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Limón







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Guápiles)







Ejecución de la Pena







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)







Flagrancia







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (san Carlos) 







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de San Ramón







Flagrancia







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (San Ramon) 







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Santa Cruz







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones  -  Santa Cruz







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Perez Zeledón







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones - Perez Zeledón







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Los Chiles) 







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (Grecia) 







Pensiones







Defensa  Publica de Pensiones - Turrialba







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Sarapiqui







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  - Bribi y Talamanca







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Batan







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Quepos y Parrita







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Cóbano







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Garabito







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Cañas







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Nicoya







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Corredores







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Golfito y Puerto Jimenez







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Buenos Aires







Pensiones







 







 







Cualquier duda o consulta quedamos a disposición.







 







Saludos cordiales, 







 















 







De: Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 12 de junio de 2019 7:45 a. m.
Para: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr>; Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Cronograma-SSC.xlsx







 







Esa es la propuesta, porque solo hay un recurso para implantar el SSC, es por ello que necesitamos un orden precisamente por los proyectos que tienen







 







De: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 12 de junio de 2019 06:40
Para: Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Cronograma-SSC.xlsx







 







Buenos dias, sobre este tema te consulto si la propuesta es terminar primero flagrancia, luego Agrario y en tercer lugar Ejecucion de la Pena.







Es que en el caso de Ejecucion de la Pena hago la salvedad que cuando esten listas las mejoras tecnologicas de EV y Gestion en Linea, iniciara la implementacion en los Juzgados y ahi deberia estat alineado con la implementacion de SSC en Defensa, por lo que es necesaria esa consideracion. Muchas gracias.







Obtener Outlook para Android







 







  _____  




From: Fabiola Arancibia Hernández
Sent: Tuesday, June 11, 2019 8:42:14 AM
To: Jorge Fernando Rodríguez Salazar; Nelson Arce Hidalgo
Cc: Elena Gabriela Picado González
Subject: RE: Cronograma-SSC.xlsx 







 







Hola Jorge, en ese caso cambio la defensa de Flgrancia de I Circ. por otra defensa de puntarenas







 







Para verlo con la defensa necesito primero que me aprueben el orden de implantación







 







Quedaría así:







Flagrancia+A5:B52







Defensa Pública de Flagrancia de II Circ. San José (Goicoechea)







Defensa Pública de Flagrancia de San Ramón







Defensa Pública de Flagrancia de Herecia







Defensa Pública de Flagrancia de Liberia







Defensa Pública de Flagrancia de Puntarenas







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de Alajuela







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)







Defensa Pública de Flagrancia de I Circ. San José







Defensa Pública de Flagrancia de Cartago 







Defensa Pública de Flagrancia de Santa Cruz







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)







Defensa Pública de Flagrancia de Perez Zeledón







Agrario







Defensa Púlica Agrario - I Circ. Judicial de Alajuela 







Defensa Publica de I Circ. Judicial de San José (Materia Agraria)







Defensa Publica Agrario de Upala







Defensa  Publica Agrario - I Circ. Judicial de Cartago







Defensa Publica de Agrario  en Puntarenas 







Ejecución de la Pena







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Alajuela)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Liberia)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Puntarenas)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de San José)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Guápiles)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Limón)







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - I Circ. Judicial de Alajuela







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (san Carlos) 







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Upala y Guatuso) 







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Los Chiles) 







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (San Ramon) 







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (Grecia) 







Defensa  Publica de Pensiones - Turrialba







Defensa Publica de Pensiones  -  Heredia







Defensa Publica de Pensiones  -  Sarapiqui







Defensa Publica de Pensiones  -  Limón







Defensa Publica de Pensiones  - Bribi y Talamanca







Defensa Publica de Pensiones  -  Batan







Defensa Publica de Pensiones  -  Puntarenas







Defensa Publica de Pensiones  -  Quepos y Parrita







Defensa Publica de Pensiones  -  Cóbano







Defensa Publica de Pensiones  -  Garabito







Defensa Publica de Pensiones  -  Liberia







Defensa Publica de Pensiones  -  Cañas







Defensa Publica de Pensiones  -  Nicoya







Defensa Publica de Pensiones  -  Santa Cruz







Defensa Publica de Pensiones - Perez Zeledón







Defensa Publica de Pensiones - Corredores







Defensa Publica de Pensiones - Golfito y Puerto Jimenez







Defensa Publica de Pensiones - Buenos Aires







 







 







 







De: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 11 de junio de 2019 08:09
Para: Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Cronograma-SSC.xlsx







 







Buenos dias, mi observacion es con respecto a flagrancia del ICJSan Jose dado a que estamos proximos a iniciar un proyecto de rediseño que podria impactar en su unificacion con el IICJ SJ. Mi otra sugerencia es validarlo con la Defensa Publica. Muchas gracias.







Obtener Outlook para Android







 







  _____  




From: Fabiola Arancibia Hernández
Sent: Monday, June 10, 2019 10:47:40 AM
To: Jorge Fernando Rodríguez Salazar; Nelson Arce Hidalgo
Cc: Elena Gabriela Picado González
Subject: RE: Cronograma-SSC.xlsx 







 







Hola, para coordinar con la defensa las fechas, necesito me aprueben el orden propuesto o bien indicarme si se debe hacer algún cambio en el mismo.







 







De: Fabiola Arancibia Hernández 
Enviado el: jueves, 30 de mayo de 2019 15:58
Para: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr>; Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Cronograma-SSC.xlsx







 







Hola compañeros, adjunto cronogramas, una vez aprobado el orden se coordinaran las fechas con la defensa  para dar inicio, el orden es el que vimos en la reunión, envío copia a Gaby porque quedarían para el 2019 implantaciones como las defensas de Agrario y la de pensiones ya que estamos dando prioridad a las de Flagrancia.







El orden puede variar según consideren.
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Oficio JEFDP- 365-2020


San José, 14 de abril de 2020


Sra. Nacira Valverde Bermúdez



Directora a.i. Dirección de Planificación



Poder Judicial 



Estimada señora: 



Reciba un cordial saludo.  De conformidad con el informe de la Dirección de Planificación N 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, con el mayor de los respetos me permito indicar lo siguiente:


El artículo primero de la Constitución Política establece que Costa Rica es una República democrática, libre e independiente, multiétnica y pluricultural. Esto significa que las diferentes instituciones del Estado, entre ellas el Poder Judicial,  deben realizar una serie de  prácticas para respetar esa pluriculturalidad, y una de esas acciones afirmativas justamente es  valorar las diferencias existentes y en atención a estas, generar políticas institucionales, que para el caso en concreto significa, aplicar una mirada intercultural y cualitativa en el Departamento de Planificación, de tal forma que a partir de esta se pueda determinar la necesidad de plazas de personas defensoras públicas para la atención de personas indígenas; no así desde una relación solamente cuantitativa.


Como todas las personas sabemos, en Costa Rica hay 8 pueblos indígenas diferentes que se encuentran distribuidos en 24 territorios: bribris, cabécar, huetar, chorotega, ngäbes, térraba o teribe, borucas y malekus, Además de los miskitos que son de Nicaragua, y lo ngäbes-buglés de Panamá, para un total de 10 pueblos indígenas.


Muchos indígenas   hablan y comprenden su idioma materno, entre estos están el bribri, cabécar, ngäbere, malecuajaica, miskito, murire o buglere, dependiendo de cuál es el pueblo al que pertenecen. Sus territorios se encuentran aislados, con difícil acceso, recorren grandes distancias para trasladarse desde sus lugares de residencia hasta los diferentes despachos judiciales,  sus derechos son colectivos e individuales, y  se encuentran en condición de pobreza, sumado a que su cosmovisión, costumbres, cultura  y formas de vivir son distintas a las de las personas no indígenas, lo que implica una sensibilidad diferente y un trato diferenciado, en que se visualicen sus necesidades por parte de la persona que realiza el abordaje judicial.


Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor.



Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.



Se debe aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración, de forma tal que la información es real y obedece al lugar donde debería existir una plaza. Además, debe aclarase también que las actoras de violencia doméstica son asumidas por falta de plazas por las personas defensoras públicas de pensiones, y son las personas demandadas en procesos de violencia doméstica quienes son asumidas por personas defensoras públicas de materia penal, se reitera, por falta de plazas. En ese mismo sentido también debe considerarse que las plazas de pensiones alimentarias asesoran no solo esa materia sino también en familia, tanto en personas actoras y personas demandas, lo que genera en muchos de los lugares conflictos, pues llegan las personas usuarias demandadas con documentos que se vencen y no está en el lugar la persona que se traslada para brindar la atención y las otras personas defensoras no la pueden asesorar porque podría existir conflicto de intereses. Esto puede ocurrir en muchas oficinas, pero en particular, resaltamos el caso de la Zona Sur o de la Zona de Limon o Turrialba.  Recordemos que las plazas de las personas Defensoras Públicas tienen destino de materia y en esa materia son capacitados quienes las ocupan. No necesariamente las personas Defensoras Penales tienen conocimiento de los asuntos de Pensiones Alimentarias ni tampoco sus plazas fueron creadas para esta materia, máxime cuando sus cargas de trabajo en materia penal ya son más que suficientes.


Se plantea en el informe lo siguiente:



“Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 



Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito.” (La negrita no es del original)


El Departamento de Planificación no valora de forma oportuna que los dos casos a los que se refiere la Defensa corresponden a los procesos penales de Salitre y Térraba y que justamente es en ese lugar que el Estado de Costa Rica tiene medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Además, se tiene conocimiento que habrán otras investigaciones en la zona de Buenos Aires con las mismas características, más de 50 imputados en la primera y aproximadamente 80 imputados en la segunda. Sería de gran importancia que el Departamento de Planificación estudie el impacto internacional que tienen estas causas y la trascendencia en términos de derechos humanos, por los cuales la República de Costa Rica hoy enfrenta un litigio internacional, e incluso ha recibido cuestionamientos muy delicados, pues han existido situaciones que han evidenciado la falta de solución al problema. También, se debe de tomar en cuenta la gran cantidad de trabajo que generan estos casos, pues se debe realizar una defensa técnica intercultural y respetuosa de los derechos fundamentales de las personas indígenas. No son casos aislados, son casos reales, que cada vez serán más frecuentes, justamente por los problemas de tierras y territorios que hay en esa zona y se ha extendido a los otros territorios indígenas (24 en total). Respecto a esta realidad se deben tomar medidas a futuro, pues se trata de planificar las respuestas a futuro, para no enfrentar un aumento de este tipo de casos sin estar preparados con recursos humanos para asumirlos. 


A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, según el artículo 7,  hay una repercusión  exclusiva para la Defensa Pública,  ya que es esta Institución quien tendrá que asesorar a todas las personas indígenas, independientemente del tipo de proceso, del lugar en que se realice y de la posición en la que se presente la persona indígena, de tal forma que la competencia legal de atención de la Defensa Pública  se dimensiona a todos los procesos judiciales y es nacional. 



Véase lo señalado en  el primer párrafo del numeral 7, que establece:



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”




Nótese que es a la Defensa Pública a la que se le asignó la atención de estos pueblos indígenas, el artículo no menciona otra institución u órgano para brindarla.



De tal forma que se indica que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para ejercer una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad.



Además, se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 



1) especializada en derecho indígena. 



2) especializada en la materia de competencia. 



Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore.  Lo anterior evidencia que no bastan dos  plazas, una en Bribri y otra en Buenos Aires para asumir la responsabilidad que legamente nos ha sido asignada,  sino que se requieren necesariamente otras plazas en Coto Brus (pensiones –familia), Corredores, Turrialba, Tarrazú y otras zonas en las que hay exceso de trabajo, o no se brindan los servicios por falta de recursos humanos.


En cuanto al tema agrario y contencioso administrativo es necesario valorar lo indicado por la Coordinación de la Unidad de Agrario de la Defensa Pública, en la persona del Sr. Mario Rosales Vargas, que sobre el punto en cuestión indica:



“Respecto de estas recomendaciones, concretamente en cuanto a que se asigne a las personas defensoras públicas que conformamos la Unidad Agraria casos de materias diferentes a las de nuestra especialización, deben valorarse algunas situaciones.



En primer lugar, hay que recordar que la forma de reportar el circulante, había venido siendo equivocada mediante el reporte del número de expediente o NUE, de esa manera en un expediente donde se defiende a más de una persona, solamente se reportaba una representación.



Con el desarrollo del Sistema de Seguimiento de Casos (en adelante SSC), esta situación varió considerablemente y hoy, en materia penal, en la que se encuentra ya implantado dicho sistema a nivel nacional, los datos que se extraen respecto del circulante obedecen de manera correcta al número de representaciones y no de expedientes a cargo de cada persona defensora pública.



Explicado lo anterior, tenemos que en nuestra Unidad aún no ha sido posible la implantación del SSC, por lo que seguimos reportando erróneamente expedientes y no representaciones, lo que ha venido motivando que nuestro circulante se encuentre alterado, ya que se reportan menos representaciones de las que realmente tramitamos, esa situación como indiqué, responde a viejos criterios estadísticos que ya hoy están superados tanto en la Defensa Pública como en el área estadística de Planificación.



Con la anterior explicación, trato de evidenciar que la cantidad de expedientes activos de cada persona defensora de nuestra unidad supera con creces el número indicado como máximo de 180 representaciones. Esto lo demuestro con el cuadro que adjunto, donde claramente diferenciamos los expedientes activos (por número de expediente) de las representaciones activas y, en este caso podemos ver que en promedio tenemos 226 representaciones por persona defensora, lo que no solo hace innecesaria esa repartición extra de causas de otras materias, sino que empieza a encender alertas respecto de la necesidad de contar con más plazas y por otro lado, la necesidad en la creación de una Unidad Contencioso Administrativa, que se haga cargo exclusivamente de esa materia, la que nos fue impuesta por recargo y aceptada siempre y cuando se contara con la participación activa en esos expedientes, del Dr. Roberto Montero García quien es la única persona especializada en esa materia y que actualmente funge como director de estos procesos, brindando nuestra unidad respaldo al asignar co defensas.



Siguiendo con los datos fríos, tenemos que dichos números demuestran que ese recargo ya genera el peligro de sobrecargar nuestras plazas con la evidente pérdida en la calidad del servicio que brindamos.



Ahora, como se desprende también del cuadro indicado que se adjunta, lo cierto es que si analizamos los datos estadísticos tomando en consideración los expedientes y no las representaciones, ejercicio que sería equivocado, pero si aun así lo hacemos, podemos ver que el promedio de expedientes por cada persona defensora agraria es de 230, lo que evidentemente también rebaza la cantidad límite de 180 expedientes.



Pasemos a analizar el cuadro al que he hecho referencia.
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Como se puede ver, la Unidad Agraria lleva un promedio de 230 expedientes (casos activos) promedio, en tanto el promedio de expedientes activos por intervinientes y por persona defensora es de 226.



En el caso de los datos por interviniente, tenemos plazas como la #1 de Limón con 405 representaciones y la de Guápiles con 361.



De esa manera, es evidente como lo indiqué antes, que el tope máximo aprobado por Planificación de 180 expedientes, ha sido ampliamente superado por los números de intervinientes así como por expediente que se reflejan en el cuadro supra.



Ahora, en el caso de nuestra Unidad, no se deben invisibilizar otros aspectos de suma importancia para tomar en consideración el asignar o no causas de materias diferentes, ya que en materia agraria existen estos otros elementos o factores que deben ser considerados dentro de la complejidad de nuestras funciones, además del criterio simplista del circulante, estos serían:



1. Atención de la persona usuaria in situ



2. Juicios y otras audiencias in situ



3. Inspecciones previas para la interposición de procesos judiciales 



4. Desplazamientos  de más de 3 horas para llegar a las zonas de atención



5. Atención a poblaciones vulnerables (adultos mayores, mujeres campesinas, personas de baja o casi nula escolaridad, poblaciones indígenas,)



6. Resolver trabajo de oficina



7. Atención de público, entre otras tareas propias de la persona defensora agraria.



De esa manera, viendo el que incluso en un expediente con varios intervinientes puede darse la situación de que una o varias personas defensoras de diferentes jurisdicciones deban atender las diligencias in situ, se potencia el uso de tiempo fuera de oficina y de desplazamiento de cada una de ellas.



Por otro lado, todas estas funciones indicadas resultan hoy una realidad, esto sin haber  entrado  en vigencia operativa el nuevo Código Procesal Agrario, bajo la Ley 9609, pues al entrar en vigencia esta normativa vamos a tener que iniciar con una serie de participaciones extra, tales como:



1.  La ampliación de competencia



2. La ampliación a los defensores agrarios de la competencia judicial y en sede administrativa (gubernativa), pues se nos impone el atender procedimientos de tipo administrativos en oficinas tales como MINAE, INDER, MAG, INTA, MSP, CONAI, Ministerio de Pesca, y todas aquellas que tengan injerencia administrativa en sede judicial.



3. Intervenir es aspectos y materia contenciosa agraria.



4. El traslados a los diferentes departamentos  o instituciones públicas antes mencionadas, lo que implica choque de agendas y además aumento en las personas usuarias  tanto en sede administrativa como en sede judicial.



Como expongo, a criterio de este servidor existen una suma de razones, todas de alta importancia, para no asignar casos de materias diferentes a la agraria a las personas que conformamos esta Unidad, incluso para rectificar o reconsiderar el que nosotros no tengamos que llevar procesos contencioso administrativos, que revisten un proceso (derecho de forma) así como un derecho sustantivo (derecho de fondo) de connotación evidentemente pública, en tanto el derecho agrario resultan evidentemente de carácter civil o privado en su proceso, pues evidentemente el servicio es de interés público.



 Por lo indicado, resulta procedente objetar el informe de Planificación y solicitar:



1. Se incluya la necesidad imperiosa de que nos implemente el Sistema de Seguimiento de Casos para mantener una base de datos confiable.



2. Se entienda que no podemos las personas que laboramos en la Unidad Agraria de la Defensa Pública tramitar expedientes de otras materias, pues ya nos encontramos al límite de capacidad de atención.



3. Se valore el eximirnos de la tramitación de los asuntos contencioso administrativos, pues de hecho ya en la Defensa Pública existe una plaza que se dedica a estos asuntos de manera especializada, tanto para personas indígenas, como para personas funcionarias judiciales y privados de libertad con derechos a ser asistidos en esa jurisdicción, esto con la observación de que en tanto esa unidad no sea creada o no se dote a esa materia de mas personas defensoras, la Unidad Agraria seguirá asistiendo en casos con intereses contrapuestos donde participen personas indígenas, pues en casos de personas funcionarias judiciales, pareciera que la Unidad más apta es la Unidad Disciplinaria.”



Según lo indicado supra, entre otras cosas debe valorarse también que en los procesos agrarios se está considerando por caso, no por persona usuaria, lo cual generaría una cantidad mayor.  Valga aclarar que la respuesta de licenciado Rosales se transcribe en su totalidad como él la planteó y resulta de importancia valorar si tal y como él lo indica, la carga de trabajo en materia agraria ha aumentado de manera tal que resulte inmanejable el tramite de los procesos contenciosos administrativos, pues obviamente una sola plaza en materia contencioso administrativa, no resulta suficiente para tramitar todo lo que esa materia conlleva.


Sobre los procesos contenciosos administrativos, aún y cuando el Tribunal Contencioso Administrativo no tiene de manera adecuada los datos de las personas usuarias indígenas, se han identificado de manera general 93, si a estas personas se les consulta si desean ser representados por la Defensa Pública e indican de manera afirmativa, sería una nueva cantidad la que tiene que asesorar la Defensa Pública, pero esa es función del Tribunal citado.


En cuanto a los procesos contenciosos administrativos el Sr. Roberto Montero García, a partir del informe de Planificación señala:



“El suscrito, Roberto Montero García, ocupando en propiedad plaza de la Unidad Disciplinaria destinada a la atención de procesos contencioso administrativos donde participan personas indígenas, personas funcionarias judiciales que sean demandadas, así como personas privadas de libertad que acudan a dicha jurisdicción en procesos relacionados con procesos penales, funciones asignadas por parte de la Jefatura de la Defensa Pública acatando la directriz del Consejo Superior, emitida mediante Acuerdo adoptado en Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, me presento a hacer las siguientes observaciones al informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, de la Dirección de Planificación.



Necesidad de que una persona especializada atienda los asuntos contencioso-administrativos de las personas indígenas (físicas y jurídicas) así como de las personas servidoras judiciales que sean llevadas ante dicha jurisdicción 


Tomando en consideración el acuerdo de Consejo Superior, adoptado en sesión N°1-19 del 8 de enero del 2019, artículo XXVII, así como el mandato establecido en la ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas y el Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional, la Defensa Pública debe atender asuntos contencioso administrativos, pero asumiendo el reto de una manera seria, tal y como lo establece el artículo 7 de la ley 9593 que nos dice: 


“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita.”



Así por mandato legal, se debe contar en la Defensa Pública con personal especializado, tanto en materia indígena, como en contencioso-administrativo, lo que no resulta sencillo de cumplir.



Tratando de responder a ese mandato, la Defensa Pública se vio en la necesidad de redistribuir funciones a lo interno, pues el Consejo Superior, en la sesión 43-2019, artículo XL del 14 de mayo 2019 aprobó trasladar la plaza de Defensor Público (369766) de la Secretaría Técnica de Género, para que se dedicara a atender esos temas:



“ (…) para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”.



Sin embargo, dicha plaza estaba ocupada en propiedad por el Lic. Jorge Sánchez Solano, quien presentó recurso de reconsideración contra el acuerdo que lo ubicaba en la Defensa Pública como defensor encargado de los asuntos contencioso administrativos, donde alegó entre otras cosas, desconocimiento en la materia así como problemas de salud que se verían afectados por los traslados que debía hacer fuera de San José, recurso que fue resuelto por acuerdo del Consejo Superior, Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, como sigue:


“se acordó: Acoger parcialmente el recurso de reconsideración presentado por el licenciado Jorge Sánchez Solano, Defensor Público, y modificar el acuerdo adoptado por este Consejo en sesión Nº 52-19 del 7 de junio de 2019, artículo IX, en el sentido que la Jefatura de la Defensa Pública deberá de mantener al licenciado Sánchez Solano destacado en una de las oficinas del Primer Circuito Judicial de San José, reforzando aquellas áreas que estime conveniente, y de acuerdo a los conocimientos que tenga don Jorge. Por lo anterior, solicitar a la jefatura de la Defensa Pública, ubique y asigne funciones a citado servidor, que le permita mantener control sobre su salud, consideración para ello, el despacho que se adapte de mejor manera para ello. 2.) Deberá la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, apoyar y capacitar, al licenciado Sánchez Solano, en su formación como defensor público, para que pueda desarrollarse en ese campo, y afronte de manera exitosa las tareas que le sean asignadas, para el buen desempeño en sus labores. 3.) Por lo anterior, y con el fin de cumplir con los requerimientos establecidos por la Corte Plena para la atención en defensa de la persona indígena, en atención a la Ley 9593, la Defensa Pública, realizará los movimientos de personal que permitan ubicar a un profesional con el perfil idóneo, para atender esta labor. 4.) Notifíquese el presente acuerdo al gestionante.


La Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda.” (subrayado suplido)



Con fundamento en el anterior acuerdo de Consejo Superior, se ubicó y brindó capacitación especial al Licenciado Jorge Sánchez Solano, en la Unidad Disciplinria de la Defensa Pública.


Por otro lado, al contar el suscrito con estudios en esas materias, así como estar elegible como Juez 4 Contencioso Administrativo en el sistema de Carrera Judicial, además de contar un Doctorado en Derecho, especialización en Derecho Administrativo, además de las maestrías en derechos humanos y derecho constitucional, me ofrecí para encargarme de la nueva materia assignada por mandato legal a la Defensa Pública.



De esa manera la Dirección de la Defensa Pública solventó el problema que se le planteaba y, realizó el necesario movimiento de personal que permitió ubicar a un profesional con el perfíl idóneo para ateder la labor encomendada, tal y como manda el acuerdo transcrito en lo conducente.


Por lo indicado, la plaza 369766, ocupada en propiedad por el Licenciado Jorge Sánchez Solano se hizo cargo de los casos disciplinarios de mi plaza y el suscrito, en mi plaza en propiedad recibí los nuevos procesos contencioso administrativos, donde participan personas indígenas, físicas y jurídicas, así como los procesos donde participan como demandadas personas funcionarias judiciales y recientemente, los procesos donde participan personas privadas de libertad que sean demandados en esa vía, por una causa que guarde relación con el proceso penal. Como por ejemplo ejecuciones de sentencia por cobro de costas (así Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional).



Incluso el Consejo Superior en sesión sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero de 2019, artículo L, aprobó mi participación como defensor y capacitador para la Defensa Pública en este tipo  de procesos.



Aclarado lo anterior respecto de quién y porqué ocupa la plaza dedicada a materia contencioso administrativa en la Defensa Pública, prosigo indicando que por haberlo así acordado junto a la persona Coordinadora de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, el suscrito lleva la dirección de todos los procesos contencioso administrativos de personas indígenas que han ingresado a la Defensa Pública, sirviendo la Unidad Agraria como respaldo para el caso de que se presenten intereses contrapuestos, lo que a la fecha no ha sucedido.



También cabe indicar que estos casos se llevan en la modalidad de “co defensa”, a efecto de que en caso de que como director del proceso sucediera alguna circunstancia que me haga imposible asistir a cualquier audiencia, pueda la persona asignada como codefensora participar de emergente sin ningúna objeción del Tribunal, ello atendiendo las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución 16/15, Medida Cautelar 321-12 y aclarando que esto en casos con personas indígenas, pues en los demás casos contenciosos de personas no indígenas no aplica esa codefensa.


Ahora, en cuanto a las recomendaciones emitidas por parte de Planificación respecto de la plaza bajo análisis, considero que no existe ninguna recomendación concreta, sin embargo voy a referirme al tema para que no quede en el aire.



Como antecedente debe citarse el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto para el 2020), celebrada el  16 de mayo de 2019, artículo II, donde se analizó y aprobó el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 634-PLA-RH-MI-2019, presentado por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, con estudio de impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluyendo materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria).


En dicho acuerdo se aprobaron como recomendaciones provenientes de Planificación las siguientes:


“A la Dirección de la Defensa Pública



6.1   Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.


6.2   Asignar asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos, esto en caso de que la carga de trabajo no alcance. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.


6.3  Comunicar bajo una circular interna de la Dirección de la Defensa Pública a las distintas Oficinas, la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 


6.4  Coordinar la respectiva capacitación a las personas defensoras públicas de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”



En tanto este nuevo estudio presentado por la Dirección de Planificación en informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, hace las siguientes recomendaciones a la Defensa Pública:



“A la Jefatura de la Defensa Pública



· Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.



· En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.



· Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 



· Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”



Como se puede ver, la referencia es clara respecto de las plazas de la Unidad Agraria y para este año, en relación con la promulgación del nuevo código en esa materia.



Ahora, vale hacer referencia concreta a la plaza que ocupo en propiedad, específicamente al hecho de asignar casos de otras materias a una plaza dedicada actualmente a la defensa de causas contencioso administrativas contra personas indígenas, personas servidoras judiciales y personas privadas de libertad, posibilidad que evidentemente resulta riesgosa,  pues el dato que tenemos de circulante es a partir del mes de setiembre de 2019, por lo que apenas se está dando inicio a la divulgación del servicio que presta la Defensa Pública en esta área, labor para la que se realizaron algunas giras informativas a finales del año pasado (2019).



Ahora, para efecto de contextualizar esta información, debe tenerse en cuenta que esta plaza (la encargada desde mediados del año pasado a procesos contencioso administrativos) tuvo como recargo lo relacionado con el Sistema de Seguimiento de Casos hasta el mes de febrero de 2020, primero por el ingreso del Licenciado Arturo Cruz Volio sustituyéndome en esa labor a solicitud mía (en tanto lograba ponerse al día) y posteriormente por la incapacidad que sufrió dicho funcionario desde inicios del mes de diciembre del 2019, por lo que la misma (el suscrito) se encontraba con una enorme cantidad de trabajo (incluyendo giras fuera de San José, para solucionar problemas del SSC así como para asuntos propios de las causas contencioso administrativas con personas indígenas), lo que me impidió el actualizar y estudiar de manera adecuada los expedientes contencioso administrativos de las diferentes poblaciones que atendemos, debiendo ir estudiando cada uno según se señalara una audiencia.



Situación que varió a partir del mes de marzo de 2020, cuando se nombra al Licenciado Orlando Vargas como encargado del SSC. 



Actualmente esta plaza cuenta con más de 39 expedientes activos, cantidad que es de esperarse que a futuro aumente, por lo que asignarle otro tipo de expedientes o causas de diferente materia, sin contar con datos estadísticos provenientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (donde se ha indicado, como consta en el mismo informe de Planificación, que no se cuentan con esos datos exactos) podría poner en riesgo la adecuada representación, por lo que parece prudente esperar al menos a que el año 2020 finalice y volver a revisar el circulante indicado.



Por otro lado, resulta oportuno hacer ver de la complejidad de los procesos Contencioso Administrativas, sumada la complejidad propia de las representaciones con intervinientes indígenas, tanto por la característica de realizar diligencias in situ, como por las pretensiones procesales en sí mismas. 



Como ejemplo se puede mencionar el expediente 10-000273-1028-CA, donde se está en proceso de ejecución de sentencia, analizando los pasos a seguir, pues las pretensiones de la parte actora, Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí (KEKOLDI) son por 12 mil millones de colones (12.000.000.000), esto sin tomar en consideración el complicado proceso de expropiación que debe dar inicio, pues el Voto 004507-F-S1-2019 de la Sala Primera estableció nuevos límites para dicha reserva indígena, labor en la que está abocado el suscrito a solicitud de dicha Asociación.



Valga decir que en este estudio he dedicado ya más de siete días completos (8 horas cada uno), para la sentencia de primera instancia, los recursos de casación planteados y la resolución de la Sala Primera.



Otro ejemplo que se puede mencionar es en un proceso contra personas funcionarias judiciales, donde figura la Defensa Pública como representante y en el que las pretensiones en contra del Poder Judicial, solamente por daño moral ascienden a más de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones), casos que no pueden manejarse de manera ligera como puede verse. 



Con lo anterior quiero hacer ver que estos procesos no son comunes ni sencillos, por lo que no se pueden manejar para su medición, parámetros utilizados para otras materias como penal, pues en los expedientes donde intervienen personas indígenas, se discute en un 99% de los casos, la titularidad de las tierras donde hablamos de cientos de hectáreas y eventuales daños a los que se ven las personas indígenas en peligro de tener que hacer frente, por lo que el volumen y la complejidad de estos expedientes es muy alta.



Incluso, el tema de la condenatoria en costas resulta de capital importancia en el análisis de cada caso, pues además de daños y perjuicios en una eventual condena, en una pretensión de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones) siguiendo el ejemplo antes dado de una causa real, la parte vencida se ve expuesta a tener que pagar adicionalmente una suma de alrededor de 15.000.000 (quince millones de colones). 



Todo lo anterior sin perder de vista las directrices giradas por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, resolución 16/15, medida cautelar 321-12.   



Ahora, existen otros temas que no se toman en cuenta en el informe rendido por parte de Planificación, como lo es que la Jurisdicción Contencioso Administrativa se encuentra radicada en el Segundo Circuito Judicial de San José y por ello resulta desde ese punto de vista, también oportuno y conveniente que sea una persona defensora pública con asiento en la zona, la asignada para atender este tipo de procesos.



Por lo indicado sobre especialización y el haber dedicado una plaza en concreto a la tramitación de estos casos, parece oportuno esperar este año 2020 para obtener nuevos datos estadísticos para valorar la conveniencia de asignar o no casos de otras materias a estas plazas.



Otro aspecto cuestionable en el informe rendido por Planificación, es el dato de que solamente hay en el Tribunal Contencioso Administrativo 12 expedientes activos de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí, KEKOLDI, pues en la Defensa Pública, como se desprende de los datos internos, se llevan bastante más de 12 causas a dicha asociación.



Lo anterior puede obedecer a que no se han tomado en cuenta los datos de la Sala Primera y el Tribunal de Apelaciones, pero en todo caso, caemos nuevamente en la necesidad de contar con datos estadísticos confiables, de ahí que resulta imperioso implementar el uso del Sistema de Seguimiento de Casos para las defensas contencioso administrativas que se tramiten en la Defensa Pública, con las variables necesarias para poder determinar confiablemente en el circulante real en esta materia.”



Debemos señalar que las apreciaciones y argumentos expuestos por el Dr. Montero García son compartidos en su totalidad por la Jefatura.  Resulta preocupante que mucha de la información que se ha brindado en entrevistas a  los responsables de estudio no quede reflejada en este,  como por ejemplo, la situación del licenciado Jorge Sanchez y los acuerdos respecto a su ubicación. Además,  preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención para analizar el impacto que esta complejidad tiene ni para la persona usuaria, ni para la Defensa Pública, ni siquiera para el país que se encuentra cuestionado internacionalmente por el manejo de los asuntos indígenas.



Por otra parte, debemos señalar que aun cuando el Dr. Montero Garcia señala que el  2020 podría resultar un año que  permita generar  estadísticas confiables que reflejen el volumen del servicio de Defensa Pública en materia indígena, el impacto de la pandemia por COVID-19 y la situación de emergencia nacional, así como las disposiciones de las autoridades sanitarias, tienen impacto en el tema, pues encontramos que ante el temor del contagio y la propagación del virus,  muchas de las comunidades indígenas han cerrado de forma voluntaria el acceso y salida de sus territorios para evitar el contagio, y por ende no acceden a los servicios del sistema judicial.  Lo anterior, es una situación extraordinaria, pero muy entendible dado el riesgo que provoca este virus.


Respecto al tema de pensiones alimentarias y familia la Supervisora Nacional Sandra Mora Venegas en cuanto al informe de Planificación indica:



“Considero que el informe está muy bien estructurado, no obstante, carece de un análisis profundo de los siguientes aspectos:


· La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.



· Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas, San José (zona sur), Cartago, Guanacaste, Alajuela y Heredia. Llama la atención que en el estudio no se incluye, por ejemplo, datos del Juzgado Contravencional de Tarrazú, donde ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en la materia alimentaria, tampoco se evidencian datos del Juzgado Contravencional de San Vito de Coto Brus, ni del Juzgado de Familia de Corredores, de Turrialba, solo para citar algunos casos. 



· Se indica por parte de la Dirección de Planificación que en el supuesto de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, que estas además de la materia de pensiones alimentarias conocerá de manera complementaria asuntos de materia penal, priorizando esta última por encima de materias concernientes al área del derecho de familia como lo son procesos de familia y de violencia doméstica. Asimismo, se debe recordar que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, indica de manera clara que las personas defensoras públicas que atiendan a las personas usuarias indígenas deberán ser especialista en el área de atención, pero como podría pretenderse esto, si en la Defensa Pública justamente buscando esta especialidad realiza procesos de reclutamiento distintos para la materia penal y para materias sociales, por lo cual no podría catalogarse como materias afines. Ahora bien, una de las dos plazas estaría asignada a la oficina de la Defensa Pública de Bribri, donde en la actualidad para poder brindar el servicio a ambas partes en los procesos de pensión alimentaria, familia se brinda colaboración de la oficina de la Defensa Pública de Limón, como muy bien lo indica el informe. La otra plaza iría a la localidad de Buenos Aires, donde  en la actualidad se brinda el servicio en la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, gracias a la colaboración de la oficina de la  Defensa Pública de Pérez Zeledón, donde además, de la plaza de familia que atiende la materia de pensiones alimentarias y algunos casos de familia, debe trasladarse otra de las plazas una vez a la semana a la zona de Buenos Aires para brindar servicio a la parte demandada, tanto en procesos de pensiones alimentarias como de familia. No obstante, se debe aclarar que este servicio puede ser requerido cualquier día de la semana, incluso cuando se presenta una parte demandada cuyo plazo le vence se contacta a la compañera que tiene circulante ordinario de Pérez Zeledón para que lo atienda por medio de videoconferencia, debiendo en muchas ocasiones dejar las tareas ordinarias también de importancia para atender estos casos. Cabe indicar que la atención de la población indígena del cantón de Buenos Aires, que como bien es sabido tiene la mayor concentración de comunidades indígenas de todo el país. Se aclara que por lo limitado del servicio no se pueden realizar giras a las zonas indígenas, esto quiere decir, que se está desatendiendo la especial atención que debe dársele a la zona de Bribri y de Buenos Aires. Ante esta realidad la zona de Buenos Aires requiere dos plazas de personas defensoras públicas, una para la parte actora en los procesos de pensiones alimentarias, de familia y violencia doméstica y otra plaza para que atienda a la parte demandada en los procesos alimentarios, de familia y se dedique a visitar comunidades indígenas junto con los facilitadores judiciales y se pueda acercar el servicio a esta población en condición de vulnerabilidad y a la cual debemos proteger.  


· Existe una evidente falta de recurso humano para atender debidamente a las personas indígenas de conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos, es fundamental que se realice un estudio de campo, donde se analicen las particularidades de la atención y la prestación del servicio a la población indígena. Debe analizarse el tiempo que debe ser invertido en el abordaje, si debe o no trasladarse la persona defensora pública hasta el domicilio de la persona usuaria indígena en zona indígena, los tiempos que deben ser invertidos para realizar las giras que son programadas por los Juzgados para llevar el servicio hasta estas zonas de difícil acceso y muchas veces cuando se llega, se logra atender a una sola persona o bien se hace ese traslado para la realización de una sola audiencia y es un día en el que la persona defensora no está en la oficina y ni que decir cuando se programan varias giras a zona indígena en el mes y es un servicio necesario que debe atenderse, así por ejemplo, tenemos el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba, lugar donde se cuenta con una única plaza que debe atender la localidad de Juan Viñas los días jueves. 


Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública   cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio.


Cuadro diagnóstico del servicio


			Lugar


			Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte actora


			Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte demandada indígena


			Prestación del servicio en familia parte actora


			Prestación del servicio en familia parte demandada


			Prestación de servicio en  violencia doméstica para la parte solicitante


			Competencia Territorial





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal






			Se cuenta con una sola plaza para pensiones alimentarias parte actora 


			No hay plaza


			No hay plaza


			No hay plaza


			No hay plaza


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Puriscal, del cantón de Mora los distritos de Guayabo,  Tabarcia, Piedras Negras, Picagres, Jaris y Quitirrisí (excepto el poblado de Quebrada Honda
), del cantón de Acosta el distrito de Palmichal, (excepto los poblados de Sevilla y Bajos de Jorco).





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Buenos Aires.


			No se cuenta con plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, únicamente se brinda el servicio dos veces a la semana por parte de un defensor público de Pérez Zeledón, quien sólo en el traslado de ida y regreso invierte dos horas. 



El circulante de Buenos Aires es de 396, de los cuales 94 son procesos de personas indígenas. 



Este mismo compañero que se desplaza de Pérez Zeledón y atiende dos veces a la semana en Buenos Aires, a pesar de no dar abasto, ha debido atender los siguientes casos, 



7 procesos de divorcio 1 contestación de demanda



1 proceso de impugnación de paternidad






			No hay plaza. 



Como plan remedial que está afectando el servicio ordinario en Pérez Zeledón, se le solicitó a una defensora pública de esta localidad que se desplace una vez a la semana a brindar el servicio en Buenos Aires, pero es tal la demanda de trabajo que en las dos semanas que llevamos ha tenido que salir mucho tiempo después de la hora laboral y dedicar más de un día a las labores encomendados, lo que ha afectado la dinámica de atención de la Defensa Pública y las personas usuarias de la materia en Pérez Zeledón. 



En dos días (viernes 29 de marzo y lunes 1 de abril  ha atendido 8 procesos de contestación y recurso de apelación, debiéndose desplazarse a Buenos Aires (dos horas de desplazamiento), para poder brindar el servicio, por las particularidades de la persona usuaria que necesita interprete.  


			No hay plaza.






			No hay plaza 


			No hay plaza


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Buenos Aires.





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía del II Circuito judicial de la Zona Sur.


			Se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias para la parte actora. Tiene un circulante muy elevado 


			No hay plaza



La única defensora pública con la que contamos en Golfito ha debido desplazarse en dos ocasiones hasta corredores y lleva 2 casos de personas indígenas demandadas , afectándose con esto la dinámica del servicio de la Defensa Pública de Golfito 


			No hay plaza


			No hay plaza


			No hay plaza


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Corredores.





			Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional de Golfito.


			Solo se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias 


			No hay plaza



La defensora pública de Corredores debe atender los casos de personas indígenas demandadas, siendo que en el desplazamiento y la atención de esta nueva competencia, está afectando el servicio en Corredores


			No hay plaza


			No hay plaza


			No hay plaza


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Golfito, excepto el distrito de Puerto Jiménez.





			Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Coto Brus.


			Se brinda el servicio de forma muy limitada los días miércoles por visita que realiza la defensora pública del cantón de Corredores


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Coto Brus.





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Guatuso


			Se brinda el servicio dos veces a la semana, el defensor público de Upala se desplaza hasta el lugar 


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Guatuso.





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.


			Se cuenta con una única plaza en la materia para atender a la parte actora, quien debe realizar además giras a la zona indígena 


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano



Una defensora pública de Cartago asiste una vez a la semana a brindar el servicio a la parte demandada. El tiempo del desplazamiento es de aproximadamente una hora y media de ida y de regreso hasta de dos horas dependiendo de la hora y las presas por los camiones de transporte.



Esta compañera defensora tiene un circulante activo de Cartago de 147 asuntos y en Turrialba ya lleva 6 casos de la parte demandada indígena.


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Turrialba.





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés. 


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			Pensiones Alimentarias: Abarca del cantón de Tarrazú, los distritos San Marcos, San Lorenzo (excepto los poblados Quebrada Arroyo y Cerro Nara
) y San Carlos. 



El cantón de Dota.



Del cantón de León Cortés, los distritos de San Pablo, San Andrés, Llano Bonito, (excepto el poblado de Santa Juana), San Isidro (excepto el poblado de San Isidro), Santa Cruz y San Antonio.





			Juzgado de Pensiones Alimentaria del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 


			Se cuenta con tres plazas de defensor público para la materia para la parte actora



Una vez a la semana cada una de estas plazas debe desplazarse a Valle de la Estrella, Bribrí parte demandada indígena en pensiones alimentarias y a Bataán


			


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano






			No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón Central de Limón.





			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí.


			Se cuenta con una sola plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, en la actualidad tiene un circulante elevado y 98 procesos donde figura como parte actora una persona indígena 


			Una defensora pública de Limón acude una vez a la semana a atender a la parte demandada indígena, afectándose con esto el servicio público que se brinda en Limón Central


			


			


			


			Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Talamanca.





			Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad


			No contamos con una plaza destinada para este fin. Sin embargo, la persona supervisora de la materia indígena 


			No se tiene 


			No se tiene 


			No se tiene


			No se tiene 


			Diferentes partes del país según la distribución que realice Adaptación Social





			En las diferentes partes del país, podrían presentarse procesos donde figuren como parte una persona indígena. 


			


			


			


			


			


			








No se visibilizan los datos de los Juzgados de Violencia Doméstica y los de Familia de las zonas con población indígena para realizar una proyección del posible circulante y su crecimiento estimado para la Defensa Pública, por corresponder a una nueva competencia. 


Resulta importante analizar las diferentes realidades que se nos presentan en oficinas de la Defensa Pública y que reflejan que cada zona debe ser estudiada con mayor detenimiento y estudio de campo:


Turrialba: zona donde sin lugar a duda, se requiere otra plaza de persona defensora pública, por los siguientes motivos: 


Solo se cuenta con una plaza de persona defensora pública para atender a toda la población de un cantón tan extenso como lo es Turrialba, tanto a personas usuarias indígenas como a las no indígenas, en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, dicha plaza además, debe cubrir todo el territorio de Chirripó y el cantón de Jiménez (Tucurrique y Platanillo), una vez a la semana, los días jueves. La plaza es la única en las materias indicadas y el principal juzgado con el que le toca laborar, cuenta con siete auxiliares en materia de Pensiones y de tres Jueces (Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba) y tres auxiliares y una Jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez y cuatro auxiliares y una Jueza del Juzgado de Familia de Turrialba. 


Esta plaza pasa muy saturada de trabajo, se han presentado molestias por parte de las personas usuarias, pues argumentan que la persona defensora nunca está, gran parte de las demandas en la materia alimentaria es asumida por el Juzgado de Pensiones Alimentarias.  Lo anterior obedece a que esta plaza tiene que atender inicialmente todo lo relacionado a pensiones alimentarias del cantón de Turrialba que cubre el 52 % del territorio de la provincia de Cartago, todo el territorio de Chirripó en materia indígenas en Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia y además el cantón de Jiménez (Tucurrique y Pejibaye). 


Se realizan seis giras a la zona indígena en diversos pueblos dentro de los cuales se encuentran (Roca Quemada, Paso Marcos, Vereh, Grano de Oro, Quetzal y Nimariñac), lugares en los cuales dependiendo de la zona y las condiciones climáticas son de difícil acceso, ya que no se cuenta con el recurso (vehículo adecuado), para poder llegar a dichas zonas, exponiéndose a diversos peligros, además el desplazamiento a estos lugares, ha provocado que en muchas ocasiones la persona funcionaria deba permanecer en la montaña hasta altas horas de la noche ya que es complicado la salida, máxime si las condiciones del camino no es el óptimo. Estas visitas se realizan seis días al mes, tiempo en el cual,  no queda nadie en la oficina brindando el servicio en las materias señaladas. Las giras, no son planificadas de forma antojadiza por el despacho, sino, que las mismas son de antemano un acuerdo interinstitucional con la (CCSS, Ministerio de Salud y otras instituciones que también llevan hasta dichas zonas muchos servicios de carácter esencial), este año muchas de las giras han quedado hasta dos días seguidos en una misma semana y es una situación que esta fuera del control de la Defensa Pública, incluso del mismo Juzgado ya que son visitas que se realizan con otras representaciones estatales. Por otro lado, esta plaza debe acudir todos los jueves de cada semana a la localidad de Juan Viñas de Jiménez, para la atención de usuarios y recepción de audiencias en materia de pensiones alimentarias, situación que afecta de sobremanera ya que en ocasiones se han dado choques con las giras y señalamientos. 


Ahora bien, también debe analizarse que se debe brindar el servicio a la parte demandada en la materia de pensiones alimentarias y de familia, razón por la cual, una persona defensora pública de la oficina de la Defensa Pública de Cartago se desplaza hasta Turrialba en días diversos, dependiendo de la calendarización que realice el Juzgado de Pensiones de la localidad, y como tal, se revisan procesos y se atienden personas usuarias indígenas que han solicitado nuestros servicios. También se realizan las audiencias que las mismas partes hayan solicitado, las cuales se dan en el propio Juzgado. Esta plaza también debe ingresar a zona indígena, cuando existe un señalamiento de audiencia en la zona u alguna otra diligencia que requiera nuestra asistencia.  Provocando esta situación que la persona funcionaria deba salir de su lugar de domicilio antes de las seis de la mañana para poder llegar a la oficina de Turrialba antes de las 07:00 am, siendo que en reiteradas ocasiones producto de las giras a zona indígena ha llegado de noche a su casa, incluso en una ocasión llegó a media noche.  Adicional a ello, se debe coordinar con la Administración Regional para el transporte con chofer, dado que Cartago solo cuenta con un único vehículo discrecional, y el mismo es requerido y usado también por compañeros de Penal, Agrario, Laboral, Justicia Restaurativa y Ejecución. 


Golfito, Corredores y Coto Brus: Como es sabido en Golfito y Corredores se cuenta con una plaza de persona defensora quienes deben atender la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, entre ambas plazas deben alternarse el conocimiento de los casos de intereses contrapuestos que se generan en Golfito y Corredores, sin olvidar que la plaza de Corredores conoce los asuntos de San Vito, lo que provoca el desplazamiento constante de estas plazas a estos lugares, donde es evidente que las distancias son muy extensas entre uno y otro lugar, lo que genera que en muchas ocasiones estas personas defensoras públicas no se encuentren en sus oficinas. Además, se aclara que en muchas ocasiones no se pueden realizar visitas a las zonas indígenas obligaciones que deben cumplirse y que por falta de recurso humano no puede realizarse. A manera de ejemplo, procedo a transcribir la lista de expedientes activos de personas indígenas de la plaza de Golfito:  


			EXPEDIENTE


			USUARIO


			MATERIA


			JURISDICCION





			20-000034-0439-PA


			RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA


			PENSION ALIMENTARIA


			GOLFITO





			19-000419-0440-PA


			PANILLA FLORES JORGE


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000147-0439-PA


			RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA


			PENSION ALIMENTARIA


			GOLFITO





			19-000049-0439-PA


			BEJARANO ATENCIO ERICKA


			PENSION ALIMENTARIA


			GOLFITO





			19-000108-0439-PA


			ATENCIO HURTADO STEFANI


			PENSION ALIMENTARIA


			GOLFITO





			00-700024-0439-PA


			BEJARANO ATENCIOOMID


			PENSION ALIMENTARIA


			GOLFITO





			19-000286-0440-PA


			MONTEZUMA BEJARANO MARTIN


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000418-0440-PA


			MONTEZUMA GONZALEZ CRISTOBAL


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			18-000357-0440-PA


			BEJARANO JIMENEZ ROSARIO


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000433-0440-PA


			PALACIOS BEJARANO DONALD ELI


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000070-0440-PA


			ESPINOZA BEJARANO RAFAEL


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000425-0440-PA


			SANDOYA SANCHEZ ISMAEL


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			19-000582-1304-FA


			MORALES SANTOS MIRNA


			FAMILIA


			CORREDORES





			17-000210-0440-PA


			SANTOS BEJARANO ROGER


			PENSION ALIMENTARIA


			CORREDORES





			EXPEDIENTE NUEVO


			ANDRADE DE GRACIA IDALIA


			FAMILIA


			GOLFITO





			18-000081-0440-PA


			XINIA BEJARANO MORALES


			PENSION ALIMENTARIA


			COTO BRUS





			18-000081-0440-PA


			XINIA BEJARANO MORALES


			PENSION ALIMENTARIA-REBAJO


			COTO BRUS








Como se evidencia una misma plaza debe atender el circulante propio de la oficina en materia de pensiones alimentarias de personas no indígenas, y además atender a la población indígena en materia de pensiones alimentarias unas veces a la parte actora, otras a la parte demandada, además en materia de familia (diversidad de procesos) y en materia de violencia doméstica. Y lo mismo ocurre con la plaza de Corredores. 


Finalmente, resulta de interés señalar algunos lugares en donde se tramitan procesos de personas indígenas y que no fueron incluidos en el informe bajo análisis:


Pérez Zeledón: Se represento a la señora Ceida Mosquera Espinoza (Chorotega) dentro de la causa 19-002607-0918-VD de Violencia Doméstica, la audiencia de recepción de prueba se llevó a cabo el pasado 25 de febrero del presente año, se acogió la gestión de la actora y se ordenó la prórroga de las medidas de protección por la totalidad del plazo. Actualmente dicha resolución se encuentra impugnada por la parte demandada en espera de ser resulta.   Además, esta plaza cuenta con 4 procesos cancelados en los cuales se representó a personas indígenas. 


Puntarenas: Se llevó el año pasado un caso de persona indígena,  plaza 483 perteneciente a la Defensa Publica de Puntarenas, se atendió al señor Randall Beita Arauz como demandado, en el expediente 18-000093-0445-PA, el asunto se tramitó en Garabito, ya cuenta con sentencia.


Cartago: además de la plaza que asiste a Turrialba una vez a la semana, la plaza número 185 de Pensiones Alimentarias de Cartago, ha llevado dos asuntos indígenas, uno de ellos corresponde al número 18-000089-0243-PA del señor demandado Eliecer Francisco Morales Ortiz, en este proceso lo que se hizo fue una Solicitud de Beneficio de Pago en Tractos y a la vez una Solicitud de Beneficio de Un mes para Buscar Trabajo, ambos procesos ya fueron resueltos por el juez de pensiones alimentarias, por lo que se encuentra terminado y el otro proceso y que aún se encuentra activo es el de la señora YOLANDA MORA MOYA, y que por rol de Familia se le asignó a dicha plaza, el mismo corresponde a una IMPUGNACIÓN DE MATERNIDAD CON DECLARATORIA DE MATERNIDAD.


Bataan: 2 casos en trámite. 


Limón: en la plaza 603  se han tramitado un total de 28 causas de personas usuarias indígenas y en estos momentos hay activas 06 causas.


PISAV-La Unión: se tramitaba un proceso, donde una de las defensoras representaba a la parte actora y la otra plaza a la parte demandada. 


Puriscal: 4 casos en trámite, tres de pensiones alimentarias y uno de familia. 



Quepos: 1 proceso de pensiones alimentarias en trámite y uno recién terminado. 



San Carlos y La Fortuna: 1 proceso de persona indígena Maleku y se trata de un proceso de rebajo que está en trámite y se representa al demandante.”




Como resulta evidente de lo expuesto por la Supervisora de Pensiones Alimentarias, licenciada Mora Venegas, la necesidad de recursos para atención de población indígena en materias de familia, pensiones alimentarias e incluso las actoras de violencia doméstica resulta imperiosa.  El servicio que se está dando resulta sumamente limitado y contraviene lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas, y es en particular grave el omitir valorar la necesidad y urgencia de este servicio, si tomamos en cuenta que las personas usuarias que deberían contar con él, sufren de múltiples condiciones de vulnerabilidad, aparte de su pertenencia al pueblo indígena:  pobreza, condición de género (en su mayoría mujeres),  condición etaria (niños, niñas y adultos mayores),  condición de salud (situación de discapacidad). Todo ello aunado a las largas distancias que deben recorrer, por caminos escarpados y riesgosos, donde no existen medios de transporte.  Por lo tanto, resulta lamentable que todos estos aspectos que describe y analiza la licenciada Mora Venegas, no sean valorados por las personas responsables del informe al momento de llegar a conclusiones, omitiendo estas delicadas condiciones.



En virtud de lo expuesto por los diferentes especialistas, es necesario recalcar que se requieren más de las dos plazas de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribrí, que señala el Informe 507-PLA-RH-MI-2020. La Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos de Costa Rica generó una serie de competencias nuevas, y amplió las existentes, sin embargo, no brindó recursos humanos para la atención especializada en todas las materias a nivel nacional, lo cual genera sin duda, una violación al Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  




Por otra parte, debo indicar que la recomendación que brinda este informe no genera ningún insumo nuevo para el servicio público que brinda la Defensa Pública, pues en realidad, desde el año 2019, se había aprobado por parte de la Corte Plena, la existencia de estas dos plazas en Bribri y Buenos Aires para la atención en Pensiones Alimentarias. Sin embargo, en razón de la aplicación de la Regla Fiscal, no fueron incluidas dentro del Presupuesto del Poder Judicial, enviado al Ministerio de Hacienda propiamente dicho, sino que fueron enviadas como un adjunto a dicho presupuesto.



Por lo anteriormente, expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.


Atentamente,


     M.Sc. Diana Montero Montero             M.Sc.    Ligia Jiménez Zamora


          Jefa a.i  Defensa Pública                   Supervisora Materia Indígena


� El poblado de Quebrada Honda es competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Mora.




� Los poblados de Quebrada Arroyo, Cerro Nara, Santa Juana y San Isidro, son competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Quepos.
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PODER JUDICIAL . , ,
DIRECCION DE TECNOLOGIA DE INFORMACION INNOVACION :: SERVICIO :: EXCELENCIA

I I 0712-DTI-2020
15 de abril del 2020

Master

Nacira Valverde Bermudez
Directora a.i. de Planificacion
Poder Judicial de Costa Rica

Asunto: Respuesta al oficio 507-PLA-RH-MI-
2020

Estimada sefiora:

En respuesta a la recomendacion brindada a la Direccién de Tecnologia de
Informacion en el oficio N° 507-PLA-RH-MI-2020, donde se solicita: “Coordinar lo
relacionado con la implantacién y capacitacion del Sistema de Seguimientos de Casos
(SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Publica que atiendan materia Agraria, con fin
de obtener datos estadisticos para futuros estudios.”, se informa:

La Unidad de Inteligencia de la Informacion desarrollara durante el primer semestre
de 2020 la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento
de Casos, con esto la informacién de los casos de la Defensa Publica se mostraran dentro
de las estadisticas en los reportes del SIGMA.

Para consultas o aclaraciones se puede contactar al sefior Carlos Morales Castro,
quien es el coordinador de la Unidad de Inteligencia de la Informacién al numero 2295-4773
o al correo electronico cmoralesc@poder-judicial.go.cr.

Agradeciendo su atencion,

CARLOS ALBERTQ Digitally signed by CARLOS

ALBERTO MORALES
MORALES CASTRO (FIRMA)

CASTRO (FIRMA) %a6t'g:ogozo.04.15 16:55:19

Carlos Morales Castro
Coordinador, Unidad de Inteligencia de la Informacion
Poder Judicial

=4 tecnologia-info@poder-judicial.go.cr 1

Q Edificio del OlJ, 5to. piso, | Circuito Judicial de San José, Barrio Gonzalez Lahamann
, 2295-3386







						2020-04-15T16:55:19-0600


			CARLOS ALBERTO MORALES CASTRO (FIRMA)
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                                                        Poder Judicial – Dirección  de Planificación

San José -  Costa Rica

Telf.   2295-3600 / 3599  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr



660-PLA-RH-MI-2020

Ref. SICE 1692-18

14 de mayo de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte







Estimada señora:







En atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, se puso en conocimiento el informe preliminar 507-PLA-MI-2020 del 30 de marzo al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión Acceso a la Justicia, a la Máster Diana Montero Montero, Jefatura a.i de la Defensa Publica, de la Licda. Kattia Morales Navarro Directora de la Dirección de Tecnología de Información y de la Licda. Roxana Arrieta, Directora de la Dirección de Gestión Humana



Como respuesta, el 17 de marzo de 2020 se recibió de forma extemporánea el oficio CACC-116-2020 del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Magistrada Damaris Vargas Vasquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas y Máster Melissa Benavides Víquez, Encargada de la Unidad de Acceso a la Justicia (ver anexo 1).



Previo a iniciar con el análisis de las observaciones resulta procedente establecer que el informe en consulta 507-PLA-RH-MI-2020, fue realizado, tomando como base el informe  del ejercicio presupuestario 2020 para el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas para el 2020 (634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación), el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, por lo tanto, en el informe puesto en consulta se mantienen recomendaciones planteadas según fue aprobado en su oportunidad por los entes superiores.



Seguidamente se adjunta un resumen de los principales puntos planteados; así como, las observaciones correspondientes de la Dirección de Planificación:





		#

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección de Planificación



		1

		Respecto al punto número 1, textualmente se indica:



"Se solicita establecer una acción afirmativa en beneficio de la población indígena de Buenos Aires de Puntarenas y de China Quichá de Pérez Zeledón, que consiste en reforzar tanto la jurisdicción de Buenos Aires como Pérez Zeledón, con nuevas plazas que permitan  conformar un equipo de trabajo completo que integre representantes de Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía de Asuntos indígenas, OIJ, personal de apoyo, recursos tecnológicos y materiales tales como vehículos para transporte y oficinas, entre otros que sean necesarios para que la labor del equipo de trabajo pueda ser eficaz, eficiente y efectiva, a efecto de atender los procesos judiciales vinculados con las personas indígenas citadas.

En relación con lo anterior, debe tomarse en consideración que los conflictos en Buenos Aires de Puntarenas han aumentado considerablemente, por lo que la recomendación planteada en esta recomendación y en la siguiente, se refieren a la autorización de un equipo de trabajo en materia penal por medio de la aplicación del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial conforme a la Metodología de Administración de Proyectos para el control y seguimiento debidos. Además, debe tomarse en consideración que los territorios indígenas de Buenos Aires de Puntarenas corresponden a una competencia territorial diferente al territorio de China Quichá de Pérez Zeledón. "

		En busca de beneficiar a los pueblos indígenas, la Dirección mediante del informe 507-PLA-RH-MI-2020 del 30 de marzo pasado, estableció la necesidad de otorgar a las localidades de Buenos Aires y Bribri, un recurso de Persona Defensora adicional a  cada una, siendo las oficinas de mayor afluencia de personas indígenas y en atención a las medidas cautelares emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; por lo tanto, se estima que la Jurisdicción de Buenos Aires  y Bribri han sido atendidas y reforzadas.

En lo referente a Pérez Zeledón, en el informe antes mencionado en la "Tabla 2" se observa que la carga mensual de asuntos entrados para Pérez Zeledón es de 7 asuntos, y que los asuntos activos como se vislumbra en la "Tabla 4" corresponden a 75 asuntos, de los cuales el 43% corresponde a casos agrarios. 



Además, esta materia, en sesión del Consejo Superior 44-19 artículo II, mediante la aprobación del informe 634-PLA-RH-MI-2019, fue reforzada con siete plazas ordinarias de Persona Defensora especializada en Materia Agraria.

 

Finalmente, cabe manifestar que según lo indicado en el informe: “…según explica la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Pueblos Indígenas, debido a la necesidad particular de cada oficina, se ha optado por que personas defensoras se trasladen una o dos veces por semana a brindar soporte a otras oficinas; tal es el caso de Pérez Zeledón que brinda soporte a Buenos Aires, Cartago a Turrialba, Limón a Bribri y Corredores a Coto Brus. 



Por lo anterior, se concluye que, otorgando la plaza en Buenos Aires y Bribri, la carga de trabajo que asumía la actual plaza de Pérez Zeledón, permitirá atender los casos propios de la zona, sin tener que trasladarse a otras zonas, es decir, con el otorgamiento de estos recursos adicionales, a Pérez Zeledón se aumenta la capacidad instalada.



Por otro lado, en caso de que la Comisión de Acceso a la Justicia lo considere procedente, podrá realizar un planteamiento para la atención de la zona mediante la Metodología de Administración de Proyectos, bajo los lineamientos establecidos y con el sustento técnico correspondiente.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.











		2

		Respecto al punto número 2, textualmente se indica:



"Para la valoración de la urgencia del citado recurso se tome en cuenta no solo aspectos estadísticos, sino que se tome en cuenta la especificidad con que los funcionarios deben atender la población indígena y el abordaje diferenciado de las causas, que implica un aumento en las cargas de trabajo de manera que para atender adecuadamente los usuarios se debe contar con más personal, con el cual sea posible atender prioritariamente la conflictividad que enfrenta la zona."

		La Dirección de Planificación comparte el criterio manifestado por la Comisión de Acceso a la Justicia, y es por ello, que considera de suma importancia los aspectos cualitativos que rodean la problemática indígena y a pensar de las limitaciones presupuestarias que atañen al país y particularmente al Poder Judicial, se buscan alternativas que permitan dar respuesta a las necesidades de mayor prioridad, mediante otros proyectos que se están ejecutando y a la maximización de los recursos actuales tanto humanos como tecnológicos.







Es de relevancia mencionar que, mediante el Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal en las Defensas Públicas de todo el país, que la Dirección de Planificación plantea como posibles escenarios movilizar recursos hacía las jurisdicciones con problemática indígena como lo son Buenos Aires y Bribri, para solventar las deficiencias y asegurar el acceso a la justicia de esas personas. Lo anterior, con una justificación técnica que respalde cada movimiento.







Además, mediante el proyecto antes mencionado se realizan diversas recomendaciones puntuales para las oficinas abordadas, donde se toman en cuenta aspectos de índole meramente cualitativos, como la realización de indagatorias en territorios indígenas en busca de un acercamiento con las personas, la atención de indagatorias de respuesta inmediata, con el fin de evitar que la población indígena deba presentarse varias veces; se promovió la posibilidad de ampliar las instalaciones físicas actuales o trasladarse a un lugar cercano para dar un mejor servicio a los usuarios, se planteó la capacitación al personal en lenguas indígenas, entre otros, recomendaciones que han sido objeto de discusión con el personal de la Defensa en beneficio de la mejora integral de los procesos.  



Es importante también indicar que la Fiscalía y la Defensa Pública, mediante la metodología actual de administración de proyectos podrán gestionar la solicitud la necesidad del recurso con la respectiva justificación técnica.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		3

		Respecto al punto número 3, textualmente se indica:



"(...) se solicita al Consejo Superior en cumplimiento a lo que compete al Poder Judicial como parte del Estado, el reforzamiento de las oficinas judiciales que atienden este tipo de procesos en las materias penal, agraria y contenciosa administrativa, con el personal necesario a efecto de que las decisiones judiciales sobre ese tipo de asuntos se atiendan de manera prioritaria y se emitan de conformidad con la normativa nacional e internacional que regula los derechos de la población indígena. ...)"

		Como se mencionó en el punto 1 de las observaciones en sesión del Consejo Superior 44-19 artículo II, mediante la aprobación del informe 634-PLA-RH-MI-2019, fue reforzada con siete plazas ordinarias de Persona Defensora especializada en Materia Agraria, para un total de 16 plazas de Personas Defensoras en Materia Agraria y un Defensor Coordinador de Materia, todas de forma ordinaria. 

Estas siete plazas además de su especialización, debido a su formación académica, deberán brindar colaboración en la atención de asuntos indígenas en lo referente a materia Contenciosa Administrativa.



Adicionalmente, en el informe definitivo 490-PLA-EV-2019, conocido en sesión 43-19, artículo XL del Consejo Superior 43-19, del 14 de mayo de 2019. En este caso el Consejo Superior, dispuso tener por rendido el informe definitivo; además, recomendó de manera textual: 

“(...) se reasignará esta plaza para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial”.

“(…) Del análisis y seguimiento efectuado a las cargas de trabajo de los puestos de Defensora o Defensor Público, se recomienda mantener solo una de las dos plazas ordinarias, reconociendo la labor tan importante que desarrollan estas personas, sin embargo, se evidenció que estas labores pueden ser asumidas por uno de esos recursos.


En lo referente a materia Penal, en el análisis efectuado en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 y en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 se estableció que la carga laboral podrá ser asumida por parte del personal ordinario que existen en esas jurisdicciones. Particularmente en el caso de Bribri y Buenos Aires, los recursos que se asignarán corresponderán a materia de Pensiones Alimentarias, sin embargo, dentro de las recomendaciones de ambos informes, se estableció que estás plazas podrán colaborar en materia Penal, si la carga laboral lo permite. Es decir, se mantiene la especialización, pero sin la exclusividad con el fin de maximizar los recursos existentes de la Defensa Pública.



La Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el artículo 7 establece que se le deberá proveer asistencia letrada a las personas indígenas que así lo requieran; en lo que respecta a la materia Penal, esta ley no impacta de manera directa; ya que, con la estructura organizacional actual la atención a personas indígenas ha sido brindada de manera ordinaria; pues, la parte ofendida es atendida ordinariamente por la Fiscalía y la parte demandada es atendida por la Defensa Pública; lo anterior, a diferencia del impacto en materias como Pensiones Alimentarias, Agraria o Contencioso Administrativo, donde la Defensa Pública deberá dar representación ambas partes, lo cual si impacta a la dinámica ordinaria de la Institución.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		4

		Respecto al punto número 4, textualmente se indica:



"(...) se solicita la atención prioritaria e inmediata de los requerimientos de recursos materiales y tecnológicos, así como el talento humano necesario para conformar el equipo de trabajo que continúe dando respuesta a los procesos vinculados con la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares (...)"

		Se concuerda en lo establecido en el punto en atención, debido a la "gravedad de la situación" relacionado con las medidas cautelares emitidas por la CIDH, todos los requerimientos asociados al mejoramiento de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas deben ser atendidos con alta prioridad en todas las oficinas que integran el Poder Judicial, lo cual fue parte del estudio de Impacto de Ley tanto en el ejercicio presupuestario presentado a Hacienda en el 2019 (informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación)  como el ejercicio de este informe puesto en conocimiento, en donde además se emiten recomendaciones a la Dirección de Tecnología para maximizar el recurso tecnológico con el que se cuenta.



Sin embargo, cabe manifestar el siguiente antecedente:

En oficio 101-P-2019, de fecha 17 de mayo de 2019 y dirigido a la Ministra de Hacienda, el Presidente de la Corte y en alusión al oficio DM-0466-2019, mediante el cual se informó de la aplicación de la Regla Fiscal en el presupuesto 2020, entre otras ideas al referirse al monto máximo autorizado al Poder Judicial, se indicó: 

“(…) Es importante señalar que estos datos no incorporan los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario.”



Posteriormente mediante oficio DM-0945-2019, de fecha 11 de junio del 2019, la señora Ministra de Hacienda y en alusión a lo indicado en el oficio 101-P-2019, comunica al presidente de la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: 

“(…) Finalmente, en relación con las solicitudes complementarias al Anteproyecto de presupuesto de la institución a que se hace alusión en su oficio, le informo que el cumplimiento de la regla fiscal no da espacio para el financiamiento de nuevos gastos”.



En el oficio 118-P-2019 del 14 de junio de 2019, el presidente de la Corte solicitó a la Ministra de Hacienda se valorara la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender esta y cinco nuevas obligaciones más encomendadas por la Asamblea Legislativa.

Mediante oficio 1538-PLA-PP-2019, de fecha 20 de setiembre de 2019, la Dirección de Planificación al revisar el Proyecto de Presupuesto 2020 trasladado por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea Legislativa y en relación directa con los recursos adicionales solicitados por el Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones, en el apartado A.1. se indicó lo siguiente: 

“(…) No fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa”.



Este oficio mencionado anteriormente fue conocido por Corte Plena en sesión 41-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, artículo XV.



Finalmente, de acuerdo con la Ley No. 9791 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2020, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas no fueron incorporados durante la etapa de análisis y discusión por parte de la Asamblea Legislativa, esto según informe 1932-PLA-PP-2019 relacionado con el seguimiento realizado al Expediente 21.568 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económica del 2020” en la Comisión de Asuntos Hacendarios.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		5

		Respecto al punto número 5, textualmente se indica:



"(...) A efecto de cumplir con la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar a la Escuela Judicial para que priorice el fortalecimiento de las competencias del equipo de trabajo que esta a cargo y que, de aceptarse las recomendaciones anteriores, se designe de manera inmediata para la atención de los procesos judiciales penales vinculados con la población indígena de Buenos Aires de Puntarenas y de China Quichá de Pérez Zeledón, indistintamente de la cantidad de procesos pendientes o la proyección que se tenga ante los altos niveles de conflictividad en la zona, atendiendo sobre todo a la exigencia de la normativa supraconstitucional que regula los derechos de esa población y los requerimientos de la CIDH (...)"

		En el informe se establece la siguiente recomendación a la Defensa Publica, en este caso a su Unidad de capacitación:



“…Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”

[bookmark: _Hlk40190406] Se concuerda con que la Escuela Judicial deberá priorizar el fortalecimiento de las competencias de los equipos de trabajo que están a cargo de procesos penales vinculados en las poblaciones indígenas, recomendación que se incorpora en el presente informe.











		6

		Respecto al punto número 6, textualmente se indica:



[bookmark: _Hlk40190653][bookmark: _Hlk40190674]"(...) Se solicite a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y al Centro de Conciliación del Poder Judicial continuar con la atención de los procesos indígenas de la zona citada, coadyuvando en la búsqueda de soluciones legalmente posibles y con pertinencia cultural, en cumplimiento del mandato que les confiere la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. (...)"

		Se toma nota y se incorpora la presente recomendación al informe.



Adicionalmente, cabe manifestar que la Dirección de Planificación realiza un estudio del ejercicio presupuestario 2021 denominado "Impacto de Ley 9582 de Justicia Restaurativa" en el cual se contemplará la atención de los casos que se presentan en Buenos Aires y otras zonas del país, proponiendo la ampliación de la cobertura que se atiende por Justicia restaurativa. 



		7

		Respecto al punto número 7, textualmente se indica:



[bookmark: _Hlk40190944]"(...) Solicitar a la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos, ante la posibilidad de que la situación de riesgo pueda exacerbase aún más en la zona de Buenos Aires y de China Quichá de Pérez Zeledón, por la continuidad del clima de tensión y las medidas destinadas a delimitar los territorios, se tomen medidas adecuadas y efectivas, tomando en consideración un enfoque diferencial respecto de pueblos indígenas y las dinámicas particulares en la zona. Se recomienda que las medidas necesarias que se tomen para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, deben tener pertinencia cultural. (...)"

		Se toma nota de la observación y se incorpora la recomendación al presente informe



Es importante mencionar que la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos actúa bajo gestión de las partes; y que, actualmente posee varias circulares y memorandos donde se establece una metodología en conjunto con la Fiscalía de Asuntos Indígenas (ver anexo 2).



[bookmark: _Hlk40191018]Por lo anterior, el Ministerio Público deberá valorar la solicitud de establecer un protocolo diferenciado para la atención de personas indígenas en la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos, en el entendido que se deberá garantizar la vida y la integridad de las personas; respetando la pertenencia cultural de esas personas en las medidas que se planteen.



Lo anterior, se incorpora como recomendación en el informe



		8

		Respecto al punto número 8, textualmente se indica:



"(...) Solicitar a las personas servidoras judiciales y oficinas involucradas en los equipos de trabajo que se conformen, emitir informes de su gestión, según la periodicidad que la Dirección de Planificación sugiera al Consejo Superior y éste disponga, a efecto de verificar el acceso a la justicia de la población y la atención prioritaria y oportuna. (...)"

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al presente informe.





[bookmark: _Hlk40191169]La Unidad de Acceso a la Justicia deberá elaborar y remitir a los diferentes ámbitos involucrados un formato o plantilla que contenga todas las variables de interés en lo referente a asuntos indígenas.



Posteriormente, los insumos recabados deberán ser consolidados y será la misma Unidad de Acceso a la Justicia quien elabore un informe con los resultados más relevantes y de interés institucional para la toma de decisiones en relación a la temática indígena.



Este informe deberá ser presentado ante el Consejo Superior con una periodicidad al menos semestral. 

La anterior recomendación será incorporada en el informe.



La Defensa Pública con la utilización del Sistema de Seguimiento de Casos, cuenta con la posibilidad de monitorear la cantidad de asuntos que se atienden con intervinientes indígenas, además de otras variables que referentes a grupos vulnerables.

De tal modo que, mediante el Sistema SIGMA se pueden obtener datos estadísticos de cada oficina, con el detalle de los intervinientes asociados por cada causa que se tramita.
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		Respecto al punto número 9, textualmente se indica:

"Instar a la Dirección Ejecutiva para asegurar que el equipo de personas traductoras e intérpretes, conformado tanto por mujeres como por hombres, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sea suficiente para la atención de los procesos judiciales en los que estén vinculadas personas indígenas de las zonas referidas, para garantizar que no se constituya en un atraso en la gestión de los diferentes equipos de trabajo."

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al presente informe.



En conversación mediante la plataforma Teams con el Lic. Melvin Obando de la Dirección Ejecutiva,  manifestó que esa Dirección ha realizado esfuerzos por medio de la Comisión de Acceso a la Justicia, Administraciones Regionales y oficinas ubicadas en zonas indígenas, para incentivar a la población indígena en la incorporación de personas en la lista de traductores.



[bookmark: _Hlk40191309]Por lo anterior, se estima que la Dirección Ejecutiva deberá buscar otras prácticas que incentiven a la incorporación de más personas indígenas en las listas de traductores, para ello podrá elaborar una compaña en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación. Lo anterior, será incorporado como recomendaciones del informe.
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		[bookmark: _Hlk40191530][bookmark: _Hlk40191584]Respecto al punto número 10, textualmente se indica:

"Solicitar a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Pérez Zeledón a cargo de Buenos Aires, y a los despachos involucrados, tomar las medidas necesarias para que el pago a las personas traductoras e intérpretes se realice de manera oportuna y cumpliendo con todos los requerimientos legales y políticas institucionales, para poder seguir contando con este apoyo."

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al presente informe.
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		[bookmark: _Hlk40192154][bookmark: _Hlk40192244]Respecto al punto número 11, textualmente se indica:

"Solicitar colaboración a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica que, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, para que coadyuven con los peritajes culturales necesarios para la atención de los procesos judiciales que atienda el equipo de trabajo que se conforme, a cargo de reforzar la atención de los asuntos indígenas de la zona de Buenos Aires de Puntarenas y China Quichá de Pérez Zeledón."

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al presente informe, dirigida a que se formalicen los lineamientos estipulados en la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.







[bookmark: _Hlk40191872][bookmark: _Hlk40192141]El Consejo Superior en sesión 102-2019, artículo XXXIX del 21 de noviembre de 2020, conoció el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia, en relación a la construcción del convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la UCR, en la sesión se acordó:  “Se toma nota del oficio y de las manifestaciones de la jueza Damaris Vargas Vásquez sobre los avances de la construcción del convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la UCR representada esta última por el Dr. Marcos Guevara Berger”, por lo anterior, se estima que el  Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia y la Dirección Ejecutiva deberán continuar uniendo esfuerzos para el establecimiento de un convenio interinstitucional. Lo anterior, será incorporado en las recomendaciones del informe.
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		[bookmark: _Hlk40192530]Respecto al punto número 12, textualmente se indica:

"Solicitar a la Escuela Judicial, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-19 de Corte Plena, brinde capacitación de manera prioritaria al equipo de trabajo que se conforme para atender los asuntos penales de la zona, con el objetivo de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena, siguiendo los lineamientos dispuestos en la circular en referencia que incluyen aspectos relacionados con contenidos mínimos, verificación de asistencia y seguimiento del impacto de la capacitación. Instar a la Escuela Judicial verifique que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: a) Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; b) Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, c) Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras; d) Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; d) Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. Incluyendo, el establecimiento de un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial."

		La Dirección de Planificación incluye dentro del informe del 2020 la siguiente recomendación para la Jefatura de la Defensa Pública (Unidad de capacitación):

"Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo."

Adicionalmente a lo anterior, se considera oportuno involucrar dentro de las recomendaciones de capacitación al personal judicial, el criterio mencionado, el cual contempla aspectos técnicos mínimos requeridos en dichas capacitaciones, así como el debido seguimiento; esto por parte de la Escuela Judicial. 





[bookmark: _Hlk40192369]Adicionalmente, es importante que la Escuela Judicial fomente la capacitación virtual, compartiendo espacios virtuales y presenciales, maximizando tiempos de desplazamientos, recursos económicos, y viáticos, entre otros. Lo cual será incorporado como recomendación al respecto. 
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		[bookmark: _Hlk40192863]Respecto al punto número 13, textualmente se indica:

"Declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, ampliar a sensibilización, atención y acceso a la justicia de pueblos indígenas en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y la Circular 188-19 de Corte Plena."

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al Consejo Superior en el presente informe.









[bookmark: _Hlk40193648]Sin embargo, con el fin de contar con un criterio legal, esta observación será remitida a la Dirección Jurídica para su análisis, con el fin de que emita su valoración jurídica respecto a la obligatoriedad.



[bookmark: _Hlk40192959]Por otra parte, la Unidad de Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana deberá valorar el promover dentro de los concursos de la judicatura las capacitaciones referentes a la atención y acceso a la justicia de los pueblos indígenas.



Las anteriores recomendaciones serán incorporadas al informe
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		[bookmark: _Hlk40193937]Respecto al punto número 14, textualmente se indica:

"Solicitar a la Escuela Judicial llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas."

		Se toma nota de la observación y se direcciona la recomendación a los compañeros de encargados de la evaluación de desempeño de la Dirección de Gestión Humana, para su debida valoración.









Además, dentro del informe 323-PLA-MI-2019 referente al Rediseño de la Escuela Judicial aprobado en sesión 67-19 del Consejo Superior artículo XXIX, del 30 de julio de 2019, en el apartado 1.8.  Hallazgos y propuestas de mejora, se establecieron varias recomendaciones al respecto, de las cuales destacan las siguientes: 



“7.1 Que la Dirección de Escuela Judicial retome el tema de Evaluación de la Capacitación, atendiendo a las necesidades institucionales, de manera que además de las “Evaluación de Seguimiento”, se logren desarrollar “Evaluaciones de resultados” para la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Lo cual permitirá tomar decisiones sobre la capacitación que se realiza.”



“12.2 Establecer en el Plan Estratégico Institucional (PEI), una estrategia de promoción entre las Unidades de Capacitación del Poder Judicial, de los recursos que ofrece el Área de Servicios Técnicos y las ventajas de su utilización en las actividades académicas”



“1.10.6. Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y Defensa Pública.  Deberán dar seguimiento al proceso de implantación y ejecución de las propuestas de solución resultantes del Rediseño de Procesos que conciernen a cada Unidad, contenidas en el apartado 1.8, una vez aprobadas por el Consejo Superior.”



“14.2. Además, crear una división en el Sistema SAGA dentro del Programa de Especialización, que permita diferenciar los Subprogramas Integrados de los no Integrados; así como, el estado actual, ya sea en ejecución o finalizado, de cada actividad académica. “



Por lo tanto, con las recomendaciones emitidas dentro del informe antes mencionado, se podrá obtener un control más efectivo de las personas capacitadas, lo que permitiría posteriormente valorar el impacto de su gestión.



Además, a nivel de capacitación del recurso de Defensor Público, en tema de Capacitación de Contencioso Administrativo de población indígena y servidores judiciales, se consultó vía telefónica el 8 de marzo de 2019, al Lic. Juan Carlos Morales Jiménez, que en su momento fungía como Jefe de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, sobre los lineamientos dispuestos en capacitación para el presupuesto de 2020, el cual señaló que: 



· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente población indígena 



La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, ha venido realizando capacitaciones a lo interno del programa, sin costos adicionales, en el tema de sustituciones y/o permisos ante el Consejo Superior del Poder Judicial.





Por otro lado, como se indicó en el punto 13 del presente informe: 



“(…) la Unidad de Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana deberá valorar el promover dentro de los concursos de la judicatura las capacitaciones referentes a la atención y acceso a la justicia de los pueblos indígenas.” Además, deberá valorar la siguiente recomendación:

.. un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño” de manera que se analiza si la recomendación se ajusta a los Reglamentos de Evaluación del Desempeño.
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		Respecto al punto número 15, textualmente se indica:

"Instar al CACMFJ para que, junto con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, divulgue la Circular 188-19 de Corte Plena; en especial el eje sexto referido a las personas juzgadoras de todas las materias que atienden procesos vinculados con personas indígenas, en el que se señala: “Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.” 



Así como el sétimo que indica: 



“7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.” 

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación en el presente informe, haciendo la inclusión de la participación efectiva de las administraciones regionales involucradas. 
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		[bookmark: _Hlk40195491]Respecto al punto número 16, textualmente se indica:

"Solicitar a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y el eje octavo de la Circular 188-19, priorizar la realización de encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución, solicitarles concertar con las personas indígenas de los pueblos indígenas de Buenos Aires la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Así mismo, que en forma coordinada con la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación de la institución, coordinen encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás."

		Se toma nota de la observación y se incorpora como recomendación al Consejo Superior en el presente informe.







[bookmark: _Hlk40195985]Reiterar la Circular 188-19 de la Secretaria de la Corte del 17 de octubre de 2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”
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		En el oficio se menciona textualmente:

"(...) lo procedente es, dentro de las limitaciones presupuestarias institucionales, cumplir en lo posible con los compromisos país y disponer reforzar la atención de Defensa Pública Especializada en materia Indígena en todos los Circuitos del país, en especial, los ya referidos de Buenos Aires de Puntarenas y aquellos donde estadísticamente se reporten más procesos vinculados con pueblos indígenas (...) "

		La Dirección de Planificación contempla dentro de las propuestas para la atención de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente, las limitaciones presupuestarias del país y es por ello que plantea escenarios alternativos  para poder cumplir con las responsabilidades de la institución. Además, esta Dirección, en el informe 507-PLA-RH-MI-2020, propone la especialización de materias de los recursos de la Defensa Pública en atención de estos asuntos, no así su exclusividad, de manera que los recursos disponibles sean maximizados, en concordancia con las cargas de trabajo establecidas en coordinación con la Jefatura de la Defensa Pública, así como se estipula en las estructuras organizacionales del Poder Judicial, donde se cumple el principio de especialización por materia, sin embargo, como se menciona en el informe, mientras las cargas de trabajo lo permitan y ante la imposibilidad de crecimiento de recurso, se propone que la colaboración con asuntos indígenas.









Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
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		En el oficio se menciona textualmente:

"(...) Se solicita que en la toma de decisiones no se consideren los parámetros tradicionales de disposición de recursos según cantidad de procesos o proyección de éstos, sino por el contrario, la complejidad de éstos y la responsabilidad institucional de cumplir con los compromisos país asociados a las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 de la OIT que tiene rango supraconstitucional al ser una normativa de derechos humanos, según la jurisprudencia vinculante de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia."

		La Dirección de Planificación dentro del estudio contempla aspectos cualitativos y estos son considerados dentro de las recomendaciones de plazas. El informe del presente año responde a una actualización de las necesidades expresas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena en la Sesión 22-19 celebrada el 6 de junio de 2019, Artículo IV; donde, haciendo la comparativa entre informes, se evidencia que la carga de trabajo, necesidades y complejidad de asuntos, se mantiene a nivel nacional y se otorgan recursos tomando en consideración las variables cualitativas de la materia.





En el punto tres del presente informe, esta Dirección manifestó lo siguiente al respecto:



La Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el artículo 7 establece que se le deberá proveer asistencia letrada a las personas indígenas que así lo requieran; en lo que respecta a la materia Penal, esta ley no impacta de manera directa; ya que, con la estructura organizacional actual la atención a personas indígenas ha sido brindada de manera ordinaria; pues, la parte ofendida es atendida ordinariamente por la Fiscalía y la parte demandada es atendida por la Defensa Pública; lo anterior, a diferencia del impacto en materias como Pensiones Alimentarias, Agraria o Contencioso Administrativo, donde la Defensa Pública deberá dar representación ambas partes.





Además, se cita la observación realizada en el primer punto, del presente documento: 

 

“(…) en caso de que la Comisión de Acceso a la Justicia lo considere procedente, podrá realizar un planteamiento para la atención de la zona, mediante la Metodología de Administración de Proyectos, bajo los lineamientos establecidos y con el sustento técnico correspondiente.”







Lo anterior, no modifica el contenido del informe.












Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Copia: Archivo
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San José, 14 de abril, 2020 


CACC-116-2020


(Oficio 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18)








Máster


Nacira Valverde Bermúdez


Directora 


Dirección de Planificación


Poder Judicial 








Estimada señora:








[bookmark: _gjdgxs]	Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, quienes suscribimos Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Magistrada Damaris Vargas Vasquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas y Máster Melissa Benavides Víquez, Encargada de la Unidad de Acceso a la Justicia, procedemos a pronunciarnos sobre el informe de 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18: 





	En el año 2018, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley # 9593 Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. Esta Ley garantiza a la población indígena el acceso a la justicia tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas, culturales, su cosmovisión y el derecho indígena; siempre y cuando no transgreda los derechos humanos (art 1). Las disposiciones contenidas en la Ley generan una serie de obligaciones para el Poder Judicial, que además implican la priorización en la resolución y atención de casos (art 6), derecho a una persona intérprete (art 6), asistencia letrada gratuita especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (art 7), un trato digno (art 2), derecho a la información en su idioma materno que implica la contratación de intérpretes debidamente capacitados sobre los aspectos básicos de la gestión judicial (art 3),  prioridad en la resolución de casos ( art 4), aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa de conflictos y justicia restaurativa, además de la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial, entre otros lineamientos.





	Desde la Subcomisión para de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, el pasado 28 de febrero mediante oficio DVV-S1-022-2020, se dio respuesta a la solicitud del Consejo Superior sobre la información contenida en el Oficio Nº 3967-19 de 29 de abril de 2019, en el que la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV, que literalmente dice:





“Se acordó: 1.) Devolver el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 a la Dirección de Planificación, para que actualice los datos contenidos en el citado informe. 2.) Solicitar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la República, un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos Aires. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la Defensa Pública.” 





	Al respecto, la Subcomisión emitió una serie de recomendaciones que a continuación de transcriben:


1. Se solicita establecer una acción afirmativa en beneficio de la población indígena de Buenos Aires de Puntarenas y de China Quichá de Pérez Zeledón, que consiste en reforzar tanto la jurisdicción de Buenos Aires como Pérez Zeledón, con nuevas plazas que permitan  conformar un equipo de trabajo completo que integre representantes de Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía de Asuntos indígenas, OIJ, personal de apoyo, recursos tecnológicos y materiales tales como vehículos para transporte y oficinas, entre otros que sean necesarios para que la labor del equipo de trabajo pueda ser eficaz, eficiente y efectiva, a efecto de atender los procesos judiciales vinculados con las personas indígenas citadas. Lo anterior, con fundamento en la normativa internacional que regula los derechos de la población indígena: Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, la cual tiene carácter supraconstitucional según reiteradas resoluciones de la Sala Constitucional al tratarse de convenios referidos a derechos humanos; el artículo 1 de la Constitución Política que refiere a Costa Rica como un país multiétnico y pluricultural; así como la normativa interna, entre otras, la Ley Indígena y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


En relación con lo anterior, debe tomarse en consideración que los conflictos en Buenos Aires de Puntarenas han aumentado considerablemente, por lo que la recomendación planteada en esta recomendación y en la siguiente, se refieren a la autorización de un equipo de trabajo en materia penal por medio de la aplicación del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial conforme a la Metodología de Administración de Proyectos para el control y seguimiento debidos. Además, debe tomarse en consideración que los territorios indígenas de Buenos Aires de Puntarenas corresponden a una competencia territorial diferente al territorio de China Quichá de Pérez Zeledón.





2. Para la valoración de la urgencia del citado recurso se tome en cuenta no solo aspectos estadísticos, sino que se tome en cuenta la especificidad con que los funcionarios deben atender la población indígena y el abordaje diferenciado de las causas, que implica una aumento en las cargas de trabajo de manera que para atender adecuadamente los usuarios se debe contar con más personal, con el cual sea posible atender prioritariamente la conflictividad que enfrenta la zona.  





3. En seguimiento del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, que obligan al Estado a adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de dicha medida cautelar y así evitar su repetición, se solicita al Consejo Superior en cumplimiento a lo que compete al Poder Judicial como parte del Estado, el reforzamiento de las oficinas judiciales que atienden este tipo de procesos en las materias penal, agraria y contenciosa administrativa, con el personal necesario a efecto de que las decisiones judiciales sobre ese tipo de asuntos se atienda de manera prioritaria y se emitan de conformidad con la normativa nacional e internacional que regula los derechos de la población indígena. Lo anterior, debido a que las medidas cautelares y provisionales de la CIDH tienen un doble carácter, uno cautelar y otro tutelar. Respecto del carácter tutelar, las medidas buscan evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos. Con respecto al carácter cautelar, las medidas cautelares tienen como propósito preservar una situación jurídica de derechos en posible riesgo, hasta en tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo conocimiento en el Sistema Interamericano. Su objeto y fin son los de asegurar la integridad y la efectividad de la decisión de fondo y, de esta manera, evitar que se lesionen los derechos alegados, situación que podría hacer inocua o desvirtuar el efecto útil de la decisión final, según la CIDH. Con ocasión de lo anterior, a fin de que el Estado pueda cumplir con la decisión final de las Medidas y, de ser necesario, con las reparaciones ordenadas, es necesario reforzar los equipos de trabajo humanos y materiales a disposición para atender este tipo de procesos, con especial referencia a la materia penal que es objeto de análisis.





4. A efecto de atender la "gravedad de la situación", vinculada con el serio impacto que la acción u omisión estatal pueda tener sobre los derechos protegidos o sobre el efecto eventual de las decisiones pendientes ante la CIDH; así como la "urgencia de la situación", que se determina por la información que indica que el riesgo o la amenaza son inminentes y puedan materializarse, requiriendo de esa manera acción preventiva o tutelar; el "daño irreparable" vinculado con la afectación sobre derechos que, por su propia naturaleza, no son susceptibles de reparación, restauración o adecuada indemnización, se solicita la atención prioritaria e inmediata de los requerimientos de recursos materiales y tecnológicos, así como el talento humano necesario para conformar el equipo de trabajo que continúe dando respuesta a los procesos vinculados con la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares. 





5. A efecto de cumplir con la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar a la Escuela Judicial para que priorice el fortalecimiento de las competencias del equipo de trabajo que esta a cargo y que, de aceptarse las recomendaciones anteriores, se designe de manera inmediata para la atención de los procesos judiciales penales vinculados con la población indígena de Buenos Aires de Puntarenas y de China Quichá de Pérez Zeledón, indistintamente de la cantidad de procesos pendientes o la proyección que se tenga ante los altos niveles de conflictividad en la zona, atendiendo sobre todo a la exigencia de la normativa supraconstitucional que regula los derechos de esa población y los requerimientos de la CIDH. Lo anterior, para disminuir en lo posible desde las funciones del Poder Judicial, la serie continua de ciclos de amenazas, hostigamientos y actos de violencia en contra de los miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre, identificados por los gestionantes de las Medidas Cautelares como posibles factores generadores de riesgo que incidirían en su situación, asociados a lo que la CIDH califica como un presunto clima de tensión y hostilidad, en vista que los miembros de ambos pueblos indígenas estarían cohabitando un área en la que se encontrarían personas no indígenas, en el marco de un conflicto territorial que habría perdurado por varios años; y supuestas represalias, debido a la labor que los miembros de ambos pueblos indígenas estarían adelantando, con el fin de que se reconozca y delimite su territorio. 


6. Se solicite a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y al Centro de Conciliación del Poder Judicial continuar con la atención de los procesos indígenas de la zona citada, coadyuvando en la búsqueda de soluciones legalmente posibles y con pertinencia cultural, en cumplimiento del mandato que les confiere la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Lo anterior, considerando que, según refiere la CIDH en las Medidas Cautelares 321-15, el 7 de julio de 2014, el Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica expresó "su preocupación por la violencia registrada en el territorio indígena de Salitre [...l, que ha provocado movilización de personas, quema de ranchos y bloqueo de caminos. La ONU confía en que el Estado impulse urgentemente la resolución pacífica del conflicto de manera que se proteja el derecho de los pueblos indígenas a su territorio y también se garantice los derechos humanos de todos sus habitantes y a los actores involucrados para que rechacen cualquier tipo de violencia" 


7. Solicitar a la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos, ante la posibilidad de que la situación de riesgo pueda exacerbase aún más en la zona de Buenos Aires y de China Quichá de Pérez Zeledón, por la continuidad del clima de tensión y las medidas destinadas a delimitar los territorios, se tomen medidas adecuadas y efectivas, tomando en consideración un enfoque diferencial respecto de pueblos indígenas y las dinámicas particulares en la zona. Se recomienda que las medidas necesarias que se tomen para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, deben tener pertinencia cultural.


8. Solicitar a las personas servidoras judiciales y oficinas involucradas en los equipos de trabajo que se conformen, emitir informes de su gestión, según la periodicidad que la Dirección de Planificación sugiera al Consejo Superior y éste disponga, a efecto de verificar el acceso a la justicia de la población y la atención prioritaria y oportuna.


9. Instar a la Dirección Ejecutiva para asegurar que el equipo de personas traductoras e intérpretes, conformado tanto por mujeres como por hombres, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sea suficiente para la atención de los procesos judiciales en los que estén vinculadas personas indígenas de las zonas referidas, para garantizar que no se constituya en un atraso en la gestión de los diferentes equipos de trabajo.


10. Solicitar a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Pérez Zeledón a cargo de Buenos Aires, y a los despachos involucrados, tomar las medidas necesarias para que el pago a las personas traductoras e intérpretes se realice de manera oportuna y cumpliendo con todos los requerimientos legales y políticas institucionales, para poder seguir contando con este apoyo.


11. Solicitar colaboración a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica que, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, para que coadyuven con los peritajes culturales necesarios para la atención de los procesos judiciales que atienda el equipo de trabajo que se conforme, a cargo de reforzar la atención de los asuntos indígenas de la zona de Buenos Aires de Puntarenas y China Quichá de Pérez Zeledón.


12. Solicitar a la Escuela Judicial, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-19 de Corte Plena, brinde capacitación de manera prioritaria al equipo de trabajo que se conforme para atender los asuntos penales de la zona, con el objetivo de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena, siguiendo los lineamientos dispuestos en la circular en referencia que incluyen aspectos relacionados con contenidos mínimos, verificación de asistencia y seguimiento del impacto de la capacitación. Instar a la Escuela Judicial verifique que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: a) Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; b) Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, c) Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras; d) Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; d) Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. Incluyendo, el establecimiento de un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.


13. Declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, ampliar a sensibilización, atención y acceso a la justicia de pueblos indígenas en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y la Circular 188-19 de Corte Plena.


14. Solicitar a la Escuela Judicial llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.


15. Instar al CACMFJ para que, junto con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, divulgue la Circular 188-19 de Corte Plena; en especial el eje sexto referido a las personas juzgadoras de todas las materias que atienden procesos vinculados con personas indígenas, en el que se señala: “Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.” Así como el sétimo que indica: “7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.” 


16. Solicitar a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y el eje octavo de la Circular 188-19, priorizar la realización de encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución, solicitarles concertar con las personas indígenas de los pueblos indígenas de Buenos Aires la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Así mismo, que en forma coordinada con la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación de la institución, coordinen encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.


	


	Por lo anterior, y con la finalidad de continuar con el impulso en favor de los derechos de la población indígena y lograr su efectivo acceso a la justicia que promueve no solo la Ley para el acceso a la justicia, sino también el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, así como la normativa nacional vinculante: Constitución Política, Ley Indígena, la Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema, las circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas, para dar respuesta al oficio 507-PLA-RH-MI-2020,  se remite a las recomendaciones del oficio DVV-S1-022-2020 del 28 de febrero del 2020. 





	En las recomendaciones se pide priorización de los despachos y oficinas en general, incluyendo la Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas, en atención al seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, pues ahí están asentados los pueblos de Bribri de Salitre y de Térraba; no obstante, en ejecución de la Circular N° 188-19 que responde a las Actas de Corte Plena N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX y N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y el Convenio 169 de la OIT, lo procedente es, dentro de las limitaciones presupuestarias institucionales, cumplir en lo posible con los compromisos país y disponer reforzar la atención de Defensa Pública Especializada en materia Indígena en todos los Circuitos del país, en especial, los ya referidos de Buenos Aires de Puntarenas y aquellos donde estadísticamente se reporten más procesos vinculados con pueblos indígenas, en forma proporcional a los recursos que se destinen de las demás áreas (Judicatura, Fiscalía y OIJ) para poder conformar grupos de trabajo que logren dar una respuesta efectiva a la población indígena desde su cosmovisión y requerimientos propios, con pertinencia cultural.





	Se solicita que en la toma de decisiones no se consideren los parámetros tradicionales de disposición de recursos según cantidad de procesos o proyección de éstos, sino por el contrario, la complejidad de éstos y la responsabilidad institucional de cumplir con los compromisos país asociados a las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 de la OIT que tiene rango supraconstitucional al ser una normativa de derechos humanos, según la jurisprudencia vinculante de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





	Atentamente, 











Magistrado Jorge Olaso Alvarez


Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia








Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas








Máster Melissa Benavides Víquez


Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia                            





























1







image2.emf

Memorándum  17-OAPVD-2019 Lineamientos FAI-OAPVD.pdf




Memorándum 17-OAPVD-2019 Lineamientos FAI-OAPVD.pdf

Memorandum
17-OAPVD-2019

Fecha: 02 de mayo, 2019

Para: Profesionales de la Oficina de Atencién y Protecciéon a la
Victima del Delito de todo el pais.

Asunto: Lineamientos de trabajo entre OAPVD vy Fiscalia de Asuntos
Indigenas (FAI)

De: Sara Arce Moya, Jefatura OAPVD

“El Consejo Superior, en sesion N° 86-05, celebrada el 01 de
noviembre de 2005, articulo LIII, dispuso comunicar la obligacién en
que se encuentran los despachos, oficinas, fiscalias, y demas
dependencias del Poder Judicial de brindar un trato preferencial,
asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus
derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores,
menores de edad, indigenas, victimas y personas en una situacion
especial”. En el mismo sentido, el Consejo Superior aprobé las reglas
practicas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones
Indigenas, en la sesién N° 77-08, celebrada a las catorce de octubre de
dos mil ocho, articulo XLI. (Se adjuntan Reglas Pricticas).

En consecuencia, la Fiscalia de Asuntos Indigenas en conjunto con la
OAPVD desarrollaron el memoridndum 01-2019 “Lineamientos de
Trabajo OAPVD-FAI”, con la finalidad de coordinar de forma
adecuada el cumplimiento de las politicas y directrices institucionales.

La circular 10-OAPVD-2013 atn se mantiene vigente. (Se adjunta).

El presente memorandum es de cumplimiento obligatorio a partir de su

envio.

Agradeciendo su atencidn,

Sara Arce Moya
Fiscala Adjunta
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MEMORANDUM CONJUNTO

01-2019
Lineamientos de trabajo
Oficina de Atencidn y Proteccidn a la Victimay Fiscalia de Asuntos
Indigenas
OAPVD-FAI

A. Lineamientos de trabajo Giras a territorios indigenas
1. Justificacion

La Fiscalia de Asuntos Indigenas — en adelante FAI- en conjunto con la
Oficina de Atencién y Proteccién a la Victima del Delito — en adelante
OAPVD-, con el fin de brindar un efectivo acceso a la justicia a los pueblos
indigenas procuran realizar visitas anualmente. Al ser 24 territorios
indigenas, se realiza un cronograma anual, en el cual se determinan los
territorios a visitar por afio.

Generalmente los territorios indigenas se ubican en zonas geogréficas de
dificil acceso, la informacion que reciben es escasa o nula, siendo que al no
contar con las infraestructuras adecuadas, se tiende a generar una
discriminacion sistematica por parte de las instituciones, aspecto que ha
dado lugar para que los habitantes de estos territorios, sean victimas de
diversos tipos de delitos; por lo que la presencia de la FAl y OAPVD es
fundamental para el empoderamiento de estas personas, a efecto de
conocer y reclamar sus derechos; facilitando la informacion que les permita
saber dénde recurrir en caso de ser victima de algun delito y hacer valer sus
derechos como personas victimas.

Asi mismo, la visita “en el lugar” conlleva una mayor concientizacién por
parte de las y los funcionarios judiciales para el abordaje de las personas
intervinientes en el proceso penal, por ende, la implementacion de mandatos
de indole internacional de acceso a la justicia, asi como de las diversas
politicas institucionales referentes a brindar mayor accesibilidad a grupos en
condicion de vulnerabilidad, dentro de las que cabe citar “Reiteracion
Circular 10-09 de la Corte Suprema de Justicia”, “Reiteracion Circular 182-05
de la Corte Suprema de Justicia y la Circular 10-OAPVD-2013 de la Oficina
de Atencion y Proteccion a la victima. (Anexo 1)

Por estas razones surge la necesidad de establecer lineamientos de trabajo
especificos entre la FAIl y la OAPVD que guien el accionar en este tipo de
intervenciones.








2. Objetivos
2.1 Objetivo general:

Brindar acompafiamiento a la FAI en la atenciobn a los territorios
indigenas, con la finalidad de conocer el contexto social de las
comunidades indigenas en Costa Rica, facilitar el proceso de recepcion
de denuncias, asesorar, evacuar dudas y capacitar a la poblacién sobre
diferentes tematicas de interés de la comunidad visitada.

2.2 Objetivos especificos:

2.2.1 Brindar informacidon con pertinencia cultural en los territorios
indigenas visitados, sobre los servicios del Ministerio Publico,
garantizando el derecho del acceso a la justicia.

2.2.2. Desarrollar un taller en conjunto FAI-OAPVD sobre temas
establecidos de acuerdo con la incidencia de criminalidad detectada por
la FAI o necesidades expuestas por el territorio visitado.

2.2.3 Informar y empoderar a la poblacion sobre sus derechos y deberes
como ciudadanos/as y eventuales victimas.

2.2.4 Recopilar informacién sobre la situacion socio-cultural de los
distintos

territorios para a partir de ello, elaborar lineas de accién en beneficio de

las comunidades visitadas.

2. 3 Actividades de campo

2.3.1 Brindar atencién en el lugar: se acude al centro poblacional de
mayor afluencia del territorio a visitar, a fin de ofrecer los servicios que
normalmente facilita una fiscalia y la OAPVD, lo cual implica realizar las
coordinaciones pertinentes en el supuesto de presentarse algun caso de
emergencia en el lugar, asi como evacuar dudas y consultas realizadas
por miembros de la comunidad.

De presentarse alguna situacion particular, la persona profesional en
Trabajo Social, debera realizar el abordaje especifico explicando los
servicios de la Oficina, tanto en el Programa de Atencibn como de
Proteccion.

En primer instancia, debe aplicarse la Valoracién de situacion de
Vulnerabilidad elaborado por la FAI (Anexo 2). Si se logran visualizar
tres 0 mas supuestos de vulnerabilidad, la persona profesional debe







motivar e instar a la persona valorada a participar en alguno de los
programas que le ofrece la OAPVD.

En caso de detectarse riesgo y que la persona acepte realizar la
entrevista de valoracion de riesgo, se aplicara (Anexo 3) y se
procedera segun los resultados de la misma.

De no aceptar la valoracion de riesgo o las medidas extraprocesales
recomendadas por la persona profesional o el equipo evaluador, se
procedera conforme a la Circular 10-OAPVD-2013, incisos e, f y g.
(Incluida en el Anexo 1)

En caso de no detectarse riesgo por parte de la persona profesional o
equipo evaluador, se le ofrecera los servicios del Programa de Atencion y
de aceptarlo, se realizara la entrevista inicial. ( Anexo 4)

Para cualquiera de los escenarios anteriores, de extenderse la atencién y
ameritar apoyo de mayor personal de la OAPVD, se coordinara con la
oficina regional mas cercana al territorio visitado.

2.3.2 Taller: paralelo a la atencién brindada, se aborda la probleméatica
de

la comunidad - identificada anualmente- mediante un taller, desarrollado

por una persona profesional en trabajo social, a fin de empoderar a las

personas indigenas a denunciar en caso de ser victimas de algun tipo de

delito; asi mismo, con esta intervencion, se busca prevenir la comision

delictiva dentro del territorio indigena.

La persona profesional en Trabajo Social asignada para la gira indigena,
debe procurar que dicho taller se facilite mediante técnicas de
integracion, participacion y construccion grupal, acordes a la poblacion a
la cual va dirigido el taller, asi como, preparar los materiales necesarios
para llevar a cabo las técnicas y considerando las limitaciones o barreras
que se puedan presentar, segun sea la comunidad que se visite (si hay
electricidad, uso de material audiovisual fisico o tecnolégico, idiosincrasia
del pueblo visitado y particularidades, nivel educativo, canales de
comunicacion, lenguaje indigena que practican, entre otros).

Este tipo de condiciones y caracteristicas de la comunidad, deben
consultarse con antelacién con la persona fiscal a cargo de realizar la
visita indigena y nutrir con los aportes de la persona profesional en
sociologia de la OAPVD.

2.3.3 Recopilacion de informacion: a fin de obtener informacion
general

sobre la situacion actual del territorio indigena visitado y las

problematicas que enfrentan, se debe completar la “BOLETA DE

APLICACION PARA INFORMACION COMUNITARIA EN

TERRITORIOS INDIGENAS”,







(Anexo 5), la cual es de vital importancia para identificar la problematica
que debe ser abordada el afio siguiente, ademas, de esta se desprenden
insumos para la construccion de la politica de persecucion penal con
pertinencia cultural.

2.4 Aspectos logisticos

a. Las giras seran calendarizadas anualmente por la FAI en conjunto con
la OAPVD; siendo que a mas tardar la primer semana de febrero de cada
afio, todos los profesionales en trabajo social que fueron incluidos en el
cronograma de giras, se les designara el tema a tratar y el lugar que le
corresponde visitar. (En el cronograma se debe indicar la persona
profesional responsable de la gira por parte de la FAlI y medios de
contacto: numero de teléfono de la oficina y/o correo).

b. La convocatoria de la visita a la comunidad indigena le corresponde a
la FAI, debiendo informar el lugar y la hora donde se realizara. La FAI
trabajara en estrategias que permitan garantizar mayor efectividad en
esta convocatoria. (Aprovechar espacios ya designados por la comunidad
para otras actividades propias como asambleas o reuniones comunales,
coordinar de manera anticipada la visita con quien corresponda y
garantizarse que esa convocatoria sea efectiva a las personas de la
comunidad, considerar disponibilidad de horario de la poblacién indigena
para participar en este tipo de actividades, entre otras). En este mismo
proceso, se contard con los aportes de la persona profesional en
sociologia de la OAPVD.

En aquellos casos que por causas ajenas a la FAI-OAPVD, donde no se
logre una convocatoria efectiva de la poblacién indigena, el equipo que
realiza la visita al territorio, procurard buscar otras alternativas para
impartir el taller dentro de la misma comunidad, para lo cual se puede
coordinar con escuelas, grupos organizados, colegios, entre otros.

En el proceso de convocatoria, se prevera la necesidad de utilizacién de
un intérprete, en caso que la poblacién lo requiera, por medio del apoyo
de un recurso humano de la misma comunidad, cuya participacion se
canalizara a través de la persona enlace que facilita la convocatoria a la
FAL.

c. Cada profesional en Trabajo Social encargado de la gira, debera
coordinar de previo con su homdlogo/a ubicado/a en la OAPVD de cada
regional donde se visiten territorios indigenas, con el fin de conocer sobre
alguna red local o las instituciones de mayor presencia en la zona
indigena y establecer contacto e incluso, valorar el cursar invitacion para
participar el dia que se lleva a cabo la gira. Lo anterior se debe informar a
la persona encargada de la gira, por parte de la FAI.

d. De ser posible, la FAI debera confirmar la realizacion de la gira como
minimo con cinco (5) dias de anterioridad. Se debe considerar que en
ocasiones por factores climatolégicos y/o de organizacion de la
comunidad, puede presentarse la cancelacion de la gira, por lo que se







comunicard de manera inmediata a la persona de la OAPVD que
acompafiara en la gira indigena. En estos casos la FAI dara seguimiento
a la posible fecha en la cual se reprogramara y lo comunicara a la
persona encargada.

e. Durante el desarrollo de la visita, tanto personal de la FAlI como de la
OAPVD deberan completar la “BOLETA DE APLICACION PARA
INFORMACION COMUNITARIA EN TERRITORIOS INDIGENAS”, para
lo cual se debe entrevistar minimo a 3 personas que contemplen distintos
grupos etareos y en posibles condiciones de vulnerabilidad (persona
adulta mayor, con discapacidad, mujer, lideres comunales, entre otros).
Esta boleta sera revisada cada afio por personal de la FAl y OAPVD,
segun los requerimientos de las comunidades visitadas.

f. Las boletas debidamente completadas seran entregadas al
profesional en trabajo social que participo de la gira, quien debera utilizar
dichos insumos a fin de emitir por escrito, en un plazo maximo de 10 dias
hébiles, un informe social sobre la situacién explorada y principales
problematicas identificadas en la comunidad. (Anexo 6)

g. La persona profesional en Trabajo Social deberd rendir dicha
informacién a la persona Trabajadora Social asignada como enlace de la
OAPVD (encargada de las coordinaciones con la FAl). El informe debe
contener: escaneo de las boletas con la informacién recopilada, la lista
de asistencia formal (Anexo 7), informe social emitido y de ser posible,
fotografias de la gira. En caso de haberse aplicado entrevista de
valoracion de riesgo en el Programa de Proteccién o entrevista inicial en
el Programa de Atencion, debe indicarse en el informe y a la OAPVD a la
que se refirié el caso.

h. Una vez que la informacién sea recibida por la persona Trabajadora
Social de la OAPVD encargada de las coordinaciones con la FAI, debera
remitirla a la persona fiscal coordinadora de la FAI, con copia a la
persona coordinadora del Programa de Atencion de la OAPVD.

i. De la misma manera, la persona fiscal coordinadora de la FAI, remitira
a la persona Trabajadora Social de la OAPVD encargada de las
coordinaciones con la FAI, la bitdcora de la gira en la cual se establecen
las observaciones relevantes en cuanto al desarrollo de la misma.
(Anexo 8).

j- La persona profesional en Sociologia de la OAPVD, desde su
especificidad, aportard para la mejora continua de los lineamientos aqui
establecidos y podrd brindar apoyo profesional en actividades como:
identificar previo a las giras y segun el cronograma anual, mecanismos
efectivos de convocatoria en cada una de las comunidades indigenas
segun sus particularidades, ofrecer a las personas profesionales en
Trabajo Social a cargo de la gira, la caracterizacion de la poblacién a
visitar en aspectos tales como: lengua nativa, fuentes de produccion y/o







empleo, manejo y uso de tierras, conflictos entre grupos sociales, entre
otros.

k. Al término de cada afio, se realizara una reunion ampliada con las
personas participantes de las giras realizadas (fiscales y trabajadores/as
sociales) y la persona profesional en sociologia de la OAPVD, a fin de
evaluar los objetivos cumplidos, propuestas de mejoras, buenas practicas
y determinar el andlisis de las probleméaticas sociales identificadas en los
territorios indigenas visitados y las acciones a implementar dentro de la
politica de persecucién penal de la FAL.

. En el marco de estos lineamientos de trabajo, se desprende la
necesidad de capacitacion continua por parte de la FAl para los/las
diferentes profesionales que realizan las giras indigenas, por lo que se
procurara al menos una capacitacion anual en temas generales sobre la
poblacién indigena costarricense.

B. Lineamientos para la atencion de poblacion indigena en
Programas de Atencién y Proteccion de la OAPVD.

1. Justificacién

los

En Costa Rica, se aprobaron las Reglas de Brasilia mediante Sesion
Extraordinaria de Corte Plena No. 17-2008 del 26 de mayo de 2008,! las
cuales consagran los estandares basicos para garantizar el acceso a la
justicia de las personas en condicion de vulnerabilidad.

Partiendo de estas reglas y desde el compromiso institucional que nos
caracteriza, se establecen los procedimientos que garanticen una
atencién adecuada — de acuerdo a sus particularidades- a los y las
usuarias que se encuentran en condicion de vulnerabilidad,
especificamente en el caso de la poblacion indigena.

Para determinar si una persona se encuentra en situacion de
vulnerabilidad, se debe tomar en cuenta no solo las condiciones
personales, sino valorar las causas que generen la vulnerabilidad, tal
como lo regulan las Reglas de Brasilia:

“ Se consideran en condicion de vulnerabilidad aquellas personas
que, por razén de su edad, género, estado fisico o mental, o por
circunstancias sociales, econdémicas, étnicas y/o culturales,
encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el
sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento
juridico .....Podran constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las
siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades
indigenas o a minorias, la victimizacion, la migracion y el

1 Su objetivo principal es establecer lineas de actuacion para los Poderes Judiciales, con el

fin de brindar a las personas en condicién de vulnerabilidad un trato adecuado a sus
circunstancias particulares







desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privacién de
libertad ”

Por las razones antes descritas, es indispensable establecer parametros
objetivos, para la valoracion de la condiciéon de vulnerabilidad en que se
encuentran las personas indigenas, pues el solo hecho de su pertenencia
a una comunidad indigena, constituye un factor de vulnerabilidad. No
obstante, es importante visualizar otros factores, que permitan identificar
si concurren varias causas de vulnerabilidad, a fin de que, de manera
prioritaria se ejecuten acciones y un abordaje especializado que tienda a
facilitar un verdadero acceso de la justicia por parte de estas
poblaciones.

A nivel nacional existen 24 territorios indigenas, lo cuales estan
distribuidos en seis de las provincias del pais; exceptuando Unicamente
la provincia de Heredia. De este modo, 15 fiscalias? tienen dentro de su
jurisdiccion territorios indigenas. Considerando la cobertura de la OAPVD
en estas fiscalias, se establecen los parametros de atencién a considerar
con esta poblacion.

2. Consideraciones de ubicacion geogréfica, topogréaficay demas.

Para garantizar una atencion integral y efectiva, se considerara el lugar
(distrito, cantén) donde habita la persona indigena victima del delito, en
cuanto el indice de desarrollo humano (IDH); de manera tal, que a menor
desarrollo humano del cantén o distrito y a mayor distancia del canton
central donde se encuentran la mayoria de servicios publicos, mayor sera
el grado de vulnerabilidad de su poblacion.

Como premisas al momento de la atencién de poblacion indigena, el
personal de la OAPVD tomara en cuenta factores que pueden significar
mayor riesgo para la integridad de la persona victima, como por ejemplo:
dificultades geograficas, topogréficas y restricciones de acceso a la
justicia y a los servicios que ofrece la Oficina.

3. Atencién de poblacion indigena referida para el Programa de
Atencidén o Proteccidn a la victima.

Cuando en horario habitual o de disponibilidad, se reciba una solicitud de
atencion de poblacion indigena (formulario correspondiente en caso de
fiscalias, correo, oficio) o bien, la persona se presente de manera
espontdnea a alguna de las OAPVD, se debera realizar el abordaje
especifico explicando los servicios de la Oficina, tanto en el Programa de
Atencion como de Proteccion.

2 Fiscalia de Limon, Fiscalia de Bribri, Fiscalia de Batan, Fiscalia de Siquires, Fiscalia de Turrialba,
Fiscalia de Tarrazu, Fiscalia de Puriscal, Fiscalia de Pérez Zeleddn, Fiscalia de Osa, Fiscalia de
Buenos Aires, Fiscalia de Golfito, Fiscalia de Coto Brus, Fiscalia de Coredores, Fiscalia de Guatuso y
Fiscalia de Nicoya







En primer instancia, debe aplicarse la Valoracion de situacion de
Vulnerabilidad elaborada por la FAI (Anexo 1). Si se logran visualizar
tres 0 mas supuestos de vulnerabilidad, la persona profesional debe
motivar e instar a la persona valorada a participar en alguno de los
programas que le ofrece la OAPVD.

En caso de detectarse riesgo y que la persona acepte realizar la
entrevista de valoracion de riesgo, se aplicara (Anexo 3) y se
procedera segun los resultados de la misma.

De no aceptar la valoracién de riesgo o las medidas extraprocesales
recomendadas por la persona profesional o el equipo evaluador, se
procedera conforme a la Circular 10-OAPVD-2013, incisos e, f y g.
(Incluida en el Anexo 2)

En caso de no detectarse riesgo por parte de la persona profesional o
equipo evaluador, se le ofrecera los servicios del Programa de Atencion y
de aceptarlo, se realizara la entrevista inicial. ( Anexo 4)

Aunado a lo anterior, los profesionales que atiendan el caso — sea en
equipo o individual- deberan ejecutar todas las acciones tendientes a
mitigar los efectos negativos del delito, asi como que el dafio sufrido no
se incremente y garantizar la integridad fisica y psicolégica de las
victimas.

Los equipos profesionales de la Oficina de Atencion y Proteccion a la
Victima del Delito, deberan tomar en cuenta cada uno de los aspectos
agui esbozados y en coordinacién con la Fiscalia de Asuntos Indigenas,
implementar los mecanismos necesarios para atencion adecuada de esta
poblacion.

Es todo. Conforme a lo anterior firmamos en 2 originales, en la ciudad
de al ser las horas y minutos del
de del 2018.

Los presentes lineamientos rigen a partir de su firma y seran revisados cada
afio, sin perjuicio de recomendaciones previas, en el supuesto de que asi se
requiera, de acuerdo a las experiencias llevadas a cabo, como oportunidad
de mejora en el proceso.

Licda. Ariana Céspedes L6pez Msc. Sara Arce Moya
Fiscal Adjunta Fiscal adjunta
Fiscalia Asuntos Indigenas OAPVD
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Anexo 1

Reiteracion

CIRCULAR No. 10-09

ASUNTO: Reglas Précticas para facilitar el acceso a la justicia de
las Poblaciones Indigenas.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES
SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesion 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008,
articulo XLI, a solicitud de la Comisién de Accesibilidad y de la Subcomision
vinculada con los Grupos Indigenas, acordd comunicarles las siguientes “Reglas
Practicas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indigenas”:

1. Las Autoridades Judiciales promoveran la realizacion de diligencia “in situ”,
en aquellos lugares donde existan territorios indigenas.

2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se
contemplara el rubro de viaticos tanto para los y las indigenas como para las y
los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.

3. Los y las jueces, asi como cualquier autoridad judicial estableceran como
préctica la atencion de las y los usuarios indigenas.

4. Los y las jueces, asi como los y las funcionarios (as) judiciales daran
prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a los despachos
judiciales.

5. Deberéan los y las jueces, fijar los sefialamientos de las audiencias y juicios
dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada
zona.

6. Los y las juezas, asi como las autoridades judiciales, que requieran
documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; estableceran los
canales de comunicacién y coordinacion necesarios para hacerlos llegar al
caso concreto a la brevedad posible; y comunicaran a la Comision de
Accesibilidad los obstaculos que se les presenten para el cumplimiento
efectivo de las recomendaciones.
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7. Deberéan aplicarse las directrices de no revictimizacion en los casos en que
sean parte personas indigenas y especialmente mujeres, nifias, nifios y
adolescentes.

8. La Contraloria de Servicios sera la encargada de velar porque se cumplan las
recomendaciones propuestas.

9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea
una persona indigena.

10. Los servidores judiciales propiciaran y colaboraran, junto con otras
instituciones publicas, la incorporacion de las personas indigenas a los
procesos de ensefianza secundaria y universitaria que faciliten su
participacion en la solucion de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesion N° 16-
2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, articulo XLIV).

San José, 18 de marzo de 2013.

Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia

Ref: 6811-2011
David Z. *

Ficha de Circular

Datos de Publicada en el Boletin Judicial N° 32 del 16 de febrero de 2009
Publicacion

Circulares
Relacionadas

Reiteraciones

Modificaciones y
Adiciones
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7 |
ﬁﬁ Corte Suprema de Justicia
Secretaria General

Reiteracion

CIRCULAR N° 182-05

Asunto: Obligacion de brindar un trato preferencial a las personas con
discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indigenas,

victimas y personas con un situacion especial.-

A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior, en sesion N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de
2005, articulo LI, dispuso comunicarles la obligacién en que se encuentran de

brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el
ejercicio de sus derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores,

menores de edad, indigenas, victimas y personas en una situacion especial.-

(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesion
N° 47-2013, celebrada el 9 de mayo de 2013, articulo XXVI1).

San José, 30 de Mayo de 2013.

Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia

ref: 3757-2013/Dz.
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CIRCULAR 10-OAPVD-2013

Se debe adjuntar circular.
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Anexo 2

Valoracion de situacion de vulnerabilidad para aplicar en
casos de Atencion de poblacién indigena

Al aplicar el presente instrumento, se debe tener claro que la condicion de
victima la tiene toda persona que ha sufrido una infraccién penal, incluyendo

la familia inmediata o a las personas que estan a cargo de la victima. 2

Asi las cosas, la valoracion de la condicién de vulnerabilidad debera

aplicarse no solo a la victima directa sino también a sus familiares.

. () Persona menor de edad: Edad
. () Persona adulto mayor. Edad
() Persona con capacidades especiales: fisica ( ) Mental ()
Sensorial ()
Permanente ( ) Temporal ( )

cow

d. ( ) Grado de alfabetizacion ( ) primaria completa. Incompleta
() secundaria completa Incompleta

) Habla espafiol si( ) No ( ) Comprendo espafiol si ( ) No ()

) Persona indigena. Pueblo

) Victima de explotaciéon sexual

) Victima de tréfico o trata de personas

) Victima de violencia doméstica

)

)

Victima de delitos sexuales

Familiar de victimas de muerte violenta
( ) Migrante en condicion de pobreza

. () Trabajador migratorio
() Persona desplazada a lo interno del territorio nacional, para evitar
violencia, violacion a derechos humanos, desastres naturales.

. () Persona perteneciente a una minoria. Etnica ( ) Religiosa ( )
Linguistica ( ) identidad de Género ( ) orientacién sexual ( )

. () Privado de libertad.

. () Relacion de dependencia con la persona investigada si () No ()
() cuantas veces ha sido victimizada. 1() 2 o mas () nunca ( )

() Hat
(
(
(
(
(
(

S3—rRTTSQ@ooe

o

S O0T

3 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condicion de vulnerabilidad.

Capitulo I Seccion 2°.
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Anexo 3

ENTREVISTA DE VALORACION DE RIESGO
PROGRAMA DE PROTECCION

P A
§ il %
PROGRAMA PROTECCION A LA VICTIMA SEDE \ @ ;
XXXX Nl
a) VALORACION DE RIESGO, DICTAMEN INTERDISCIPLINARIO Y
MEDIDAS EXTRAPROCESALES RECQMENDADAS
POBLACION INDIGENA
TERRITORIO INDIGENA ubicado en
, al ser las horas vy

minutos del
Pueblo Indigena al que pertenece
Bribri ( ) Cabécar ( ) Ngobe ( ) Huetar ( )
Maleku ( ) Chorotega( ) Térraba( ) Boruca( )
Reside en forma: Permanente ( ) Temporal ( )

Ninguno ( )

(Anotar en este espacio si la persona referida reside en el pueblo indigena pero no se trata de una
persona indigena)

l.- IDENTIFICACION Y CONDICIONES GENERALES DE LA PERSONA

VALORADA:

Ndmero interno

Delito:

Causa Penal:
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Despacho Judicial

Nombre y apellidos

Conocido como:

Documento de Identificacion:

() NO ()SI Namero

Lenguaje indigena

Requiere intérprete

( JNO ()sI

Sexo:

Nacionalidad:

Estado Civil:

Edad:

Fecha Nacimiento:

Escolaridad:

Presenta alguna discapacidad

()NO ()SI Tipo:

Presenta alguna enfermedad

( )No ()Si Especifique:

Profesién, Ocupacion Laboral,

Oficio:

Cuenta con seguro médico

()No ()Si

Teléfono:

Direccion donde habita. (la
persona que entrevista debera
dejar constancia de los
detalles de acceso para poder
visitar nuevamente la zona
para el seguimiento del caso)

Persona de confianza fuera en
del territorio indigena para
contacto

Nombre:

Contacto:
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Persona de confianza dentro|Nombre:

del territorio indigena para
contacto Contacto:

Lugar o} medio para

notificaciones:

Para los efectos de los articulos 9 inciso h), 11 inciso b), 12 inciso c) y g) de
la Ley de Proteccion de Victimas, Testigos y demas intervinientes en el
proceso penal. Sefiala como lugar para notificaciones de las resoluciones
gue emita este despacho la siguiente direccion:

Se compromete a informar a este despacho de cualquier cambio de lugar
para comunicaciones, bajo la advertencia de que si no lo hiciere y no
pudiere ser ubicado en el lugar sefialado, las resoluciones de este despacho
le quedaran comunicadas con el transcurso de 24 horas después de
dictadas.-

Redes de Apoyo y contactos de confianza:

Antecedentes Penales; Judiciales y /o participacion en otros procesos

penales:
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Se le ha realizado valoracion para ingreso a este programa y en caso de ser

afirmativo en cual oficina.

ll. SITUACION DE AMENAZA Y CONOCIMIENTO DE LA PERSONA

DENUNCIADA.

La persona imputada es indigena ( ) NO () sl

A qué territorio indigena pertenece la persona imputada

Tiene algun parentesco o relacion de la persona imputada

Estado de la causa penal:

Situacion juridica de la persona imputada:

Situacién de amenaza reportada:

Origen y fecha del conflicto principal y si hay Amenazas y/o eventos

recientes, indicar tipo cuando y de qué tipo.
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¢Ha tomado alguna medida de Prevencion?

lll. SEGURIDAD, MODO DE VIDA Y ASPECTOS CULTURALES:

¢ Cuantas horas tarda en llegar al centro de la ciudad (cantén) o distrito mas

cercano?

¢, Cuél es o cudles son los medios de transporte que utiliza para desplazarse

de su casa al centro de la ciudad (cantén) o distrito mas cercano?

¢,Cuéntas horas tarda en llegar a la Fiscalia mas cercana?

¢, Cuél es o cudles son los medios de transporte que utiliza para desplazarse

de su casa a la Fiscalia mas cercana?

Condicion del camino:
( ) Barro

() Lastre

( ) Rio o quebrada

Otro (especifique)

A qué distancia aproximada queda la delegacioén policial mas cercana
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¢,Cuanto tiempo aproximadamente tarda en llegar la policia a su comunidad

para atender emergencias?

Rutina, personas y lugares que frecuenta:

Condiciones generales del inmueble:

¢, Cudles de los siguientes servicios publicos tiene en su casa?
Agua ()Si ()No
Electricidad ()Si ()No
Senial de teléfono ( )Si ( ) No

Problematicas que presente la comunidad:
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IV. CONDICION DEMOGRAFICA HABITACIONAL, COMUNAL , GRUPO

FAMILIAR Y REDES DE APOYO:

Cuadro de Informacién sobre miembros que dependen y habitan con

la persona valorada (grupo familiar):

Nombre Parentesco Edad Ocupacion Sitio de Situacion de
Trabajo/ Centro Salud
Educativo (afio

que cursa)

Ingresos por mes

Ingresos y Egresos econémicos.

Tiene trabajo: ( )Si ( ) No

Labor que realiza:

Ese trabajo es ( ) Permanente u () Ocasional/temporal

Ese trabajo lo realiza ( ) Por cuenta propia o ( ) Por cuenta ajena

¢Cuanto dinero percibe por ese trabajo? por mes,

por semana o por dia

¢ Tiene deudas? ( )Si ( ) No
¢, Qué porcentaje de sus ingresos utiliza para pagar la deuda?

¢ Tiene algun otro tipo de ingreso fijo distinto al del trabajo? ( )Si ( ) No

Si recibe ingreso por concepto distinto al del trabajo (pension, ayudas

sociales, subsidios o beneficios estatales, ¢cuanto recibe? por
(indicar

periodicidad).
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V. DICTAMEN INTERDISCIPLINARIO

Conforme lo estable los articulos 1, 2, incisos a by ¢, 7 inciso a), 9, 11
inciso b), 12, 13, todos de la ley 8720 para Proteccion a Victimas, Testigos y
demas sujetos Intervinientes en el Proceso Penal, articulo 71 del Cdédigo
Procesal Penal se ha analizado el caso por parte del equipo
interdisciplinario conformado por los profesionales abajo indicados.

Cuadro para incluir elementos de Riesgo y elementos protectores.

ELEMENTOS DE RIESGO ELEMENTOS PROTECTORES

Trabajo social:

Criminologia

Psicologia
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Legal

Se entiende elementos protectores como todas aquellas variables que
disminuyen la probabilidad de involucrarse en conductas y acciones de
riesgo, ya que fomentan la resilencia (habilidad de recuperarse rapidamente
de un infortunio) y el auto cuidado.  (fisico -psicologico)

Los elementos de riesgo _son: cualquier influencia que aumenta la
probabilidad de desarrollar una condicion problematica, empeorar dicha
condicion o mantenerla, no describe un resultado en si, sino una
probabilidad o un potencial de que un resultado no deseado se produzca.

Las Medidas Extraprocesales: Es lo que vamos a recomendar a la persona
valorada realizar y la estrategia son las acciones del como se van a
concretar esas recomendaciones: ¢C6mo lo va a lograr, que acciones va a
realizar el equipo para contribuir a que esa persona se mantenga en el
programa.-

5.1 MEDIDAS EXTRAPROCESALES
RECOMENDADAS De conformidad con lo

5.2 ESTRATEGIA (Conjunto de acciones

anterior, el Equipo Técnico Evaluador
recomienda las siguientes Medidas de
Proteccion Extraprocesales, las cuales
deben ser de acatamiento obligatorio por
parte de la persona protegida para
permanecer dentro del Programa de
Proteccion de Victimas y Testigos :

1-

que se llevan a cabo para lograr un
determinado fin, debe plasmarse que
acciones se van a ejecutar para concretar
cada una de las medidas recomendadas
en el mismo orden que se establecieron
las mismas)
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1.-
2.-
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VI. JUSTIFICACION DE LAS MEDIDAS ADOPTADAS Las medidas
adoptadas deben describirse  hay que indicar claramente los motivos de
porqué se estan emitiendo esas recomendaciones y no otras (Atendiendo el
principio de proporcionalidad y necesidad)

VII.-OPINION DE LA PERSONA VALORADA.

(Verificar si existe disposicién de cumplimiento, si alegara no poder, explorar
las razones y determinar si es posible que mediante otras medidas
extraprocesales y estrategias se logre su ingreso al programa)

Informada la persona valorada acerca de las recomendaciones emitidas por
el equipo técnico evaluador, asi como la obligatoriedad de cumplimiento de
las mismas manifiesta:

VIIl.-Observaciones adicionales de la persona que entrevista (la persona
gue entrevista dejara cualquier observacién de utlidad para que el
profesional o equipo interdisciplinario que atienda el caso pueda dar un
efectivo seguimiento)
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IX. Nota importante:

Si la génesis del presente caso es de violencia doméstica, aplicar la
Guia de Valoracion de Riesgo de Muerte de Mujeres.

Se le entrega informacion escrita de donde ubicar y contactar a la OAPVD
mas cercana.

Leido y explicado lo anterior la persona valorada se encuentra conforme y
firma. Es todo.

Firma de la persona valorada

Nombre completo, firma y puesto de las personas profesionales que
intervienen:

Trabajo Social

Psicologia

Legal

Criminologia

*kk

RECORTAR
Oficina de Atencion y Proteccion a la Victima del Delito Ministerio Publico
Teléfonos: 2253-29-44 y 2253-29-35

Oficina de Atencién y Protecciéon a la
Victima
(anotar oficina mas cercana al pueblo indigena)

Teléfono de la Delegacion Policial mas
cercana.

Teléfono de la Fiscalia de Asuntos
Indigenas
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Anexo 4
ENTREVISTA INICIAL PROGRAMA DE ATENCION

OFICINA DE ATENCION Y PROTECCION A LA VICTIMA DEL DELITO ",,-*"TT*"".E
Poder Judicial, Ministerio Publico
Costa Rica \ i
N
PROGRAMA DE ATENCION ]
ENTREVISTA INICIAL DE ATENCION
POBLACION INDIGENA
TERRITORIO INDIGENA ubicado en
, al ser las horas vy

minutos del
Pueblo Indigena al que pertenece:
Bribri () Cabécar ( ) Ngobe ( ) Huetar ( )
Maleku ( ) Chorotega( ) Térraba( ) Boruca( )
Reside en forma: Permanente ( ) Temporal ( )

Ninguno ( )

(Anotar en este espacio si la persona referida reside en el pueblo indigena pero no se trata de una persona
indigena)

I. DATOS GENERALES

Ndmero interno

Situacién denunciada (delito)

Causa penal

Despacho que tramita
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II. DATOS PERSONALES

Nombre y
denunciante:

apellidos de la persona

Conocido como:

Documento de identificacién

No () Si( ) Niamero

Lenguaje Indigena

Requiere intérprete

No ()Si()

Sexo

Edad

Fecha Nacimiento

Nacionalidad

Estado Civil

Ultimo afio de educaciéon cursado.

Profesién /Ocupacion laboral, oficio.

Presenta alguna enfermedad

( )No ()Si Especifique:

Presenta alguna discapacidad

( )No ()Si Especifique tipo:

Cuenta con seguro médico

()No ()Si

Teléfono

Direccion donde habita. (la persona que
entrevista debera dejar constancia de los
detalles de acceso para poder visitar
nuevamente la zona para el seguimiento
del caso)

Persona de confianza fuera del territorio
indigena para contacto

Nombre:

Teléfono:

Persona de confianza dentro del territorio
indigena para contacto

Nombre:

Teléfono:
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Ill. ASPECTOS GENERALES

1) Grupo Familiar : personas que dependen y habitan con la persona
valorada

Nombre Parentesco Edad Ocupacion Ingresos

Situacién
de Salud

2) Recursos de Apoyo:

3) Ingresos y egresos econdmicos, ayudas estatales actuales o anteriores:
Tiene trabajo: ( )Si ( ) No

Labor que realiza:

Ese trabajo es ( ) Permanente u () Ocasional/temporal

Ese trabajo lo realiza ( ) Por cuenta propia o ( ) Por cuenta ajena

¢Cuanto dinero percibe por ese trabajo? por mes,

por semana o por dia

¢Tiene deudas? ( )Si ( ) No

¢, Qué porcentaje de sus ingresos utiliza para pagar la deuda?

¢ Tiene algun otro tipo de ingreso fijo distinto al del trabajo? ( )Si ( ) No
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Si recibe ingreso por concepto distinto al del trabajo (pension, ayudas
sociales, subsidios o beneficios estatales, ¢cuanto recibe? por

(indicar periodicidad).
4) Condiciones de vivienda y comunales:

¢,Cuantas horas tarda en llegar al centro de la ciudad (canton) o distrito mas

cercano?

¢,Cuél es o cudles son los medios de transporte que utiliza para desplazarse

de su casa al centro de la ciudad (cantén) o distrito mas cercano?

Condicion del camino:
( ) Barro

() Lastre

( ) Rio o quebrada
Otro (especifique)

A qué distancia aproximada queda la delegacién policial mas cercana

¢ Cuanto tiempo aproximadamente tarda en llegar la policia a su comunidad

para atender emergencias?

Condiciones generales del inmueble:

¢ Cuales de los siguientes servicios publicos tiene en su casa?
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Agua ()Si ( )No
Electricidad ()Si ( )No
Sefial de teléfono ( ) Si ( ) No

Probleméticas que presenta la comunidad:

IV. SERVICIOS DEL PROGRAMA DE ATENCION:

1) Indique en qué desea que le ayude la oficina (expectativas que tiene la

persona):

2) Brindar una explicacién béasica de los servicios que brinda la Oficina.

V. ASPECTOS RELACIONADOS CON LA SITUACION DENUNCIADA:

1. Breve relato de los hechos denunciados y antecedentes del conflicto.
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2. ldentificacién y ubicacion actual de la persona denunciada (Explorar si la
conoce, si es 0 no persona indigena y si vive en el mismo territorio):

3. Conocimiento de otros delitos cometidos por la persona
denunciada o hechos similares.

4. Indicar las consecuencias por la situacion denunciada y si hay
presencia de amenazas contra su integridad o la de su familia.

5. ¢ Cuantas horas tarda en llegar a la Fiscalia mas cercana?

6. ¢Cudl es o cudles son los medios de transporte que utiliza para

desplazarse de su casa a la Fiscalia mas cercana?

VI. ACUERDOS:

1. La persona acepta los servicios de la oficina: NO ( ) Si ()

Acepta los servicios de:

Programa de proteccion ()
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Programa de atencion ( ) Areas: Legal ( ) Psicologia ( ) Trabajo
Social ()

2. Observaciones importantes sobre la intervencion y otros acuerdos
tomados con la persona:

3. Lugar o medio para notificaciones:

Firma de la Victima

Nombre del profesional
Oficina de Atencion y Proteccion a la Victima del Delito, Sede Central

*kk

RECORTAR
Oficina de Atencién y Proteccion a la Victima del Delito Ministerio Publico
Teléfonos: 2253-29-44 y 2253-29-35

Oficina de Atencién y Protecciéon a la
Victima
(anotar oficina mas cercana al pueblo indigena)

Teléfono de la Delegacion Policial mas
cercana.

Teléfono de la Fiscalia de Asuntos
Indigenas
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Anexo 5
LETA DE APLICACION PARA INFORMACION COMUNITARIA EN
TERRITORIOS INDIGENAS

Instrumento de recopilacion de informacion sobre el contexto social de

comunidades indigenas de Costa Rica

Antes de aplicar_el cuestionario_tenga en cuenta los_siguientes

aspectos:

1.

Este formulario debe ser aplicado por la persona profesional
encargada del acercamiento a la comunidad, institucién o
centro de reunion al finalizar la presentacion general a la
comunidad.

. Las personas consultadas para cada tema deben mantener

arraigo en la zona o mantenerse activas en problematicas de la
comunidad.

. Utilice en todo momento un vocabulario claro y sencillo, evite
tecnicismos.

. Solicite a la persona entrevistada que sus respuestas sean
claras y breves.

Mantenga una actitud objetiva e imparcial respecto a las
respuestas que le brinde la persona.

. La informacién recopilada sera de uso exclusivo de la OAPVD y
FAI

Presentacion personal:

Nombre de quien aplica el cuestionario
Profesion
Cargo actual

Objetivo de la entrevista

Explicar a la persona informante que el objetivo de esta entrevista es
identificar situaciones que afectan a las comunidades indigenas y que
requieren acciones preventivas para mitigar el impacto a corto o
mediano plazo a través de la coordinacion entre instituciones publicas o
privadas.
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. DATOS GENERALES DE LA PERSONA CONSULTADA:

Nombre completo:
Sexo: M () F ()
Presenta alguna discapacidad:

Si( ) especifique
No ()

Ocupacion actual:

Lugar o Institucion parala que labora:

Teléfonos de contacto:

Correo electrénico:

Territorio indigena:

Comunidad de residencia:

Pueblo indigena (Bribri, Cabécar, Ngobe, Huetar, Maleku, Chorotega,

Térraba, Boruca):

Fecha de Visita:

Il ASPECTOS A EXPLORAR:
A. PROBLEMATICAS DE ATENCION

1.1. En su opinion ¢Cual es el principal problema de su comunidad?

1.2. Cuales son las causas de esa situacion y sus principales
responsables?
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1.3. ¢, Quiénes se ven mas afectados y afectadas por este problema?

1.4. ;Se han realizado intentos por resolver dicha problematicaen la
comunidad?

Si( ) Pasealapreguntal4.l
No ( ) Pase alapregunta 1.4.2

En caso de que larespuesta sea AFIRMATIVA

1.4.1. ¢;Quién ha llevado acciones para enfrentar ese problema?

¢, Desde cuando? (Identificar instituciones, organizaciones, actores,
lideres comunales y otros)

En caso de que la respuesta sea NEGATIVA
1.4.2. ;De qué forma se podria solucionar o disminuir ese problema?
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B. GENERO

1.5. En su comunidad ¢quiénes se encargan de las siguientes
labores? (Persona entrevistadora lee las opciones y marque con X)

Hombres

Mujeres

Ambos

1.5.1. Realizar los oficios de la
casa

1.5.2.Tomar decisiones -
importantes dentro de la familia

1.5.3.Educar a los hijos e hijas

1.5.4.Trabajar fuera de la casa
para obtener dinero para los
gastos del hogar

1.5.5.Tomar decisiones
importantes en la comunidad

1.5.6.Distribuir los terrenos para el
uso de las familias

1.5.7. Participar en asociaciones
de desarrollo y grupos de la
comunidad

1.5.8. Acceso a formacion
educativa superior

1.5.9 Cuido y acomparfiamiento de
personas adultas mayores o
personas con discapacidad

C. PERSONA ADULTA MAYOR

1.6. Las personas adultas mayores participan del trabajo y toma de
decisiones dentro de la comunidad igual que la poblacién joven?

Si( ) pasealapreguntal.6.1
No ( ) pase ala pregunta 1.6.2

1.6.1. ¢En qué tipo de actividades productivas y de toma
de decisiones se participa a la poblacién adulta mayor?

1.6.2. ¢(Por qué considera que se les excluye de las
actividades productivas y la toma de decisiones?
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1.7. Considera que el conocimiento que trasmite la poblacién adulta
mayor es importante para la comunidad?

Si( ) pasealapreguntal.7.1

NO( )

1.7.1 Qué conocimientos son los que las personas adultas
mayores transmiten con mayor frecuencia?

D. DISCAPACIDAD

1.8. ¢Pueden las personas con capacidades fisicas limitadas estudiar,
trabajar, participar en las decisiones de la comunidad? O sea, aquellas
gue tienen problemas para caminar, de vision o de oido, que presentan
alguna dificultad o barrera para realizar sus actividades diarias en la
comunidad.

Si() No()

Justifique
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[1l. INFORMACION SOCIOECONOMICA EN GENERAL

2.1. Cual es la principal fuente de empleo para quiénes habitan en su
comunidad?

2.)2. Su familia tiene acceso a....? (persona entrevistadora marque con
X

Servicio de agua potable ( )

Electricidad en la vivienda ( )

Alumbrado publico ( )

Internet ()

Teléfono en lavivienda ( )

Cobertura para teléfono celular ( )
Disponibilidad de bafio y servicio sanitario ( )
Eliminacion excretas ()

2.3. Cudles instituciones estan presentes en su comunidad?. Tienen
oficinas permanentes o realizan visitas periédicas? (persona

entrevistadora marque con X)

¢Estén presentes? Presencia por medio de

Instituciones Si No Oficinas Visitas
permanentes

EBAIS

Escuela

Colegio

Fuerza
Publica

INAMU

DINADECO

Universidades

Poder Judicial

PANI

INDER
(Instituto
Desarrollo
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Rural)

CONAI

BOMBEROS

OTROS

2.4. ¢Cual institucion deberia tener mayor presencia en la zona y

por qué?

2.5. CoOmo se asignhan las tierras para vivienday para cultivo en su
comunidad?
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2.6. ¢ Cudles personas considera usted son lideres en su comunidad?
(brindar numeros telefénicos nos ayudaréd a promover mas reuniones y
encuentros)

Nombre:

Sitio de Trabajo N°
Telf:

Nombre:

Sitio de Trabajo N°
Telf:

Nombre:

Sitio de Trabajo N°
Telf:

2.7. ¢ Cudl es el mejor medio para hacer llegar informacion a su
comunidad? (Persona entrevistadora marque con X)

Programas de Radio

Boletines o material impresos

Periédicos locales

Reuniones

Charlas

Programas de television

2.8. Considera usted que el tipo de actividad realizada el dia de hoy por
la FAly la OAPVD son de algun interés o provecho para esta
comunidad? (la visita, el tema desarrollado en el taller, la informacion
suministrada)

Si( ) ¢Por qué?
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No () ¢Por qué?

2.9. ¢ Qué recomendaciones haria usted para mejorar la actividad
desarrollada el dia de hoy?
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Anexo 6

INFORME DE GIRA A TERRITORIO INDIGENA

HORA DE INICIO DE LA SESION:
FECHA:

HORA DE FINALIZACION DE LA SESION:

TERRITORIO INDIGENA:

PERSONAL DE LA FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS QUE ACOMPANA:

NOMBRE: PUESTO:

NOMBRE: PUESTO:

NOMBRE: PUESTO:

TOTAL DE PERSONAS ASISTENTES:

ADULTOS: ADULTAS: NINOS: NINAS:
PROBLEMATICAS DE ATENCION

PRINCIPALES IMPACTO QUE MOTIVO INFORMANTE

PROBLEMATICAS CAUSAN

14

Comentado [1]: LOS NUMEROS CORRESPONDEN A CADA
BOLETA QUE SE COMPLETO
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GENERO

Y PERSONA ADULTA MAYOR

PERSONAS QUE
EJERCEN MAYOR
LIDERAZGO

PARTICIPACION DE
LA MUJER
INDIGENA

PAPEL DE PERSONAS ADULTAS
MAYORES

INFORMANTE

1-
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ASPECTO SOCIO ECONOMICO

PRINCIPALES
FUENTES DE
EMPLEO EN LA ZONA

DISTRIBUCION DE
TIERRAS

ACCESO A
SERVICIOS

ACCIONES PARA
LA ATENCION DE
ESTA SITUACION

INFORMANTE

1-
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INSTITUCIONES QUE
MAS FRECUENTAN
LA ZONA:

INSTITUCIONES
QUE DEBERIAN
TENER MAS
PRESENCIA:
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MEDIOS MAS
UTILIZADOS PARA

DISCUTIR O
ANALIZAR LAS
PROBLEMATICAS

COMUNALES

Apreciaciones de personas de la comunidad sobre la visita realizada por parte de FAI-OAPVD y recomendaciones

para mejorar la actividad.
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Impresion profesional sobre esta comunidad: (En este apartado incorporar la impresiéon profesional generada a

partir de la visita, asi como de la actividad realizada en el territorio, y la aplicacién del instrumento con la

poblacién indigena)

DOCUMENTOS ANEXOS:
-LISTA DE PARTICIPANTES:
-BOLETAS DE INFORMACION:
-FOTOGRAFIAS
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Anexo 7
REGISTRO DE ASISTENCIA

Oficina de Atencion y Proteccion a la Victima. Ministerio Publico

REGISTRO DE ASISTENCIA

Lugar:

Fecha:

Persona Facilitadora:

Hora Inicio: Hora Finalizacion:
Tema:

Institucion a la que se le imparte:
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Anexo 8
BITACORA GIRA INDIGENA

BITACORA GIRA INDIGENA

Territorio(s) visitado(s):

Funcionario de la FAI (a) a cargo de la gira:

Profesional en Trabajo Social OAPVD que participo:

Fecha de salida Hora de llegada a territorio indigena
Fecha de regreso Hora de salida del territorio

Hora llegada OAPVD

Tipo de actividades realizadas. Taller () Charla () dinamicas () entrevistas ()

Otras actividades:

Los contenidos de las actividades anteriores abarcaron el tema acordado, si no

Apreciaciones sobre el desarrollo de la actividad:

Observaciones generales de mejora :
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Circular 10-OAPVD-2013
Oficina de Atencion y Proteccidn a Victimas de Delito

Para: Servidores (as) Judiciales de la Oficina de
Atencion y Proteccién a la Victima del Delito.

De: Jefe, MSc. Roger Mata Brenes.

Fecha: 24 setiembre de 2013

Asunto: Directrices sobre atencion de poblacion
indigena

Con el fin de dar cumplimiento a la politica institucional sobre acceso a la
justicia de la poblacién indigena vy disposiciones internacionales en materia
de reconocimiento de los derechos de los indigenas, como pueblos historicos y
culturalmente  diferenciados se deberan observar las siguientes
recomendaciones

Procedimiento para Ingreso , abordaje y atencion de casos

a).- Cuando ingrese un “ Formulario de informacion sobre riesgos de
poblacién indigena por su participacién en el proceso penal” o solicitud
verbal de valoracién de riesgo de un caso donde la victima, testigosy
otros sujetos intervinientes del proceso penal pertenezcan a la
poblacidon indigena se establecera comunicacién inmediata con el
personal de la Fiscalia remitente para coordinar el traslado de la
persona o personas a la Oficina de Atencion y Proteccién a la Victima.

b).-Si se recibe el formulario via fax se constatara si es necesario un
intérprete para realizar el abordaje y la entrevista de valoracion de
riesgo, si la oficina no cuenta con dicho recurso, se coordinara con la

Fiscalia que corresponda con el fin de colabore en la busqueda.-







Circular 10-OAPVD-2013
Oficina de Atencion y Proteccidn a Victimas de Delito

c) Si se tratare de un caso espontaneo o referido por una institucién
diversa al Ministerio Publico, posterior a la intervencién profesional, se

informara de inmediato la situacion al Fiscal para lo correspondiente..-

d) Cuando la persona referida ya no estuviera en el despacho judicial,

se agotaran los medios existentes para su localizacion y abordaje.-

e).-Si la persona referida, una vez que se le ponga en conocimiento los
alcances del programa decide no ingresar al PPT y se determind una
situacion de riesgo para su vida, integridad fisica y grupo familiar, se
informara de inmediato al fiscal a cargo de la causa para que realice el
analisis valorativo de legalidad y oportunidad para solicitar medidas
cautelares.-

f) .- Puesto en conocimiento los alcances del programa ya habiéndose
determinado una situacion de riesgo vy la persona referida decide no
ingresar al Programa de Proteccion, se alertara de inmediato a la
autoridad policial mas cercana

g).-El caso permanecera abierto en el area de proteccion con un
monitoreo profesional por tres meses, plazo luego del cual se ofrecera
a la persona referida el servicio nuevamente vy si no los acepta se

realizara el cierre administrativo.-

Agradeciendo su atencion,

A
—=

MSc. Roger Mata Brenes, Jefe
Oficina de Atencion y Proteccion Victimas de Delito
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659-PLA-RH-MI-2020

Ref. SICE 1692-18

06 de mayo de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte







Estimada señora:







En atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, se puso en conocimiento el informe preliminar 507-PLA-MI-2020 del 30 de marzo al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión Acceso a la Justicia, a la Máster Diana Montero Montero, Jefatura a.i de la Defensa Publica, de la Licda. Kattia Morales Navarro Directora de la Dirección de Tecnología de Información y de la Licda. Roxana Arrieta, Directora de la Dirección de Gestión Humana



Como respuesta, el 27 de abril de 2020 se recibió de forma extemporánea el oficio PJ-DGH-SAP-135-2020 de la Licda. María Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos, donde emite sus observaciones al respecto.



Previo a iniciar con el análisis de las observaciones resulta procedente establecer que el informe en consulta 507-PLA-RH-MI-2020, fue realizado, tomando como base el informe del ejercicio presupuestario 2020 para el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas para el 2020 (634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación), el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, por lo tanto, en el informe puesto en consulta se mantienen recomendaciones planteadas según fue aprobado en su oportunidad por los entes superiores.



Seguidamente se adjunta un resumen de los principales puntos planteados; así como, las observaciones correspondientes de la Dirección de Planificación:





		#

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección de Planificación



		1

		La Licda. María Gabriela Mora manifiesta: 



“Con respecto a la recomendación propuesta en el Informe en cuanto a realizar la valoración del puesto de “Defensor Público” proveniente de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe que esa plaza sea la que asuma las funciones encomendadas en la atención de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; nos permitimos indicar que desde el punto de vista técnico, no procede realizar la citada valoración y más bien dicho cargo debe mantener la clasificación y valoración que tiene asignada.



Lo anterior, por cuanto la valoración de los puestos de Defensor Público no está ligada a la materia que atiende el cargo, es así, que todo puesto de este tipo responde a una misma clasificación y valoración, independientemente de la materia que le corresponda atender;  condición que le permite a la Dirección de la Defensa Pública, organizarse a lo interno tal y como lo hacen por materia, ya que al tener estos puestos, una misma clasificación y valoración, solo  establecen cuál es la persona idónea para atender determinada materia.”

		Primeramente, resulta de interés mencionar que la recomendación planteada a la que hace alusión su observación se encontraba dentro del informe 634-PLA-RH-MI-2019, fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y la cual no recibió ningún cambio en el informe 507-PLA-RH-MI-2020.



Es importante establecer que la recomendación nace con el fin de cumplir lo dictado en la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la cual en su artículo 7 establece:



“Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita.” (La negrita no es del documento original)



La Dirección de Planificación es consciente que en la actualidad las plazas de Personas Defensoras no están ligadas a materias específicas; sin embargo, la promulgación de la Ley 9593 ha trazado estos requerimientos institucionales, para su cumplimiento.



Por lo anterior, la Dirección de Gestión Humana, siendo el ente técnico correspondiente, en conjunto con la Dirección de la Defensa Pública  deberá valorar el mecanismo para la atención de dicho requerimiento de Ley; sea dentro del perfil competencial de las plazas a cargo de esta labor o durante el proceso de reclutamiento y selección, según se indica en el punto siguiente.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



		2

		“Por otra parte, se debe informar que  lo relativo a las condiciones que se deben considerar al contratar nuevo personal, producto de la promulgación de la “Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que la Sección de Análisis de Puestos se encuentra trabajando en la elaboración de las descripciones de clases de puestos para los cargos de Defensor Público; por tal razón los aspectos citados en los puntos transcritos se estarán analizando y valorando si técnicamente corresponde incorporarlos en las  descripciones de clases de puestos; aunado a lo anterior, es dable mencionar que nuestra dependencia, está a la espera de que la Defensa Pública indique respecto a los alcances  esta ley en las tareas de los puestos de Defensor Público.”



		Se toma nota de lo manifestado, en relación al trabajo que se realiza y se incorpora al informe.










Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Copia: Archivo
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661-PLA-RH-MI-2020

Ref. SICE 646-2020

7 de mayo de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte





Estimada señora:





Se conocen reconsideraciones planteadas mediante los oficios 779-DTI-2020 del 29 de abril de 2020 y 782-DTI-2020 del 30 de abril de 2020, suscritos por la M.Sc. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria). En esta oportunidad se dispuso:



 “1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son;  A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.” 



Se debe leer en la parte dispositiva del acuerdo 507-PLA-RH-MI-2020 ya que se muestra error en la numeración del informe.



Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 3897-20 del 27 de abril del 2020, a la Dirección de Planificación, Defensa Publica I Circuito Judicial, Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información.

 

En esta reconsideración la señora M.Sc. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información en el oficio 182-DTI-2020 reitera el contenido del oficio 779-DTI-2020, y se plantea:





(Primera Reconsideración. Dirección de Tecnología de Información)



“Se indica que, para el primer punto, en los diferentes sistemas es posible identificar cuando un intervienes es una persona servidora judicial e indígena, permitiendo éste indicador generar reportes de la cantidad de asuntos en esta condición.”





(Respuesta a primera Reconsideración. Dirección de Planificación)



Dichos oficios responden a la recomendación de la Dirección de Planificación señalada en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que literalmente dice:



“Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física.”



La recomendación anterior se realiza debido a que durante el estudio técnico realizado por la Dirección de Planificación para detectar las necesidades institucionales a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, se detectaron limitaciones en la información estadística para poder identificar personas usuarias indígenas o servidoras judiciales, en las bases de datos de los Juzgados, tanto para causas activas como para el histórico de estas, ya sean causas entradas o terminadas.



Al afirmar la Dirección de Tecnología de Información que la mejora se encuentra implementada, la recomendación de la Dirección de Planificación se direcciona a la adecuada utilización de los sistemas de información  por parte del personal judicial de los diferentes despachos a nivel nacional, igualmente, que se genere el reporte de los diferentes sistemas, entiéndase Gestión, Escritorio Virtual, Seguimiento de Casos con la información de los intervinientes a nivel nacional y por despacho judicial, de tal forma que pueda ser utilizado de consulta e insumo para la labor que realiza la Comisión de Acceso a la Justicia en este tema.  Es importante recordar que, esta información estadística actualizada y fiable permite obtener con certeza de las necesidades institucionales reales. Además, son datos estadísticos que serán insumo para futuros estudios técnicos, así como la labor diaria de la Comisión de Acceso a la Justicia.



Finalmente, recordar que, en caso de que el personal judicial de los diferentes despachos del país requiera de capacitación, esta debe ser solicitada a la Dirección de Tecnología de Información.







Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Copia: Archivo
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Goicoechea, 29 de abril de 2020


		


MBA


Kattia Morales Navarro


Directora, Dirección Tecnología de Información y Comunicaciones


S. D.








Estimada señora:





En respuesta del oficio N° 3897-2020, donde se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión extraordinaria N°38-2020, celebrada el 17 de abril del 2020 y se solicita a la Dirección de Tecnología:





1. Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. 





Se indica que, para el primer punto, en los diferentes sistemas es posible identificar cuando un intervienes es una persona servidora judicial e indígena, permitiendo éste indicador generar reportes de la cantidad de asuntos en esta condición.








Atentamente,








Msc. Vivian Rímola Soto


 Jefe, aí. Subproceso Sistemas Jurisdiccionales


Dirección Tecnología Información y Comunicaciones.
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782-DTI-2020


30 de abril 2020





Señores y señoras 


Consejo Superior


Poder Judicial





Estimadas señoras y señores:





En atención al oficio 3897-2020, en el que se transcribe el acuerdo de la sesión extraordinaria N°38-2020, artículo XXI, en el cual se conoció y aprobaron las recomendaciones del Informe de Planificación N°507-PLA-RH-MI-2020, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en el cual literalmente se indica:


Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física.  


Al respecto me permito remitir el oficio 779-DTI-2020, suscrito por la Msc. Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso Sistemas Jurisdiccionales, mediante el que informa que parte de esa recomendación ya está implementada.





Atentamente 





Kattia Morales Navarro


Directora de Tecnología de Información
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692-PLA-RH-MI-2020

Ref. SICE 646-20

13 de mayo de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte





Estimada señora:





Se conoce reconsideración planteada mediante oficio JEFDP-450-2020 del 04 de mayo de 2020, suscrito por la M.Sc. Diana Montero Montero, Jefa a.i. de la Dirección de la Defensa Pública, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria). En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:



Se acordó: 1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son;  A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.” 



Se debe leer en acuerdo informe 507-PLA-RH-MI-2020 ya que se muestra error en el número de informe en el acuerdo



Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 3897-20 del 27 de abril del 2020, a la Dirección de Planificación, Defensa Publica I Circuito Judicial, Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información.



En esta reconsideración la señora M.Sc. M.Sc. Diana Montero Montero, Jefa a.i de la Defensa Pública plantea lo siguiente:





(Primera Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)



“PRIMERO. La Dirección de Planificación elaboró el  Informe 507-PLA-RH-OI-2020, el cual fue puesto en conocimiento de la Defensa Pública, de forma tal que en tiempo se les remitió el Oficio JEFDP- 365-2020, en el que se le realizaron una serie de observaciones, por  considerar que ese documento no valoraba aspectos que de forma oral y escrita habían sido facilitados por los especialistas en las materias de contencioso administrativo, agrario, pensiones, y la supervisión de pueblos indígenas de la Defensa Pública, señalándose en el párrafo final, después de 36 páginas:



“Por lo anteriormente expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.”



De tal manera que el informe de Planificación referido no es consistente en cuanto a la información, y no valora aspectos cualitativos y cuantitativos básicos en la atención de las personas usuarias indígenas.”



(Respuesta a primera Reconsideración. Dirección de Planificación)



En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:



Tal y como se manifiesta en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se transcribe literalmente lo expuesto en dicho oficio en el penúltimo punto:



		#

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección de Planificación



		20

		"se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis"

		En vista de que todos los argumentos y datos expuestos fueron analizados uno a uno en el presente documento; el criterio de la Dirección de Planificación se mantiene, debido a que la regla Fiscal se mantiene y el presente informe responde a la actualización del requerimiento de recursos para a tramitación de asuntos con persona indígena en calidad de interviniente a partir de la promulgación de la Ley 9593, donde se obtiene como resultado que las cargas de trabajo no han tenido una variación significativa respecto al estudio realizado el año anterior, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria (Presupuesto 2020) artículo XV, celebrada el 23 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena en la sesión 22-19 celebrada el 06 de junio de 2019, artículo IV.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.



Así como se contestó en el oficio en mención, se reitera que el informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas” responde una actualización del informe del año anterior, el cual tiene como principal objetivo determinar las variaciones en las cargas de trabajo, entrada de asuntos, recursos disponibles y aspectos cualitativos, que permitan determinar las necesidades actuales. Como se evidencia en el estudio técnico, las necesidades del año anterior se mantienen con respecto a este y, es por esto que, las recomendaciones de la Dirección de Planificación se mantienen. 



De igual manera, como se evidencia en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se le plantea al Consejo Superior del Poder Judicial es escenario que propone la Jefatura de la Defensa Pública, el cual comprende la creación de 47 nuevas plazas de Defensora o Defensor Público distribuidas a nivel nacional; escenario que se reitera a continuación:



		#

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección de Planificación



		

		En vista de las solitudes planteadas en el Oficio específicamente en el “Cuadro diagnóstico de servicio” remitido por la Defensa Pública, se procede a enlistar todas las plazas requeridas desde el punto de vista de la Defensa Pública, segregado por despacho y materia:



Puriscal: 1 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Buenos Aires: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Corredores: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Golfito: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Coto Brus: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Guatuso: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Turrialba: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Tarrazú, Dota y León Cortés: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Limón: 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.



Bribri: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Subtotal: 14 Pensiones Alimentarias, 22 Familia y 11 Violencia Doméstica.



Total: 47



		Con el fin de dar atención a lo establecido a lo solicitado por la Defensa Pública y tomando como insumo la estimación de costos por persona defensora para el 2021, se procedió a realizar un cálculo del costo que implicaría el otorgamiento de las 47 plazas mencionadas.



El costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000 y el Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273, para un total de ₡54.545.273 por lo tanto para las 47 plazas correspondería a ₡2.563.627.831.





Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.



Sin embargo, el Consejo Superior del Poder Judicial acordó mantener los escenarios plateados en el informe 507-PLA-RH-MI-2020, según propuesta de la Dirección de Planificación.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





(Segunda Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)



“SEGUNDO: Aún y cuando se trata de un acuerdo que fue tomado en firme por este Consejo, por la responsabilidad que este tema implica en la atención a una población con una altísima condición de vulnerabilidad, se presenta Recurso de Reconsideración tomando en cuenta la trascendencia del tema y las implicaciones del acuerdo, tanto para la Institución, como para las personas usuarias de nuestro servicio público.



Es de importancia establecer que desde el Oficio JEFDP-365-2020, en el apartado de Pensiones Alimentarias, se indicaron una serie de datos que corresponden a los lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora pública para brindar atención a personas usuarias en esta materia, de tal forma que no se brinda el servicio, o se brinda de forma parcial por falta de recurso humano.



(Respuesta a segunda Reconsideración. Dirección de Planificación)



Si bien es cierto, la reconsideración menciona específicamente que en el apartado de Pensiones Alimentarias se mencionan lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora; al inicio del Oficio JEFDP-365-2020 se menciona:



“Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.”



A lo anterior, la Dirección de Planificación contestó, mediante el Oficio 553-PLA-RH-MI-2020:



“En el informe se evidencia la cantidad de recursos con los que se cuenta en las oficinas de la Defensa Pública. Para el caso específico de la Coto Brus, se expresa literalmente:

 

“ (…) la Defensa Pública de Coto Brus mantiene colaboración de Corredores (un día por semana). En este último despacho, aunque no se cuente en la estructura organizacional ordinaria con una persona defensora especializada en Pensiones Alimentarias, una Defensora o Defensor Público de materia penal mantiene un recargo de Pensiones Alimentarias. (…)

 

Además, en la tabla 3 del informe se evidencia que la Defensa Pública de Coto Bus cuenta con un circulante penal de 76 asuntos (para el que si tiene recursos), 9 de Pensiones Alimentarias (donde mantiene colaboración de otra oficina) y no cuenta con circulante Agrario. Por último, importante mencionar que los asuntos de Pensiones Alimentarias son llevados por recargo por un recurso penal.”



Adicionalmente, se reiteran los puntos 15 y 17 del Oficio 553-PLA-RH-MI-2020, respecto al apartado de Pensiones Alimentarias y a la observación que compete:



		#

		Observaciones recibidas

		Criterio de la Dirección de Planificación



		15

				"• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
 • Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas

		 "• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
 • Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas, San José (zona sur), Cartago, Guanacaste, Alajuela y Heredia. Llama la atención que en el estudio no se incluye, por ejemplo, datos del Juzgado Contravencional de Tarrazú, donde ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en la materia alimentaria, tampoco se evidencian datos del Juzgado Contravencional de San Vito de Coto Brus, ni del Juzgado de Familia de Corredores, de Turrialba, solo para citar algunos casos. "













				Seguidamente se extrae parte de lo expuesto en el punto cinco del informe, referente a la carga laboral en materia de Pensiones Alimentarias:


"Al tercer trimestre del 2019 existían 306 asuntos en trámite en la Defensa Pública, en los que figuraba una o varias personas pertenecientes a poblaciones indígenas, del total de asuntos un 68% esta centralizado en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, con un 34% en cada una; seguidos de Pérez Zeledón con un 7% y Limón con un 6%.

 
 De tal modo, es posible determinar que los asuntos en trámite en Bribri y Buenos Aires de forma separada, superan en un 80% a los casos en trámite en la Defensa Pública con el tercer lugar, en materia de Pensiones Alimentarias."


La Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que las circulantes actuales con las que cuentan la mayoría de estos despachos no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional.
 
Lo anterior, no modifica el contenido del informe.









		17

				"Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio."







				En este particular, como se menciona en el apartado cinco de Pensiones alimentarias del informe 507-PLA-RH-MI-2020, la dinámica es la misma que realiza actualmente la Defensa Pública, donde "(...) los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. (...)"



Tal y como se abordó en la observación 13 de presente documento la Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que los circulantes actuales de esas oficinas no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional a nivel nacional.






Lo anterior, no modifica el contenido del informe.











Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.



Como se evidencia, el argumento técnico fue brindado a la Jefatura de la Defensa Pública mediante el Oficio 553-PLA-RH-MI-2020, que efectivamente responde a las observaciones realizadas por la Jefatura de la Defensa Pública mediante el Oficio JEFDF-365-2020.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



(Tercera Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)



 El día 29 de abril ante el acuerdo del Consejo Superior que se recibe, mi persona se comunica por teléfono con la Sra. Nacira Valverde, directora a.i del Departamento de Planificación, a quien respetuosamente se le consulta sobre los resultados del estudio y el por qué no se habían tomado en cuenta las múltiples observaciones realizadas por los especialistas en materia, que evidencian la necesidad de las personas usuarias de contar con más profesionales de la Defensa Pública que les brinden la defensa técnica.  Indicando la Sra. Valverde que la Defensa Pública no aportó prueba de las necesidades de atención en algunas Defensas Públicas como Coto Brus, Turrialba entre otras pues según señaló, la Defensa Pública debía haber indicado de la cantidad de personas usuarias en cada uno de esos despachos, cuántas eran personas indígenas.  Al respecto, se le hizo ver a la señora Directora de Planificación que la información con la que cuenta la Defensa Pública, desde un inicio se le facilitó a las personas encargadas de la realización del estudio, quienes no indicaron en ningún momento a los especialistas de la Defensa  que tenían que brindar los datos de los procesos y usuarios en los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia, Violencia Doméstica o cualquier otra materia; ya que si lo hubieran solicitado de esta forma, desde un primer momento la Defensa Pública hubiera requerido dicha información a los Juzgados.



Sin embargo, debo señalar que  los datos estadísticos necesarios para hacer un estudio de las necesidades institucionales,  sea de los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia o cualquier otra materia,  no son datos asequibles para la Defensa Pública, pues usualmente le corresponde al órgano técnico pedir la información y analizarlos con la perspectiva que corresponde a los expertos institucionales, a fin de elaborar un estudio y resultados adecuados acordes con la realidad judicial y la necesidad de las personas usuarias,  por lo tanto, la ubicación y análisis de dichos datos le corresponde a la Dirección de Planificación.  Además, desde la Defensa Pública no contamos con los permisos necesarios para acceder a los sistemas de los Juzgados y obtener dicha  información. Sin embargo, reitero, si desde el primer momento nos hubieran solicitado esos datos, aun cuando no es tarea de la Defensa Pública recabar esa información, lo hubiéramos hecho con mucho gusto con el afán de colaborar.



Se hace notar que el informe de Planificación aprobado por su estimable Autoridad, no contiene un estudio integral que incluya los datos de expedientes activos en los diferentes juzgados del país donde una de las partes o ambas sean personas indígenas, en las diferentes materias como lo dispone la ley número 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en su artículo 7. 



Estos datos son un punto de partida fundamental, para realizar las proyecciones reales de las plazas que requiere la Defensa Pública, y no basar el estudio únicamente en los casos activos de personas indígenas con los que cuenta la Defensa Pública, en las oficinas donde se cuenta con mayor concentración de población indígena. Lo anterior, no puede reflejar la necesidad de recurso humano ya que estas nuevas competencias, se han tenido que enfrentar sin nuevos recursos, el servicio no se ha podido brindar como debería de ser, así por ejemplo puedo citar: la imposibilidad de que las personas defensoras públicas acompañen a las personas juzgadoras, facilitadores judiciales a las giras a zona indígena, o si lo hacen el servicio ordinario no puede ser brindado. 



(Respuesta a tercera Reconsideración. Dirección de Planificación)



Tal y como se menciona en el nombre del informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, el alcance del informe responde a las detección de las necesidades de recursos en la Defensa Pública, por ello se consideran los datos estadísticos oficiales que se reflejan en los Anuarios Estadísticos; mismos datos que son facilitados por la Defensa Pública y, los datos facilitados directamente por la Sección de Estadística de la Defensa Pública. 



Además, como es de conocimiento de la Defensa Pública, no todos los asuntos que se tramitan en los Juzgados mantienen representación pública y tampoco, se puede afirmar que todas las personas usuarias son indígenas. Así como se menciona en el oficio la Defensa Pública, se concuerda con que no siempre es posible segregar la cantidad de asuntos que mantienen personas usuarias indígenas en calidad de interviniente. Inclusive, dentro de las recomendaciones del informe se incluye el identificar a las personas usuarias indígenas o en los procesos judiciales de forma automatizada. Es por ello que la información confiable para realizar las estimaciones y proyecciones de la demanda del servicio se realiza con los datos facilitados por la Defensa Pública, en donde, gracias a la muy buena labor, se logra identificar la cantidad de partes intervinientes donde figura población indígena por expediente, lo cual permitió realizar el presente estudio técnico.



Por último, no se puede dejar de lado que, en la llamada telefónica que se menciona, la Señora Directora de Planificación indica que, se reconoció el buen trabajo a nivel estadístico realizado por Defensa Publica en materias como Pensiones Alimentarias, sin embargo, se deben contemplar para fines del impacto de esta Ley, los casos donde existe persona indígena como interviniente; esto para poder justificar las 47 plazas que propone la Jefatura de la Defensa Pública.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





(Cuarta Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)



Pese a lo anterior, me he dado a la tarea de ubicar algunos números de interés, con relación al tema de atención de personas indígenas, pues el estudio de Planificación aprobado, se basa únicamente en los números que le proporcionó la Defensa Pública y se dejaron de lado temas vitales que hemos venido apuntando desde un inicio y que fueron remarcados en el último informe que rindió la Defensa Pública.



Por ejemplo, no se realizó un estudio a nivel nacional con los datos de los juzgados, independientemente de la materia, para determinar el número de expedientes activos en la que una o ambas partes fuesen personas indígenas. Este tema no puede ser analizado solo en los lugares en donde haya mayor concentración de personas indígenas, ya que arroja resultados sesgados ya que hay materias que no se tramitan en esos lugares y las personas indígenas no están centradas en esas zonas, ya que las personas indígenas están por todo el país y muchas cambian de domicilio constantemente. 





(Respuesta a cuarta Reconsideración. Dirección de Planificación)



Se concuerda con que las personas indígenas se encuentran distribuidas a lo largo del territorio nacional, es por ello que no se sesga ninguna oficina de la Defensa Pública que reporte asuntos activos con persona usuaria en calidad de interviniente. Sin embargo, la misma data evidencia que la cantidad de asuntos activos e inclusive entrados se concentra en las zonas donde se recomienda sea reforzado el servicio público con la incorporación de dos recursos de Defensora o Defensor Público, en este caso Buenos Aires y Bribri.



Y reiterando, como se menciona en el punto anterior, el alcance del presente estudio técnico responde a la actualización de las necesidades de la Defensa Pública expresas en el informe anterior e incluso, se evidencia que las cargas de trabajo se mantienen y que la capacidad operativa de las personas servidoras judiciales que trabajan fuera de la zona de Bribri y Buenos Aires permite que éstas asuman la tramitación de los asuntos actuales y la proyección de la entrada. Es por esto, que además tomando en cuenta variables cualitativas, se recomienda la incorporación de dos recursos en las zonas de mayor afluencia de personas usuarias indígenas, donde se requiere reforzar el servicio público brindado. 



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





(Quinta Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)



No se analizó el tema de las giras que realizan las personas facilitadoras judiciales, quienes en muchas ocasiones solicitan a la Defensa Pública que les acompañen y por falta de recursos no hemos podido atender a este llamado.



Tampoco, se evidencia que se tomara en cuenta las giras a zona indígena, el tiempo de traslado, para la realización de audiencias en el lugar y acercar la justicia a estas personas que tanto lo requieren por su extrema condición de vulnerabilidad.



Además, se omite medir el impacto que ha tenido esta ley en el servicio que brinda la Defensa Pública, por ejemplo en el caso de aquellas personas usuarias que han tenido que acudir directamente al Despacho a plantear el proceso sin asistencia letrada o acompañamiento de la Defensa Pública, como es el caso de la materia de pensiones alimentarias en las localidades de Cartago, Turrialba, Limón, Corredores, Upala, ya que, al momento de buscar a la persona defensora pública, se encuentra de gira en las diversas zona indígenas.





Finalmente, no se evidencia estudio en cuanto al tiempo de traslado de las personas defensoras públicas para atender casos de otras jurisdicciones por intereses contrapuestos, ejemplo: de Golfito a Corredores o de Golfito a Puerto Jiménez, o de Corredores a San Vito, o Cartago que visita Turrialba o a la zona indígena, o de Turrialba a la zona indígena, entre otros. Incluso en ocasiones la Defensora de Golfito, dada la existencia de intereses contrapuestos en casos de San Vito, ha tenido que trasladarse a San Vito, pues ambas partes eran personas indígenas. Estos son solo algunos ejemplos que no son analizados en el estudio de Planificación.



No podemos dejar de señalar que el análisis de Planificación tampoco toma en cuenta que la atención de la persona indígena es mucho más compleja y consume más tiempo, precisamente por las particularidades de su cultura, lo cual amerita un estudio técnico por parte de un profesional de ingeniería industrial que realice un acompañamiento a las personas defensoras que atienden estos casos para que contabilicen la diferencia de tiempo que se invierte en estos casos.



(Respuesta a la quinta reconsideración. Dirección de Planificación)



En lo referente a este punto, se transcribe lo mencionado por la Dirección de Planificación en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020, específicamente en el punto 1 y 3:



“Se concuerda con la Jefatura de la Defensa Pública en cuanto a la existencia de minutas que evidencian los requerimientos expresados por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas e inclusive, la Jefatura de la Defensa Pública. No obstante, se aclara que en el análisis del informe si fue considerado, precisamente variables cualitativas de la zona de Bribri y Buenos Aires, que es donde se concentra la mayor cantidad de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente.”



(…)



“La Dirección de Planificación comparte el criterio de que estos datos deben ser analizados; sin embargo, debido a las condiciones particulares geográficas, sociales y económicas de cada población indígena y la zona en la que habita, de momento no se estima oportuno realizar una recomendación generalizada para la atención de la población indígena, pues las condiciones pueden variar según la zona.
 
Es por ello, que las cargas de trabajo calculadas no son ajustadas para que la Persona Defensora tenga un 100% de ocupación; pues, es necesario dejar espacios para atender imprevistos o situaciones que ameriten dedicar más tiempo, como lo es la atención de personas indígenas.

Por otro lado, dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal se están analizando de manera distintiva la condición y particularidad de la población y la zona en la que se encuentran, tomando en cuenta tiempos de movilización y limitaciones económicas de las personas en cada oficina que se aborda, para emitir recomendaciones de manera integral, que beneficien tanto a la oficina como a la población.”


 

En lo referente al impacto que ha tenido la ley 9593 en materia de Pensiones Alimentarias, en las localidades de  Cartago, Turrialba, Limón, Corredores y Upala; la Administración de la Defensa Pública mediante correo electrónico del 17 de febrero suministró un cuadro estadístico denominado “Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019.” mismo que se encuentra dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020 en el apartado “b. Análisis de datos estadísticos de la Defensa Pública” dentro de este cuadro resaltan los siguientes aspectos en lo referente a Pensiones Alimentarias:



· Para materia de Pensiones Alimentarias en total se contabilizaron 65 asuntos, de los cuales en Turrialba se registra un asunto y en Corredores dos asuntos. 

· El cuadro suministrado no muestra datos para las oficinas de Cartago, Limón y Upala, lo cual denota que no hay un impacto en los asuntos en trámite de esas oficinas al 31 de diciembre de 2019.

· El 80% de los asuntos ingresados, correspondieron a Buenos Aires con 23 y Bribri con 29, de ahí que se dé una atención prioritaria a esas oficinas.


Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





(Sexta Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)



Debo indicar, que resulta preocupante que se pretenda partir del análisis de los casos de personas indígenas planteados ante órganos jurisdiccionales sin acompañamiento de la Defensa Pública, cuando no existe certeza si en los juzgados se le consulta a todas las personas usuarias si es persona indígena o no, de ahí, que algunos no proporcionaron la información requerida.  Incluso, podría ocurrir que se omita hacer este tipo de consulta por considerar que puede ser vista como discriminatoria, aun cuando este no sea el fin de la consulta.  



Entre los juzgados que no pudieron facilitarnos los datos sobre personas indígenas se encuentran: 



Juzgado Contravencional de San Vito

 

		Materia

		Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad



		Pensiones alimentarias

		1150 (de los cuales la Defensa Pública solo representa a personas indígenas en 16 asuntos)



		Violencia Doméstica

		332 (no se lleva ningún caso)





 



Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba



		Materia

		Cantidad de asuntos de personas indígenas



		Violencia doméstica

		562, de los cuales 57 intervienen personas usuarias indígenas cabécar y la Defensa Pública solo lleva 2 asuntos



		Familia

		73 asuntos, 4 asuntos activos, la Defensa Pública lleva 2 asuntos únicamente.



		Pensiones alimentarias

		140 asuntos de personas indígenas, de los cuales solo 19 son representados por la Defensa Pública.








Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez

 

		Materia

		Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad



		Violencia Doméstica

		172 expedientes



		Pensiones Alimentarias

		171 expedientes







En cuanto a la oficina de Puerto Jiménez, se debe hacer notar que ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en materia de pensiones alimentarias, por lo que estas personas no tienen la opción de representación legal gratuita. Se hace notar que, para poder llegar al lugar desde Golfito se debe pagar una lancha que tiene un precio por viaje de 3.000 mil colones, la misma cantidad de regreso. Además, el bus hace la ruta solo una vez en la mañana y otra en la tarde, desde Golfito.  



En la zona de Puerto Jiménez, la población indígena esta sin atención, no hay plaza de pensiones alimentarias, familia o violencia doméstica. El Juzgado debe atender a la población indígena de Alto Laguna de Osa, que es un territorio indígena de gran extensión, y para recibir la representación legal gratuita deberían ir hasta Golfito, pero esto nunca ocurre por la falta de recursos económicos para pagar el pasaje del transporte marítimos o transporte público por carretera.  



(Respuesta a la sexta reconsideración. Dirección de Planificación)



La Dirección de Planificación concuerda con que existe una omisión por parte de algunos despachos judiciales en el registro de las variables; y resulta una limitante para los estudio técnicos, sin embargo, se es consciente que el Consejo Superior ha remitido circulares como la 15-2019 del 4 de febrero de 2019 donde recalca la importancia del registro de variables sociodemográficas, coligadas a las partes intervinientes en los procesos judiciales ingresados y la importancia de mantener actualizado los sistemas informáticos y de esta manera contribuir al cambio positivo cultural de las funcionarias y los funcionarios judiciales de las oficinas y despachos judiciales.



Haciendo un análisis de los cuadros suministrados en lo referente a la representación de la Defensa Pública en los casos activos con interviniente indígena, se puede observar que, en el caso del Juzgado Contravencional de San Vito, en materia de Pensiones Alimentarias la representación de la Defensa Pública es de solo un 1% y en Violencia Doméstica de un 0%.



En el Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba, la representación de la Defensa Pública en Violencia Doméstica es de 0,3%, en Familia de 2,7% y en Pensiones Alimentarias es de 14%.



Por último, en el Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez hay un 0% de presentación de la Defensa Pública en Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias.



En vista del análisis anterior, se debe aclarar que la Jefatura de la Defensa Pública oportunamente realizó ajustes para brindar siempre la atención de asuntos Pensiones Alimentarias en esas zonas; la Defensa Pública de Cartago da colaboración a Turrialba dos veces por semana y en la Defensa Pública de Coto Brus el Defensor Penal posee ese recargo. En el caso particular de Puerto Jiménez se tiene conocimiento que no poseen una plaza destinada para Pensiones Alimentarias; sin embargo, los datos estadísticos suministrados por la Defensa Pública no muestran ningún asunto entrado, en trámite o terminado, debido a que los asuntos son atendidos por la Defensa Pública de Golfito. 



Ahora, en lo que respecta a los asuntos en trámite con intervinientes indígenas en materia de Pensiones Alimentarias la oficina de Golfito al 30 de setiembre tenía solamente 9 asuntos, lo que porcentualmente es un 3% de todos los asuntos con intervinientes indígenas, dato que sería aún menor si se discriminan los asuntos correspondientes a Puerto Jiménez; colocándola muy por debajo de oficinas como Buenos Aires y Bribri con un 34% cada una.



Es por lo anterior, que la Dirección de Planificación considera que la carga laboral de la oficina técnicamente no justifica el otorgamiento de puestos adicionales.



Además, como se mencionó en la respuesta a la tercera reconsideración del presente oficio, como es de conocimiento de la Defensa Pública, no todos los asuntos que se tramitan en los Juzgados mantienen representación pública y tampoco, se puede afirmar que todas las personas usuarias son indígenas. Así como lo menciona en el oficio la Defensa Pública, se concuerda con que no siempre es posible segregar la cantidad de asuntos que mantienen personas usuarias indígenas en calidad de interviniente. Inclusive, dentro de las recomendaciones del informe se incluye el identificar a las personas usuarias indígenas o en los procesos judiciales de forma automatizada. Es por ello que la información confiable para realizar las estimaciones y proyecciones de la demanda del servicio se realiza con los datos facilitados por la Defensa Pública, en donde, gracias a la muy buena labor, se logra identificar la cantidad de partes intervinientes donde figura población indígena por expediente, lo cual permitió realizar el presente estudio técnico.





(Séptima Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)



En virtud del acuerdo transcrito, con el mayor de los respetos, se presenta el Recurso de Reconsideración el cual solicito se acoja, ya que no se comparte el informe aprobado por el Consejo Superior, emitido por la Dirección de Planificación 507-PLA-RH-OI-2020,  ni sus conclusiones y recomendaciones.   Se considera que dicho informe tiene una base probatoria que no es acorde a la realidad de la Defensa Pública, ni la atención que esta brinda a las personas indígenas y por ello no contempla en sus recomendaciones la totalidad de las plazas que las personas usuarias indígenas requieren para su atención, a pesar de su condición de extrema vulnerabilidad.



De tal manera que, si se considerara y valorara lo señalado en el Oficio JEFDP- 365-2020, se podría determinar la necesidad no de dos plazas como lo indica la Dirección de Planificación, sino de una cantidad mayor de plazas que las personas usuarias indígenas requieren. Es así como se solicita reconsiderar el acuerdo y no tener por aprobado el informe de Planificación, sino valorar el Oficio de la Defensa Pública ya indicado y ordenar un nuevo estudio integral a la Dirección de Planificación, que en su condición de órgano técnico especializado debe recolectar e  incluir datos de los diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Violencia Doméstica a nivel nacional, tanto de forma general como segmentada en relación con la población indígena. “



(Respuesta a la sétima reconsideración. Dirección de Planificación)



En este punto se considera correspondiente citar lo manifestado por la Dirección de Planificación en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 en sus puntos 18 y 19: 



“La Dirección de Planificación tomando en consideración las limitaciones presupuestarias actuales que imposibilitan la creación de nuevas plazas y en busca de la maximización de los recursos con los que cuenta la institución, en el apartado denominado "Aspectos demográficos a considerar" realizó una revisión de todas las zonas indígenas del país, con el fin de detectar aquellas de mayor densidad, para así, poder favorecer primeramente a la mayor cantidad de personas; como resultado se obtuvieron las zonas de Bribri y Buenos Aires.


Por otro lado, es importante destacar que mediante el Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal que realiza la Dirección de Planificación, ya fue abarcada la oficina de la Defensa Pública de Bribri donde se realizaron una serie de propuestas para mejorar el acceso a la justicia y  el servicio que se brinda a la población indígena, como la realización de indagatorias en territorios indígenas en busca de un acercamiento con las personas, la atención de indagatorias de respuesta inmediata, con el fin de evitar que la población indígena deba presentarse varias veces; se promovió la posibilidad de ampliar las instalaciones físicas actuales o trasladarse a un lugar cercano para dar un mejor servicio a los usuarios, se planteó la capacitación al personal en lenguas indígenas, entre otros.


Si bien es cierto, estas recomendaciones fueron planteadas para la zona Bribri, el proyecto irá abarcando paulatinamente todas las oficinas de la Defensa Pública del país, lo que traerá una serie de recomendaciones específicas para cada oficina según sus particularidades y claramente tomando en cuenta los aspectos sociales asociados.”



(…)



		“La Dirección de Planificación coincide con lo manifestado por la Jefatura de la Defensa Pública, es por ello que, tomando en consideración las limitaciones presupuestarias que atañen a la institución, que se está haciendo un esfuerzo mediante los alcances del Proyecto del Mejoramiento al Proceso Penal en la Defensa Pública, para que en la medida de lo posible sean movilizadas plazas hacia las oficinas con mayor necesidades para solventar paulatinamente los requerimientos asociados a la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas.
 
Por otro lado, como se observa en el análisis y en los elementos conclusivos del informe en atención, y en lo concerniente a Pensiones Alimentarias, se puede observar que un 85% del total de asuntos se concentra en Buenos Aires y Bribri, y es por ello, que esta Dirección decidió priorizar la situación de estas oficinas.



Además, se tiene conocimiento de la situación de las oficinas de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón y Coto Brus, las cuales serían después de Bribri y Buenos Aires, las oficinas de mayor carga laboral en Pensiones Alimentarias y desde la perspectiva de mejorar al servicio público, eventualmente se podría valorar dotar de recurso; pues, según lo establecido en la Ley Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas debe darse representación tanto a la parte actora como a la demanda, y partiendo de que no puede ser la misma Persona Defensora quien represente a ambas parte; sin embargo, las cargas de trabajo actuales, se logran atender con la cantidad actual de defensoras y defensores, y ante la necesidad de priorizar la utilización de recursos no resulta procedente otorgar recursos adicionales en este momento, pero serán tomadas en cuenta dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento Penal de la Defensa Pública, como parte de la maximización de los recursos institucionales.”







Asimismo, es importante recalcar lo mencionado en la primera respuesta del presente informe, donde se indica lo siguiente:



“De igual manera, como se evidencia en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se le plantea al Consejo Superior del Poder Judicial es escenario que propone la Jefatura de la Defensa Pública, el cual comprende la creación de 47 nuevas plazas de Defensora o Defensor Público distribuidas a nivel nacional”



Sin embargo, el Consejo Superior acordó mantener los escenarios planteados dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020.



Adicionalmente, cabe manifestar, que en consideración de la carga de trabajo de los recursos defensores a nivel nacional, se estima conveniente en este informe, mantener la recomendación planteada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, aprobado por Corte Plena en sesión 22-19 de Corte Plena (Presupuesto 2020) del 6 de Junio de 2019, Artículo IV donde se establece que las 16 plazas de Agrario recomendadas ordinarias para este 2020, asuman como carga ordinaria aquellos asuntos en donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Tal y como lo recomendó la Dirección de la Defensa Pública.



Importante indicar que, con respecto a la propuesta de la Comisión de Acceso a la Justicia y SubComisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, relacionado con priorizar el reforzamiento de Defensa Pública Especializada en materia indígena, indicado en el documento compartido con la población judicial el martes 5 de mayo del 2020; en este informe 507-PLA-RH-MI-2020 se recomiendan dos (2) plazas de Defensora o Defensor Público, para la atención de población de pueblos Indígenas.



Por otro lado, dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020, se incluyeron antecedentes referentes a regla fiscal que impiden el crecimiento del presupuesto y en plazas:



“En oficio 101-P-2019, de fecha 17 de mayo de 2019 y dirigido a la Ministra de Hacienda, el Presidente de la Corte y en alusión al oficio  DM-0466-2019, mediante el cual se informó de la aplicación de la Regla Fiscal en el presupuesto 2020, entre otras ideas al referirse al monto máximo autorizado al Poder Judicial, se indicó: 



“(…) Es importante señalar que estos datos no incorporan los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario.”



Posteriormente mediante oficio DM-0945-2019, de fecha 11 de junio del 2019, la señora Ministra de Hacienda y en alusión a lo indicado en el oficio 101-P-2019, comunica al presidente de la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: 



“(…) Finalmente, en relación con las solicitudes complementarias al Anteproyecto de presupuesto de la institución a que se hace alusión en su oficio, le informo que el cumplimiento de la regla fiscal no da espacio para el financiamiento de nuevos gastos”.



En el oficio  118-P-2019 del 14 de junio de 2019, el presidente de la Corte solicitó a la Ministra de Hacienda se valorara la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender esta y cinco nuevas obligaciones más encomendadas por la Asamblea Legislativa.



Mediante oficio 1538-PLA-PP-2019, de fecha 20 de setiembre de 2019, la Dirección de Planificación al revisar el Proyecto de Presupuesto 2020 trasladado por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea Legislativa y en relación directa con los recursos adicionales solicitados por el Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones, en el apartado A.1. se indicó lo siguiente: 



“(…) No fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa”.



Este oficio mencionado anteriormente fue conocido por Corte Plena en sesión 41-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, artículo XV.



Finalmente, de acuerdo con la Ley No. 9791 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2020, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas no fueron incorporados durante la etapa de análisis y discusión por parte de la Asamblea Legislativa, esto según informe 1932-PLA-PP-2019 relacionado con el seguimiento realizado al Expediente 21.568 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económica del 2020” en la Comisión de Asuntos Hacendarios.”



Por último, es de interés institucional mencionar que mediante los oficios DGPN-0145-2020 del 24 de abril, DM-0321-2020 del 27 de marzo, DM-0436-2020 del 15 de abril del 2020 el Ministerio de Hacienda comunica al Poder Judicial sobre nuevos lineamientos técnicos referentes al gasto presupuestario y que la crisis económica causada por el COVID-19 podrá implicar aún más cambios que limitan aún más el accionar institucional para dar frente a nuevas obligaciones; lo anterior, exige a la institución un mayor esfuerzo en la maximización de los recursos disponibles.





Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI.









Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Copia: Archivo
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Oficio JEFDP-450-2020


San José, 04 de mayo de 2020








Señores y Señoras 


Consejo Superior.


Poder Judicial.





Estimadas señoras y señores: 


         Reciban un respetuoso saludo.   En sesión extraordinaria de presupuesto N°38-2020 celebrada el 17 de abril del 2020,  se dispuso con relación al informe 507-PLA-RH-MI-2020, estudio de Requerimiento Humano relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, mediante el ARTÍCULO XXI, lo que a continuación se cita:


“Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son;  A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe.”


	De conformidad con lo anterior y en atención a lo dispuesto en el numeral 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se presenta recurso de reconsideración con base en los motivos que de seguido se detallan: 





PRIMERO. La Dirección de Planificación elaboró el  Informe 507-PLA-RH-OI-2020, el cual fue puesto en conocimiento de la Defensa Pública, de forma tal que en tiempo se les remitió el Oficio JEFDP- 365-2020, en el que se le realizaron una serie de observaciones, por  considerar que ese documento no valoraba aspectos que de forma oral y escrita habían sido facilitados por los especialistas en las materias de contencioso administrativo, agrario, pensiones, y la supervisión de pueblos indígenas de la Defensa Pública, señalándose en el párrafo final, después de 36 páginas:





 “Por lo anteriormente expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.”





De tal manera que el informe de Planificación referido no es consistente en cuanto a la información, y no valora aspectos cualitativos y cuantitativos básicos en la atención de las personas usuarias indígenas.





SEGUNDO: Aún y cuando se trata de un acuerdo que fue tomado en firme por este Consejo, por la responsabilidad que este tema implica en la atención a una población con una altísima condición de vulnerabilidad, se presenta Recurso de Reconsideración  tomando en cuenta la trascendencia del tema y las implicaciones del acuerdo, tanto para la Institución, como para las personas usuarias de nuestro servicio público.





Es de importancia establecer que desde el Oficio JEFDP-365-2020, en el apartado de Pensiones Alimentarias, se indicaron una serie de datos que corresponden a los lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora pública para brindar atención a personas usuarias en esta materia, de tal forma que no se brinda el servicio, o se brinda de forma parcial por falta de recurso humano.





 El día 29 de abril ante el acuerdo del Consejo Superior que se recibe, mi persona se comunica por teléfono con la Sra. Nacira Valverde, directora a.i del Departamento de Planificación, a quien respetuosamente se le consulta sobre los resultados del estudio y el por qué no se habían tomado en cuenta las múltiples observaciones realizadas por los especialistas en materia, que evidencian la necesidad de las personas usuarias de contar con más profesionales de la Defensa Pública que les brinden la defensa técnica.  Indicando la Sra. Valverde que la Defensa Pública no aportó prueba de las necesidades de atención en algunas Defensas Públicas como Coto Brus, Turrialba entre otras pues según señaló, la Defensa Pública debía haber indicado de la cantidad de personas usuarias en cada uno de esos despachos, cuántas eran personas indígenas.  Al respecto, se le hizo ver a la señora Directora de Planificación que la información con la que cuenta la Defensa Pública, desde un inicio se le facilitó a las personas encargadas de la realización del estudio, quienes no indicaron en ningún momento a los especialistas de la Defensa  que tenían que brindar los datos de los procesos y usuarios en los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia, Violencia Doméstica o cualquier otra materia; ya que si lo hubieran solicitado de esta forma, desde un primer momento la Defensa Pública hubiera requerido dicha información a los Juzgados.





Sin embargo, debo señalar que  los datos estadísticos necesarios para hacer un estudio de las necesidades institucionales,  sea de los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia o cualquier otra materia,  no son datos asequibles para la Defensa Pública, pues usualmente le corresponde al órgano técnico pedir la información y analizarlos con la perspectiva que corresponde a los expertos institucionales, a fin de elaborar un estudio y resultados adecuados acordes con la realidad judicial y la necesidad de las personas usuarias,  por lo tanto, la ubicación y análisis de dichos datos le corresponde a la Dirección de Planificación.  Además, desde la Defensa Pública no contamos con los permisos necesarios para acceder a los sistemas de los Juzgados y obtener dicha  información. Sin embargo, reitero, si desde el primer momento nos hubieran solicitado esos datos, aun cuando no es tarea de la Defensa Pública recabar esa información, lo hubiéramos hecho con mucho gusto con el afán de colaborar.





Se hace notar que el informe de Planificación aprobado por su estimable Autoridad, no contiene un estudio integral que incluya los datos de expedientes activos en los diferentes juzgados del país donde una de las partes o ambas sean personas indígenas, en las diferentes materias como lo dispone la ley número 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en su artículo 7. 





Estos datos son un punto de partida fundamental, para realizar las proyecciones reales de las plazas que requiere la Defensa Pública, y no basar el estudio únicamente en los casos activos de personas indígenas con los que cuenta la Defensa Pública, en las oficinas donde se cuenta con mayor concentración de población indígena. Lo anterior, no puede reflejar la necesidad de recurso humano ya que estas nuevas competencias, se han tenido que enfrentar sin nuevos recursos, el servicio no se ha podido brindar como debería de ser, así por ejemplo puedo citar: la imposibilidad de que las personas defensoras públicas acompañen a las personas juzgadoras, facilitadores judiciales a las giras a zona indígena, o si lo hacen el servicio ordinario no puede ser brindado. 





Pese a lo anterior, me he dado a la tarea de ubicar algunos números de interés, con relación al tema de atención de personas indígenas,  pues el estudio de Planificación aprobado, se basa únicamente en los números que le proporcionó la Defensa Pública y se dejaron de lado temas vitales que hemos venido apuntando desde un inicio y que fueron remarcados en el último informe que rindió la Defensa Pública.





Por ejemplo, no se realizó un estudio a nivel nacional con los datos de los juzgados, independientemente de la materia, para determinar el número de expedientes activos en la que una o ambas partes fuesen personas indígenas. Este tema no puede ser analizado solo en los lugares en donde haya mayor concentración de personas indígenas, ya que arroja resultados sesgados ya que hay materias que no se tramitan en esos lugares y las personas indígenas no están centradas en esas zonas, ya que las personas indígenas están por todo el país y muchas cambian de domicilio constantemente. 





No se analizó el tema de las giras que realizan las personas facilitadoras judiciales, quienes en muchas ocasiones solicitan a la Defensa Pública que les acompañen y por falta de recursos no hemos podido atender a este llamado.





Tampoco, se evidencia que se tomara en cuenta las giras a zona indígena, el tiempo de traslado, para la realización de audiencias en el lugar y acercar la justicia a estas personas que tanto lo requieren por su extrema condición de vulnerabilidad.





Además, se omite medir el impacto que ha tenido esta ley en el servicio que brinda la Defensa Pública, por ejemplo en el caso de aquellas personas usuarias que han tenido que acudir directamente al Despacho a plantear el proceso sin asistencia letrada o acompañamiento de la Defensa Pública, como es el caso de la materia de pensiones alimentarias en las localidades de Cartago, Turrialba, Limón, Corredores, Upala, ya que, al momento de buscar a la persona defensora pública, se encuentra de gira en las diversas zona indígenas.








Finalmente, no se evidencia estudio en cuanto al tiempo de traslado de las personas defensoras públicas para atender casos de otras jurisdicciones por intereses contrapuestos, ejemplo: de Golfito a Corredores o de Golfito a Puerto Jiménez, o de Corredores a San Vito, o Cartago que visita Turrialba o a la zona indígena, o de Turrialba a la zona indígena, entre otros. Incluso en ocasiones la Defensora de Golfito, dada la existencia de intereses contrapuestos en casos de San Vito, ha tenido que trasladarse a San Vito, pues ambas partes eran personas indígenas. Estos son solo algunos ejemplos que no son analizados en el estudio de Planificación.





No podemos dejar de señalar que el análisis de Planificación tampoco toma en cuenta que la atención de la persona indígena es mucho más compleja y consume más tiempo, precisamente por las particularidades de su cultura, lo cual amerita un estudio técnico por parte de un profesional de ingeniería industrial que realice un acompañamiento a las personas defensoras que atienden estos casos para que contabilicen la diferencia de tiempo que se invierte en estos casos.





Debo indicar, que resulta preocupante que se pretenda partir del análisis de los casos de personas indígenas planteados ante órganos jurisdiccionales sin acompañamiento de la Defensa Pública, cuando no existe certeza si en los juzgados se le consulta a todas  las personas usuarias si es persona indígena o no, de ahí, que algunos no proporcionaron la información requerida.  Incluso, podría ocurrir que se omita hacer este tipo de consulta por considerar que puede ser vista como discriminatoria, aun cuando este no sea el fin de la consulta.  





Entre los juzgados que no pudieron facilitarnos los datos sobre personas indígenas se encuentran: 





Juzgado Contravencional de San Vito


 


			Materia


			Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad





			Pensiones alimentarias


			1150 (de los cuales la Defensa Pública solo representa a personas indígenas en 16 asuntos)





			Violencia Doméstica


			332 (no se lleva ningún caso)








 





Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba





			Materia


			Cantidad de asuntos de personas indígenas





			Violencia doméstica


			562, de los cuales 57 intervienen personas usuarias indígenas cabécar y la Defensa Pública solo lleva 2 asuntos





			Familia


			73 asuntos, 4 asuntos activos, la Defensa Pública lleva 2 asuntos únicamente.





			Pensiones alimentarias


			140 asuntos de personas indígenas, de los cuales solo 19 son representados por la Defensa Pública.












Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez


 


			Materia


			Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad





			Violencia Doméstica


			172 expedientes





			Pensiones Alimentarias


			171 expedientes











En cuanto a la oficina de Puerto Jiménez, se debe hacer notar que ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en materia de pensiones alimentarias, por lo que estas personas no tienen la opción de representación legal gratuita. Se hace notar que, para poder llegar al lugar desde Golfito se debe pagar una lancha que tiene un precio por viaje de 3.000 mil colones, la misma cantidad de regreso. Además, el bus hace la ruta solo una vez en la mañana y otra en la tarde, desde Golfito.  





En la zona de Puerto Jiménez, la población indígena esta sin atención, no hay plaza de pensiones alimentarias, familia o violencia doméstica. El Juzgado debe atender a la población indígena de Alto Laguna de Osa, que es un territorio indígena de gran extensión, y para recibir la representación legal gratuita deberían ir hasta Golfito,  pero esto nunca ocurre por la falta de recursos  económicos para pagar el pasaje del transporte  marítimos o transporte público por carretera.  


           


En virtud del acuerdo transcrito, con el mayor de los respetos, se presenta el Recurso de Reconsideración el cual solicito se acoja, ya que no se comparte el informe aprobado por el Consejo Superior, emitido por la Dirección de Planificación 507-PLA-RH-OI-2020,  ni sus conclusiones y recomendaciones.   Se considera que dicho informe tiene una base probatoria que no es acorde a la realidad de la Defensa Pública, ni la atención que esta brinda a las personas indígenas y por ello no contempla en sus recomendaciones la totalidad de las plazas que las personas usuarias indígenas requieren para su atención, a pesar de su condición de extrema vulnerabilidad.  





De tal manera que, si se considerara y valorara lo señalado en el Oficio JEFDP- 365-2020, se podría determinar la necesidad no de dos plazas como lo indica la Dirección de Planificación, sino de una cantidad mayor de plazas que las personas usuarias indígenas requieren. Es así como se solicita reconsiderar el acuerdo y no tener por aprobado el informe de Planificación, sino valorar el Oficio de la Defensa Pública ya indicado y ordenar un nuevo estudio integral a la Dirección de Planificación, que en su condición de órgano técnico especializado debe recolectar e  incluir datos de los diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Violencia Doméstica a nivel nacional, tanto de forma general como segmentada en relación con la población indígena. 





Se aporta como prueba el Oficio JEFDP- 365-2020, enviado a la Dirección de Planificación en fecha del 14 de abril del año en curso.





Atentamente,














M.Sc. Diana Montero Montero


Jefa a.i  


Defensa Pública
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